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Resumen	
  

Quien realice una recopilación de los estudios de sociología jurídica en Colombia encontrará 
que la mayoría se concentran en relacionar y comparar datos cuantitativos provenientes de la 
instituciones estatales. La perspectiva micro, que se centra en el estudio de las emociones y las 
creencias involucradas en cada situación,  ha sido relegada por la comunidad académica 
colombiana. El presente trabajo pretende responder a éste vacío estudiando las experiencias, 
reflexiones y sentidos que motivan las prácticas de los actores que integran la jurisdicción 
laboral de la ciudad de Cali, Valle del Cauca. A partir de este enfoque, es posible mostrar 
fenómenos sociales que una visión centrada en las instituciones o en las normas desconocería, 
y que finalmente afectan y modifican el oficio judicial. La metodología empleada en esta 
investigación tiene dos etapas. En la primera, trabajé durante 6 meses como empleada de un 
juzgado laboral de Cali, las mañanas de los miércoles entre 8am y 12m. Este espacio me 
permitió compartir con algunos empleados en calidad de compañera de trabajo para dar cuenta 
de su relato oral y del comportamiento no verbal. El ejercicio anterior, junto con la 
observación de audiencias y la experiencia que tuve en los años 2008 y 2009 como empleada 
formal de la jurisdicción laboral, me brindaron la información de base para construir las 
preguntas que integraría distintas entrevistas semiestructuradas. En la segunda etapa, éstas 
entrevistas fueron resueltas por 25 actores que ocupan diversos lugares del mundo judicial. 
Jueces, exjueces, magistrados, ex magistrados, empleados judiciales de diferentes cargos, ex 
empleados judiciales y litigantes especializados en el área laboral, hicieron parte del grupo de 
personas que narraron sus trayectorias profesionales. Entre los diferentes hallazgos de la 
investigación destaco el siguiente: El notable aumento de los recursos que tienen a su 
disposición los actores judiciales para tomar decisiones, debido a las nuevas vías de 
comunicación y de información que han llegado a los juzgados en las últimas décadas (los 
computadores y con ellos las bases de datos y el internet), el cambio en el paradigma 
educativo, y las transformaciones que han generado el derecho constitucional, han 
diversificado las respuestas o decisiones jurídicas que los jueces emiten para solucionar los 
casos que conocen. De igual forma, al expandirse el espectro de las referencias y perspectivas 
que tienen los actores sobre el derecho, el trabajo y la justicia, los caminos para llegar a la 
institución se amplían, se diversifican los grupos de alianzas y los modelos de evaluación se 
transforman de acuerdo a las diferentes visiones. Este escenario, cada vez más diverso y 
complejo, se enfrenta con mecanismos que buscan conservar un mismo lenguaje y preservar  
la imagen de coherencia. Pues definir una visión común es importante para proteger la 
seguridad jurídica y, por ende, el principio de legalidad. 
 

Palabras claves: 
Etnografía Jurídica. Prácticas judiciales. Burocracias. Decisión judicial. Ritual. Cambio social. 
Vida cotidiana. Emociones.  
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Carmela,	
  la	
  historia	
  de	
  una	
  audiencia.	
  Una	
  puerta	
  a	
  las	
  prácticas	
  judiciales	
  y	
  al	
  
ritual	
  de	
  la	
  justicia.	
  	
  

 
En la mañana del 6 de mayo de 2013 me reuní con una abogada a la entrada de las salas de audiencias 
consecutivas al Edificio Garrido, en la carrera 3 No. 7-15, al frente de la Cámara de Comercio. Un 
antiguo edificio de apartamentos acondicionado para alojar 12 juzgados laborales y 3 juzgados penales, 
de forma tal que los juzgados se encontraban distribuidos en antiguos cuartos, cocinas, salas de estar, 
baños y patios. Cuando llegué, la abogada ya estaba con su cliente, Carmela, y una amiga de la cliente 
quien testificaría a favor suyo en la audiencia. La demanda que dio inicio al proceso se interpuso el 17 
de julio de 2012, lo que indica que habían pasado 10 meses entre su interposición y la primera 
audiencia. Las tres personas estaban hablando sobre las probabilidades de ganarlo, el comportamiento 
que se debía tener durante la audiencia y los posibles argumentos y acciones que la demandada y su 
apoderado desplegarían durante el proceso. Carmela estaba especialmente elegante, cepillada, de blusa 
negra y pantalón blanco, con accesorios dorados. Se veía tensa, se sobaba las manos, las sacudía. 
Parecía nerviosa. Después de saludarme me preguntó si yo creía que el caso se podía ganar. Le 
respondí que no lo sabía, pero que esperaba que sí.   
 
No era la primera vez que Carmela me hacía esa pregunta ni la primera vez que le respondía alguna 
frase similar. La conocía desde el año 2009, cuando aún trabajaba en el salón de belleza que ahora 
demandaba, y había continuado como cliente de ella en los salones de belleza donde se había empleado 
después de salir de allí. Desde que supo que yo era abogada, cada vez que me veía me comentaba algo 
sobre el proceso o sobre la relación con quien fuera su empleadora. Procuraba no darle muchas 
esperanzas, pero le confesaba que como ex empleada de la rama judicial, donde había proyectado1 
varios fallos parecidos al suyo, consideraba que había pruebas meritorias para obtener una decisión 
favorable. Perfectamente habría podido servirle de testigo, pues como cliente recordaba la organización 
del salón de belleza y los múltiples indicios de subordinación que para mí se presentaban. Sin embargo 
estaba impedida para hacerlo, porque la juez que presidiría la audiencia era, de algún modo, mi jefe. En 
este juzgado estaba realizando la etnografía que sustentaría, entre otras fuentes, este trabajo de 
investigación.  
 
Carmela demandaba a la dueña del salón de belleza porque consideraba que entre ambas había existido 
un contrato de trabajo que nunca se pactó ni se firmó. A su juicio, ella trabajaba en un horario definido, 
con los instrumentos que la empleadora le ofrecía, y le “pagaban” una especie de salario mensual, que 
si bien variaba dependiendo del número de clientes, solía rodear los 3 millones. La dueña del local 
consideraba que entre ella y Carmela solo había existido un contrato de arrendamiento, donde ella le 
arrendaba a Carmela un espacio del local para que atendiera a sus propios clientes. Si bien los clientes 
le pagaban a la recepcionista, que le devolvía un “vale” de colores dependiendo del servicio, los 
clientes de Carmela no tenían ninguna relación con el local. Carmela sabía que si el caso se ganaba 

                                                   
1 En la jerga jurídica se entiende por “proyectar” una decisión o sentencia, la tarea por la cual se elabora un 
esquema argumentativo que tiene como objetivo decidir sobre un conflicto o asunto jurídico que ha 
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podría obtener alrededor de 30 millones, con los que esperaba abrir un salón de belleza propio en 
Jamundí, donde vivía con sus dos hijos.  
 
Minutos más tarde entramos a la “Sala de Audiencias”. En el edificio donde entramos había seis salas 
de audiencias distribuidas en dos pisos. Cuatro en el primer piso, que guardaban más o menos las 
mismas proporciones, y dos en un piso subterráneo, al que se accedía por medio de unas escaleras 
estrechas. Todas las salas tenían aire acondicionado, pero en las salas subterráneas el aire se mezclaba 
con cierta atmósfera de humedad densa que generaba un olor peculiar. Todas las salas estaban pintadas 
de blanco y todas eran más o menos estrechas, pues, además de las partes, el juez y el empleado 
judicial2, solo cabían de a tres a cinco personas sentadas. El único espacio que guardaba una diferencia 
notoria con los demás salones era la Sala que nos tocó ese día. Estaba ubicada al lado de la calle y 
cerca de la puerta de entrada al edificio, por lo que llegaba un leve ruido de afuera. Al lado izquierdo 
del salón no hay una pared de cemento, sino de vidrio negro que permite ver lo que sucede afuera, pero 
desde la calle no se alcanza a ver lo que ocurre en el lugar.  
 
Los muebles en la sala estaban distribuidos, más o menos, de la siguiente manera: Al fondo del cuarto 
estaba ubicada la tarima donde se sitúa el juez, y un módulo continuo donde se ubica un empleado del 
juzgado que tiene la tarea de leer el protocolo de comportamiento y ayudar a la juez en lo que necesite 
durante la audiencia. En principio en este espacio debía haber un computador, pero para el momento no 
lo había. La unión de ambos tenía una extensión aproximadamente de 2 metros, y el largo total del 
salón era cerca de 3 metros. Al frente de la tarima donde se ubica el o la juez, a una distancia 
aproximada de dos metros, se encuentran dos escritorios. Uno a la derecha y otro a la izquierda. La 
distancia que separa a ambos escritorios entre sí es de un metro aproximadamente. Entre la tarima del 
juez y el escritorio de la derecha, está ubicada una silla negra de computador. Detrás de los escritorios, 
a espaldas de las partes y los abogados, se ubica una baranda con una altura de medio metro más o 
menos. Inmediatamente detrás de la baranda, pegada a la pared, se encuentran una silla tandem de 
cuatro puestos color negro. En las cuatro sillas nos sentamos dos estudiantes de la abogada 
demandante, quien también trabaja como profesora de derecho laboral, y yo. Los testigos no pueden 
entrar en el salón, así que esperan sentados en sillas tandem negras que están en el pasillo del edificio.  
 
Cuando entré ya estaban en la sala un empleado del juzgado (el citador), el abogado de la parte 
demandada y los dos estudiantes. El abogado y el citador conversaban. La abogada y Carmela todavía 
hablaban afuera. Estaban pendientes de la llegada de un testigo. La empleadora demandada tampoco 
había llegado. Solo estábamos los estudiantes, el abogado defensor y yo, cuando el citador empezó a 
leer una hoja que contenía las reglas de comportamiento durante la audiencia, como “guardar silencio, 
compostura y respeto por el estrado judicial”, “apagar los celulares”, “prohibidas las afirmaciones de 

                                                   
2 De acuerdo al ordenamiento jurídico colombiano, quienes intervienen en el proceso judicial, también 
llamados “servidores de la Rama Judicial” conforme a la Ley 270 de 1996, Estatutaria de la Administración 
de Justicia,  se dividen en funcionarios y empleados judiciales. Sobre este aspecto el artículo 125 aclara: 
“Tienen la calidad de funcionarios los Magistrados de las Corporaciones Judiciales, los Jueces de la 
República y los Fiscales. Son empleados las demás personas que ocupen cargos en las Corporaciones y 
Despachos Judiciales y en los órganos y entidades administrativas de la Rama Judicial”. Durante el 
transcurso del trabajo mantendré esta diferenciación.  
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respaldo y rechazo sobre las intervenciones de testigos, argumentos de los apoderados y las 
afirmaciones de la juez”, entre otras. Al minuto llegan las partes y el citador les pide las cédulas para 
identificarlas. Minutos más tarde entra la juez vestida con una toga negra, cargando un código y 
documentos. Todos nos paramos. Al sentarse en el estrado nos da permiso para sentarnos y empieza a 
leer un documento mentalmente. Mientras esto ocurre, la abogada y Carmela se comunican escribiendo 
en una hoja que está en el escritorio, pues la primera le aconsejó a Carmela que evitara hablarle. Se 
escribían sobre el testigo que no llegaba.  
 
La juez le solicita al citador que encienda la grabadora. Es una pequeña grabadora de entrevista que 
guardaban en una cartuchera de tela blanca estampada con corazones de colores. El ayudante hunde un 
botón, y acto seguido la juez lee un documento que contiene la fecha y hora, identifica el tipo de 
audiencia (primera de trámite), identifica el tipo de proceso (ordinario laboral de primera instancia, es 
decir, que se discute sobre la existencia de un supuesto derecho) y con un número (que se le denomina 
radicado). Posteriormente, le solicita a las partes se presenten con voz clara y fuerte para que quede 
registrado en la grabadora. Cada parte se identifica con nombre, cédula, profesión y domicilio, seguida 
por su abogado, quien además menciona el número de la Tarjeta Profesional. Carmela declara que su 
profesión es “estilista” y la empleadora se define como “empresaria”. Todos estamos en silencio y 
miramos a la juez quien, entre leyendo y de memoria, constituye formalmente la audiencia.   
 
Posteriormente le pregunta a las partes si tienen “ánimo conciliatorio”. En este momento hunde un 
botón de la grabadora (al parecer la pausa), y con un tono de voz y gestos menos formales les pregunta 
si van a conciliar, al tiempo que les presenta esta opción como ventajosa. Las partes empiezan a 
discutir, narrando argumentos de fondo sobre el porqué no van a conciliar, haciendo referencia a 
hechos puntuales sobre “maltratos” e “injusticias”. Sin embargo la demandada propone una suma de 5 
millones que la demandante rechaza. La juez les explica que ese no es momento para discutir aspectos 
de fondo, e informa que va a “reiniciar la audiencia” para que quede grabado que la oferta es “de tanto” 
y que se acepta “tanto” o que no se acepta nada. Acto seguido mira al ayudante quien hunde de nuevo 
el botón, y las partes expresan formalmente su intención de conciliar por 5 millones y el rechazo de 
dicha suma. Entonces la juez lee una serie de “fórmulas”, frases que mencionan todos los jueces en 
todos los procesos, y que varían sutilmente. Éstas sirven de guion y de guía al juez y a las partes para 
desarrollar las etapas procesales. Cada vez que se pasa de una etapa a otra la juez dice “esta decisión se 
notifica en estrados” (en la mayoría de las audiencias, seguido a esta frase, el juez golpea el estrado con 
un pequeño martillo o “mazo”). No me detendré en cada una de ellas, pero tienen como función 
establecer que no se presente ningún tipo de vicio durante el proceso que pueda invalidar “lo actuado” 
hasta el momento (o se estudian las excepciones previas para revisar nulidades), identificar los hechos 
que no serán objeto de discusión (lo que se llama fijación del litigio) y se plantea el problema jurídico a 
ser resuelto.   
 
La etapa que le sigue a lo anterior se denomina “audiencia de trámite”, dejando atrás la “audiencia de 
conciliación y fijación del litigio”. En esta parte, la juez decreta las pruebas que se practicarán durante 
la audiencia, pero al decir “decreto y práctica de pruebas” para de nuevo la grabadora, y escribe algo en 
un papel. Al empezar a leer las pruebas, el secretario olvida prender la grabadora, por lo que debe 
reiniciar la lectura. Decreta todas las pruebas menos una: la “inspección judicial” que había solicitado 
la abogada demandante, en la cual le pedía a la juez que se dirigiera al salón de belleza de la 
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demandada y revisara sus libros contables y la prácticas del local que evidencian la subordinación. La 
razón para negarla: la abogada no mencionó las razones por las cuales solicitaba esa prueba en la 
demanda.  
 
Sin embargo la abogada insiste en la necesidad de la prueba. La juez hunde un botón de la grabadora, y 
con un tono de voz informal explica que en el proceso oral solo deben realizarse dos audiencias y las 
partes deben traer a la audiencia todas las pruebas que les permita demostrar sus argumentos. A mi 
entender, la juez quería decir que no hay tiempo para realizar inspecciones judiciales. La abogada 
manifiesta que el empleado no tiene los papeles contables del establecimiento de comercio a su 
disposición, e insiste en que es importante que se estudie la contabilidad del local para efectos de 
demostrar el monto del salario. La juez le pregunta a la demandada, con tono informal, si puede traer 
los papeles, a lo que la demandada responde que “la contabilidad es globalizada” y que no tiene 
información detallada. En este momento Carmela, con un tono de voz alto y enérgico, expresa que la 
demandada tiene firmas mensuales de contabilidad. La juez interrumpe a Carmela y le explica a las 
partes que va a volver a prender la grabadora para que la abogada demandante recurra el auto3 y 
explique los motivos de su inconformidad. Prende la grabadora. La abogada presenta recurso de 
apelación planteando que la necesidad de la prueba es evidente, y la juez aprueba la apelación. Será el 
Tribunal quien defina quien tiene la razón. 
 
Continúa la juez con la etapa de interrogatorio de parte. Lee la fórmula que así lo expresa y hunde un 
botón de la grabadora. Le explica a la demandada con tono y gestos informales, como en una 
conversación cotidiana, que las respuestas las debe responder sola, sin asesoría, y debía responderlas 
mirándola a ella. Prende la grabadora, y todos nos paramos mientras se juramenta a la empresaria: 
“¿jura decir la verdad y nada más que la verdad?” “lo juro” nos sentamos. La abogada demandante 
inicia el interrogatorio, pidiéndole que explicara uno de los hechos que se afirmaban en la 
contestación4.  El abogado defensor interviene, y le solicita a la abogada que cite textualmente la 

                                                   
3 “Tanto el ordenamiento legislativo colombiano como la doctrina procesal ha clasificado las providencias 
judiciales en autos y sentencias. Según el artículo 302 del Código de Procedimiento Civil, "son sentencias 
las que deciden sobre pretensiones de la demanda o las excepciones que no tengan el carácter de previas, 
cualquiera que fuere la instancia en que se pronuncien, y las que resuelven los recursos de casación y 
revisión."  y “son autos todas las demás providencias de trámite o interlocutorias"… Los autos que se 
pueden proferir dentro de un proceso se dividen a su vez en autos de trámite que buscan darle curso al 
proceso sin que se decida nada de fondo, dentro de los cuales se encuentra el de admisión de la demanda o 
el que decreta pruebas y autos interlocutorios que contienen decisiones o resoluciones y no meras órdenes 
de trámite, como el que rechaza la demanda” Corte Constitucional. Auto 230 de 2001. Magistrado 
Ponente: Marco Gerardo Monroy Cabra.   
 
4 Es un escrito que presenta el demandado, por lo general a través de apoderado, al despacho que lo 
notificó de que se ha presentado una demanda en su contra. En este escrito, que generalmente lo redacta el 
abogado, se definen que hechos de la demanda el demandado considera ciertos, falsos o no le constan, y se 
formulan excepciones previas (relacionadas con la forma del proceso. Por ejemplo, el juez no es 
competente o el demandante no está legitimado en la causa porque no es titular del derecho) y de mérito o 
de fondo, las cuales se deben demostrar durante el proceso y buscan invalidar el derecho del demandante, 
ya sea porque prescribió, porque ya hubo un pago o una compensación, o porque el derecho nunca existió, 
como se quiere demostrar en este caso.  
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afirmación en el escrito de contestación. La abogada lo lee. La demandada explica de manera segura y 
confiada lo que se le pregunta sobre la relación profesional que tenía con la demandante. La juez mira 
atentamente a la demandada mientras habla, y Carmela se muestra extrañada, frunciendo la frente, 
como quien no reconoce lo que la demandada manifiesta. Posteriormente, la abogada formula otra 
pregunta. El abogado defensor la objeta porque la considera “demasiado general”. Después de una leve 
discusión entre abogados, la juez apaga la grabadora, y le dice a la abogada demandante que “en el 
interrogatorio son preguntas concretas” que le permitan a la parte responder “sí o no”. La juez prende 
la grabadora nuevamente, y con un tono más formal repite la indicación. Durante el interrogatorio la 
demandada se mostró segura y tranquila, y explicó que solo había contratado laboralmente a la 
recepcionista y a la supervisora. Los demás no tenían horario, ni se les indicaba que debían hacer, y 
compraban por su cuenta los utensilios de trabajo. Carmela por su parte abría los ojos, los fruncía, 
movía la cabeza hacia los lados como haciendo el gesto de “no”. Posteriormente la juez formula un par 
de preguntas más dirigidas a aclarar detalles de la relación entre Carmela y la empresaria. 
 
Después, la juez da inicio al interrogatorio de la demandante. Nos paramos otra vez durante el 
juramento. El abogado inicia con una “frase tipo”5 muy usada por los abogados litigantes: “diga cómo 
es cierto sí o no…” y le hace preguntas dirigidas a que Carmela confiese que no existió contrato de 
trabajo. Carmela contesta las preguntas con un tono muy seguro y enfático. Durante su declaración el 
acento que acompaña sus palabras varía de la contundencia por reclamar lo que supone le pertenece, al 
lamento por considerarse víctima y estafada. En esta parte le recuerda a la juez que es madre de familia 
y que tiene dos hijos que dependen de ella, al tiempo que advierte que la demandada la amenazó, y 
estaba buscando por diversos medios bloquearla en los espacios donde podría trabajar en el centro 
comercial donde había ejercido su labor. De inmediato la juez la interrumpe, y le explica que lo 
relacionado con amenazas pertenece a otras competencias y no puede ser objeto de estudio en ese 
momento ni en ese proceso. Acto seguido, la juez complementa con preguntas para aclarar las quejas 
relacionadas con el supuesto contrato de Carmela, y al terminar de preguntar, explica que no 
necesariamente se escuchará a todos los testigos que solicitaron las partes, y que en la medida que éstos 
sean reiterativos los irá despachando.  
 
El ayudante sale del despacho y llaman a una testigo (en adelante testigo1) que compartían ambas 
partes, lo que no es muy usual, pero al ser administradora del local en la época en que trabajaba 
Carmela, podía explicar lo que había percibido. La testigo1 entra segura, sin saludar a nadie y se sienta. 
Nos paramos para el juramento, y después la juez le hace una serie de preguntas que se les denomina 
los “generales de ley”. Consisten en el nombre, domicilio, edad, profesión, se le pide que aclare si tiene 
algún tipo de parentesco con las partes y si conoce las razones por las cuales está convocada a la 
audiencia. A partir de la primera descripción de la testigo, la juez le formula más preguntas con la 

                                                   
5 Denominaré “frase tipo” a las expresiones o proposiciones tradicionales que utilizan abogados y otros 
actores que pertenecen a la comunidad jurídica. Son frases que se enseñan desde el pregrado, de manera 
consciente o inconsciente. Estas frases hacen parte de una tradición oral, pues en ninguna norma escrita se 
explicita, se indica o se obliga su uso. Actualmente algunos profesores (colegas) recomiendan evitarlas, 
dado que afectan el performance del abogado en la audiencia oral, y se relacionan con prácticas propias de 
abogados “vieja guardia”. Ejemplos de frases tipo son: “diga al despacho sí o no…”, “proceda a manifestar 
como es cierto sí o no…” 
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intención de aclarar detalles. Entre otros fenómenos, la testigo manifiesta que ni Carmela ni “las demás 
muchachas” cumplen un horario, y que Carmela no asistía en un horario uniforme al local. “Por 
ejemplo, muchos lunes no iba” explica. En este momento Carmela hace una exclamación que 
manifiesta extrañeza (inhala por la boca emitiendo un sonido tipo iiihhh). Entonces la juez interfiere 
para exhortar a la actora que se abstuviera de hacer exclamaciones según se advirtió en las reglas 
indicadas al inicio de la audiencia, o se vería obligada a expulsarla del lugar. Según anoté en mi 
cuaderno de campo, percibí a la juez incomoda y un poco irritada con el comportamiento de Carmela. 
Después del incidente la testigo aclara que realmente faltó muy pocos lunes, pero que igual si faltaba 
no le pasaba nada. La juez le llega a hacer 10 preguntas en total a la testigo, y finalmente le indica a la 
abogada demandante que continúe el interrogatorio.  
 
La abogada inicia el interrogatorio. Le hace una pregunta, y sin que la testigo terminara de hablar, la 
abogada la interrumpe y le formula otra pregunta. Este gesto enfada a la testigo que le contesta con 
tono irritado “¿será que puedo terminar de contestar su pregunta?” y continúa su relato. Me pareció 
extraño observar que la juez no intervino en esta escena. También llamó mi atención que la testigo era 
especialmente sensible a la palabra obediencia u orden y a la palabra contrato. Cada vez que se 
mencionaban, aclaraba que nadie tenía que obedecer a nadie, y que tampoco habían órdenes de por 
medio. Agregaba que si llegaba alguna clienta solicitando a Carmela, ella como administradora la 
mandaba a llamar y si no estaba no pasaba nada “la que perdía la clienta era ella”. Después le toca el 
turno al abogado defensor. Él empieza a formular su pregunta cuando es interrumpido por la abogada a 
las dos palabras, quien alegaba que la pregunta era impertinente. La juez interviene para permitirle al 
abogado formular la pregunta, y le pide a la testigo que la responda. A mi parecer, esta situación irrita a 
la juez, e insiste en que tanto los asistentes como las partes deben guardar el decoro. Nuevamente le 
pide el favor a Carmela, quien había estado haciendo caras y movimientos en su puesto, que se 
abstuviera de hacer gestos y exclamaciones esta vez con un tono más enfático.  
 
La juez agradece a la testigo por su declaración y le indica a la parte demandada que le toca su turno, y 
que puede llamar al testigo que considere. Mientras la testigo1 sale del salón nos mira, a los estudiantes 
y a mí, y nos dice en volumen bajo “dios los bendiga porque este trabajo es muy duro” (creo que 
asumió que los tres éramos abogados o estudiantes de Derecho).  El abogado sale detrás de ella y llama 
a otra mujer que trabajaba en el local. La testigo2 entra despacio. Sus gestos y movimientos no son de 
una mujer determinada, como la testigo anterior, sino de una persona dudosa, tímida y nerviosa. Se 
repiten las acciones descritas sobre el juramento. Cuando contesta los generales de ley, su voz está en 
un tono muy bajo, apenas perceptible, entonces el abogado defensor le pide que hable más fuerte y 
mirando a la juez. Percibí que al describir “lo que le consta” sobre la relación profesional entre 
Carmela y la empleada, la testigo2 narraba los hechos como recitando una lección, con un ritmo lento, 
pausado, plano y haciendo uso de tecnicismos que no parecía manejar. Durante el interrogatorio del 
abogado defensor, ella lo miraba para responderle, y la juez insistía que la mirara a ella al responder, 
porque de lo contrario su testimonio no quedaría registrado en la grabadora.  
 
Sin embargo, cuando le toca interrogar a la abogada demandante, quien utiliza la frase o fórmula tipo 
“sírvase informar al despacho…”, la testigo cambia el tono. Parece más espontáneo y enfático, y 
responde las preguntas que le hace la abogada de manera desprevenida. Afirma que en el local se 
manejaba una “nómina”, que a las personas se les “pagaba” cada 15 días, que había llamados de 
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atención cuando las estilistas no estaban en el horario. Mientras esto sucedía, Carmela escribía en el 
papel que usó para comunicarse con la abogada “Gracias Dios mío” “Dios nos bendiga”. Lo pude leer 
porque lo escribió grande, y como expliqué arriba, la distancia entre su escritorio y nosotros no era 
muy amplia. Finalmente la juez pregunta sin usar ninguna de las expresiones o frases tipo que he 
mencionado. Más bien con un tono despreocupado, casi como el que se usa en una conversación 
convencional.  
 
Por último es el turno de un testigo elegido por la parte demandante. Sale el ayudante y llama a la 
señora que acompañaba a Carmela al principio del relato. La clienta. Sin detallar mucho su 
intervención, se podría afirmar que la descripción de la clienta fue confusa y contradictoria. Era claro 
que estaba nerviosa, aunque mantuvo una sonrisa durante toda la declaración. En un momento le sonó 
el celular, que lo tenía en su bolso, y al sacarlo para apagarlo fue notorio que la mano le temblaba. Esta 
conducta me sorprendió, pues cuando nos presentamos me dijo que era abogada, por lo que imaginé 
estaba acostumbrada a intervenir en las audiencias. La cara de disgusto de Carmela era notoria, pues 
era evidente que su testigo había aportado más confusiones que claridad al proceso (se confundió sobre 
los locales en los que trabajó Carmela, el color de los vales de servicios que se usaban en el salón de 
belleza, alcanzó a manifestar que en ocasiones la llamaba directamente para saber si se encontraba en 
el salón). Cuando su declaración termina, la juez le otorga la palabra al abogado, quien manifiesta que 
desiste de los demás testigos. La abogada demandante también desiste, pues ya era definitivo que el 
testigo que esperaban no llegaría. La juez admite los desistimientos, y fija fecha para la “audiencia de 
fallo”, el día 27 de agosto a las 2pm. “se notifica en estrados”, y se acaba la audiencia faltando 10 
minutos para las 12M.  La juez termina de leer unos documentos. Sale del estrado, y la saludo con 
cordialidad. Cuando salgo del lugar, la abogada demandante está hablando con Claudia y su amiga 
clienta. Le dice que ve al proceso “tenaz”, “complicado”, “complejo". Nos despedimos y cada una 
coge su camino.  
 
Días más tarde la abogada me contó que habían “fijado fecha para decidir el recurso de apelación del 
auto que negó la prueba de inspección judicial” para el 20 de junio de ese año a las 2:30 pm. El 20 de 
junio llegué al Palacio Nacional de Cali, que preside la Plaza Caicedo, a las 2:15pm. Los vigilantes 
revisaron el maletín que llevaba y me permitieron seguir. El edificio es amplio, sus paredes son blancas 
y tiene un aspecto colonial, pero el estilo oficial es “neoclásico francés”(Páez, 1997). El edificio se 
terminó de construir en 1933 y en 1977 fue declarado monumento nacional a través del Decreto 1722. 
Al entrar, lo primero que se observa son unas escalinatas amplias con un barandal de madera color 
nogal. En el primer piso, al lado derecho de las escalinatas, se encuentra un señor con un escritorio y 
una fotocopiadora. Le pregunté al señor y a un par de personas más por la ubicación de las salas de 
audiencia laborales, pero nadie sabía dónde encontrarlas. Al lado derecho del señor se encuentra un 
ascensor antiguo que se maneja con palanca, pero en la entrada tiene un letrero en papel que dice “Solo 
para magistrados”, así que subí por las escaleras. En el tercer piso me encontré con una persona 
conocida quien me llevó a los despachos de los magistrados de la sala laboral que se encontraban en 
ese nivel. Llegamos a unas oficinas más o menos amplias. En ellas había de dos a cinco personas 
trabajando, cada una con su escritorio y su computador. Mientras más personas, más estrechos se 
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encuentran, al punto que en uno de los despachos se observa una línea de cuatro judicantes6 trabajando 
uno al lado del otro, además de dos escritorios donde están ubicados los auxiliares7 judiciales. En 
general, cada despacho tiene dos auxiliares y los demás son judicantes cuyo número depende del 
despacho. Dentro de las oficinas se observa una puerta de madera en algunos casos, y en otros una 
separación modular. En la oficina interna se encuentra el magistrado. Por su ubicación, la única forma 
de acceder a él es por medio del auxiliar, quien de alguna manera cumple las funciones de portería.  
 
En una de las oficinas le preguntamos al auxiliar dónde estaban las salas de audiencia. “En el edificio 
Otero”, nos responde, “al lado de este edificio”. En ese momento no le entendí. No había visto ningún 
edificio al lado del Palacio Nacional. Una judicante muy amable salió y me dijo que ella me llevaba. 
Bajamos las escaleras, salimos a la calle y al lado derecho de la entrada principal había otra puerta 
mucho más estrecha. “Aquí es, en el segundo piso”. Le agradecí y subí por las escaleras también 
estrechas. Estaba en lo que hasta ese día creía era la esquina del Palacio Nacional, que era realmente el 
edificio Otero. Éste fue construido en 1922 con estilo barroco criollo, también declarado monumento 
nacional en 1977 y restaurado por el Banco Bilbao de Vizcaya Argentaria (BBVA) en el año 2009 
(Continúan obras para la recuperación del Edificio Otero en Cali, 2009), después de un largo periodo 
de abandono que medios de prensa como El Tiempo le adjudican a la masacre de “Diners Club” 
(Masacre del Diners se convertirá en documental, 2012).  En el segundo piso hay varias sillas negras 
tandem. Es una especie de sala de espera para los abogados y usuarios. Saludo a la abogada que ya 
estaba allí sentada, y me cuenta que había preparado los argumentos para que el Tribunal revocara el 
auto. Estos se centraban, principalmente, en la pertinencia y utilidad de la prueba, desde los principios 
clásicos del derecho probatorio. Sale la auxiliar de uno de los magistrados, vestida de blusa y pantalón. 
Casual pero elegante. Llama a lista y nos pide que sigamos. La seguimos por un pasillo y entramos a 
una sala de audiencias.  
 
Esta sala es mucho más amplia que la descrita en la primera audiencia, aunque la distribución de los 
muebles es similar. Cuando entramos, los magistrados ya estaban sentados en sus puestos, vestidos con 
togas negras adornadas con una línea roja en el brazo. Están ubicados en el estrado, al lado izquierdo 
del salón. Es un estrado mucho más amplio. Al lado derecho del estrado se encuentra una bandera de 

                                                   
6 Los judicantes son estudiantes de último año de Derecho que deben cumplir con el requisito de la 
“judicatura” para recibir el título de abogado. Esta práctica está regulada por el artículo 2o de la Ley 552 de 
1999 que estipula que los estudiantes que hayan terminado las materias del pensum académico pueden 
elegir entre la elaboración de una monografía o la realización de la práctica jurídica, conocida como 
judicatura, para obtener el título. El tiempo de judicatura debe ser de 8 meses. Esta práctica puede ser 
remunerada o “ad honorem”, es decir, por honor, por la honra o gratuita. En la rama judicial la tendencia 
es que la judicatura sea “ad honorem”.  
 
7 Por auxiliares me refiero al cargo formalmente denominado “auxiliar judicial de tribunal grado 01” o 
“nominado”. Según el Acuerdo PSAA13-10039 de noviembre 7 de 2013, de la Sala Administrativa del 
Consejo Superior de la judicatura, para poder aspirar a este cargo se requiere tener el título de abogado y 
un año de experiencia relacionada. Sin embargo estos requisitos no siempre se cumplen, como ocurrió en 
mi caso que después explicaré. Sus funciones consisten, básicamente, en “…asistir, sustanciar, colaborar y 
servir de apoyo a los superiores en el desarrollo, ejecución y cumplimiento de las funciones propias de su 
cargo para la administración de justicia”.  
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Colombia, y al izquierdo un módulo con un computador donde se sienta la auxiliar. Desde el 
computador ella adecúa el sonido para que la grabación sea perfecta y toma apuntes. En esta sala los 
tres magistrados son hombres. Al frente del estrado hay tres escritorios amplios, cada uno con 
micrófono.  Detrás de las sillas ubicadas en los escritorios hay una baranda de 50 cm de alto 
aproximadamente, y detrás de ésta, una fila larga de sillas negras tandem (aproximadamente 9 sillas). 
El magistrado ponente8, que está sentado en el medio, saluda de manera cordial a la abogada y la invita 
a sentarse en el escritorio del centro. Yo me siento en una silla de tandem. Los tres magistrados leen un 
documento y conversan sobre él. La auxiliar se acerca y le pide la cédula. Inicia la audiencia con las 
fórmulas del caso (fecha, tipo de proceso, y normas procesales pertinentes) y posteriormente manifiesta 
que “se le concede el uso de la palabra a la abogada de la parte demandante para que, si lo tiene a bien, 
presente sus alegaciones nucleares sobre sus intereses en esta sede”. “Gracias doctor” dice ella. “Con 
todo respeto considero que el auto emitido por el juzgado de instancia debe ser revocado…” allí 
expone los argumentos sobre conducencia, utilidad, y pertinencia de la prueba. Mientras habla, uno de 
los magistrados la mira, al tiempo que los otros dos leen y escriben y algo en el escritorio. Una vez 
finaliza su argumento, los tres magistrados hablan en voz baja y, al parecer, los tres leen el mismo 
documento. Cuando esto sucede, la abogada saluda a la asistente e intercambia palabras con ella. El 
magistrado ponente prende el micrófono que tiene al frente y empieza la lectura del documento que 
estaban estudiando. Plantea como problema jurídico la procedencia de la prueba versus el derecho a la 
defensa de la contraparte, dado que en la demanda no se aclaró para qué se solicitaba la prueba. 
Finalmente declara que la prueba que solicitó la abogada “…va en contravía con la forma procesal 
dado que no se manifestó cuál es el petitum de la misma, lo que vulnera el derecho de defensa de la 
parte demandada… el Tribunal Superior del distrito judicial de Cali, en sala 9 de decisión laboral, 
administrando justicia en nombre de la República de Colombia y por autoridad de la ley resuelve 
confirmar el apelado auto de trámite numero X del 6 de mayo de 2006 ” y golpea el estrado con el 
mazo. Salimos de la sala. Eran las 3:10pm. No estaba de acuerdo con el fallo, y me dio tristeza el 
resultado. Sin esa prueba difícilmente se ganaría el proceso. Pero advertí que los argumentos de la 
abogada y el magistrado pertenecían a épocas diferentes. Ella citaba los clásicos principios de la 
prueba. Él hacía una ponderación entre principios constitucionales (que personalmente no veía muy 
clara) y consideraba que el derecho a la defensa de la demandada pesaba más que el derecho de la 
demandante a buscar la verdad real o material de los hechos9, relacionado con el principio de primacía 

                                                   
8 En los organismos judiciales colegiados, el magistrado ponente es quien, por turno, se le ha encargado 
atender el trámite de un asunto que llega a segunda instancia, como sucede en este caso, y redactar un 
proyecto de providencia, la cual posteriormente será discutida en sala, es decir, con los magistrados 
restantes. Si los demás magistrados están de acuerdo con los argumentos y la resolución del proyecto de 
sentencia, entonces se aprueba y se convierte en sentencia. De lo contrario, se dice que la ponencia es 
derrotada, y se le asigna al magistrado cuya postura ha obtenido más aceptación. Si una minoría no está de 
acuerdo con la resolución del proyecto, igual se convierte en sentencia pero estos magistrados deben 
“salvar el voto”, y argumentar las razones por las cuales no estaban de acuerdo. Si una minoría está de 
acuerdo con la resolución pero no con las razones que la fundamenta, dicha minoría debe “aclarar voto”.  
En el sistema de oralidad, cuando la sentencia ha sido aprobada en sala de discusión, el magistrado ponente 
es el encargado de leerla.  
9 “Tradicionalmente se han manejado dos concepciones en torno a la noción de prueba. La concepción 
material parte de que durante el proceso debe descubrirse la verdad. Fácilmente se comprende que se trata 
de una aspiración demasiado ambiciosa, tanto filosófica como prácticamente, entre otras cosas porque 
¿qué es la verdad? Esta dificultad insalvable y el hecho de que en el proceso civil tradicionalmente hayan 
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de la realidad sobre las formas que defiende la Constitución. Consideré que era en ese nivel que se 
debía desarrollar la argumentación.  
 
El día 27 de agosto de 2013 me encuentro con la abogada en el pasillo de las salas de audiencias que 
están al lado del edificio Garrido y al frente de la Cámara de Comercio. Días atrás había hablado con la 
abogada y con Carmela sobre el caso. La abogada me decía que no “se atrevía” a predecir el posible 
fallo, pues “cualquier cosa puede pasar”. Carmela me comentó que no volvió a ver a su amiga clienta. 
Era evidente que estaba molesta con ella. También nos contó que a la testigo 2, la tímida, la habían 
despedido. Lo supo porque trabajaban en locales ubicados en el mismo centro comercial. Nunca 
corroboré esta información. Ambas me explicaron días después de la primera audiencia por qué el 
tercer testigo que habían solicitado a su favor no apareció el 6 de mayo. La razón es que le había 
pedido a Carmela $500.000 pesos colombianos para declarar a su favor. No tenía que mentir ni 
declarar nada que no hubiese visto pero, aun así, sabía que Carmela podía conseguir un beneficio y 
quería que lo compartiera antes de obtenerlo. Ella no tenía forma de pagarle lo que le exigía porque no 
lo tenía en el momento y porque el éxito del caso no era seguro como para endeudarse.  La abogada me 
comentó que no era la primera vez que un testigo le pedía plata para declarar. También le había pasado 
que testigos le proponen que por plata pueden declarar lo que no han visto.  
 
Bajamos a una de las Salas de audiencia que quedan en el piso subterráneo a las 2:03pm. Cuando 
llegamos estaba el mismo ayudante de la primera audiencia y el abogado defensor sin su poderdante. 
Nos sentamos. Yo en las sillas tandem y la abogada en el escritorio al lado izquierdo del salón. Todos 
esperamos en silencio.  Carmela llega a las 2:11pm. Estaba cepillada, maquillada y con ropa elegante. 
La abogada y el secretario le recuerdan que no puede hacer gestos de aprobación o desaprobación y 
que debe “guardar decoro” con lo que diga la juez.  Seguimos esperando en silencio. La abogada 
demandante habla sobre el palacio de justicia que no lo había entregado en la fecha indicada. El 
ayudante responde “no tiene sentido”. Continuamos esperando en silencio. El abogado demandado 
parece leer copias que él tenía del expediente. Le pregunta al ayudante si tienen el expediente oficial 
ahí. No lo tiene. A las 2:23pm el ayudante pregunta si era a las 2 o a las 2:30pm la audiencia. A las 
dos, contestan los abogados al tiempo y con voz calmada. La abogada ojea lo que parecen ser los 
escritos de alegatos. El ayudante mira al vacío. Todos están abstraídos. Se escuchan pasos. Llega otra 
empleada del juzgado y le dice algo inaudible al ayudante. Después ella nos dice que va a volver a fijar 
fecha para audiencia porque la juez estaba redactando la sentencia y se le perdió una parte del fallo. 
Que la disculpen. El ayudante rasga el papel que contenía las firmas de asistencia mientras le indica a 
los abogados que deben estar “pendientes de los estados10, que van a volver a fijar fecha”. Antes de 
irme me di cuenta que en las salas había cámaras: unos semicírculos pegados del techo, como una 
pequeña pecera negra. Estoy segura que en la audiencia de mayo no estaban.   
 

                                                                                                                                                                

existido medios para dar como probados hechos sin necesidad de que el juzgador hubiere de verificarlos, 
condujo a la distinción entre verdad material y formal, distinción claramente artificiosa pues la verdad sólo 
puede ser una”. Montero, J. (1982) Introducción al proceso laboral. Editorial Bosch. Barcelona, p. 253. 

10 Corresponden a los anuncios del juzgado.  
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La fecha la fijaron para el lunes 1 de octubre a las 10:30 am. A esa hora la abogada y yo estábamos 
sentadas en la sala de espera cuando la juez entra al edificio con la toga en el brazo. La saludamos y 
bajamos las escaleras que dirigían a las salas de audiencia que están ubicadas en el piso cero o 
subterráneo. Entramos en el salón y allí estaba Carmela esperando con el abogado demandante y el 
mismo auxiliar. Está vestida con un uniforme de esteticista. Pantalón y camisa blanca y zapatos 
“crocs” blancos. Esta sala tiene micrófonos que graban automáticamente lo que por ellos se habla 
como en la sala del Tribunal. Ya no es necesaria la pequeña grabadora. La juez se pone la toga negra, 
se sienta, y lee algo mentalmente un par de minutos e inicia la audiencia a las 10:33am. Hoy no se 
leyeron las reglas de la audiencia. Tal vez las leyeron antes de que nosotras llegáramos. Las partes se 
presentan como de costumbre y la juez lee un resumen de los hechos (así se inician normalmente las 
sentencias). Desde la sala se escucha la voz de un señor proveniente de una audiencia vecina. La juez 
lee, todos están en silencio y la miran. Los hechos están muy detallados. Después lee las pretensiones y 
concluye que “agotado el trámite procesal, no se ha invalidado lo actuado. Es pertinente resolver” e 
inicia la lectura de las “consideraciones” que es como se le denomina a los argumentos dirigidos a 
resolver, formulados por el juez o los magistrados.  Menciona entonces la figura del contrato realidad, 
la presunción del contrato de trabajo y hace referencia a las pruebas allegadas al proceso, como los 
vales de servicio, y un breve resumen de lo que dijo cada uno de los testigos. Por último manifiesta 
 

…el juzgado encuentra que las pruebas tienden a establecer que entre las partes no existió 
subordinación, pues las versiones coincidieron en afirmar que no había horario laboral y que su 
retribución dependía del valor facturado. En dicho lugar simplemente estaba una persona que 
asignaba el turno, y si bien la presencia de la demandante era diaria, no era permanente ni 
subordinada… La conclusión es que el material probatorio no logra demostrar los elementos 
esenciales de esta figura. Si bien el artículo 24 trae como prerrogativa la presunción, siempre y 
cuando se esté en presencia de una prestación personal del servicio, esta admite prueba en contrario 
que en este caso la demandada logró demostrar… En mérito de lo expuesto: absuelve. Condena en 
costas a la parte actora. Se le concede el uso a la apoderada demandante.  

  
Mientras la juez leía, ambos abogados escribían. En este momento la abogada manifiesta sin leer: “Con 
todo respeto interpongo recurso de apelación. Es evidente que en el reservo probatorio se demostró la 
prestación personal del servicio”. La juez escribe mientras la abogada habla…  
 

Todos los testigos coinciden en señalar que la señora Carmela prestó los servicios personales. 
Hubo remuneración. La subordinación era evidente por la existencia de una supervisora que 
coordinaba el cumplimiento, recaudaba el dinero, asignaba los turnos. Estamos frente a una 
presunción que no se logró desvirtuar. Las Cortes, Constitucional y Suprema, así lo han 
definido, y es preocupante ver cómo se usan otros contratos con personas que son 
subordinadas. En el establecimiento de comercio demandado hay más de 40 personas que están 
contratadas bajo esta modalidad, y no puede ser que los jueces no se den cuenta que las 
personas están siendo pauperizadas ganando salarios muy bajos.  

 
La juez alza las cejas y escucha. Cuando la abogada empieza a leer un aparte de una sentencia, la 
interrumpe, y le dice que la cite pero que no la lea. La abogada dice que “es un pedacito no más” pero 
finalmente se limita a leer la referencia. La juez lee una fórmula dirigida a conceder la apelación. 
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“Remítase al superior para lo de su competencia” dice, y da por finalizada la sesión golpeando en el 
escritorio con el mazo. Advierto asombrada que en ningún momento de la audiencia hubo espacio para 
alegatos de conclusión11, y me pregunto si se podrá solicitar la nulidad de lo actuado, o si es normal 
que se suprima una etapa del proceso. Son las 11:15 am. 
 
Salimos las tres del edificio, la abogada, Carmela y yo. Íbamos a pedir un taxi cuando el abogado 
defensor nos aborda y nos invita a tomar un café. Accedemos y caminamos juntos media cuadra hasta 
llegar a una pequeña cafetería. Había música (pop en español) a un volumen medio. Cuando nos 
sentamos, le ofrece tres millones a Carmela, uno para la abogada y dos para ella, a cambio de que 
desistan del recurso de apelación. Un ofrecimiento de “lo toma o lo deja” según explica, para que “no 
queden resentidas”. Carmela nos mira, a la abogada y a mí, con gesto de duda y ansiedad, abre los ojos 
y mueve las manos. La abogada le dice que la deja en la libertad de aceptar o no el trato. Entonces 
Carmela le dice al abogado que tal vez lo acepta si le ofrecen tres millones de pesos para ella sola. La 
abogada parece molesta y le habla con tono enfático y cortante al abogado, advirtiéndole que ella no va 
a asesorar a su cliente en ese sentido, y que Carmela estaba en libertad de tomar la decisión que ella 
quisiera. Este busca persuadirle de que acepte el trato. Le dice “no hay ningún elemento que fortalezca 
su tesis… Ustedes han sido condenadas en costas12. Si va al tribunal por apelación perfectamente puede 
haber un millón en costas. Ustedes corren el riesgo”. Mientras el abogado hablaba yo tomaba apuntes 
en el computador. Me miró y sonrió. No entendí el gesto, pero le expliqué que tomaba apuntes para 
una investigación. Me ignoró y continuó diciendo “o lo toma o lo deja” con voz pausada, muy calmada 
y gestos tranquilos insiste: “Si usted desiste igual se va en consulta”. Carmela dice que ese 
ofrecimiento es injusto porque 3 millones eran precisamente su último sueldo, lo que le quedaron 
debiendo. “Lo que quiero es que usted, debidamente autorizada, decida desistir del recurso” explica el 
abogado. “yo no voy a ponerme a discutir con usted”, contesta la abogada, quien le hace señales a 
Carmela con los ojos, caras y gestos con los dedos, indicándole que no aceptara el trato. En ese 
momento el abogado me mira y habla despacio sobre las ventajas de transar. Yo lo miro mientras 
escribo. Entonces le pregunto al abogado, con mucha calma y refiriéndome a él como “doctor”, si le 
puede subir un millón a su ofrecimiento. Él me dice que tendría que preguntarle a su cliente. La 
abogada le dice que no, que ella no le interesa un millón de pesos y gesticula un “NO” enfático a 
Carmela. El insiste: “lo hago por elegancia iuris13”.  
 

                                                   
11 Penúltima etapa del proceso en la que los abogados, haciendo un recuento de las pruebas y de los 
argumentos jurídicos pertinentes, buscan convencer al juez de su teoría del caso y, por tanto, la existencia o 
inexistencia del derecho.  
12 “Comúnmente la doctrina entiende por costas procesales los gastos que se deben sufragar en el proceso; la 
noción incluye las expensas y las agencias en derecho. Las expensas son las erogaciones distintas al pago de los 
honorarios del abogado, tales como el valor de las notificaciones, los honorarios de los peritos, los 
impuestos de timbre, copias, registros, pólizas, etc. Las agencias en derecho corresponden a los gastos por 
concepto de apoderamiento dentro del proceso, que el juez reconoce discrecionalmente a favor de la parte 
vencedora atendiendo a los criterios sentados en el numeral 3° del artículo 393 del Código de 
Procedimiento Civil, y que no necesariamente deben corresponder a los honorarios pagados por dicha 
parte a su abogado” Sentencia C-043 de 2004. Magistrado Ponente Marco: Gerardo Monroy Cabra. 
13 Derecho o relativo al Derecho en latín.  
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La discusión continua así cerca de media hora. Con argumentos que van desde “He sido magnánimo en 
la victoria” hasta “usted está muy joven… yo tengo 69 años y llevo cuarenta y pico litigando”. 
Intervengo de nuevo porque percibo la discusión circular. “Doctor ¿usted por qué no la da un tiempo a 
la demandante para que lo analice con calma?”. El acepta y le dice a Carmela “Anote mi teléfono. Yo 
le pido el favor, porque yo soy leal hasta con mis enemigos, que cualquier decisión, la tome usted con 
la doctora. Estoy haciendo un ofrecimiento noble y leal”. La abogada interrumpe “Doctor no hable 
más”. Me paro y me despido.  Después supe que Carmela había aceptado los tres millones y la abogada 
medio millón. Es difícil determinar, con certeza, si fue una buena o mala decisión, pero se tomó 
teniendo en cuenta el resultado del auto apelado en el tribunal.  
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El ritual de la justicia  

Aclaraciones preliminares  

¿cómo puedes confiar en entenderla, si no sabes cómo 
es en realidad?  

 

La historia de Carmela se desarrolla en una primera instancia y encierra más de 16 meses de 
actos, normas, prácticas, creencias y conocimientos que conforman la justicia laboral de 
Santiago de Cali. Estos, a su vez, son el reflejo de procesos que han requerido años para 
consolidarse y de algunos que están en transición. Negociaciones, apuestas ideológicas, luchas 
por materializar un deber ser en la justicia, redes de solidaridad, tensiones internas e historias 
de vida que se unen unas a otras como notas de una composición y presentan un escenario que 
pareciera haberse definido previamente, donde ninguno de sus elementos ha sido dejado al 
azar. Pero la historia de Carmela también materializa la manifestación de singularidades, 
creaciones individuales y variables ajenas al mundo judicial que afectan y alteran lo que en 
éste se vive y lo que éste produce. No obstante, este tipo de fenómenos han sido poco 
estudiados como variables relevantes para entender la disciplina jurídica así como el oficio 
judicial.  Son dos las razones que explican esta situación:  

 
Primero, quien realice una recopilación de los estudios de sociología jurídica en Colombia 
encontrará que la mayoría se concentran en relacionar y comparar datos cuantitativos 
provenientes de las instituciones estatales, en relatar la historia de las ideas entre “destacados” 
pensadores teóricos, en verificar si las personas cumplen, y en qué medida, una norma, o si los 
objetivos de una regla se materializaron en la realidad14. En conclusión, la perspectiva micro, 

                                                   
14 Al respecto profesora Mónica Vázquez plantea que  si bien desde los años 90 la academia colombiana se 
ha interesado por el mundo de la justicia, desde diferentes enfoques, “En su mayoría estos estudios 
privilegian una perspectiva macro, es decir, un  análisis de las instituciones, los cambios legales y el 
funcionamiento  del sistema a partir de estadísticas, ejemplo de ello son los informes de la Corporación 
Excelencia en la Justicia y obras como el Caleidoscopio de las Justicias en Colombia. En contraste, son 
escasos los estudios micro que dan cuenta de las prácticas jurídicas de los funcionarios judiciales y de sus 
interacciones con los sujetos que intervienen en un proceso judicial, así como aquellos que aborden los 
ámbitos regionales de la justicia” (Vásquez, 2014). Para saber más sobre investigaciones relacionadas con 
prácticas cotidianas ver: Villegas, M. G. (2008). Jueces sin Estado: la justicia colombiana en zonas de 
conflicto armado. Siglo del Hombre Editores; Editorial Norma; García Villegas, M. (2010). Los abogados 
en Colombia. Bogotá, Universidad Nacional de Colombia; Uprimny, R., Rodríguez, C., & Villegas, M. G. 
(2003). Entre el protagonismo y la rutina: Análisis sociojurídico de la Justicia en Colombia. Culturas 
jurídicas latinas de Europa y América en tiempos de globalización. México DF: Universidad Nacional 
Autónoma de México, 231-303; Uprimny Yepes, R. (2007).  La judicialización de la política en Colombia: 
casos, potencialidades y riesgos. Revista Internacional de Derechos Humanos, 4(6), 53-69; Revelo-
Rebolledo, J. (2008). La independencia judicial en tiempos de Uribe: Judicial Independence during the Uribe 



 
 

20 

 

que se centra en el estudio de las emociones y las creencias involucradas en cada situación, ha 
sido relegada por la comunidad académica colombiana. Este trabajo pretende, desde una 
aproximación a las prácticas judiciales como creadoras de un ritual complejo15, aportar al 
conocimiento de la relación micro-macro en la investigación sobre las prácticas judiciales, así 
como las tensiones entre estructura y agencia, permitiendo explicar los conflictos, alianzas, 
continuidades y rupturas que se presentan en el campo del derecho, pero sobre todo, permiten 
estudiar la contingencia de una forma más real y más humana, que la descrita en los relatos 
jurídicos y sociológicos tradicionales. Esta contingencia, que algunos estudios han intentado 
registrar y vaticinar16, aparece cada vez menos previsible cuando se acepta que, al final, el 
derecho es construido y re construido a partir de las creencias y aspiraciones de un conjunto de 
individuos “que se han ido liberando progresivamente de la estructura” (Beck, Lash, & 
Giddens, 1997), y que en medio de los retos de una sociedad y de una organización que es 
objeto de continuas transformaciones, buscan encontrar su lugar.  
 
Segundo, igual sucede con los estudios de tipo regional. La mayoría de investigaciones sobre 
justicia que se han publicado en los últimos años se concentran en estudios realizados en la 
capital y en las decisiones que emite la cúpula de la Rama Judicial. Si tenemos en cuenta que 
los casos que llegan a conocer las Altas Cortes son un porcentaje mínimo del total de procesos 

                                                                                                                                                                

era. Papel Político, 13(1), 53-94; García, G. S. (2001). El mundo real de los abogados y de la justicia, Tomos 
I,II,III,IV.  
15 Para algunos autores como Durkheim, el ritual es una ventana a lo intemporal y permanente, pues protege 
los símbolos más valorados de las sociedades para que las generaciones no los olviden. Además, ayudan a 
conservar los lazos de solidaridad entre los integrantes de las comunidades, permiten identificar y recordar 
quién es el enemigo y en algunos casos definen las jerarquías internas de acuerdo al grado de proximidad 
con el objeto sagrado. Collins retoma los aspectos principales del ritual de Durkheim, pero hace énfasis en 
el carácter fluido y la capacidad creativa de la interacción, así como los innumerables elementos que pueden 
entrar a influenciar y modificar el rito (Collins, 2009, p. 21). En ese sentido, el símbolo sagrado no 
necesariamente debe existir antes de iniciar el ritual. Puede adquirir importancia (ser sacralizado) a través de 
él, o perderla por la ausencia o fracaso del mismo.   
16 Ver por ejemplo: Guthrie, C., Rachlinski, J. J., & Wistrich, A. J. (2007). Blinking on the bench: How 
judges decide cases. Cornell L. Rev., 93, 1; Guthrie, C., Wistrich, A. J., & Rachlinski, J. J. (2007). Judicial 
Intuition. Manuscript, retrieved on November 12; Rachlinski, J. J., Johnson, S. L., Wistrich, A. J., & Guthrie, 
C. (2009). Does unconscious racial bias affect trial judges? Notre Dame Law Review, 84(3), 09-11; Jolls, C., 
& Sunstein, C. R. (2006). The law of implicit bias. California Law Review, 969-996.; Dyevre, A. (2010). 
Unifying the Field of Comparative Judicial Politics: Towards a General Theory of Judicial Behavior. 
European Political Science Review, 297-327.; Gely, R., & Spiller, P. (1990). A Rational Choice Theory of 
Supreme Court Statutory Decisions with Applications to the "State Farm" and "Grove City Cases". Journal 
of Law, Economics, & Organization , 6 (2), 263-300.; Hutcheson, J. (1929). Judgment Intuitive The 
Function of the Hunch in Judicial Decision; Richards, D. (s.f.). An Updated Perspective of the Hunch in 
Judicial Decision Making. Obtenido de University College London, Faculty of Laws: 
http://www.academia.edu/233347/Judicial_Hunch_as_Short-Circuited_Decision; Schneider, J., & Schroth, 
U. (1992). Perspectivas en la aplicación de las normas jurídicas: determinación, argumentación y decisión. In 
A. K. (Ed.), & W. Hassemer, El pensamiento jurídico contemporáneo (p. 393-427). Madrid: Debate. 
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que se estudian en las primeras dos instancias17, la ausencia de investigaciones enfocadas en lo 
local significa un gran vacío en el conocimiento sobre la adjudicación del Derecho en 
Colombia.  
 
Ahora bien, la pregunta inicial del proyecto fue ¿cómo se produce derecho laboral en Cali? al 
ser una pregunta tan amplia, sus respuestas no fueron profundas. Más bien, pretenden mostrar 
cómo diferentes elementos se conectan entre sí para forjar los caminos que llevan a recrear “la 
verdad” en los juzgados laborales. De esta manera, mi intención con el presente escrito no 
consistirá en verificar la corrección de una teoría o conjunto de teorías previas en los 
fenómenos que en ellos ocurren. Pretendo mostrarlo, en la medida de lo posible, como se narra 
o se relata a si mismo desde las voces de sus funcionarios, empleados y usuarios, 
incluyéndome como uno de ellos en los tres roles gracias a la experiencia previa y al trabajo 
de campo.  
 
En esta medida, el conjunto de situaciones, fenómenos y relaciones en torno a las cuales giran 
las descripciones y los análisis que realizo no fueron seleccionados o definidos en una etapa 
preliminar, ni los resultados fueron premeditados para que coincidieran con una visión previa 
de lo que sucede o podría suceder en esta porción del mundo jurídico caleño. Los elegí por la 
frecuencia en que fueron mencionados y desplegados por los actores, y por la estrecha 
cercanía o relación entre los fenómenos que percibí. Los elementos que componen las historias 
y descripciones que el lector encontrará a lo largo del trabajo, son mínimos comunes que se 
relacionan entre sí, para darle forma a la máquina que produce justicia laboral. También se 
pueden representar como un mapa de interconexiones entre objetos, símbolos, instituciones e 
individuos, entendiendo a estos últimos como seres, más que cognitivos, emocionales. 
 
Debo aclarar que otro investigador podría extender el mapa de la jurisdicción laboral caleña o 
profundizar en otro tipo de situaciones, pues los límites del mapa o de la red de fenómenos no 
existen como tal, no son únicos y definitivos (Pignuoli-Ocampo, 2015). No obstante, procuré 
referenciar aquellos fenómenos sociales más representativos en medio de las observaciones e 
historias diseminadas. Para ello, resalté los procesos que emergen como análogos y llaman la 
atención sobre los eventos que, más que simples incidentes o contingencias, parecieran ser 
pautas sociales relativamente estables; teniendo el cuidado de explicar que dichas pautas no 
siempre se presenten de igual forma, como puede suceder que en algunos momentos no 

                                                   
17 Para el año 2013 la Sala laboral de la Corte Suprema de Justicia revisó, en promedio, 56 procesos 
ordinarios y 53 tutelas al mes provenientes de todo el país, cuando solo el Tribunal de Cali recibe, en 
promedio, 53 procesos ordinarios y 7 tutelas mensuales. El número de procesos ordinarios provenientes del 
Tribunal  de Cali que en efecto estudie la Corte Suprema de Justicia a través del recurso de casación 
difícilmente superará el 2% del total de casos que estudia el Tribunal.  
http://www.ramajudicial.gov.co/csj//publicaciones/index/subcategoria/374/1660/GESTIÓN-DE-
DESPACHOS-DEL-1-DE-ENERO-AL-31-DE-DICIEMBRE-DE-2013 
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ocurran, pero que en todo caso nos ofrecen pistas sobre cómo se desenvuelve un escenario 
social y la multiplicidad de mundos y de variables que lo componen.  Son precisamente las 
descripciones y apreciaciones comunes las que permiten disminuir la dependencia entre la 
percepción personal y el complejo escenario que está siendo objeto de estudio (Faulkner & 
Becker, 2011, p. 278).  
 
Ahora, dibujar un mapa de redes o de conexiones y describir un mapa de redes o de 
conexiones, son acciones muy diferentes. El esquema permite ver distintos elementos a la vez, 
y guía al observador por medio de líneas que dibujan relaciones entre ellos, y esas relaciones 
se pueden representar y observar desde ópticas más o menos lejanas, con más o menos detalle.  
En cambio el texto escrito, y en especial el texto académico, tiene importantes limitantes para 
presentar un mapa compuesto de múltiples conexiones entre sí. El texto académico debe ser 
lineal, auto-referenciable y debe contener una secuencia lógica que hile los argumentos en un 
orden claro, generalmente inductivo o deductivo. Debo confesar que cuando empecé a escribir 
este texto no advertí el reto que significaba traducir la conexión gráfica, tal y como la 
bosquejaba en mis esquemas, al lenguaje escrito y académico, por lo que me avoqué a exponer 
y describir cuanta conexión advertía en los datos recolectados durante el trabajo de campo. Sin 
embargo, el texto así construido se convertía en una amalgama confusa y colmada de cabos 
sueltos que parecían no llevar a ninguna parte. Probablemente el lector note que todavía le es 
aplicable esta descripción, pero para disminuir éste efecto reuní los múltiples vínculos en un 
relato compuesto de tres ideas principales que se despliegan a través de diversos datos, con el 
objetivo de otorgarle un orden y un sentido al cúmulo de elementos relacionados entre sí.  
 
A continuación voy a presentar la propuesta que enlaza toda la información o que, en otros 
términos, constituye la relación entre los hallazgos y la teoría transversal. Le pido disculpas al 
lector por mostrarle las deducciones o relaciones teóricas de manera previa a los datos y su 
análisis (es decir, pareciera un relato deductivo en lugar de inductivo), pero aclaro que este no 
fue el orden metodológico, solo lo es para su presentación. Lo hago con el objetivo de que los 
tenga en cuenta mientras lee el conjunto de relaciones que mostraré, así como las ideas que 
subyacen en las historias que contaré, liberándome un poco de mantener un orden lineal o 
fragmentado (como sería dividirlo en actores, espacios, funciones etc.), y permitirle a este 
escenario desplegar la riqueza que contiene que es múltiple y compleja. De manera breve y 
bosquejada, las relaciones generales entre hallazgos y teoría social son las siguientes:  
 
1. Los grupos e individuos participamos en la creación de la realidad social que percibimos a 
través de nuestras acciones y creencias. Sin embargo, en ocasiones olvidamos que los 
fenómenos sociales producto de dichas acciones y creencias han sido creados por nosotros, y 
entonces los reificamos, es decir, los vemos como si fueran “algo distinto de los productos 
humanos, como hechos de la naturaleza, como resultados de leyes cósmicas, o 
manifestaciones de la voluntad divina”, e incluso llegamos otorgarles las propiedades 
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predecibles de las leyes naturales (Berger & Luckmann, 2001, p. 116). Este fenómeno en el 
universo del derecho, que ha sido bastante estudiado y denunciado por teorías críticas de 
izquierda, se le ha denominado “fetichismo legal”18.  
 
2. En este sentido, los abogados hemos construido acuerdos normativos en forma de normas, 
conceptos y teorías que nos llevan a creer, decir y hacer cosas. Sin embargo, en el devenir 
cotidiano dichos conceptos, pautas y teorías que los abogados solemos aprender en un 
escenario aséptico y abstracto, como lo es el salón de clase de Derecho en Cali19, se 
complejizan o incluso se desvanecen al disgregarse por medio de múltiples prácticas e 
interrelaciones. Adquieren diferentes formas en los espacios y lugares donde confluyen 
conjuntos de variables que suelen cambiar en grado y contenido: “Por tanto, la vida cotidiana 
es histórica, es decir, no puede pensarse al margen de las estructuras que las producen y que 
son simultáneamente producidas (y legitimadas) por ella… ‘es simultáneamente habilitante y 
constrictiva’” (Sana Reguillo, 2000 p. 79), pues la inercia de la rutina se modifica por diversos 
elementos más o menos visibles o más o menos claros, como cambios en lenguaje, en los 
objetos, en la información sobre el fenómeno, en las ideas que llegan y se van, en los vínculos 
que se forjan y se transforman entre los actores involucrados, las formas de medir los 
resultados, en los espacios, etc. 
 
3. Los seres humanos, y en este caso los abogados caleños que trabajan en derecho laboral, no 
solo se relacionan de manera cognitiva con los conceptos, parámetros o teorías jurídicas. Es 
decir, nuestro interés sobre ellos va más allá de un interés o dominio racional, pues en las 
relaciones individuo-conceptos, individuos-teorías, individuos-símbolos existe un alto 
componente emocional. El conjunto de conceptos, nociones, teorías jurídicas y demás, que 
utilizamos en nuestro trabajo cotidiano, con mayor o menor convicción o sentido sobre lo que 
hacemos, no solo nos llevan a pensar y decir cosas, también nos generan emociones ligadas 
con nuestras percepciones sobre el “deber ser”, lo deseable, lo adecuado o lo importante de 
nuestra profesión. Las emociones están ligadas con la manera en que definimos nuestras 
prioridades, nuestros “gustos”, nuestros “deseos” o apetencias. Esta teoría, que relaciona las 
emociones con los conocimientos, defiende que éstas no residen en un área específica “de la 
circuitería cerebral, porque es una actividad general del funcionamiento cognitivo y emocional 
del cerebro (…) afirmar que la Energía Emocional es el ímpetu de los símbolos no es una 
mera metáfora. La fisiología es aquí contrafuerte de la sociología” (Collins, 2009, p. 148) 20.  
 

                                                   
18 Para profundizar sobre este concepto ver: Magnet, J. (2008). Fetichización jurídica y derechos sociales. 
Nómadas: revista crítica de ciencias sociales y jurídicas, (20), 245-258. 
19 Apreciación basada en los relatos de los entrevistados.  
20 Los capítulos dos y tres del libro Cadenas de Rituales de Interacción, Randall Collins, trata de manera más 
profunda y detallada este debate. Yo no lo haré por límites de tiempo y espacio, pero aclaro que defiendo la 
importancia de esta relación.  
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4. En este orden de ideas, existen símbolos jurídicos a los que los abogados “rendimos culto”, 
es decir, hablamos de ellos con especial respeto o exaltación; a veces valoramos la idea o el 
concepto jurídico en sí mismo porque creemos en sus propiedades ontológicas (lo que nos 
acerca a la reificación o fetichismo legal), y a veces porque son una herramienta para llegar a 
un valor más importante (como sería construir una sociedad justa y equitativa, o una sociedad 
con pautas claras y seguridad jurídica donde a todos se les trate igual). Sin embargo, en el 
mundo cotidiano, que se aleja de las aulas de clase y debates teóricos asépticos, los conceptos, 
nociones, símbolos y demás, que en algún momento fueron adorados y valorados, se ven 
enfrentados a diversas variables que se materializan en “la situación”, y en la práctica 
terminamos vulnerando y despreciando los mismos símbolos que en otros discursos o 
momentos respetamos. También sucede que nos damos cuenta que los significados y 
emociones que les otorgamos a estos símbolos, conceptos y demás parecen no ser tan claros o 
unívocos, y que otros abogados o individuos no solo tienen una valoración diferente sobre 
ellos (más importantes, menos importantes) sino que los entendieron de otras manera. Los 
interpretaron “mal” o los “vulneran” y por esta vía llegamos a la valoración del otro como 
aquel que hace las cosas “bien” o “mal”, o con quien, por ejemplo, “disiento desde lo más 
profundo de mi ser”21, o estoy en “sintonía”. No obstante, también existe el caso de un 
empleado judicial que sea “indiferente” a los símbolos jurídicos y se limite a realizar su 
trabajo, como puede suceder en cargos netamente técnicos.  
 
Aclaro que en una misma persona pueden entrar en contradicción los conceptos, teorías, 
símbolos que valora. Por ejemplo, el abogado que reniega al considerar que un juez ha sido 
arbitrario, porque no aplicó el concepto o la norma de manera razonada, pero al mismo tiempo 
le lleva pandebonos a los empleados del juzgado o utiliza sus contactos con el juez para que 
“lo tenga en cuenta”.  En este punto, quiero destacar que los individuos que conforman la 
Rama judicial no tienen esquemas de acción o “habitus” coherentes y homogéneos en todos 
los ámbitos de su vida laboral. Más bien defiendo que las situaciones que el individuo 
experimenta le obligan a escoger, dentro de su repertorio de acciones sociales, aquellas que 
según considere son las más pertinentes a la situación, sopesando de manera más o menos 
consciente los requerimientos del contexto, así como los símbolos que más valora (Lahire, 
2004)22.  
 
5.  Acorde con estos vínculos cognitivo-emocionales que tienen los individuos con los 
conceptos, nociones y teorías que integran el ideario de la comunidad jurídica de Cali, se crean 

                                                   
21 Palabras de Tráveler. 
22 Más peso tendrá el presente cuanto más plurales son los actores, lo cual se deriva de sociedades más 
complejas, heterogéneas y variadas; por el contrario, más importancia tendrá el pasado en el individuo y en 
su accionar cuanto más homogénea y coherente sea la sociedad en la que vive (o vivió, y quedó vinculado a 
esta experiencia).   
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grupos de significados o de referencia, conformados por personas que tienen sintonías más o 
menos similares en cuanto a dicha apreciación. Tanto los referentes similares sobre los 
significados que se le adjudican a fenómenos abstractos y concretos (Berger & Luckmann, 
2001, p. 123) como las consonancias emocionales que estos  generan (Collins, 2009, p. 72), 
son elementos relevantes para conformar los grupos de individuos que se defienden entre sí, y 
se contrastan con “el otro” al interior de la institución. Estos grupos van más allá de coincidir 
en el debate, y forjan relaciones solidarias y de protección que vinculan sus esferas privadas. 
A ellos se ingresa de muchas formas. Una de ellas consiste en que algunos miembros de la 
Rama, generalmente funcionarios, actúan como profesores o incluso como “agentes 
socializadores” (Johnson, Kestelboim, Yopf y Graciarema, 1965) de los integrantes nuevos o 
recién llegados a un cargo, y en ese proceso les transmiten no solo conocimientos, sino 
también emociones sobre los conceptos. Claro está que el éxito de estos rituales cotidianos de 
transmisión depende de muchas variables. No afirmo que sea un proceso similar en todos los 
casos.  
 
6. Ahora bien, a pesar de que los abogados somos más o menos conscientes de esta escisión 
entre teoría (percepciones, expectativas) y práctica (o realidad objetiva o intersubjetiva) 
(Berger & Luckmann, 2001), al parecer la olvidamos durante el trabajo cotidiano, pues 
contamos con que tanto la norma y la decisión, como el concepto y su concreción, coincidan, 
y en esa creencia proyectamos gran parte de nuestras expectativas tanto personales (del éxito 
profesional por ejemplo) como sobre la institución (lo que esperamos que sea y realice la 
Rama Judicial). Para afirmar lo anterior, me baso en que, de acuerdo a los relatos recolectados, 
cuando las creaciones jurídicas de “otros abogados” o trabajadores de la Rama, no coincidían 
con la que se consideraba correcta o predecibles (lo cual no es poco usual) los abogados 
entraban en fuertes contradicciones, y esta situación les despertaba sentimientos de 
indignación e ira. En especial, cuando de la creencia en la materialización del concepto, pauta 
o teoría, dependía el sustento económico propio o incluso de una familia.  
 
El relato anterior es similar con lo que ocurría en los estudios de Garfinkel, los cuales 
mostraban que los seres humanos, cuando se daban cuenta que “les habían puesto en una 
situación en la que habían construido una realidad que luego habían descubierto que era 
ilusoria, respondían con tristeza, perplejidad o ira… cuando se ve obligada a reconocer que, 
tácitamente, construye sus mundos sociales, y que no lo hace simplemente reaccionando a un 
mundo que está objetivamente ahí, sino de manera convencional o arbitraria, la gente expresa 
emociones intensamente negativas” (Gafinkel citado por Collins, 2009 p. 144).  También la ira 
o la vergüenza, propia y ajena, pueden ser provocadas como reacción a la vulneración por 
parte de un individuo a un símbolo que se considere sagrado (Collins, 2009, p.151). En este 
aspecto, planteo que las distancias entre expectativas (construidas por arquetipos o tipos 
ideales del deber ser de la justicia) y lo que sucede en el quehacer cotidiano de la Rama 
judicial, han generado que en todos los relatos pedidos y no pedidos se percibiera una especie 
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de dolor, de queja contra la Rama judicial. Dolor que impregna tanto la actividad cotidiana 
(“litigar es un trabajo titánico”23) como a la institución: “la Rama Judicial está en crisis”. 
Insisto que esta develación previa de los hallazgos tiene el propósito de describir este universo 
de una manera diferente. Así que le pido al lector que no se desmotive si considera revelado el 
misterio de esta historia, porque lo interesante de la misma consiste en estar atento a la manera 
en que estas ideas centrales se despliegan a través de los relatos, debates y análisis sobre la 
vida cotidiana de los abogados laboralistas de Cali. 
 
Si bien las seis ideas centrales (que se decantan en la construcción de la realidad, la relación 
entre emociones y conceptos, y entre ambos y la creación de grupos de significado que se 
disputan la forma de hacer las cosas, así como la importancia de variables como los objetos en 
las redes interacción) se despliegan de manera más o menos explícitas en las tres partes de este 
trabajo, en cada capítulo me centraré en desarrollar unas más que otras:  
 
En el primer capítulo, llamado “El debido proceso: límite y centro del ritual judicial” explicaré 
que este concepto jurídico es central en el gran ritual de la justicia laboral por varias razones: 
La primera, es que define los límites entre el mundo jurídico y fáctico. La segunda, es que 
vincula a todos los actores de la Rama Judicial dado que su labor diaria consiste en “impulsar 
el proceso”. Por ello, el debido proceso es útil para traducir las tareas cotidianas en términos 
abstractos como justicia, garantismo y seguridad jurídica, y también para materializar en las 
decisiones que toman, durante su rutina, los símbolos que defienden en su trabajo cotidiano. 
De esta manera, todos los trabajadores vinculados a la jurisdicción laboral tienen que estar 
atentos a cumplir el debido proceso, porque es el hilo transversal que los vincula a través del 
expediente que todos manipulan (objeto gestante del proceso), y el resultado adecuado del 
mismo depende del buen trabajo que realice cada uno de ellos.  
 
Sin embargo, cambios en los paradigmas jurídicos y en el procedimiento han generado que 
este objeto (expediente) y concepto común sea interpretado de múltiples formas, o se le 
atribuyan diferentes significados que incluso podrían resultar antagónicos entre sí. Estas 
diferentes visiones constituyen grupos de significado que se diferencian entre “ellos y 
nosotros”. Los que saben y los que no saben, los “arcaicos” y los vanguardistas. Al tiempo que 
despliego estas ideas, también mostraré en qué consiste el proceso judicial, cuales son los 
cargos que integran un despacho, cuáles son sus tareas, cómo se vive un día cotidiano, cuales 
son las creencias sobre justicia que defienden los operadores laboralistas, como organizan su 
agenda de trabajo, entre otras prácticas cotidianas que evidencia como los individuos que 
componen la rama judicial elaboran sus rutinas y sus tradiciones. Por todo lo anterior, este es 
el capítulo más extenso del trabajo.  
 

                                                   
23 Palabras de Leopoldo 
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En el segundo capítulo, denominado “¿Quién es el juez natural?”, analizaré la figura del líder 
del ritual, es decir el juez, y mostraré como las políticas de acceso y ascenso al interior de la 
Rama Judicial se alejan de los ideales que rodean a esta figura. Para ello primero describiré en 
qué consiste el tipo ideal del Juez según la teoría jurídica, el ordenamiento jurídico y las 
percepciones de los abogados, y después mostraré como, en primer medida, no existe una 
relación intrínseca entre la función de “fallar” y el cargo “juez”; y en segunda medida, como 
las políticas de acceso y ascenso en la Rama judicial permiten que a este cargo lleguen 
individuos que no cumplen con esos ideales que el derecho y los mismos actores le han 
otorgado a este rol simbólico que se materializa como “juez director del proceso” y “juez 
natural”. Lo anterior, genera que los acuerdos sean aún más diversos, y la legitimidad de la 
institución sea cuestionada. En cuanto a prácticas, en este capítulo aprovecharé para explicar 
las vías de acceso a la Rama, tanto formales como informales, complementaré el análisis sobre 
la organización del juzgado, así como el proceso de enseñanza que viven los recién llegados a 
la misma.  
 
Finalmente, en el tercer capítulo analizaré el “principio de legalidad” como concepto jurídico 
que materializa la estructura del ritual judicial, al tiempo que representa el fin y la razón de ser 
del proceso judicial. El objetivo de todo proceso judicial es, además de resolver el conflicto 
concreto, garantizar la previsibilidad del derecho y, en consecuencia, el derecho a la igualdad 
formal que es el pilar del Estado moderno. En este capítulo me centraré en mostrar la 
consciencia profesional escindida que tenemos los abogados, al haber sido formados bajo el 
gran supuesto de que el derecho crea  las realidades que prescribe, pero al mismo tiempo nos 
damos cuenta de que el mundo cotidiano, “la vida real” como lo mencionan los entrevistados, 
dista mucho del relato positivista (A entonces B) que nos enseñaron. La consecuencia, es que 
la Rama Judicial no logra cumplir con las expectativas que se le adjudican sobre igualdad, 
seguridad jurídica, razonabilidad y, por ende justicia, lo que lleva a que esta institución 
permanezca en una “eterna crisis” que pareciera tender a empeorar, dado el universo cada vez 
más complejo y heterogéneo que encierra y la crisis de legitimidad en la que decae (Dubet, 
2002). 
 
 
Metodología 
 
Para lograr lo anterior, mi primer interés consistió en permitir que fueran los mismos actores 
quienes expresaran cuáles eran las variables más relevantes al momento de investigar su 
quehacer. Para ello, primero realicé un ejercicio de observación participante las mañanas de 
los miércoles durante 6 meses en un despacho judicial de Cali, realizando las tareas propias de 
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un empleado sustanciador24. Este espacio me permitió compartir con algunos empleados en 
calidad de compañera de trabajo y observar las actividades que realizaban y la manera que 
distribuían el tiempo en el transcurso de las mañanas de los miércoles entre 8am y 12m, y así 
dar cuenta “del relato oral y del comportamiento no verbal en términos relativamente 
concretos” (Hammersley & Atkinson, 1995, p. 199).  
 
El ejercicio etnográfico, entendiendo por éste observar y a partir de dicha observación “reunir 
descripciones más o menos concretas de los procesos sociales y de su contexto” (Hammersley 
& Atkinson, 1995), unido a la observación de audiencias judiciales, y a la experiencia que tuve 
en los años 2008 y 2009 como judicante “ad honorem” de la Sala Laboral de la Corte Suprema 
de Justicia y auxiliar judicial de la Sala Laboral del Tribunal de descongestión de Cali, me 
brindaron información de base para identificar categorías destacadas que configurarían las 
preguntas de entrevistas semiestructuradas, las cuales posteriormente le serían presentadas a 
25 actores diferentes del campo judicial de esta jurisdicción. Jueces, exjueces, magistrados, ex 
magistrados, personal de la secretaría laboral del Tribunal, empleados judiciales de diferentes 
cargos, ex empleados judiciales y litigantes especializados en el área laboral, hicieron parte del 
grupo de personas que me concedieron entre dos y cuatro horas de su tiempo para las 
entrevistas. Los perfiles y trayectorias profesionales de los actores, están ubicadas en el 
Anexo: “Anexo perfil y trayectoria profesional entrevistados”. . 
 
El primer grupo de preguntas indagan por el acceso a la profesión jurídica y a la Rama 
Judicial. El objetivo con estas preguntas consistió en conocer las formas de ingreso, 
permanencia y transición de los trabajadores en el interior de la institución, a partir de sus 
historias de vida profesionales. También pregunté por la construcción de redes y sobre los 
recursos necesarios para ascender en posición jerárquica, en estatus o en ambas. Entre las 
preguntas que pertenecen a este grupo, se encuentran: ¿cuándo decidió estudiar derecho?, 
¿cuándo llegó a trabajar por primera vez en la rama?, ¿cuándo inició su interés por el derecho 
laboral? ¿desea ascender a un cargo superior? ¿qué ha hecho o debe hacer para lograrlo? 
Un segundo grupo de preguntas están relacionadas con las actividades y las prácticas que 
configuran la “estructura de la rutina” de los trabajadores. En esta área indagué por las 
actividades cotidianas y el quehacer diario, las relaciones entre abogados litigantes, usuarios, 
funcionarios y empleados25 en los despachos; las redes y conformación de grupos entre 
trabajadores judiciales y superiores; las evaluaciones institucionales, los consensos para 

                                                   
24 Esta tarea consiste, principalmente, en realizar bocetos de sentencias, que son posteriormente aprobados 
o modificados por el juez.  
25 Los funcionarios son los agentes decisores (jueces y magistrados), los empleados son los auxiliares o 
asistentes de dichos agentes (citador, sustanciador, escribiente, oficial mayor, secretario, auxiliar de 
magistrado, personal de secretaría), los abogados litigantes se denominan simplemente "abogados", y los 
"usuarios" son  las personas que solicitan servicios de la justicia y que no son abogados. Esta distinción la 
tendré en cuenta en el transcurso del trabajo.  
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definir interpretaciones de las normas, la relación entre el prestigio y difusión de prácticas o de 
información, la organización o estructuración de los favores, así como los objetos y los 
espacios que configuran la rutina del trabajo. Sobre estos aspectos pregunté: ¿qué hacía en un 
día cotidiano cuando empezó a trabajar en la rama? ¿cómo aprendió a dominar la tareas que le 
encargaban? ¿hoy en día han cambiado esas actividades? ¿quién lo evalúa y cómo? ¿qué tiene 
usted en cuenta para obtener una buena evaluación?.  
 
En este grupo, se encuentra un subconjunto de preguntas dirigidas a los funcionarios judiciales 
que han administrado o dirigen un despacho, formuladas para comprender los criterios de 
delegación de tareas, de evaluación de los empleados y de gestión de los recursos. Entre las 
preguntas que formulé sobre estos temas se destacan: ¿cómo llegaron los empleados al 
despacho? ¿cómo se reparten las actividades que deben hacer los empleados? ¿cómo los 
evalúa? ¿los criterios de organización han cambiado? Este subgrupo de preguntas las 
catalogué bajo el rótulo de gestión del despacho. 
 
El tercer grupo tuvo como objetivo examinar la relación entre teoría y práctica. Estas 
preguntas estuvieron enfocadas en comprender cómo la academia, la rutina, las discusiones 
ideológicas, el interés por cumplir las metas definidas por el Consejo Superior de la Judicatura 
(o por la política del despacho26), confluyen con las grandes transformaciones, sustantivas y 
procesales, que atraviesan  la justicia en Cali en los últimos años. Mi interés consistió en 
definir si los nuevos conocimientos y exigencias técnicas reconfiguran la realidad jurídica, tal 
y como la conciben los trabajadores de la Rama. Para ello procuré identificar relaciones entre 
lo aprendido y el significado de su quehacer,  los nuevos símbolos jurídicos y su relación con 
la conformación de grupos que se defienden y cuestionan entre sí, los contrastes entre el 
aprendizaje formal, académico, y el que se forja en la rutina o en el “oficio”, es decir, la 
asimilación y dominio de una técnica. Algunas de las preguntas que se formularon sobre este 
aspecto fueron: ¿es útil lo que se aprende en la academia para la práctica cotidiana? ¿ha 
observado la constitucionalización del derecho en la justicia ordinaria laboral? ¿cita 
argumentos constitucionales en casos ordinarios? 27 Si es así, ¿cuándo empezó a aplicarlos?; 
cómo funcionario ¿crea doctrina? ¿qué fuentes (jurídicas) utiliza para fundamentar sus fallos? 
¿esas fuentes han cambiado durante el tiempo que ha permanecido en la Rama? ¿Ha advertido 
la internacionalización del Derecho laboral en el litigio cotidiano?. 

                                                   
26 Los juzgados procuran no atrasarse por razones de prestigio, como se explicará más adelante. El juez 
define las metas que deben lograr los empleados del juzgado. Que éste sea calificado de atrasado, o 
“moroso” es un adjetivo poco deseado por los funcionarios.  
27 Un juez laboral resuelve asuntos pertenecientes a dos jurisdicciones: ordinaria y constitucional. Cuando 
conoce tutelas es juez constitucional. Por otra parte, la definición de justicia ordinaria es la siguiente: “los 
conflictos surgidos entre los particulares, y aquellos asuntos que no estén atribuidos por la Constitución o 
la ley a otra jurisdicción, son atendidos en la Jurisdicción Ordinaria según niveles de competencia y 
especialidad” (Judicatura, 2002-2003). En esta medida, cuando atiende casos propios de la justicia laboral, 
que no son de carácter constitucional, ejerce como juez ordinario.  
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Ahora bien, los relatos de los funcionarios y empleados transitan entre historias que tienen 
intención de trasmitir lo que realmente vivieron y experimentaron, y versiones de la Rama 
Judicial que, al cotejarlas con otras perspectivas más crudas que expusieron algunos de los 
entrevistados y lo que personalmente he vivido, aparecen como predefinidas y asépticas, 
evitando exponer elementos que puedan “contaminar” o afectar la imagen de la Rama Judicial. 
Si bien este último parece un discurso superficial, en él se encuentra mucha información útil 
sobre lo que queda implícito, sobre aquellos aspectos que se dejan de decir, de manifestar, de 
proyectar (Bourdieu, 1999, p. 529). En este sentido, considero que las versiones mencionadas 
develan el discurso del “deber ser” que se ha construido en esta organización, y que se 
difunden por vía de reglas formales e informales que interiorizan en todo o en parte quienes se 
integran a la organización. Tanto sus historias, los adjetivos que utilizan para calificar lo que 
perciben, como lo que callan o los temas de los que evitan hablar, revelan aspectos de las 
culturas del trabajo que confluyen en los espacios del derecho laboral.  
 
Debo hacer una aclaración metodológica sobre los relatos de los trabajadores judiciales: si 
bien tanto las versiones asépticas como las más crudas son útiles para comprender las culturas 
laborales que ellas encierran, cuando empecé a realizar las entrevistas advertí que el discurso 
aséptico tendía a ser más o menos homogéneo. Esta situación cambió cuando en una de las 
entrevistas un funcionario me pidió que no sacara la grabadora; le hice caso, y desde ese 
momento los relatos de los entrevistados se complejizaron, abandonaron las frases formales e 
impersonales tipo “llegué a la rama porque pasé un proceso de selección que hizo el juez” a 
“El juez me contrató porque era amiga de su hija”28. Los conflictos entre visiones del derecho 
también se hicieron evidentes, al igual que la construcción de las redes de favores, la 
percepción negativa del otro, las estrategias de ascenso y el desempeño de los trabajadores.  
 
En otras palabras, en las narrativas de los entrevistados es posible observar mínimos comunes 
que reflejan tanto las culturas laborales que anhelan como las culturas laborales que realmente 
viven (Araujo & Martuccelli, 2010, p. 88). A partir de unas y otras se hacen visibles las 
variadas ideaciones sobre las propiedades que integra un buen trabajador judicial laboral, así 
como los obstáculos que impiden que estos ideales se materialicen en la vida cotidiana. Las 
aspiraciones, admiraciones y reproches que exponen los actores no son en absoluto uniformes, 
en la medida que se han alimentado de diferentes variables que difícilmente convergen todas o 
en parte en el mismo nivel, de la misma manera y en los mismos espacios. Estas variables son 
los hábitos que se aprenden y se cuestionan, los cambios y continuidades metodológicos, 
conceptuales y normativos de sus actividades laborales, de los conocimientos específicos que 
se asimilan y se olvidan, de las decisiones que toman quienes tienen la facultad de organizar y 
dirigir la organización, así como de gestionar los procesos que en ésta se desarrollan, y las 

                                                   
28 Historia de Benito  
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reacciones que sobre estas decisiones toman los empleados, que puede ser aceptándolas o 
resistiéndose a ellas a partir de actos más o menos notorios. Este conjunto de elementos 
conforman las culturas de trabajo (Reygadas, 2002) 29 . Así, en los espacios judiciales 
confluyen continuamente diversos grupos de sentido que chocan, negocian o se ignoran.  
 
Como conclusión metodológica, es claro que éste es un escenario donde entran a jugar las 
“convenciones relativas a lo que se debe decir y callar” (Schatzman & Strauss, 1975, p. 237) 
porque se están tratando temas que implican confidencias delicadas por parte de los 
entrevistados, y la grabadora hace explícitas dichas convenciones cuando inhibe, prohíbe y 
coarta el relato. Las posibles razones de este fenómeno son variadas, y pueden ir desde los 
peligros de una denuncia, hasta la relación cotidiana que tienen la mayoría de los trabajadores 
judiciales con las grabadoras y los micrófonos que registran los hechos y los argumentos que 
van a conformar el expediente, de forma que cuando la grabadora está prendida, se utilizan 
tonos formales y distantes; cuando se apaga, se retoma la informalidad. Lo cierto es que, a 
pesar de mis promesas de anonimato absoluto y sus aseveraciones sobre la poca importancia 
de la grabadora de periodista, pues aseguraban que dirían lo mismo “con o sin ella”, una vez 
guardé la grabadora y transcribí lo que me contaban en la libreta o en el computador, sus 
historias fueron más ricas en cuanto al contenido.  
 
Finalmente, debo destacar que “el momento” “la experiencia” es un insumo crucial en la 
investigación, entendiendo por “experiencia” tanto el conocimiento profundo que tiene el 
investigador del objeto de estudio, como la posibilidad de verlo y escucharlo directamente. 
“Hacer preguntas sobre los detalles de esa actividad, en general no analizada, requiere saber 
que esos detalles existen. Sin ese nivel de conocimiento es fácil pasar por alto el flujo de 
interacción ordinaria y trivial en que se dan las decisiones instantáneas…” (Becker & 
Faulkner, 2011, p. 280).  
 
Conocer el objeto de estudio, comprender el lenguaje de los entrevistados, haber vivido su 
contexto, son elementos que permiten que una entrevista sea realmente abierta, en la medida 
que los actores son más libres de expresarse con su propio lenguaje, de manera espontánea, sin 
preguntas predefinidas o sin solicitarles que reestructuren su discurso cotidiano. Lo anterior no 
significa que al analizar lo que dicen los entrevistados o los actores en su contexto se descuide 
o se dé por sentado lo que hay detrás de sus palabras, definiciones, apreciaciones. Pues lo ideal 

                                                   
29 “Las culturas del trabajo están constituidas por el conjunto de comportamientos, significados y hábitos 
de relación que se encuentran inmersos en las relaciones laborales”, no podemos olvidar que en este 
concepto “Se incluyen…tipificaciones de las ocupaciones y el conocimiento de los saberes laborales y 
específicos que definen la actividad desarrollada. Integran tanto las políticas organizativas de la empresa, 
como las respuestas de los trabajadores a las mismas” (Burawoy, 1989; Lamphere, 1985, citados en 
Reygadas, 2002, p. 104) 
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es mantener un equilibrio entre el punto de vista del “otro” sin perder la capacidad de 
extrañeza para identificar los significados detrás de lo obvio (Bourdieu, 1999, p. 532). De 
igual manera, sin el conocimiento de la disciplina jurídica, habría sido más difícil acceder al 
campo para hacer etnografía y vivir las rutinas laborales e indagar por sus interpretaciones 
sobre fenómenos jurídicos y socio-jurídicos.  
 
Para finalizar este aparte de aclaraciones preliminares, le pido al lector que tenga en cuenta 
que el universo jurídico es hermético; se nombra a sí mismo de manera constante. Por ello, 
hablar sobre él implica permanecer en un continuo ejercicio de traducción, no sólo con el 
lenguaje sino con la realidad. En esta medida, tendré que hacer referencias continuas a 
términos jurídicos, que también se encuentran en los relatos de los entrevistados y las 
anotaciones de mi cuaderno de campo. No los voy a definir o a desarrollar todos. Solo los que 
considere necesarios para que el lector comprenda la idea general. Tampoco ahondaré en los 
debates jurídicos ni los explicaré a profundidad.  
 
 
¿Por qué el ritual? 
 
El conjunto de etapas que componen el procedimiento judicial, tienen como función, entre 
otras, legitimar las interpretaciones que un grupo de personas formulan sobre la relación entre 
un conjunto de hechos y un conjunto de normas jurídicas. Esto lo pueden hacer porque el 
Estado (o sería mejor decir otro grupo de funcionarios) los han investido con las facultades 
necesarias para otorgarle a su interpretación de los fenómenos el apelativo de “verdad” 
(Bourdieu, 1993). En un Estado de Derecho esta facultad claramente no le ha sido otorgada a 
las personas sino a la institución que ellas representan o en la que trabajan. Pero en últimas, 
son los representantes del Estado quienes definen lo que sucede y ha sucedido a través de 
documentos oficiales que deben ser elaborados por medio de uno o varios rituales. Cepeda 
comparte este razonamiento en el texto “La práctica jurídica colombiana: una visión crítica”, 
al considerar que el proceso tiene como objetivo definir las vías o los caminos por los cuales 
se puede conocer la verdad diáfana y transparente. "Como lo anota un filósofo del derecho 
continental, ‘El procedimiento es incluso el medio fuera del cual la actualización de una 
«objetividad» tal no es plenamente concebible’ La forma limita la verdad posible y 
concebible. Una representación de un hecho corresponde a la verdad no porque sí 
corresponda, sino porque ha sido obtenida de determinada manera” (Cepeda, 1985, p. 121).  
 
En esta medida, el proceso judicial tiene por objeto recrear la verdad, pero además, su carácter 
ritual nos ayuda a reconocer aquello que “se valora socialmente – lo que Durkheim llamó 
objetos sagrados” (Collins, 2009). Es decir, las formas y fórmulas que lo componen hacen 
perdurable la creencia de que el “debido proceso” es un objeto que debe ser honrado por ser el 
único medio para obtener la verdad en un Estado moderno. Tanto el ritual como el símbolo 
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funcionan como ventanas del tiempo que nos conectan con aquello que ha cobrado 
importancia en el pasado, y que tiene la capacidad de conservarla con el pasar de los días hasta 
hoy. En ese afán de protección, las sociedades occidentales modernas se han dedicado a 
regular y estudiar este objeto sagrado que nos conduce a la verdad. Por esto el procedimiento 
está detalladamente regulado por leyes, códigos, sentencias entre otras fuentes normativas.  
 
El concepto del “ritual” será el marco general para analizar tanto el procedimiento jurídico y la 
audiencia judicial, como la cotidianidad y la rutina que viven los trabajadores de la rama. Lo 
primero, en cuanto al ritual que hace referencia al procedimiento judicial que tiene como 
objeto develar la verdad. Lo segundo, en cuanto a la teoría de Randall Collins, denominada 
Cadenas de Rituales de Interacción, donde explica que es en la situación o en el pequeño 
ritual cotidiano donde se hace visible “cuándo se generan nuevos símbolos, cuándo los 
antiguos retienen la lealtad social y cuándo se vuelven insignificantes y desaparecen” (Collins, 
2009, p. 53). Este será el enfoque donde la “situación” constituye la unidad de análisis al ser el 
contenedor de los sentimientos y creencias que han sido influenciados por situaciones 
anteriores y que a su vez recargarán la energía emocional y simbólica para situaciones futuras, 
lo cual explica el título de su texto Cadenas de rituales de Interacción.  
 
En el próximo capítulo me centraré en desarrollar las siguientes ideas: Analizaré el concepto 
(y derecho) del “debido proceso” como objeto de las prácticas de la justicia. Pretendo 
demostrar que el objeto sagrado del ritual judicial consiste en proteger aquello que los 
empleados y funcionarios consideran como el debido proceso de los usuarios. Para ello 
explicaré en qué consiste este derecho, expondré como se materializa en el expediente y en el 
camino que este recorre, para posteriormente presentar los cambios, sustanciales y procesales, 
que ha vivido en las últimas décadas.  
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Capítulo 1: El “debido proceso”: límite y centro del ritual judicial 
 

 

Concepto, principio y derecho: definición general 
 
Identificar apreciaciones generales o comunes en la comunidad jurídica de laboralistas caleños 
sobre el desempeño del otro en su papel30, fue una tarea compleja, pero en medio de las 
diversas evaluaciones o descripciones de los compañeros, encontré algo en común: cuando 
hablaban sobre el desprestigio, diferentes entrevistados en contextos disímiles nombraron a las 
mismas personas, que tenían en común haber protagonizado anécdotas sobre 
desconocimientos alarmantes del proceso judicial laboral. Cuando relataban sus historias, me 
llamó la atención la relación que presentaban los entrevistados entre el desconocimiento del 
proceso y el sentimiento de vergüenza, pues manifestaban que quien cometió la infracción 
debería “darle pena” o insinuaban esta apreciación con sus gestos faciales y tono de voz. La 
conclusión sería entonces la siguiente: quien comente este tipo de faltas debería sentir 
vergüenza antes los demás por su desconocimiento o ineptitud frente al proceso. En muy 
pocos casos los entrevistados hablaron de sanciones disciplinarias o de otra índole. Pero la 
gran mayoría hicieron referencia a la “pena” o a la “humillación” cuando hablaban de los 
compañeros infractores del proceso.  Los entrevistados transportaban la emoción que, según 
ellos, debían sentir los protagonistas de las historias, por medio de los gestos y tonos que 
transmitían. Me pareció muy claro que para ellos “la ruptura del vínculo suscita vergüenza… 
la vergüenza es la emoción propia de un sí mismo estragado por la exclusión del grupo” 
(Collins, 2009 p. 145).    
 
Cuando solicité ejemplos de su mal desempeño, mencionaron situaciones como ordenar 
“pruebas en una sentencia de fallo”, interrogar a los testigos de forma inadecuada y 
desconocer las cargas de la prueba. Benito también se quejó enfáticamente de un jefe que tuvo 
antes de llegar a ser auxiliar, destacando su desconocimiento en derecho procesal. Comentó 
que su jefe (el juez) “firmaba los autos que mi compañera le pasaba. Y yo para meterlos en el 
estado los revisaba me tocaba, porque yo no iba a dejar que eso se pasara así. 'Esto no se 
puede hacer porque está en tal etapa del procedimiento y no en tal otra doctor, vea usted firma 
este auto y no puede pasar, nos metemos en un problema', o sea, yo le devolvía procesos a él y 
a mi compañera. No hacía nada”. En conclusión, la mayoría de los ejemplos que mencionan 
los entrevistados hacen referencia al derecho procesal y todos vulneran, de manera directa o 
indirecta, el derecho al debido proceso de algún usuario 
 

                                                   
30  Para obtener esta información les pregunté a los entrevistados cuáles trabajadores consideraban 
prestigiosos y cuáles desacreditados.   
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La gravedad del reproche no era para menos, pues el conjunto de prácticas que rodean el 
debido proceso demarcan las fronteras entre el mundo jurídico y el mundo fáctico. Cuando las 
acciones que realizan los servidores públicos sobrepasan estos límites, pierden el apoyo del 
Estado y el producto de sus actos no tiene efectos jurídicos. En otras palabras, pierden su 
poder.  
 
Para afirmar que el desprestigio, el rechazo de los miembros del grupo o su ubicación en los 
márgenes del ritual, está ligado a su desconocimiento del debido proceso, es necesario 
cuidarse de comprender el amplio debate jurídico en torno al derecho en mención. Para llegar 
al debate, primero voy a definir, en términos muy amplios lo que se entiende por debido 
proceso en las sociedades, para después centrarme en una breve definición de este concepto-
derecho en Colombia.  
 
Podría decirse que el debido proceso es un conjunto de garantías cuya elección y alcance de 
las mismas dependen del ordenamiento jurídico y, por tanto, del contexto. Tratar de definir el 
contenido mínimo esencial de este derecho es una tarea que no augura un resultado exitoso, 
pues depende de lo que la sociedad o la comunidad jurídica defina como proceso, así como las 
variables que considere amenazas al correcto o adecuado desarrollo del mismo dependiendo 
de los fines que le adjudique: verdad, justicia, manifestación de la divinidad, igualdad, 
seguridad etc. Esto explica por qué la caracterización del debido proceso, como conjunto de 
garantías y como concepto que es definido (construido) por especialistas, ha variado 
significativamente en los últimos cuatro siglos.  
 
En el caso de Occidente, dichos cambios han estado enfocados en buscar la mejor manera de 
proteger el ritual que garantiza la obtención de la verdad según lo expliqué en el aparte sobre 
¿por qué el ritual? El Magistrado Nicolás explicaba que “en ocasiones el caso está claro para 
el juez, pero tiene que atenerse a lo probado…debe limitarse a lo alegado y lo probado”. Esta 
apreciación sobre las prácticas de adjudicación en Colombia la comparte el jurista José 
Manuel Cepeda, quien describe la importancia del proceso de la siguiente manera:  
 

“El proceso decisorio del juez está detalladamente regulado por la ley. Cada paso, cada 
declaración, cada actividad está rodeada de una formalidad que debe seguirse estrictamente, so 
pena de nulidad31 de la actuación… el juez debe respetar estrictamente este ritual, de lo contrario el 
juicio carecerá de validez… Aunque teóricamente el fin del proceso es descubrir y reconstruir 
fielmente el pasado, la indagación está limitada por unos requisitos necesarios. Cualquier prueba 
que no se ajuste a las formalidades exigidas se excluye del proceso y no puede ser tenida en 
cuenta” (Cepeda, 1985, p. 105).   

 

                                                   
31 La nulidad absoluta tiene como consecuencia la inexistencia del acto jurídico.  
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Ahora bien, la idea de que los hechos deben pasar por el filtro del proceso para obtener la 
verdad, permite invertir la secuencia y obtener resultados opuestos: las “verdades” pueden ser 
recreadas en el proceso para producir hechos que nunca existieron a través de documentos 
“certificados” por el Estado cuyo contenido no se acompasa con la realidad. Las amenazas se 
materializan entonces en la creación de documentos falsos, peritos contratados para mentir, 
toda la discusión alrededor de la veracidad en los recuerdos de los testigos de buena o mala fe, 
pero también en las capacidades que tiene el líder del ritual, el juez, para reconocer lo 
auténtico de lo artificioso, lograr identificar las relaciones entre las pruebas genuinas y adecuar 
de forma precisa los hechos dilucidados a la disposición normativa acertada. Sabemos que este 
proceso tiene tanto de mágico como de ilusorio, pero las sociedades necesitan esta ilusión para 
organizarse, y en la búsqueda por protegerla, han creado el “debido proceso”.  
 
Los juristas colombianos han llegado a ciertas convenciones mínimas sobre las principales 
amenazas al debido proceso32. Incurrir en una amenaza es sobrepasar los límites, y un 
funcionario judicial sobrepasa los límites del mundo jurídico, y entra al mundo fáctico, cuando 
incurre en una de las causales de nulidad absoluta. Si estas se presentan, el proceso fenece con 
todo el trabajo que desplegaron empleados, funcionarios y partes para elaborarlo. A esto se 
debe que la solicitud de nulidad “de todo lo actuado” sea una de las peores pesadillas de los 
trabajadores judiciales y abogados litigantes, dado que toda acción que se ha aportado a la 
creación del expediente (admisión, notificación, autos de trámite e interlocutorios proyectados 
por empleados y firmados por funcionarios, proyección de sentencias, etc..) se pierde, y 
además existe una alta probabilidad de que se inicie un proceso disciplinario contra los 
servidores que no advirtieron la nulidad o contribuyeron a crearla. También existen las 
nulidades subsanables, que se pueden solucionar, pero cuya aparición puede retardar la 
evolución de un proceso por meses o años.   
 
En el próximo subcapítulo presentaré el proceso básico que recorre el expediente. Ese 
conjunto de etapas y momentos donde cada uno de los actores entra en escena al ponerse en 
contacto con este objeto incubador.  Con ello quiero mostrarle que la igualdad formal, uno de 
los pilares del Estado moderno, se garantiza en la medida que se trata al proceso judicial como 
un proceso de producción; como si este fuera una cadena de montaje por la que continuamente 
pasan expedientes y cada actor le integra un palanca, le ajusta un tornillo, lo suelda y modela, 
etc. con la misma técnica; con la misma atención y cuidado. Solo así el Estado se asegura que 
todos los ciudadanos que llegan con una queja por justicia, se les trate de igual manera y 
acorde a los mismos parámetros y, por tanto, se les garantice su derecho a la igualdad formal. 
El expediente es el input y el output de la justicia procesal que garantiza la igualdad. 
Posteriormente, en el subcapítulo “Un objeto en discusión”, me centraré en explicar los 

                                                   
32 Más bien, dichas convenciones han sido importadas de otras legislaciones, en especial la española. 
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debates sobre los valores y los significados que los actores le atribuyen este camino con sus 
bifurcaciones. 
 
 

El expediente 

El procedimiento escrito, y en consecuencia el expediente, nace en la época del ius commune 
en el siglo XII, como respuesta a diferentes abusos procesales de la época medieval. Los más 
conocidos son las ordalías o juicios de Dios, donde la inocencia se comprobaba sobreviviendo 
a pruebas tortuosas, como caminar por el fuego o pasar mucho tiempo bajo el agua. Con el 
pasar de los siglos, el procedimiento romano, difundido a través del corpus iuris civilis de 
Justiniano, remplaza a los rituales medievales y en su lugar implementa un procedimiento 
largo, compuesto de varias etapas, con muchos recursos que le permitan a las partes cuestionar 
las providencias para garantizar un estudio juicioso por parte de la autoridad judicial y 
proteger al usuario de la posible arbitrariedad del funcionario. Para que el proceso pudiese 
tener varias instancias, se estableció la obligación de registrar todo lo actuado en el 
expediente, de manera que un superior lo pueda revisar y evaluar, lo que aseguraría la 
imparcialidad del veredicto. De esta manera, todo debía quedar por escrito, y cada escrito que 
se elaborara, tanto pruebas (testimonios) como trámites internos del proceso, debía hacer parte 
del expediente. “dicho procedimiento asignaba un predominio absoluto, o más bien, un 
verdadero monopolio, al elemento escrito… [lo que no está en los autos no está en el mundo]; 
las actividades procesales no expresadas en autos o actas escritos, eran judicialmente 
inexistentes, y una decisión basada en elementos diversos de los escritos era ella misma 
absolutamente nula” (Cappelletti, 1974, p. 36).  

Este supuesto persiste hoy en día. El expediente es el objeto que refleja y materializa el 
proceso. El fenómeno etéreo compuestos de etapas, argumentos, contradicciones, 
suspensiones, recursos, providencias, testimonios, pruebas y todo tipo de pronunciamientos de 
las partes y de los funcionarios, asume la forma de dos cartulinas que pueden ser de color 
verde, azul y amarillo, generalmente de tamaño carta, unidas por un gancho legajador 
metálico, que sirven como portada y contraportada de un conjunto de documentos que han 
integrado las partes y el despacho para comunicarse sobre la misma situación sociojurídica. 
Alrededor de él, giran todas las acciones de los actores que componen la rama. El expediente 
recuerda los tiempos (cuándo inició el proceso, en qué etapa va), lleva el cálculo de las fechas 
(la mayoría de las comunicaciones entre las partes y el juzgado se realizan en plazos 
determinados; el expediente guarda registro de las mismas) y de los actos que cada funcionario 
ha realizado para dar fe de su trabajo y “movilizar el proceso”.  
 
Éste no solo representa la cara y el cuerpo físico del proceso judicial, sino que también nos 
recuerda que este proceso debe funcionar de una manera análoga a una cadena de producción, 
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para proteger las garantías por las cuales fue creado. Solo si cada expediente pasa por las 
mismas etapas, si sobre él se realizan las mismas actividades y si éste se desarrolla bajo los 
mismos parámetros, es posible proteger el derecho a la igualdad y a la seguridad jurídica de 
todos los integrantes. Por otra parte, si cada expediente tomara un camino diferente por 
disposiciones de las partes o por razonamiento autónomo del juez, no podríamos garantizar 
que todos los ciudadanos tuvieran los mismos derechos y oportunidades para enfrentarse en un 
litigio y obtener un fallo favorable.  
 
A través de él nace (input), pero en él también se concreta la finalización del mismo (output). 
Por eso en la jerga jurídica cotidiana la palabra proceso se usa como sinónimo de expediente, 
y también por esta razón en las estadísticas que los juzgados presentan al Consejo S.J. hacen 
referencia al número de “expedientes o procesos que entraron” al juzgado, y  número “de 
expedientes o procesos que salieron”, para dar cuenta de su rendimiento y el cumplimiento de 
metas. Debido a su calidad de producto de la Rama Judicial, este objeto está ligado a dos 
eventos: 1. Es manipulado por todos los participantes del ritual, y en su paso se va 
alimentando de datos, creencias y símbolos que integran la discusión jurídica y que reflejan 
los intereses así como las experiencias de los actores. 2. Constituye en sí mismo una prueba 
que evidencia la actuación del juez, del abogado o de cualquier otro copartícipe y 3. Refleja la 
cultura laboral del juzgado al convertirse en un indicador de éxito del despacho, pues a través 
de este serán evaluados los jueces tanto en calidad como en cantidad: 
 
1. Como es el input y el output del proceso, este objeto es manipulado por casi todos, sino 
todos, los actores que participan en el gran ritual de la justicia. Desde el citador (el cargo de 
menor jerarquía al interior de la Rama), pasando por el escribiente (de mediana jerarquía en el 
juzgado), los abogados, el secretario, el juez y magistrado contribuyen a nutrirlo o construirlo, 
en la medida que van pasando las etapas de su fabricación (presentación de la demanda, 
contestación, pruebas, etc). En cada etapa por la que pasa, los actores le agregan un nuevo 
documento el cual puede contener argumentos y pruebas presentadas por las partes, auxiliares 
de la justicia y realizadas en audiencia; o también comunicaciones del juzgado hacia las 
partes, donde le indican que la demanda fue admitida, que se fija fecha para audiencia, que el 
proceso será enviado a un juzgado de descongestión33, entre otras.  En las funciones de estos 

                                                   
33 Descongestión es una medida creada por el Consejo Superior de la Judicatura que en su momento se 
pensaba provisional. Empezó a funcionar en Cali a partir del año 2008 y tenía como fin principal 
“descongestionar” los juzgados titulares de la rama. Las medidas de descongestión fueron de cuatro tipos: 
la primera consistió en crear juzgados completos (con secretario, oficial mayor, escribiente y citador); 
Como segunda medida se crearon juzgados adjuntos, es decir, pequeños despachos dependientes del 
juzgado titular; la tercera medida consistió en aumentar el personal de auxiliares en los despachos. Por 
ejemplo nombrando un escribiente extra en el caso de los juzgados de circuito o un auxiliar de magistrado 
en el caso de los tribunales. Desde el año 2010 empezaron a funcionar los despachos de “pequeñas causas” 
que también se ha planteado como una medida de descongestión aunque esta medida tiene vocación de 
permanencia.  
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actores y sus relaciones me centraré en el próximo aparte, el camino de papel, y el contenido 
de los debates que encierra lo expondré en paradigma, justicia y trabajo.  
 
2. La información que contiene no solo es útil para solucionar el caso que se discute, sino para 
otros fines entre los que se encuentra el inicio de un proceso disciplinario contra el abogado, 
empleado o juez, que ha realizado una actuación inadecuada de su papel. Sobre este aspecto, 
Lucía me contaba lo siguiente:  
 

“…en el juzgado [50] laboral, el trato que me da a mí la juez es un trato displicente, hasta me 
mandó a disciplinario, o sea porque uno le hace caer en cuenta de que está equivocada y ella se 
siente omnímoda, es absolutamente arbitraria, ella no entiende razones y es bastante difícil con 
ella. Yo empecé con el tono bajo hasta que un día ya me desesperó y yo terminé con 
disciplinario – y ¿qué pasó? ¿la sancionaron? – No, porque la juez no me dejó hablar, entonces 
la cámara se enfocó en ella y solo se escuchaba su micrófono, la grabó solo a ella. En el video 
que se registró de la audiencia no aparece mi cara, ni se escucha lo que digo porque no habilitó 
mi micrófono. Aparecía la juez hablándome en tono molesto, pero no aparecía yo. Entonces no 
quedó probada mi actitud hacia ella”.  

  
La abogada se refiere a las cámaras que mencioné en la etnografía de Carmela. Tienen forma 
de pecera negra y se encuentran en el techo de las salas de audiencias. Sólo enfocan a la 
persona que tiene la palabra conforme al arbitrio del juez. En este caso se observa como un 
evento que no se introdujo en el expediente, porque la juez voluntariamente no lo permitió 
(para su pesar), finalmente nunca existió. Si no está en el expediente, si no quedó registrado, 
para el derecho este evento no existe. Pero así como los jueces pueden tener control sobre lo 
que se registra y no se registra, los abogados también. Al respecto tengo la siguiente anotación 
en mi cuaderno de campo: 
 

…Le cuento a Horacio el caso de un amigo abogado que no le quisieron pasar un 
expediente para revisar la contestación supuestamente porque estaba “en despacho” [la 
oficina del juez]. “Hay que hacer un memorial a mano. Que quede constancia en el 
memorial que no le están permitiendo ver el expediente, porque el juzgado siempre tiene 
que mostrar el expediente al apoderado”.  Y continúa planteando varias posibilidades que 
tiene el abogado para contrarrestar esa situación. Después, con un tono más firme, 
contundente, dice “¡¿cómo es que los abogados no hacen nada?!, que hagan algo, que 
dejen constancia, también se la dejan montar”.  

 
Este es un indicador de la importancia del expediente como instrumento de registro de lo que 
sucede. En él cada actor construye las pruebas necesarias para presentar después una historia 
que le sea útil acorde con sus intereses. En conclusión, este objeto viaja por la Rama Judicial 
entre cargos y espacios con aquello que permite el juez, como director del proceso, que sea 
registrado, y aquello que el abogado desea registrar a través de los momentos oportunos para 
ingresar pruebas o por medio de memoriales o comunicaciones informales. Una vez un 
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documento ha accedido al ritual, y está contenido en el expediente, no puede volver a salir a 
menos que se cometa un delito o se incurra en una sanción disciplinaria. Por eso el expediente 
es un bien de especial protección jurídica. Cualquier irregularidad dolosa y culposa que se 
cometa contra él tendrá sanción penal34 y disciplinaria35 respectivamente.  
 
3. El expediente también es un indicador de éxito o de fracaso en la rutina diaria, pues el 
trabajo se mide por el número de expedientes o procesos que se han impulsado o fallado. Es 
frecuente escuchar entre los funcionarios y sustanciadores “¿cuántos procesos terminaste esta 
semana? ¿cuántos expedientes te faltan? ¿cuántos autos se emitieron hoy?”. Sin embargo el 
número de expedientes estudiados no siempre es proporcional al trabajo invertido. Hay 
expedientes que por su tamaño o complejidad (que usualmente se traduce en casos poco 
frecuentes según lo explicaron los entrevistados) son más difíciles de trabajar. Por esta razón 
los empleados y funcionarios suelen evitar trabajar en un expediente muy grueso que implica 
la revisión de varios documentos y requiere más tiempo. No es extraño que los expedientes 
donde se unen varios demandantes contra más de un demandado se procrastinen, pues al 
momento de hacer la estadística del despacho (el reporte de entradas y salidas) se mide igual 
que los demás: como una unidad. Al final de la semana puede suceder que solo se estudie un 
proceso, cuando normalmente se revisan tres o cuatro.  
 
Para que un expediente se considere output, y sea útil a la estadística del juzgado, se requiere 
que finalice una de las etapas por las que puede cursar. La primera etapa del expediente 
finaliza con un pronunciamiento de fondo en el juzgado de primera instancia, es decir, cuando 
se decide sobre la existencia o inexistencia del derecho o derechos que se discuten. Esto 
sucede cuando un auto da por probada una o varias excepciones previas (como puede ser que 
el juez no es competente o el demandante no está legitimado para demandar porque no es 
titular del derecho o el derecho ya prescribió) o con una sentencia de fondo una vez se han 
agotado todas las etapas procesales, donde el juez se pronuncia a favor de las pretensiones 
formuladas por el demandante, o de las excepciones formuladas por el demandado, soportando 
su apreciación en las pruebas y en los argumentos reunidos durante el proceso. 

                                                   
34 En el Título IV del Código  Penal Colombiano se encuentran tipificados los “Delitos Contra la 
Administración de Justicia”.   
35  Ley 594 de 2000. Responsabilidad de los Servidores públicos: Artículo 12. Responsabilidad. La 
administración pública será responsable de la gestión de documentos y de la administración de sus archivos. 
Artículo 15. Responsabilidad especial y obligaciones de los servidores públicos. Los servidores públicos, al 
desvincularse de las funciones titulares, entregarán los documentos y archivos a su cargo debidamente 
inventariados, conforme a las normas y procedimientos que establezca el Archivo General de la Nación, sin 
que ello implique exoneración de la responsabilidad a que haya lugar en caso de irregularidades. Artículo 16. 
Obligaciones de los funcionarios a cuyo cargo estén los archivos de las entidades públicas. Los secretarios 
generales o los funcionarios administrativos de igual o superior jerarquía, pertenecientes a las entidades 
públicas, a cuyo carga estén los archivos públicos, tendrán la obligación de velar por la integridad, 
autenticidad, veracidad y fidelidad de la información de los documentos de archivo y serán responsables de 
su organización y conservación, así como de la prestación de los servicios archivísticos. 
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Tanto el auto que se pronuncia sobre las excepciones previas como la demanda se pueden 
apelar. Cuando esto sucede el expediente “sube” a segunda instancia, y le corresponde 
estudiarlo a una de las tres salas (compuestas por tres magistrados cada una) que conforman la 
Sala Laboral del Tribunal Superior de Cali. También se pueden apelar otros autos además de 
aquel que decide excepciones previas, como sucedió en el caso de Carmela con el auto que 
decidía pruebas; en estos casos el Tribunal se pronuncia puntualmente sobre el asunto 
solicitado y el expediente vuelve a bajar. Sin embargo aclaro que no todo pronunciamiento por 
parte del juzgado se puede apelar. Uno de los empleados que entrevisté me explicó que había 
expedientes que “parecían yoyos” porque subían y bajaban continuamente dado que los 
abogados apelaban casi todos los autos. Esto no sucede frecuentemente, pero, según consideró 
el funcionario, se trata de casos que los abogados desean dilatar o aplazar el momento de 
emitir sentencia. Cada vez que un juzgado del Tribunal falla de fondo un auto o una sentencia 
que ha sido apelada, obtendrá un punto positivo en su estadística. 
 
Cuando el Tribunal decide de fondo un caso, una o ambas partes pueden interponer el “recurso 
extraordinario de casación”. Si el recurso es concedido significa el envío del expediente a la 
Corte Suprema de Justicia en la ciudad de Bogotá. Como su nombre lo indica, no aplica en 
todas las ocasiones, solo cuando las pretensiones del proceso son iguales o superiores a 120 
salarios mínimos legales vigentes36. Además, elaborarlo exige conocer ciertos requisitos 
técnicos que no todos los abogados dominan, y por lo general contratan a un segundo abogado 
experto en el recurso para que lo instauren. Lo restringido y engorroso del trámite implica que 
muy pocos expedientes viajen a Bogotá.  
 
Finalmente, cuando se terminan todas las etapas del proceso y es “cerrado”, el expediente se 
envía a las bodegas y queda suspendido en una especie de letargo indefinido. De vez en 
cuando es necesario revivirlo porque un abogado o una parte lo solicita. Esta solicitud tardará 
en ser solucionada, pues los empleados evitan, en la medida de sus posibilidades, ir a las 
bodegas. Una de estas bodegas se encontraba en el edificio Garrido donde estaba ubicado el 
juzgado en el que realicé la etnografía antes de la entrega del Palacio de Justicia37. Otra 
bodega queda en la Fábrica Britilana. Este es un lugar oscuro y húmedo, lleno de polvo y de 
roedores, donde los expedientes todavía guardan vidrios como registro de su paso por la 
explosión de la bomba en el 2008. Si bien “los expedientes nunca mueren, permanecen 
dormidos amenazando con más trabajo a cada funcionario en el juzgado” (Abello, 2013 
citando a Renoldi, 2010 p.105), en el caso de Cali los expedientes si pueden morir 
definitivamente. Al respecto relata Abello (2013 p. 32):  

                                                   
36 Ley 712 de 2001, artículo 43. 
37 Está ubicado en la Cra. 3 #7-15, Cali, Valle del Cauca, Colombia, frente a la Cámara de Comercio de 
Cali.  
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Por otro lado, el descuidado ambiente donde se almacenan los expedientes ha sufrido 
numerosos accidentes en el transcurso de la historia de la rama judicial caleña. Los 
funcionarios hablan de inundaciones y bombas, que han destruido varios de los archivos. 
También es frecuente que los procesos estén perdidos, porque no existe ningún tipo de 
vigilancia en Britilana. Entonces, a pesar de los inventarios que el CSJ obliga a hacer, 
nadie sabe a ciencia cierta cuántos ni cuáles procesos descansan en el archivo.  Los únicos 
documentos que se encuentran en buen estado son los del fondo judicial, que ahora 
pertenecen al Archivo Histórico de Cali. 

 
Acorde con lo anterior, los sujetos, los documentos y el expediente se encuentran 
intrínsecamente ligados en una construcción mutua o dialéctica. Solo se adquieren la calidad 
de burócrata judicial si se participa del proceso de circulación de los documentos. En otras 
palabras, la creación, transformación, registro, o cualquier otra interacción con el expediente 
es un requisito para ser burócrata judicial (Barrera, 2012), lo que nos llevaría a afirmar que, 
desde esta perspectiva amplia, el documento es la fuente de dicha identidad. Por esta razón, 
hablar del camino que realiza el expediente por los juzgados y secretarías de la Rama Judicial 
en Cali, significa hablar de las labores rutinarias de los empleados y funcionarios que la 
integran. Con el objetivo de explicar con mayor claridad estas etapas, así como de mencionar 
brevemente las funciones de los empleados y los espacios donde se encuentran, en el siguiente 
aparte me centraré en relatar el recorrido del expediente, al tiempo que describo lo que sucede 
una mañana rutinaria en el juzgado.   
 
 
El camino del papel 
 
La siguiente narración estará compuesta de varias fuentes. De mi propia experiencia como 
litigante, que para ser sincera no es muy amplia pero me ha llevado a recorrer los despachos; 
de los apuntes que tome el día que acompañé a Lucía a hacer su recorrido habitual cuando 
revisaba los procesos que tiene en diferentes juzgados de la ciudad en noviembre del año 
2013; de mi trabajo en los juzgados, tanto en el 2009 como durante los seis meses de 
etnografía, que transcurrieron de manera interrumpida, entre finales del año 2012 y el primer 
semestre del 2013; de los relatos de las personas que entrevisté y de la etnografía de la 
antropóloga Claudia Abelló, quien trabajó 2 meses tiempo completo un juzgado civil 
municipal, como trabajo de campo para su trabajo de grado. Esta narración tiene el objetivo de 
llevar al lector por el trayecto que recorre el expediente y mostrarle los encuentros que tienen 
este objeto con otros empleados, funcionarios y abogados.  
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Nacimiento y reparto 
 
El proceso de concepción del expediente empieza de la siguiente forma: El abogado, después 
de reunirse con su cliente38, elabora una demanda donde se narran los hechos que dieron lugar 
al conflicto, las pretensiones, los argumentos jurídicos y se solicitan y anexan pruebas 
pertinentes para demostrar los hechos. Algunos abogados utilizan papeles membretados con 
sus nombres, la universidad de la que se graduaron y alguna imagen (que habitualmente es 
Temis o una balanza). Esta marca personal, los hace fácilmente reconocibles para los 
empleados y funcionarios, en especial si tienen varios procesos en laboral, de manera que los 
papeles membretados transportan más fácilmente las emociones que tienen los empleados 
frente al abogado que los crea. Este acto de creación jurídica que es previo al proceso, es 
definitivo durante el mismo, pues varios funcionarios, empleados y abogados litigantes 
afirmaron que una demanda bien redactada y bien pensada, aumenta las posibilidades de ganar 
un proceso 
 
Una vez redactada debe obtener dos copias y guardarlas en una carpeta, o carátula, que 
también debe contener copia autentica del poder que le ha dado su cliente, de su cédula, y el 
conjunto de documentos (fotos, cds) que considere pertinentes para probar los hechos que 
narra en la demanda. Cuando cree que tiene todos los elementos listos, se dirige a la oficina de 
reparto que queda en el primer piso del Palacio de Justicia ubicado en el centro de la ciudad. 
Al llegar al Palacio, el abogado se encontrará con dos entradas: una para abogados y otra para 
usuarios. Probablemente elija la de abogados porque suele ser más fluida. Si la elige, y no 
suele visitar la oficina de reparto, debe tener a la mano su tarjeta profesional porque es muy 
probable que se la pida un agente de seguridad. Si es un visitante asiduo, muy seguramente lo 
dejarán pasar sin problema, a menos que el guarda sea “nuevo”.  
 
Una vez está dentro, le dará una mirada rápida al lugar para definir si debe coger turno o no: si 
está muy lleno, con abogados sentados en las sillas de espera, probablemente lo tendrá que 
hacer. Cuando la servidora pública lo llame le pedirá la carpeta con los documentos y 
verificará que las páginas estén foliadas, es decir, numeradas. Después procederá a diligenciar 
los datos en el sistema, para finalmente bautizar la carpeta con un número de radicado, que 
proporciona el sistema al azar, el cual identificará al expediente por el resto de su existencia. 
En ese momento nace el expediente, pero todavía no se ha iniciado formalmente el proceso. 
Este número de radicado contiene información valiosa sobre el mismo: menciona el juzgado 
de origen así como la jurisdicción.  

                                                   
38 Claro está que previo a este evento hubo encuentros entre abogado y cliente, así como la construcción de 
la demanda, en la que pudieron participar varios actores: abogados colegas, trabajadores de la rama judicial 
cercanos del abogado que lo aconsejaron, profesores, etc. Por ejemplo, el día que entrevisté a Tadeo se 
encontraba en la casa de una abogada, conocida común, pidiéndole asesoría para elaborar la demanda de un 
caso que había asumido hacía poco. 
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En su primer viaje, el expediente se dirige hacia el juzgado que se indica en el radicado. Por 
más que se desplace, siempre conservará el nombre del lugar al que pertenece, porque tarde o 
temprano debe regresar, a menos que algo grave le pase. En todos los casos el juez de primera 
instancia debe conocer si confirmaron o revocaron su decisión (lo cual es muy útil para efectos 
de retroalimentación) con el fin de encargarse de la gestión posterior al último fallo. Por 
ejemplo, estar al frente de los trámites de pago en caso de que dicha sentencia (de segunda 
instancia, de casación o en caso de ser una tutela de la Corte Constitucional) emita una 
condena.   
 
Cada expediente que llega a un despacho exige atención. No hacerlo de inmediato indica que 
el despacho está “congestionado”, lo que se busca evitar o disminuir en lo posible, pues como 
veremos, es motivo de desprestigio para sus trabajadores y en especial para el funcionario 
director del mismo. No obstante, más allá de la situación del despacho, la rapidez de dicha 
atención también depende del tipo de proceso. Por ejemplo, un expediente de tutela debe ser 
atendido en el menor tiempo posible; si es un habeas corpus39 se debe estudiar de manera 
urgente, pues la norma ordena que exista un pronunciamiento en las 36 horas después de 
recibido por el juzgado, o de lo contrario el funcionario puede incurrir en causal de mala 
conducta40. De manera que un motivo cotidiano de molestia consiste en recibir un habeas 
corpus un viernes por la tarde, pues implica que el funcionario se debe quedar hasta terminarlo 
o ir a trabajar un sábado.  
 
Si hablamos de un proceso ordinario, es decir, una demanda laboral común como una 
indemnización por despido o el reclamo de una pensión de sobrevivientes, una vez llega al 
juzgado uno de los empleados, generalmente el citador, debe legajar los documentos del 
expediente en unas cartulinas verdes, azules o amarillas, dependiendo del tipo de proceso (si 
es ordinario, si es de fuero sindical, o de otra especie).  Usualmente el mismo empleado 
escribe el radicado con marcador negro o rojo sobre una pequeña cartulina amarilla, y lo pega 
al borde de la cartulina superior del expediente. Después de esta tarea manual, generalmente es 
otro empleado, dependiendo de la organización del despacho, quien revisa que la demanda 
cumpla con determinados requisitos para que sea admitida.  
 
Las decisiones sobre admisión o inadmisión de la demanda suelen suscitar discusiones entre 
abogados y empleados, porque estas exigencias no son uniformes en todos los juzgados. En el 
momento que la demanda es admitida, porque el empleado consideró que cumplía con todos 

                                                   
39 “El Hábeas Corpus es un derecho fundamental y, a la vez, una acción constitucional que tutela la libertad 
personal cuando alguien es privado de la libertad con violación de las garantías constitucionales o legales, o 
esta se prolongue ilegalmente. Esta acción únicamente podrá invocarse o incoarse por una sola vez y para su 
decisión se aplicará el principio pro homine”. Art. 1 de la Ley 1095 de 2006. 
40 Artículo 1, Ley 1285 de 2009 
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los requisitos que esta requiere, nace formalmente el proceso. Entonces proceso y expediente 
se convierten en uno. Si no es admitida, el abogado demandante tendrá cinco días para 
subsanar lo que el empleado consideró que debe modificarle a la demanda, pero si pasados los 
cinco días el abogado no realiza los cambios indicados, la demanda será rechazada y el 
proceso llegará a su fin. En este punto, encontramos uno de los primeros nodos coyunturales 
entre los actores, al igual que un punto de la red donde se bifurca el recorrido: las causales de 
inadmisión. 
 
 
La inadmisión: “cada juzgado tiene su propio código” 
 
Todo aquel que desee entrar al ritual judicial en esta jurisdicción, se le exige presentar una 
demanda escrita que cumpla con los requisitos definidos en el artículo 25 del Código de 
Procedimiento Laboral41. La excepción a esta regla son los procesos de única instancia, en los 
que se reclaman pretensiones por un valor inferior a 20 salarios mínimos mensuales vigentes, 
donde se le permite a la persona presentar la demanda de forma verbal y sin el poder de un 
abogado42. Si a la demanda escrita la inadmiten43 porque el empleado encargado considera que 
incumplió uno de los requisitos, el abogado demandante tiene tres opciones: la primera es 
“subsanarla”, es decir, corregir los errores por los cuales fue inadmitida. La segunda es 
simplemente no subsanarla y dejar que pasen los días (cinco) para que la demanda sea 
“rechazada”, caso en el cual el proceso tuvo una vida tan corta que prácticamente no existió 

                                                   
41 La demanda deberá contener: 1. La designación del juez a quien se dirige. 2. El nombre de las partes y el 
de su representante, si aquellas no comparecen o no pueden comparecer por sí mismas. 3. El domicilio y la 
dirección de las partes, y si se ignora la del demandado o la de su representante si fuere el caso, se indicará 
esta circunstancia bajo juramento que se entenderá prestado con la presentación de la demanda. 4. El 
nombre, domicilio y dirección del apoderado judicial del demandante, si fuere el caso. 5. La indicación de la 
clase de proceso. 6. Lo que se pretenda, expresado con precisión y claridad. Las varias pretensiones se 
formularán por separado. 7. Los hechos y omisiones que sirvan de fundamento a las pretensiones, 
clasificados y enumerados. 8. Los fundamentos y razones de derecho. 9. La petición en forma 
individualizada y concreta de los medios de prueba, y 10. La cuantía, cuando su estimación sea necesaria 
para fijar la competencia. Cuando la parte pueda litigar en causa propia, no será necesario el requisito 
previsto en el numeral octavo. 
42 Como su nombre lo indica, estos procesos tienen la desventaja de que las personas no pueden apelar la 
decisión del juez, lo que evidencia el alto nivel de desprotección en el que se encuentran las causas de menor 
cuantía: pueden ser presentadas y defendidas por personas legas sin la asesoría de un abogado, y no son 
evaluadas por jueces de instancias superiores. Es un hoyo negro de la institución, casi marginal, que saca del 
sistema los problemas de los sectores más vulnerables para que no contribuyan a congestionar las instancias 
superiores.  

43 Por inadmisión se entiende que el juzgado no acepta estudiar la demanda que presenta el abogado o la 
parte, porque considera que tiene errores importantes los cuales deben ser corregidos antes de centrarse en 
su estudio.  
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(sin embargo el expediente sobrevive44 porque se archiva). Si el abogado la quiere volver a 
presentar debe hacerlo ante la oficina de reparto. La tercera, aunque es muy escasa que suceda, 
consiste en que los abogados pueden interponer un recurso contra el auto inadmisorio de la 
demanda, porque consideran que las razones formuladas por el empleado para inadmitirla no 
coinciden con las mencionadas en el artículo 25.  
 
Lo poco usual del tercer supuesto no se debe a lo fácil que es cumplir con los requisitos 
citados, sino más bien al desinterés de los abogados por recurrir el auto admisorio, dado que 
ésta acción podría implicar meses de dilación en el proceso o, en el peor de los casos, 
represalias por parte de los empleados del juzgado. Sin embargo todos los abogados 
entrevistados, tanto los que llevaban más de 30 años litigando como aquellos que habían 
empezado a ejercer hace tres años o menos, me comentaron que es muy frecuente que les 
inadmitan las demandas. De esta situación me surgió la siguiente pregunta: ¿es posible que los 
abogados no aprendan a aplicar los 10 requisitos que establece el artículo 25, los cuales a 
primera vista aparecen como simples y sencillos, o existe otra razón para que esto ocurra?. En 
efecto, existen otras razones que pretendo explicar muy brevemente en los próximos párrafos.  
 
La primera pista para resolver esta pregunta la encontré una mañana en el juzgado. Minutos 
antes de que Horacio me comentara que “todos los abogados litigantes deberían hacer una 
especialización en procesal”, conversamos sobre las causales de admisión de la demanda. 
Todo comenzó cuando abrí el expediente que debía estudiar esa mañana y me doy cuenta que 
la demanda tenía más de ochenta hechos. Me extrañó encontrarme con esta estructura, pues la 
mayoría de demandas que he visto no pasan de 30, máximo 40 hechos. Con la duda de saber si 
era una práctica usual, se la muestro a Horacio para que me diera su opinión y el me responde: 
“una persona que hace 80 hechos no sabe redactar una demanda. Le deberían inadmitir”. Esa 
afirmación me pareció interesante porque sabía que el artículo 25 no decía nada sobre el 
número de hechos que debe tener la demanda, entonces le pregunté si había escuchado hablar 
sobre la “demanda inteligente” en la que cada supuesto fáctico debe estar redactado en un 
numeral aparte45, y me contestó que no, que una demanda con tantos hechos obstaculizaba el 
proceso, lo hacía engorroso y complicaba su estudio. Meses más tarde, una de las empleadas 

                                                   
44 Por esta razón es importante diferenciar el proceso del expediente, a pesar que en la jerga cotidiana se 
suelen usar como sinónimos.  
45 La idea es que la demanda inteligente permitiría fijar el litigio con más claridad, lo que ayudaba a formular 
el problema jurídico con mayor precisión y, por ende, resolver el caso de manera más pronta al no perder el 
tiempo con pruebas innecesarias por ejemplo. La demanda inteligente se supone que funciona así: “1. Pepe 
firmó un contrato laboral con Andrés. 2. El contrato que se pactó es a término fijo de seis meses. 3. Inició 
el día 3 de enero del 2010. 4. Finalizaría el 3 de julio del mismo año 5. Pactaron un salario equivalente a los 
2.000.000 de pesos colombianos”. Generalmente este conjunto de hechos se escriben en un solo numeral: 
“1. Andrés y Pepe firmaron contrato a término fijo con duración de seis meses el día 3 de enero del 2010, 
dando por finalizada la relación laborar el 3 de julio del mismo año. Pactaron un salario de 2.000.000 de 
pesos colombianos”.  
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que entrevisté, Sara, me contó sobre una compañera suya que reaccionaba de forma similar a 
la de Horacio frente a las demandas que consideraba engorrosas o mal elaboradas: 
 

Tenemos una compañerita nuestra que se fue de aquí de la sala laboral a trabajar de oficial 
mayor en un juzgado laboral. Y ella cuando viene nos cuenta que recibieron en una 
semana 80 demandas, tiene 40 por admitir, tiene 30 por revisar la contestación de la 
demanda y tiene tutelas. Cuando ella venía nos decía 'no, muchachos, yo allá trabajo 
mucho'. Y como todavía no tenían mucha experiencia pues también le golpea, porque 
tiene que aprender (…) Ella llega y si 'hay mucho trabajo pero voy cogiendo experiencia, 
ya las contestaciones y demandas no me dan tan duro porque hay abogados que escriben 
muy complicado, yo simplemente inadmito y que subsane, que aprendan a escribir y que 
escriban mejor.' Pero ya ella sabe porque ella es la que también hace proyectos de 
sentencias, cómo deben ser las demandas y cómo no y cuándo es confuso." 

 
Cuando contrasté estas conversaciones con las múltiples quejas de los abogados, me di cuenta 
como un fenómeno que en principio parecía absurdo empezaba a cobrar sentido. Todos los 
abogados entrevistados, incluyendo los que habían trabajado en la justicia, manifestaron que 
los requisitos de admisión son continuamente modificados por los empleados judiciales y que 
esta es precisamente la primera batalla casi predecible con la Rama Judicial en la jurisdicción 
laboral. La califican como batalla porque los abogados la describen como un obstáculo a la 
fluidez de su rutina, un espacio que consume tiempo y esfuerzo de su parte sin tener sustento 
jurídico, lo que hace de esta inversión un sacrificio ilegítimo impuesto por un grupo de 
empleados arbitrarios contra quienes muy pocos se rebelan. Por otro lado, vimos que las 
razones que sustentan estos cambios son variadas: Van desde la practicidad, como lo es evitar 
la congestión del despacho utilizando la inadmisión como obstáculo para la entrada de nuevas 
demandas (según me explicó Traveler) y obligar a los abogados a que escriban mejor para 
invertir menos tiempo en comprender sus peticiones y excepciones, hasta la exigencia de 
elaborar una demanda acorde a las ideas de “adecuado” y “correcto” que defiende cada grupo 
de funcionarios, como lo es la exigencia de sustentar con fallos jurisprudenciales los 
argumentos de derecho46. Sin embargo, este conflicto que pareciera tener como objeto de 
lucha el ahorro del tiempo, es percibido por varios abogados entrevistados con suspicacia, y 
consideran que los funcionarios y los empleados lo hacen para obstaculizar el proceso, 
mantener las estadísticas al día, o en su defecto por la sola defensa de las formas sobre el 
fondo. Al respecto me contaba Lucía:  
 

[Los empleados] son capaces de decirle a uno “es que en este juzgado se aplica eso”, y por 
ejemplo así lo vive uno. La juez Z dice “es que en mi juzgado se aplica así”, 
independientemente de que tenga ella la razón o no (inaudible 38:00), (…)¡ah! Se me 

                                                   
46 Aunque aclaro que esta exigencia tampoco se aleja de una necesidad práctica, dado que la referencia 
“bibliografía” le ahorra tiempo de búsqueda al empleado que quiere identificar los argumentos que 
sustentan una posición. 
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había olvidado decir eso, cuando ella empezó se notaba y los jueces se quejaban mucho de 
que ella todos los procesos los inadmitía, ella fue la primera que empezó a exigir 
cuantificar las pretensiones y ella fue la primera que empezó a exigir que las razones y los 
fundamentos de derecho tenían que… usted no podía decir cuáles eran los fundamentos de 
derecho y quedarse ahí, sino que tenía que traerle jurisprudencia…. Y bueno, una cantidad 
de cosas que la propia ley no exige.  
 

Las historias sobre exigencias no previstas en la ley para admitir los procesos son varias y 
diversas, lo que evidencia una práctica generalizada que los empleados justifican en la 
cantidad de trabajo que tienen, y los abogados tramitan con emociones de indignación y rabia, 
como quien denuncia un trato arbitrario e injusto por parte del Estado. Lo cierto, es que las 
causales de inadmisión de la demanda son el resultado de una convención que se reafirma en 
lo cotidiano y que no tiene sustento en la norma jurídica. Esta convención puede resumirse así: 
“los requisitos de la demanda que establece el artículo 25 están incompletos por x o y razones 
(porque entorpece el proceso por ejemplo). Los empleados de los juzgados, al discernir la 
finalidad de la norma, pueden realizar una interpretación amplia de los mismos”. A pesar de lo 
diversos que pueden ser los requisitos que funcionarios y empleados han agregado al artículo 
25, acorde a sus propias concepciones sobre lo que es una demanda adecuada, hay un requisito 
que ha despertado la especial irritación de muchos abogados porque es usualmente solicitado y 
cumplir con él significa una importante inversión de tiempo y esfuerzo: la obligación de 
cuantificar las pretensiones.  
 
Esta obligación se generalizó a tal punto, que todos los abogados afirmaron que prácticamente 
la mitad de los juzgados lo exige, pero, aunque algunos tienen ideas de su origen, ninguno 
sabe a ciencia cierta de donde salió esa exigencia generalizada ¿quién creo esta convención? 
¿un juzgado la inició y los demás se adhirieron por conveniencia? ¿esto se presenta en todas 
las jurisdicciones o en otros lugares? La abogada Lucía tiene dos suposiciones: la primera 
consiste en que la juez Z inició dicha práctica, la cual fue imitada por los demás jueces, 
quienes vieron en ella una vía para mantener en equilibrio las entradas y salidas de procesos. 
La segunda hipótesis, que apoya el juez Joaquín, defiende que los jueces civilistas que llegan a 
la jurisdicción laboral conservan prácticas propias de la jurisdicción civil, y desconocen que el 
código laboral tiene su propia norma.  
  
Lucía cuestiona una práctica que vulnera el principio de legalidad. Se está inaplicando la 
norma pertinente al caso por puro capricho de unos jueces que no saben de derecho laboral, o 
que les interesa mejorar sus estadísticas sin importarles las consecuencias que esto les genere a 
los abogados y a las partes. Ambas hipótesis implican una evaluación crítica de la justicia. Sin 
embargo, Benito expuso otra explicación que coincide con la primera vez que escuché hablar 
de la “demanda inteligente” en el 2009, cuando me encontraba en el despacho de 
descongestión y uno de los empleados que había asistido a los cursos de capacitación para 
oralidad nos transmitió la información. Según Benito, el acuerdo sobre el deber de cuantificar 
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las pretensiones, y otros requisitos agregados al Art. 25, surgió en los cursos de capacitación 
de la Escuela Judicial Lara Bonilla47, donde los profesores-magistrados alentaron a los 
estudiantes-jueces para que hicieran esta exigencia a los abogados con el objetivo de adelantar 
trabajo. Si esto es así, la historia de Benito descubre un acuerdo explícitamente pactado por 
parte de los funcionarios judiciales que es abiertamente contrario a la ley, pues el texto del art. 
25 es conciso y difícilmente podría desprenderse que ordene liquidar pretensiones. Al respecto 
Benito explica: 
 

Yo: ¿te capacitaron? - Si, en Medellín sobre oralidad. O sea, ahí es que uno dice 'las 
capacitaciones en la escuela judicial no necesariamente van de la mano del derecho' -
¿Sino de la mano de qué? - ¿De lo que sea más práctico para los funcionarios de la rama 
judicial? Porque yo estuve en la capacitación de oralidad, y en la capacitación nos decían 
los magistrados que tenía que pedirse los hechos individualizados de la demanda, no sé 
qué, bueno, que tenía que pedirse cuantificadas las pretensiones de la demanda, y por 
ejemplo el código, el procesal del trabajo dice 'bueno si, si las pretensiones de la 
demanda', como que a cuánto ascienden las pretensiones de la demanda para saber si es de 
o primera o única instancia, pero en la escuela en la capacitación lo que hizo fue decirle a 
los jueces 'pida la cuantificación y sino inadmita’. Entonces uno empieza a ver que en 
muchos juzgados inadmiten por eso. Por la Lara Bonilla, porque la capacitación eso fue lo 
que hizo.- ¿Y quiénes capacitaban? ¿Magistrados? - La escuela Lara Bonilla tiene 
magistrados de todas partes dictando cursos; y los magistrados eran los que le decían a la 
gente 'de ahora en adelante para los procesos de oralidad' que apenas estaban entrando...- 
¿Y qué cuantificaran para qué? ¿Igual no les toca que volver a cuantificar?- Si, pero si vos 
ves, hay un montón de arandelas que le han metido que no están en el código procesal del 
trabajo y que, o sea, se han valido de cualquier cosita que diga por allí que no es 
necesariamente lo que está pidiendo el código, para inadmitir una demanda.  

 
Las indicaciones sobre la “interpretación condicionada” del artículo 25, que difunden los 
magistrados del país en forma de lección, también llegaron a oídos de Mariano, quien me 
explicó una mañana que los jueces no aplicaban las nuevas indicaciones porque ya estaban 
acostumbrados a otras rutinas al momento de admitir la demanda. En otras palabras, era la 
rutina y no la norma (el art. 25) lo que impedía que los jueces aplicaran los nuevos criterios 
normativos, cuya fuente eran los cursos de la Escuela Lara Bonilla, para admitir la demanda 
laboral. A continuación un fragmento de mi cuaderno de campo:  
 

“Mariano se queja de la calidad de los abogados. Dice que no saben redactar no saben 
argumentar. Me cuenta que ha hablado con otros funcionarios y que todos coinciden con 

                                                   
47  “Es el Centro de Formación Inicial y Continua de funcionarios y empleados al servicio de la 
Administración de Justicia en Colombia. Creada en 1970, inició su funcionamiento en 1987 y fue 
incorporada a la Rama Judicial como unidad adscrita a la Sala Administrativa del Consejo Superior de la 
Judicatura”. Información extraída de 
http://www.ejrlb.com/sites/default/files/pdfs/nuestra_institucion.pdf el día 8 de junio de 2015.  
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que esas demandas parece que pescaran en rio revuelto. “Piden de todo y a uno es al que 
le toca ver que procede y que no”. Le pregunto ¿y por qué no las inadmiten?, con la 
intención de confrontar lo que había conversado con Horacio el otro día. Dice que bueno, 
que después de la ley 712 se supone que la demanda se debe desmenuzar. Los hechos 
deben quedar más claros y probados y al inicio del proceso se debe fijar litigio, pero los 
jueces no lo hacen, las demandas no se inadmiten ¿por qué? por la costumbre, porque es 
muy difícil cambiar la costumbre. Se debe fijar litigio y si solo hay dos hechos 
susceptibles de prueba solo esos dos hechos se discuten, pero los jueces no hacen eso. 
Muy pocos lo están haciendo. Los que vinieron de Bogotá a hacer el seminario [en 
oralidad] hablaron muy bonito, pero se fueron y en la cotidianidad eso se desvanece y se 
sigue con la costumbre.  

  
A pesar de lo que cuenta Mariano, parece que no todo se desvaneció con la costumbre, y hoy 
en día encontramos que los juzgados tienen diferentes criterios sobre la aplicación del artículo 
25. Con lo expuesto hasta ahora, es posible bosquejar una respuesta a la pregunta ¿por qué a 
los abogados, expertos y novatos les inadmiten continuamente las demandas?.  Creo que la 
explicación es secuencial, por lo que la voy a explicar en dos momentos:  
 
Primer momento: Al parecer los abogados redactan de manera confusa e incompleta las 
demandas. Este actuar no coincide con las expectativas que tienen los funcionarios de la 
justicia sobre el buen abogado, quien se debería preocupar por defender a su cliente de la 
mejor manera posible, o por lo menos no debería sobrecargar de trabajo a los empleados del 
juzgado cumpliendo con una redacción clara y concreta. Yo compartí esta percepción. El 
miércoles 20 de marzo de 2013 escribí en mi cuaderno de campo: “Hay que administrar 
justicia a pesar de los abogados de las partes”, pues la demanda que leía evidenciaba un total 
desconocimiento del abogado sobre la figura jurídica que estaba aplicando (contrato realidad). 
Otro miércoles escribí “el abogado del demandante no se toma la molestia de justificar o 
argumentar las apreciaciones que describe sobre los hechos. No enlaza los hechos con los 
argumentos jurídicos, pues los cita de forma aislada y deshilvanada. Tampoco plantea posibles 
respuestas sobre el manejo de los dineros por parte de su defendido, no construyó argumentos 
que defendieran a su cliente”. Muchas de las demandas que estudié parecían ser formatos 
compuestos de “argumentos tipo”, que estaban redactadas con un lenguaje abundante en 
adjetivos descalificativos hacía la contraparte, sin ahondar en los hechos o razones que daban 
lugar a esos adjetivos.  
 
Las contestaciones solían ser más breves aún en cuanto a argumentación. Se referían a los 
hechos de la demanda con frases tipo como “no es cierto”, “que lo pruebe” seguidas de una 
muy breve justificación del porque no es cierto. Al respecto escribí una mañana en mi 
cuaderno: “Hoy la demanda era una retahíla de normas. Copiadas y pegadas. Sentencias 
también copiadas y pegadas. Todas las normas y sentencias versan solo sobre un aspecto de 
las peticiones, dejando las demás sin argumentar”. Otro día Horacio exclamó “¡¡cómo es que 
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la abogada no cita una sola jurisprudencia para sustentar su pretensión!! siendo una pretensión 
de total raigambre constitucional”. 
 
Estas ausencias en la argumentación le exigen al empleado o funcionario que proyecta la 
sentencia, imaginarse todos los argumentos a favor y en contra de las peticiones sin una sola 
base desde la cual partir, lo que quiere decir que quién decide no escoge el mejor argumento 
del debate, sino que él mismo debe construir el debate y escoger entre las mejores razones que 
se ha auto-formulado o, en su defecto, acoger una opción sin dedicarle tiempo a analizar los 
contra-argumentos. Un día hablando con Horacio sobre los “disgustos” y las “risas” que nos 
generaban los disparates y las ausencias en la argumentación de los abogados, me decía que 
“deberían invitar a los abogados a los módulos de argumentación de la Lara Bonilla, para que 
mejoren la calidad y así todos ganamos”. Esta frase me pareció muy diciente por dos cosas: La 
primera es que no sería descabellado pensar que la congestión y la lentitud de la justicia que 
tanto se le ha reprochado a los empleados y funcionarios de la rama, tiene parte de su origen 
en las prácticas de los abogados, pues los funcionarios deben invertir más tiempo en 
comprender lo que desea el abogado, e investigar los argumentos a favor y en contra de sus 
pretensiones.  
 
La segunda, porque evidencia que los empleados y funcionarios esperan que los abogados 
argumenten de cierta forma y acorde con ciertos conocimientos: los que a ellos les han 
enseñado o que, por su forma de presentación, les ahorren tiempo. Esperan que apliquen los 
métodos que ellos han aprendido. En este caso las expectativas de Horacio se acercaban 
mucho a las mías, por eso me reía y alegaba con él, y lo entendía cuando criticaba a algunos 
abogados, como la ocasión que calificó de “vieja loca”48 a una abogada que esperaba que le 
aplicáramos a su cliente dos regímenes diferentes en aquellos aspectos que le convenían, 
vulnerando un principio jurídico que ambos considerábamos muy importante. Aclaro que no 
estoy afirmando que las apreciaciones de los funcionarios, y de Horacio en específico, sean 
ciertas per se; lo que digo es que las compartía, y comprendía su reacción cuando me tocaba 
invertirle el doble de horas a la proyección de un expediente mal argumentado, sintiendo la 
angustia de que el tiempo no estaba a mi favor.  
 
Ahora bien, la contracara de estas apreciaciones es muy compleja. No podría afirmarse 
simplemente que los abogados no saben o no les importa argumentar adecuadamente sus 
demandas y contestaciones. La pregunta sobre ¿por qué llega una demanda o contestación con 
una argumentación limitada o ausente a un despacho? Tiene muchas respuestas. Una de ellas 
puede estar relacionada con la falta de tiempo que tienen algunos abogados  que trabajaban 
para el sector público, como es el caso de los abogados de Colpensiones, quienes pueden tener 

                                                   
48 Aclaro que la abogada no estaba presente. Horacio le alegaba a la demanda.  
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a su cargo hasta más de 2.000 procesos a la vez, los cuales deben “mover”49 cada semana para 
cobrar la comisión correspondiente. Al respecto escribí en mi cuaderno: “No es fácil 
imaginar las cargas que tiene un abogado que defiende al Estado, pero no me sorprende que 
éste sea un gran perdedor cuando uno se encuentra con argumentos como el siguiente: ‘solicito 
al señor juez que estudiará la decisión, que analice la contestación de la demanda respecto a 
los documentos y demás probanzas que obran en el expediente, a la normatividad vigente y a 
la doctrina y jurisprudencia que se ha desarrollado para estos casos’. Ese era el único 
argumento que sustentaba la contestación de una demanda. Como se observa, es un argumento 
“tipo” que se copia y pega sin importar el tema que se está discutiendo50.  
 
Otra de las posibles respuestas puede estar basada en una estrategia que consiste en saturar de 
normas y argumentos la demanda o la contestación para demostrar conocimiento. Sin 
embargo, este tipo de demandas no le son útiles al funcionario o empleado que debe proyectar, 
porque desdibuja el problema jurídico que se debe resolver en el caso, y difumina los 
argumentos con los que el abogado pretende defender a su cliente. Sobre este punto me 
contaba Benito:  
 

Yo: En general ¿qué abogados tienen mucho prestigio entre ellos? -Pastrana, un abogado 
ahí al que todos los abogados le tienen miedo. -¿cómo sabes? -Yo alcancé a ver, es que 
cuando él contesta una demanda mete de todo, o sea, ni tiene teoría del caso. Esto y esto y 
esto y por si las moscas esto y mete hasta lo que no tiene que ver pero mete de todo. 
Entonces les parece que se defiende mucho. Tengo la percepción de que los abogados aquí 
no estudian. No todos, algunos. Pero cuando trabajé en Medellín, me di cuenta que los 
abogados son muy juiciosos. Presentan unos escritos que uno dice 'juemadre' lo ponen a 
pensar, plantean '¿de verdad esto será así?', tienen iniciativa, tienen ideas, buscan salidas 
jurídicas, aquí vos ves al abogado preguntándole al funcionario, '¿qué hago, qué escribo, y 
cómo lo escribo?' ¡Pero así¡ Allá son muy buenos. Aquí me parece que los abogados no 
son muy juiciosos. Yo siempre me pregunté por qué le tenían tanto miedo a Pastrana, y 
una vez vi una contestación y yo dije 'no...' (Lo dice con tono y gesto de decepción). 

 
Más allá de definir si la percepción de Benito sobre los argumentos de Pastrana y los abogados 
de Medellín es cierta o no, lo interesante de su explicación es que expone abiertamente el 
criterio que tiene en cuenta para elogiar la argumentación de un abogado. Criterio que, desde 
su experiencia, no suelen cumplir los abogados de Cali: redactar argumentos elaborados y 

                                                   
49 Por “mover” se entiende hacer cualquier tipo de solicitud sobre ese caso ante un despacho: pedir copias, 
presentar un memorial, recurrir cualquier auto, apelar la sentencia. Todas estas prácticas se encuentran en el 
concepto de “mover” un proceso.  
50 Aclaro que este caso era del proceso escritural, entonces no se podía complementar la contestación en 
audiencia. Más adelante, en el aparte “Entre lo escrito y lo oral” retomo la explicación sobre los diferentes 
procesos.  
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sustentados que pongan a pensar al funcionario. Para varios funcionarios esta es la finalidad de 
la demanda y los abogados de Cali no cumplen con ella.  
 
Si la demanda y la contestación contienen argumentos más elaborados, el trabajo que debe 
hacer quien proyecta la sentencia es muy diferente al del funcionario que debe invertir tiempo 
en comprender o imaginar los argumentos y contra-argumentos de las partes. Puede ser más 
retador e incluso exigirle una importante cantidad de tiempo sustentar la decisión que acoge 
uno de los argumentos sofisticados que han presentado las partes, pero al menos los abogados 
cumplieron con su papel. El trabajador no se puede indignar con el abogado, pues cada quien 
está realizando el trabajo que le corresponde. Pero otro tipo de emociones sobrevienen en el 
trabajo cotidiano cuando se sospecha que el aumento de trabajo, y sus nefastas consecuencias, 
se deben a la negligencia del otro.   
 
Segundo momento. A partir de esta situación, los empleados y funcionarios consideran que 
han identificado un “cuello de botella” del proceso: la pésima redacción y la ausencia de 
argumentación en las demandas por parte de los abogados, les implica una mayor inversión de 
tiempo y esfuerzo al momento de proyectar el fallo, razón por la cual buscan canales para 
llegar a acuerdos sobre prácticas que contribuyan a solucionar esta situación. Ya fuera a través 
del aumento lento y constante de casos aislados de jueces que se van sumando a este gesto 
ilegal de protesta, o por medio de los cursos obligatorios sobre el nuevo proceso oral que 
dictaban los magistrados profesores de la Escuela Lara Bonilla, los funcionarios asumieron las 
riendas de su problema: inadmitir las demandas inadecuadas. Sin embargo, al hacerlo abrieron 
una puerta muy amplia que permitía integrar todo tipo de requisitos ausentes del art. 25, 
justificados o no, a la redacción de una demanda. De esta manera, en su búsqueda por ahorrar 
tiempo, incluyeron causales que no tenían justificación en la supuesta negligencia de los 
abogados, y que incluso podrían vulnerar el debido proceso al delegar sus funciones en las 
partes, como es el caso de la cuantificación.  
 
De acuerdo con lo explicado por los abogados, la norma establece claramente que es el juez 
quien debe definir el valor concreto de las pretensiones que fueron probadas durante el 
proceso. Si los jueces delimitan este valor a partir de las cuentas que el abogado realiza al 
presentar la demanda, pasan de exigirle un mejor trabajo a delegarle funciones. Cuando los 
abogados identifican esta situación, responden con emociones negativas ante lo que 
consideran un abuso, sin embargo carecen de acuerdos sobre las acciones que deben tomar 
para contrarrestarla: Algunos, como Lucía, Leopoldo y Traveler, apelan estas decisiones 
porque consideran que son arbitrarias, y saben también que los jueces que las defienden no 
tienen argumentos sólidos para sustentarlas, por lo que usualmente les revocan los autos de 
inadmisión. Otros, como Teodoro, analizan cada caso concreto para decidir si subsanan o 
apelan, pues saben que el proceso se puede dilatar mucho tiempo y la subsistencia no les 
permite considerar múltiples opciones. Al respecto Teodoro me contaba, mientras entrecerraba 
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los ojos, lo siguiente: “Una vez apelé, y el juzgado W laboral se nos demoró, para admitirnos 
la demanda, más o menos un año”, cuando lo usual es que la admisión de las demandas se 
demore entre una semana a máximo un mes. Después de esa experiencia, me contó la 
siguiente: 
 

Entonces uno sabe que si yo no lo hago sencillamente me la inadmiten. Entonces yo en la 
subsanación le digo pues que no estoy de acuerdo por esto y lo otro. Nuevamente le 
transcribo lo del acuerdo que tenían el documento suscrito entre mi cliente y la empresa, 
sin embargo allí le envío, ‘allí tiene una copia, allí tiene un certificado de existencia legal 
y representación’, porque si no lo hago pues difícilmente te digan 've, verdad, nos 
equivocamos en eso', entonces uno como que les hace, quiere hacerles caer en cuenta del 
error que están cometiendo, pero hay que hacerle, hay que trabajar.  

 
Teodoro no renunció a cuestionar, aunque fuera de manera informal, la inadmisión de la 
demanda por razones que consideraba ilegales, pero no recurrió el auto, es decir, accedió a la 
solicitud “ilógica” del juzgado. Esta ausencia de acuerdos es muy cuestionada por los 
abogados más activos, quienes consideran que los abogados como Teodoro (que no recurren 
para no dilatar el proceso), están contribuyendo a que los jueces “se salgan con la suya”. 
Recordemos las palabras de Leopoldo al respecto: “¿Por qué los abogados no hacen uso de los 
recursos para tratar de unificar criterios? Los abogados prefieren darle justo al juez en sus 
caprichos y ahorrarse una morosidad de 4 meses o más. Los recursos no están cumpliendo con 
su función. Y allí el problema es que cada juez piensa de manera diferente. Y ellos se sienten 
cada vez más omnipotentes en sus decisiones porque no se accede a los mecanismos para 
tratar de corregirlos. Aquí en este juzgado pensamos así. Y punto. Y se asume o se acogen las 
consecuencias”. Lo mismo pensaba Horacio un día que hablábamos sobre una decisión 
procesal arbitraria que vivió un abogado amigo mío cuando dijo: “¿cómo es que los abogados 
no hacen nada?, que hagan algo, que dejen constancia, también se la dejan montar”. 
 
Detrás de las reflexiones anteriores sobre los requisitos de admisión de la demanda, es posible 
observar que los actores son conscientes de su capacidad para llegar a acuerdos, sea de forma 
implícita o explícita, y del poder que pueden llegar a tener dichos acuerdos para definir las 
prácticas locales. Así, vimos que los jueces lograron masificar las prácticas relacionadas con la 
inadmisión de las demandas y contestaciones por redacción y por no cuantificar las 
pretensiones, con la aparente ayuda activa de la Escuela Judicial Lara Bonilla que está 
conformada por sus superiores. Al ser un número de personas más reducido, y tener espacios 
de encuentro institucionales, donde dialogar o vender un criterio como “deseable” o 
“correcto”, se encuentran en una evidente ventaja para concertar pautas de acción.  
 
Por su parte, los abogados critican a los colegas que no se unen a la causa común a través del 
uso de los recursos pertinentes, y en cambio doblegan su voluntad ante lo que consideran la 
arbitrariedad de los jueces. En este caso, quienes tienen más canales de comunicación y más 
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motivaciones para llegar a acuerdos llevan la ventaja. Sin embargo, también se observan casos 
aislados de abogados que a través de los medios formales de oposición han logrado detener las 
inadmisiones por cuantificaciones.  
 
Tenemos entonces que un artículo que regula una materia netamente técnica es re-
interpretado, o mejor, re-creado por funcionarios y empleados para exigirles a los abogados 
que realicen un mejor trabajo y, a la vez, disminuir su carga laboral. Sin embargo, debido a lo 
difícil que es sustentar dicha interpretación ampliada, los abogados fácilmente advierten la 
vulneración al principio de legalidad y reaccionan. En este punto me interesa resaltar que las 
características del artículo, hacen más que evidente la “batalla” sobre los acuerdos, pues la 
interpretación ampliada o inaplicación de otros artículos, como la presunción del contrato de 
trabajo que también apareció varias veces en las entrevistas, es más difícil de denunciar con el 
mismo énfasis y sentimiento de indignación51. Si bien varios abogados consideran que los 
jueces de Cali no aplican correctamente dicha presunción52, su queja no tiene el mismo tono 
de reprobación hacia los trabajadores de la justicia porque es mitigada por la percepción de 
que ésta debe ser analizada y examinada en cada caso concreto.  
 
Por ahora, no cuento con las entrevistas suficientes para afirmar que los empleados de los 
juzgados aprenden a reconocer las reacciones de ciertos abogados y se programan a partir de 
esa información, pero si aparece como una pista importante para concluir que los trabajadores 
son conscientes del uso estratégico que hacen de este artículo, el cual aparece como fachada 
confusa y variable para la creación de derecho a través de la convención local, y los espacios 
de reunión que tienen los funcionarios.   
 
Para concluir este punto, me interesa resaltar que este fenómeno evidencia que las normas 
catalogadas como “difíciles” o “confusas”, ya sea porque están cargadas de lenguaje emotivo, 
vago o ambiguo (Hart, 1980), no son las únicas que se prestan para las interpretaciones 
diversas y novedosas. También las normas aparentemente simples, como se mencionó antes 
(los 10 requisitos de admisión) pueden ser objeto de múltiples interpretaciones si los 
funcionarios lo desean y los abogados lo permiten. En últimas, lo confuso o claro de una 
norma no lo define su lenguaje, sino las convenciones e interacciones de los actores que 
pertenecen a la comunidad jurídica directamente involucrada. 
 

                                                   
51 La razón es que se trata de disposiciones que hacen referencia a un fenómeno mucho más complejo, 
como lo es la subordinación laboral, que además definen los derechos de las partes y que deben estudiarse a 
la luz de las pruebas allegadas en el proceso. 
52 Al respecto un fragmento de la entrevista a Lucía. yo: ¿es predecible el derecho sustantivo laboral en Cali? 
- No. Mentiras. Si es predecible en las presunciones. Si claro. La presunción del contrato de trabajo la 
aplican mal. -¿se puede predecir que va a aplicar mal la presunción? –Todos [los jueces], sin excepciones. 
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En el juzgado 

Cuando admiten la demanda, el expediente encuentra un lugar en el juzgado. En Cali hay tres 
tipos de juzgados laborales: los “juzgados titulares”, cuyos funcionarios están nombrados “en 
propiedad”, es decir, que ganaron el concurso y se encuentran vinculados  a la carrera judicial 
(en esto me detendré en el capítulo dos). Los “juzgados de descongestión” que están 
nombrados como medida provisional para descongestionar, aunque la medida “provisional” 
lleva 7 años y contando. Los trabajadores que se encuentran en estos juzgados son elegidos 
por los magistrados del Tribunal Superior del Valle. Por último se encuentran los juzgados de 
“pequeñas causas” que también tienen la función de descongestionar la Rama, pero sólo son 
competentes para conocer casos de mínima cuantía, es decir, menos de 20 salarios mínimos 
legales mensuales. En la descripción que realizaré en las próximas páginas solo me centraré en 
los juzgados titulares.  

 
Una vez admitida la demanda, el expediente inicia un recorrido indefinido por las manos de 
casi todos los funcionarios del despacho, donde cada uno le agregará algo de su trabajo técnico 
o intelectual. La mayoría de las tareas rutinarias y técnicas, que tienen como objetivo impulsar 
el proceso, son llevadas a cabo por los empleados de bajo rango (citador y escribiente), y las 
tareas que requieren análisis y mayor trabajo intelectual las realizan los empleados de alto 
rango, casi siempre abogados de profesión, y el juez, quien es la máxima autoridad del 
juzgado y el “director del proceso”. Por esta razón, todo pronunciamiento emitido por el 
juzgado debe ser cuidadosamente revisado por el funcionario o, al menos, por el secretario que 
es el segundo cargo al mando. No afirmo que esta regla se cumpla siempre, pero ese es el 
deber ser. 
 
Generalmente, el primer empleado que asume las tareas del proceso es el citador, quien se 
encarga de notificar al demandado, entregar correspondencia y realizar otros trabajos 
auxiliares como es la atención al público y, principalmente, de la organización y clasificación 
de los documentos que llegan al juzgado. En algunos casos es el único encargado de “glosar 
memoriales” es decir, introducir los documentos que traen los abogados al expediente 
respectivo. “Un citador desordenado puede hacer que todo sea caótico si no glosa a tiempo” 
dice Benito. Para ejercer este cargo no es necesario ser profesional, y las tareas que realiza 
deben ser autorizadas por el Secretario. No obstante, Benito afirma que existen secretarios 
muy buenos, que incluso están estudiando derecho o ya se han graduado, y ayudan en 
gestiones más complejas del juzgado.  
 
Ahora bien, todos los relatos mencionaron al cargo de secretario como una figura central en el 
juzgado. Él o ella es la mano derecha del juez en todo lo referente a la dirección del personal y 
a la “gestión de calidad” de lo que se produce. Sus tareas son principalmente de tipo 
administrativo (como mantener al día la estadística, firmar autos sencillos, revisar procesos 
ejecutivos), pero en muchos juzgados, según lo observado y narrado por los entrevistados, 
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también debe proyectar (hacer bocetos) de providencias complejas: tutelas, casos ordinarios y 
autos. Hay casos en que los secretarios son de la absoluta confianza del juez, quien delega en 
ellos todo lo atinente al “manejo del recurso humano e incluso del operativo. Hay jueces que 
se desentienden de la planta de personal” explica Benito.  
 
Para ser secretario es necesario ser abogado de profesión, a menos que se hubiese alcanzado a 
acoger a la ley de equivalencia de título universitario por años de experiencia, que se 
implementó en la Rama a finales de los años 198053. Quien ejerce en este cargo también debe 
conocer a profundidad el procedimiento laboral, dado que es el principal responsable de 
verificar que los empleados cumplan y apliquen las normas procesales, al igual que debe estar 
dispuesto a ayudar cuando se presenten problemas en este sentido. Habitualmente el secretario 
es el encargado de definir las tareas o labores que le corresponden a cada uno de los miembros 
del equipo, y está atento a sus dudas o requerimientos laborales. Si no está el juez, los demás 
deben notificarle si se van a ausentar por algún motivo. Por estas funciones se podría afirmar 
que el secretario es el jefe de personal de cada unidad de trabajo, razón por la cual el juez 
Alberto lo denominó “el gerente del juzgado”. Trabajar en esta posición requiere de gran 
cuidado y responsabilidad. Para ejemplarizar el nivel de delicadeza con el que Horacio debe 
hacer su tarea, cito el siguiente ejemplo anotado en mi cuaderno de campo: 
 

Hoy es 3 de abril de 2013. Horacio me acaba de contar sobre un abogado que iba a cobrar 
una plata con un certificado del Seguro Social falso. A él le “dio por revisar”, y pasando la 
hoja, al reverso, estratégicamente se leía que el dinero debía ser cobrado por 
Foncolpuertos. Si no se hubiera dado cuenta de ese ejecutivo le habría tocado pagarlo a él 
o se habría ido para la cárcel. Este abogado ya había presentado esa hoja en otros dos 
juzgados. Lo denunciaron, y se murió al año. Contaron que el señor era muy “dadivoso”: 
les dejaba 100 mil pesitos pa’ la gaseosa por ejemplo.  

 
Además de su función como administrador interno, el juez Joaquín lo describió como un 
“relacionista público del juzgado” porque es el encargado de revisar y firmar la mayoría de las 
comunicaciones entre el juzgado y los abogados. Generalmente, cuando un abogado desea 
presentar una queja o petición, solicita hablar con el secretario (en especial si no está el juez) 
para asegurarse de que ésta se materialice o se haga algo al respecto. Dada su importancia para 
la idónea gestión del juzgado, Benito me contaba que, incluso en los juzgados de 

                                                   
53 Así lo menciona el magistrado Nicolás: “Es que hay muchos así, en la época de nosotros habían muchos 
secretarios que no eran bachilleres. Ya ahora para ser escribiente tiene que ser abogado. Eso se cumple, 
ahora si se aplica. - ¿No se ve un secretario que no sea abogado? - Tiene que ser con antigüedad, con más de 
20 o 30 años. Pero porque hubo equivalencia en un momento dado, pero ahora nadie ingresa si no es 
abogado. Es decir, hay unos requisitos. Antes yo tuve citador que no sabía escribir, ni tampoco leer. Y se 
jubiló en la rama. Él no necesita leer y escribir para ser notificador. Antes no se necesitaba ser abogado para 
ser juez. En el 58 habían jueces que no eran abogados, hasta el 60, no... eso llegó como hasta el 70”.  
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descongestión 54  donde uno de los principales criterios para nombrar a empleados y 
funcionarios consiste en las redes y contactos que se tenga, el nombramiento del secretario se 
asume con mucha seriedad: “si hay palanca, pero con el secretario si es como más que tenga 
las competencias. El secretario es más importante, si, puede que tenga los contactos, pero si no 
tiene perfil, capacidad, experiencia pues no, esos yo creo son más meritocráticos que los otros 
cargos”.  
 
Tenemos entonces que después de que el citador realiza su tarea, depende de la organización 
del juzgado, y en muchas ocasiones del secretario como “gerente del juzgado”, el orden de los 
lugares y de las manos por donde pasará el expediente. En la medida que los empleados lo van 
manipulando, van dejando su marca en las esquinas de las documentos que han proyectado y 
elaborado con pequeñas firmas, por lo general siglas de nombres, que los identifica como 
responsables del contenido del documento. Esta práctica es útil para preguntarle al creador 
alguna duda sobre los argumentos que aparecen en el escrito, y también para saber quién era el 
encargado del expediente. Pero también son guías de las etapas que se van cumpliendo durante 
el proceso de producción, son sellos que registran las visitas, como en los pasaportes, y que 
recuerdan sutilmente la existencia de varios actores que elaboran los documentos y que 
generalmente están “detrás de la escena”(Barrera, 2010).  
 
La técnica de marcar la página con las siglas cobra especial relevancia si tenemos en cuenta 
que no existen normas que precisen de manera expresa las funciones de cada cargo. Todo 
documento puede ser realizado prácticamente por cualquier empleado. Esto evidencia que los 
jueces tienen una libertad más o menos amplia para organizar el juzgado y otorgar las 
funciones a los empleados de la manera que lo estimen conveniente. Claro está que existen las 
restricciones que imponen los cargos limítrofes, como es el caso del secretario y del citador. 
Según expuse, el primero es un cargo muy reglado que tiene varias labores específicas55,y el 

                                                   
54 Son juzgados creados por el Consejo Superior de la Judicatura que tienen como función principal 
descongestionar a los juzgados titulares. Dada su provisionalidad, las vías para acceder a estos son mucho 
más flexibles.  
55 De acuerdo a un “Cuadro resumen sobre denominaciones, funciones y salarios para cargos de empleados 
de Tribunales, Juzgado y Centro de Servicios” del año 2006, expedido por El Consejo Superior de la 
Judicatura, Sala administrativa, las funciones del secretario de un juzgado de circuito son: “Autorizar con su 
firma todas las providencias del proceso y las actas de las audiencias y diligencias, los certificados que se 
expidan y los despachos y oficios que se libren. Hacer las notificaciones, citaciones y emplazamientos en la 
forma prevista en el respectivo código, y autorizar las que practiquen los subalternos. Pasar oportunamente 
al despacho del Juez o Magistrado los asuntos en que deba dictarse providencia, sin que sea necesario 
petición de parte, so pena de incurrir en una multa de cien pesos por cada vez que no lo hiciere; si el Juez 
no lo impusiere, se hará responsable de ella. Dar los informes que la ley ordene o que el Juez solicite. 
Mostrar los expedientes a quienes legalmente puedan examinarlos. Custodiar y mantener en orden el 
archivo de su oficina. Las demás que le impongan las leyes y reglamentos internos. Autenticar las 
transcripciones y reproducciones de escritos y documentos relacionados con el proceso que podrán 
presentarse en papel común y devolver al interesado, previo cotejo con el original. Hacer constar la fecha de 
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segundo tiene funciones muy limitadas relacionadas a aspectos técnicos. Los demás miembros 
del juzgado suelen rotar y terminan realizando diferentes tareas.  
 
Al analizar los relatos de los entrevistados, encontré dos tendencias en cuanto a la 
organización del juzgado y las funciones que ejecutan los empleados: La primera opción, es 
encargar a cada empleado de unas tareas muy particulares para que se especialice en ellas. En 
algunos casos se dio que la división de trabajo muy segmentada era la única viable, dado que 
no todos los empleados estaban capacitados para rotar por diferentes tareas. Este era el caso 
del juzgado donde trabajó Santiago por ejemplo: 
 

El citador era parte del mobiliario de la oficina, no hacía nada. Lo que si hacía, era que 
entretenía porque contaba sus aventuras con el secretario en todos los establecimientos de 
comercio de dudosa reputación. Entonces yo me dedicaba a todo el tema de avocar el 
conocimiento de las acciones de tutela: admisión de la misma y sentencias de tutela. 
Posteriormente revisaba los requerimientos y desacatos cuando se incumplían las acciones 
de tutela (…) Una vez las hacia las supervisaba y revisaba el secretario, con un bolígrafo y 
un resaltador, utilizando muchos signos de admiración y finalizaba sus observaciones con 
frases como “esto no puede estar pasando” (…) Los dos oficiales mayores eran 
incompetentes. Porque la funcionaria que venía del otro juzgado no tenía las competencia 
necesarias para sustanciar proyectos. Entonces emitía autos. La otra funcionaria, la amiga 
del juez, se encargaba de los procesos ejecutivos del juzgado, emisión de títulos judiciales 
y demás. Que es más o menos fácil. El otro escribiente se encargaba de los procesos de 
incremento pensional, pero no sustanciaba sentencias. Lo que no fuera llenar formatos se 
encargaban Patricio [el secretario], yo y Yesid, del otro juzgado... 
 

La historia de Santiago es muy diferente a la de Benito, quien expone la segunda opción. 
Cuando ejerció el cargo de escribiente en un juzgado laboral no tenía unas funciones unívocas: 
“Llegaba al despacho, hacía la agenda de lo que tenía que hacer, porque por lo que yo te decía, 
como la jefe me tenía en muy alta estima, mucho aprecio, ella quería que yo aprendiera de 
todo lo que pudiera, entonces ella me ponía unos cuantos ejecutivos, otros ordinarios, otros 
tutelas y rotaba”. Así como en el caso Benito, en el juzgado donde realicé el ejercicio 
etnográfico las tareas se rotaban, pues cada empleado se encargaba de un expediente desde el 
inicio hasta su archivo, lo que implicaba que conociera todas las etapas del proceso. Benito me 
cuenta que él prefiere un juzgado donde “todos aprenden de todo”, porque otorga más libertad 
para organizar al personal, y el día que falte alguno el proceso no se estanca, cualquiera lo 
puede reemplazar.  
 

                                                                                                                                                                

presentación de los memoriales que reciba”. Estas funciones coinciden con aquellas que, en términos 
generales, mencionaros los empleados entrevistados.   
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Tenemos entonces que los juzgados adquieren diversas formas de funcionamiento. La 
consecuencia es que en cada despacho se configura una cultura organizacional y un 
organigrama más o menos distinto. Por esta razón “Cada juzgado es distinto. El trato entre los 
empleados, las jerarquías, las funciones que uno debe realizar, el nivel de estrés qué se vive, 
muchas cosas dependen de cómo dirija el juez su juzgado”. La observación de Traveler 
coincide con la mayoría de las historias de los entrevistados: las funciones y relaciones 
laborales dependen de las decisiones del juez. Pero en otros relatos encontré dos situaciones 
que se distancian de esta regla.  
 
La primera situación es cuando el juez no logra posicionarse como líder del despacho, porque, 
por ejemplo, no cuenta con las exigencias propias de su rol y esta situación le impide dirigir el 
foco de atención coincidente o compartido de los demás empleados. Desconocer la materia 
prima de su trabajo (las normas sustanciales y procesales de la jurisdicción donde ejerce), le 
impide tener una energía emocional alta frente a éste y muchos menos logra transmitirla al 
grupo. Además, las acciones que delataron su desconocimiento o falta de experticia, terminan 
siendo actuaciones transgresoras de símbolos sagrados (el debido proceso y los valores que 
encierra) y le impiden obtener los niveles de deferencia necesarios para dirigir. Es decir, no se 
cuenta con “una sensación de confianza, contento, fuerza, entusiasmo e iniciativa para la 
acción” (Collins, 2009, p.72) que le permita focalizar las actuaciones de los subordinados. 
Sobre este aspecto tratará la segunda parte de este trabajo.   
 
La segunda situación, es cuando el juez llega por primera vez a un juzgado que ya está 
conformado por empleados que llevan trabajando juntos muchos años. Situación de por sí 
compleja, que se agrava cuando el juez solo va a hacer una provisionalidad, es decir, solo va a 
estar en el juzgado por un tiempo relativamente corto. En estos casos, otro funcionario define 
las labores de los empleados así como las jerarquías (generalmente el secretario), pues debido 
a su situación provisional o de recién llegado, el juez evita “ganarse enemigos”56 emitiendo 
órdenes contundentes o sancionando personas, lo que implicaría una descarga emocional que 
no es contrarrestada por la deferencia del grupo.  
 

                                                   
56 Esta información la anoté en mi cuaderno de campo el mes de agosto de 2014: “Hoy el funcionario 
Carlos me contó que lo nombraron juez en provisionalidad mientras se nombra formalmente al juez en 
propiedad de un juzgado. Me dice que prefiere “no ganarse enemigos” en el juzgado donde llegó y por ello 
va a asumir la carga laboral extra que exige mantener el juzgado al día.  Por lo menos en el caso de las 
tutelas, donde excederse con un término puede significar incurrir en causal de mala conducta. Asume la 
carga porque los empleados que ya estaban en el juzgado no tienen las “competencias” y “los 
conocimientos” para realizar las tareas que él les delega al nivel  de calidad que él desea. “no saben justificar 
en word, por lo menos arreglar el formato de letra”. Explica que él les pasó unos prototipos de tutela, pero  
tienen dificultad en adecuar el contenido previo a los hechos del nuevo caso”. Igual que el funcionario 
Carlos, todos los funcionarios entrevistados, menos Boris y Nicolás, afirmaron amoldarse al grupo de 
empleados cuando se encontraron en estas circunstancias.  
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Los desaparecidos 
 
Una tarea diaria que se realiza en todo juzgado es la atención al público. Isabel es la encargada 
de atender al público los miércoles, de forma que se le va gran parte de la mañana buscando 
expedientes por todo el despacho y atendiendo a los abogados que llegan. En varias ocasiones, 
cuando lleva más de 5 minutos buscando un expediente en particular y se evidencian ciertos 
indicadores de desespero (tono de súplica por ejemplo), otros funcionarios se paran a ayudarla 
y acompañarla en el viacrucis de búsqueda por todos los escritorios del despacho y en los 
estantes. En ocasiones se encuentra entre otros expedientes de categorías distintas (por 
ejemplo ordinarios en especiales y viceversa) y nadie se explica cómo llegó allí. Todos, menos 
la juez y el secretario dado su nivel jerárquico, deben hacerlo una vez a la semana. Tráveler, 
quien fue funcionario de la rama por más de 6 años, me explicaba en una entrevista abierta que 
por más organizado que sea el juzgado, siempre se pierden expedientes o se trastocan: 
“atender público y buscar expedientes siempre es una tortura”.  
 
En la rutina del despacho cuando no se está trabajando en un expediente, se lo está buscando. 
Todos los días llegan las partes o los abogados a preguntar por sus procesos. Algunas veces 
llegan con documentos que desean “introducir” al expediente, los memoriales, por medio de 
los cuales le solicitan al despacho que actúe de cierta manera o que tuviera en cuenta una 
prueba o argumento. Para ello mencionan el “radicado” que, como expliqué, es el nombre del 
expediente. Está compuesto por el número adjudicado a la jurisdicción, el número relacionado 
al tipo de proceso, el número que indica la instancia, y un número propio. Se supone que cada 
expediente está relacionado en una base de datos manual (que se lleva en una agenda, 
generalmente por el citador) y en otra virtual que se llama Siglo XXI, que lleva un registro de 
la etapa procesal y el lugar donde debe estar ubicado, pero suele suceder que no coincide el 
lugar que la base de datos indica con el lugar donde realmente está.  
 
Debido a esta situación, todos los días de mi trabajo de campo observé que los empleados 
dedicaban una importante fracción de su jornada a buscar los expedientes que los usuarios 
solicitan y no aparecen. El primer lugar de búsqueda son los anaqueles metálicos donde 
generalmente están organizados por el tipo de proceso (especial, ordinario, tutela) y en orden 
numérico secuencial. Cuando no se encuentran allí después de un par de verificaciones, el 
empleado entra en un leve estado de angustia (que se evidencia por sus movimientos y tono de 
voz) y sigue buscando en los expedientes que tiene cada funcionario en sus escritorios. 
Cuando aun así no logra encontrarlo, solicita ayuda a los demás empleados. Uno o dos se 
paran a ayudarle, y si permanece extraviado, se paran los demás. Para este momento la 
angustia se ha apoderado del despacho, pues perder un expediente es un asunto grave, pero 
hasta ahora no he escuchado que haya pasado. En varias ocasiones ayudé a los empleados a 
buscar expedientes, y en mi cuaderno de campo hice anotaciones al respecto, como la 
siguiente del día miércoles 13 de marzo de 2013: “es la tercera vez [en la mañana] que Manuel 
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nos pide que lo ayudemos a busca un expediente por todo el despacho”. Tres de abril “inicia el 
día con el proceso que debo analizar perdido… todos buscan el proceso. Más o menos nos 
gastamos 20 minutos buscando”.  Benito también me habló de expedientes extraviados todos 
los días cuando trabajaba en el juzgado, y sobre la angustia que le genera esta situación:  
 

“…claro, se les caía la bendita pestaña, 'pero ¡¿dónde está?!', y eso que los teníamos en las 
estanterías separados por juzgados para poderlos ubicar. Pero de todas maneras era 
impresionante porque además los ejecutivos no son gordísimos, son delgados. Se 
escondían, ¡1790, 1800 expedientes en las estanterías!. Entonces el señor [escribiente del 
juzgado donde trabajaba] se quedaba mirando y como que no sabía por dónde buscar, y 
una vez lo vi diciéndole a una señora 'no no está venga después' y yo '¿venga después?’ 
Tenemos que buscarlo, eso tiene que aparecer como sea, empezamos a buscarlo. Usted no 
le puede decir nunca a nadie que no lo encontró, que no está, que se perdió. Primero 
porque no es cierto, tiene que estar allí porque los procesos no desaparecen del despacho. 
Y segundo porque eso puede dar lugar a investigaciones (…) el proceso ¿se quemó, o se 
mojó, o qué fue lo que pasó?, detrás de eso puede haber una investigación disciplinaria, o 
puede haber una solicitud de reconstruir el expediente y el expediente estando allí. (…) 
Las pestañas muchas son de colores muy claros, colores de cartulinas. Algunas por el 
sudor de los dedos que las manipulas se van borrando. Otras se despegan del expediente 

 
Los relatos sobre expedientes desaparecidos se centran en una explicación técnica, que hoy en 
día podría mejorar en las nuevas oficinas del palacio de justicia: diferentes objetos se unen y 
generan desastres en la rutina diaria, pues entre todos construyen hoyos negros del tiempo 
cotidiano. Los anaqueles amplios, las cartulinas de colores claros, los papelitos que se caen, 
las tintas que se corren, son los Gremlins del despacho. El punto es que las explicaciones sobre 
porqué se presenta este incidente de manera tan frecuente, que quita tiempo y desgasta 
emocionalmente, parece distanciarse del actuar humano. Es un fenómeno natural, casi 
imposible de controlar y ajeno a ellos, o por lo menos de los humanos que integran el proceso. 
Algo que es así y siempre ha sido, y con lo que se debe aprender a convivir. Una situación 
insertada en la rutina con tal profundidad, que ninguno de los entrevistados mencionó buscar 
medidas para disminuir la frecuencia con la que ocurría o escuchar que en otro despacho se 
hubiesen hallado métodos alternos. Vemos entonces que para los empleados y funcionarios de 
los juzgados titulares los expedientes se pierden como las nubes se derriten: es algo que no se 
puede controlar.   
 
Si bien la desaparición de un expediente cada tanto en el día parece ser una situación común 
en todos los juzgados, la frecuencia con la que esto sucede se convierte en un indicador 
cotidiano para medir el desorden de un juzgado. Como explicaba Benito, si los expedientes 
están continuamente perdidos, o uno en particular permanece extraviado mucho tiempo, el 
juzgado cae en la reputación de desordenado e ineficiente; una vez inmerso en estos adjetivos, 
tiene más probabilidades de que los abogados se decidan a interponer quejas o disciplinarios 
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contra el mismo. La imagen general o la “fama” motivan a la actuación, según explicaron 
Lucía y Teodoro.  
 
Es viable afirmar que la actitud o disposición de los empleados justifican las reacciones de los 
abogados, quienes buscan la manera de reivindicar su control sobre la situación a través de 
historias que difunden la mala imagen de un juzgado e interponiendo quejas ante el Consejo 
Seccional de la Judicatura, como lo ha hecho Teodoro. Pero también es importante tener en 
cuenta que las quejas originan nuevos “procesos disciplinarios”, los cuales contribuyen a la 
congestión y ralentizan el trabajo al interior del juzgado. Sobre este punto me contaba el juez 
Joaquín:  
 

Claro, quita tiempo, los términos, hay que ir [a las oficinas del Consejo Seccional de la 
Judicatura], es incómodo, hay que sustentar y todas las etapas, siempre ese proceso es 
cansón. Además porque es que el juez, no sé si tú has revisado, pero un juez no tiene 
menos de 50 investigaciones en un área. La verdad es que gracias a Dios en el 90% de las 
veces no son, porque todo el que pierde un proceso es denuncia, el que tiene afán, 
denuncia, todo, entonces ya uno como que se… como me daban a mí las primeras yo me 
quería morir y me decían 'no se preocupe, eso es normal'. Y verdad, uno va allá [Consejo 
Seccional] porque cuando uno va a notificarse de algo allá como hay un sistema ingresa la 
cédula y ahí le aparecen 20, 30 procesos. - ¿y quiénes son los que denuncian? - Los 
abogados, pero en sí no son abogados, sino que ponen a la parte, no pone el abogado 
porque él va a seguir viniendo a los juzgados (…) Y eso es lento (…) tocó ir por ellos, 
traérselos, me ponen trabajo esa gente de allá. Una locura. Eso quita tiempo.  

 
En este aspecto se observa un círculo vicioso que quiero destacar. No solo en términos de 
trabajo sino también en términos emocionales, y en ambos casos tiene el mismo origen: la 
ralentización del trabajo de ambos grupos. La desorganización de los juzgados, siendo esta 
una de las razones que explica por qué unos se toman más tiempo que otros para realizar 
ciertas tareas, generan emociones negativas en los abogados, quienes reaccionan ante esto con 
actitudes agresivas y denuncias al ver su labor obstaculizada. De las entrevistas y  recorridos 
realizados con abogados litigantes, encontré que ellos tienen la creencia de que los juzgados 
deben ser ágiles y organizados; pero al mismo tiempo saben que ciertos juzgados son lentos y 
desorganizados. En este caso el ideal del Estado imaginado tropieza con las características del 
contexto, pero lo importante aquí es que dicha creencia tiene efectos reales sobre la 
interacción, los cuales van desde la interacción conflictiva hasta la presentación de las 
denuncias.  
 
Además, dicha anticipación se ve contrariada por lo que perciben como un uso arbitrario del 
control de la situación por parte de los empleados. Lo más interesante sobre este aspecto es 
que el referente que tienen los abogados sobre los tiempos adecuados de trabajo, se basa en 
excepciones muy puntuales de algunos juzgados laborales, de otras jurisdicciones (como 
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familia) e incluso de municipios más pequeños, y a partir de éstos evalúan e incluso denuncian 
la gestión de los demás; lo hacen bajo la creencia de que denunciar les dará una “buena razón” 
a los empleados para movilizar su proceso. Si bien es posible que por miedo a una represalia 
los empleados se apresuren con ese expediente en concreto, las investigaciones motivadas por 
estas denuncias afectan y distorsionan la rutina laboral, afectando de manera general todo el 
trabajo del juzgado. Ventajas individuales generan pérdidas colectivas.  
 
Este bloqueo mutuo se materializa en un vínculo emocional adverso entre unos y otros, que 
finalmente alimenta una perspectiva negativa sobre su ambiente y rutina laboral en general. 
Otra forma de decirlo, es que ambos grupos reaccionan a lo que consideran un trato arbitrario 
o injusto del otro. Collins explica este fenómeno de la siguiente manera: “La  experiencia de 
ocupar la posición ínfima de la disminución de poder es deprimente –se pierde energía y 
motivación -, pero tal vez sea así únicamente cuando los subordinados experimentan con gran 
virulencia su sometimiento al control del otro. Cuando su privación de autonomía es solo 
moderada, lo normal es que reaccionen con ira – una brava respuesta a la situación que les 
somete a control- eleva temporalmente su producción de energía emocional” (Collins, 2009  p. 
164). Por ahora no voy a profundizar sobre las consecuencias que la habitualidad de estas 
emociones produce sobre la percepción de la rutina de trabajo de empleados y abogados 
litigantes, en especial de estos últimos, pero se observa que en las prácticas rutinarias 
sencillas, como la atención al público, ambos grupos se enfrentan en una continua 
competencia por demostrar que no han perdido el control de la situación y de su trabajo. Que 
no se han sometido, ni se dejarán someter.  
 
 
Atención al público 
 
Una vez se encuentra el expediente, se introduce el documento y el funcionario lo “folia”, es 
decir, escribe en la esquina derecha el número de página que sucede al anterior. En ocasiones 
alguien se equivoca con la secuencia (o al introducir el documento la secuencia se modifica), y 
se encuentran expedientes que tienen hojas con tres y cuatro tachones en las esquinas. Después 
de foliarlo, lo anota en un libro de registros e inscribe la novedad en la base de datos Siglo 
XXI para que después sea revisado. Aclaro igual, que en la mayoría de las ocasiones los 
abogados solo piden el expediente para solicitar copias o tomarle fotos a ciertos documentos, 
como los pronunciamientos de trámite que el juzgado hace a través de autos, o los documentos 
que anexa la contraparte.  
 
Ahora bien, esta interacción en el cotidiano encierra muchos más elementos sobre las 
relaciones empleado-abogado, y por tanto Rama Judicial-ciudadano, que los que acabo de 
describir de manera superficial. Por ejemplo, por sencilla que sea la petición del abogado, 
según comentan los entrevistados y de acuerdo con lo que observé, el trato que recibe suele 
depender mucho del trato que transmite. Con esta afirmación no descarto que las situaciones 
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previas en las que han interactuado influencian en el trato que se dan. Todo lo contrario, el 
nivel de deferencia y de cordialidad puede provenir de diferentes eventos: 1. de una relación 
que se ha venido construyendo a partir de un continuo de rituales de interacción exitosos en el 
juzgado, 2. porque se conocen en la academia como compañeros o estudiante profesor, o 3. 
porque los símbolos que algunas personas llevan consigo o transmiten motivan en el empleado 
una reacción específica. Sobre este aspecto encontré que símbolos de estatus como el lugar de 
trabajo del abogado y  la vestimenta son cruciales en la interacción. Sobre la relación entre los 
símbolos que las personas cargan o llevan consigo y la interacción  que despiertan dichos 
símbolos en los demás, Collins explica “[N]ormalmente no es este proceso de cálculo 
consciente en el que el actor piensa: ‘obtendré un buen sentimiento de poder o de estatus si 
interactuó con ésta o con aquel’. Más bien, ciertos símbolos vienen a la mente, o aparecen en 
el medio externo, y activan ciertas propensiones (positivas o negativas) hacia la acción 
social’” (Collins, 2009, p. 163). Lo anterior significa que, de acuerdo a lo expuesto con 
Collins, que coincide con lo observado en el campo y lo explicado por los entrevistados, 
ciertos símbolos de estatus contribuyen a la consecución de un ritual exitoso, pero sus efectos 
no se producen como resultado de una reflexión consciente por parte de los individuos, sino 
más bien de manera inconsciente. 
 
Durante los meses de etnografía, me encontré con abogados que asistían al juzgado todos los 
miércoles (no sé si iban todos los días o cada miércoles). Algunos de ellos mantenían un trato 
especialmente cordial con los empleados. Pasaban el barandal de madera y se sentaban a su 
lado a conversar en sillas Rimax en las que normalmente se ponían expedientes. Después de 
los abogados amigos, el segundo grupo de personas tratadas con especial cordialidad fueron 
los usuarios que no son abogados. Su visita es menos habitual, pero vi muchas personas 
ancianas buscando asesoría directamente ante los funcionarios. Tengo anotaciones sobre 
Miguel intentando explicarles a dos ancianos cómo presentar una tutela y como estar 
pendientes (escribí “creo que son personas que vienen del campo. Quieren presentar una tutela 
contra acción social”). En otra ocasión les dijo a dos ancianos que no les podía dar 
información y les indicó donde quedaba la secretaria de Tribunal donde los podrían ayudar. 
Allá los reciben empleados como Sara, quienes, según manifiesta, los atienden con “mucha 
paciencia” porque “no saben nada”. Es claro que no saber nada entorpece el flujo cotidiano y 
esto puede afectar ciertas expectativas de los empleados, pero observé que, en términos 
generales, el trato que se les presta a los usuarios es cordial y atento.  
 
Sobre la atención a usuarios, encontré que los jueces desarrollan diferentes “políticas”: 
algunos animan a sus empleados a que ofrezcan un trato cordial y asertivo, y otros son más 
bien indiferentes al respecto. La historia del juez Alberto es especialmente interesante en este 
punto, porque evidencia los efectos que tiene el poder director del juez en las prácticas 
cotidianas de atención:  
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“Una vez me nombran llego a organizar mi despacho, me estoy tomando el año para 
mirar. Lo primero que hice fue modificar costumbres [de los empleados]. La gente tiene la 
costumbre de modificar las normas de los códigos, la aplican de manera diferente. Por 
ejemplo, le voy a contar una historia. Una señora llega al despacho. Necesita que le hagan 
un memorial por incidente de desacato, en ese momento los ascensores estaban malos y 
era una persona de tercera edad que había tenido que subir 11 pisos por escaleras. La 
señora llega y afirma que no han cumplido la tutela, pero escucho que uno de los 
empleados le dice que afuera del Palacio le pueden redactar un memorial de desacato. 
Salgo y le explico al funcionario que cómo va hacer que una persona de la tercera edad 
baje y vuelva y suba los 11 pisos, que le diga a la señora que siga y usted le hace el 
escrito. Usted está recibiendo una declaración de una señora que no le han cumplido una 
tutela. El me responde ‘doctor es que siempre se han hecho las cosas así’ y yo le respondo 
que ya no se van a seguir haciendo así. Otra costumbre que tienen es de explicarle y darle 
consejos a los clientes y a los abogados. Eso no es bueno porque puede comprometer al 
juzgado.” 

 
La historia anterior evidencia las diferencias que existen entre un juez que asume el control del 
despacho como jefe de personal y otro que no lo hace y delega dicho control en el secretario u 
otro empleado, quien finalmente es un compañero más que un superior formal. Es cierto que 
ningún juez me contó una anécdota negativa que pusiera en evidencia las consecuencias del 
interés o desinterés sobre la dirección de los empleados, pero una señora de la tercera edad 
bajando y subiendo once pisos por una hoja que usualmente solo contiene un argumento tipo, 
es decir, un formato, nos da una idea de lo que podría ocurrir en otra situaciones. Este tipo de 
fenómenos nos recuerdan que “aunque se suele decir que los instructores [en este caso 
empleados] son empleados de la justicia, a la hora de trabajar son siempre empleados de 
alguien” (Renoldi, 2010 p. 10).  Finalmente es el juez y el secretario el que define, o no, la  
cultura organizacional de cada despacho: la manera en que se atiende a los usuarios, la 
jerarquía de valores a tener en cuenta en el desarrollo de la tareas cotidianos, el trato entre 
compañeros de trabajo. Algunos jueces manifestaron sentirse maniatados al momento de 
dirigir el comportamiento de sus empleados en estos aspectos, en especial aquellos 
beneficiados por las prerrogativas de las carrera judicial, pero la mayoría afirmar encontrar en 
la evaluación anual, en la emisión de memorandos, o incluso a través de órdenes enfáticas 
(agresivas o enérgicas, con volumen de voz alto) herramientas eficaces para establecer los 
lineamientos de trabajo.   
 
Finalmente, con los demás abogados que no eran amigos, que no pasaban la frontera, se 
mantenía un trato distante pero cordial. Como en el caso del juez Alberto, la gran mayoría de 
los jueces les advierten a sus empleados que no “los aconsejen”, ni “les digan que hacer” sobre 
un caso en particular, porque pueden comprometer la palabra del juzgado que incluso daría 
lugar a una sanción disciplinaria. Sobre este punto, Rafael fue más a fondo:  
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“nosotros al abogado le damos la información que solicite respecto a un expediente. Yo 
les he prohibido a ellos que rindan conceptos sobre el proceso. Atiéndame el abogado de 
tal manera… sí el abogado se porta grosero me llama y yo hablo con él. Pero en ningún 
momento me gusta que asesoren un abogado y menos si el asunto es de resorte de la sala. 
¿Por qué? Porque a veces se hace con la mejor de las buenas intenciones y alejado de 
cualquier tipo de malicia. Sin embargo, el abogado o el usuario toma tus palabras y va y le 
dice a otra persona “vea, es que allá me dijeron que eso era así o que no era así”.  

 
Se observa entonces que en el cotidiano se espera que la relación entre empleados, 
funcionarios y abogados sea distante, respetuosa y concreta. Y que no se construyan amistades 
que den lugar a asesorías mutuas. Por ello, las relaciones más fraternas requieren de tiempo y 
asiduidad en la interacción y el buen trato mutuo. También se desarrolla en otros espacios 
comunes, como en la academia. Según me contaba Boris, las relaciones fraternas entre 
empleados y abogados litigantes “es normal. Cada juez tiene mejores relaciones con algunos, 
eso es una situación muy personal, puede ser que el juez sea docente y o el abogado litigante 
sea docente y tengan una mejor relación por la universidad”.  
 
En la interacción con los abogados no fraternales, nunca llegué a ver una situación donde el 
abogado se enojara o discutiera, o que el empleado fuera apático. Sin embargo, en las 
entrevistas varios empleados me hablaron sobre abogados especialmente groseros y 
displicentes en el trato. Sobre este punto Benito me contó: 
 

(…) Y ahí hay grandes diferencias, y yo por ejemplo no tomaba represalias, pero mi 
compañera sí. - ¿Qué hacía ella? -Poner de último el expediente, decirle que tiene que 
esperar, que vamos en el número tal y quién  sabe, vamos en el 300, el suyo es el 700, 
todavía se demora - ¿Y era mentira? - Claro. Y es cierto, hay gente que va y pregunta 
todos los días, y pregunta tan amablemente que uno dice 'no, dios mío, este proceso hay 
que sacarlo ya, hay que moverse'. Hay otros procesos que no van y no nos preguntan 
nunca, entonces uno no se preocupa.  

 
La descripción de Benito sobre el contagio emocional 57 que se presenta entre abogado y 
empleado fue replicada por Sara, empleada de la secretaría del Tribunal, quien también 
consideraba que la pauta de la interacción la marcaba el abogado visitante, cuya actitud y 
comportamiento desataba una reacción consecuente en el empleado. Desde la óptica de los 
empleados, como Benito y Sara (y el juez Bernardo, quien mencionó anécdotas similares de 
cuando era empleado), uno de sus retos cotidianos se centra en no permitir el contagio 
emocional de abogados que los requieren con actitudes agresivas. Parte del relato de lo que 
significa ser un “buen empleado” consiste en no dejarse llevar, y si bien se es menos “amable” 

                                                   

57 Concepto que utiliza Collins para referirse al fenómeno consistente en la transmisión de una emoción 
entre individuos (2009, p. 110) 



 
 

68 

 

o auxiliador en el momento de la interacción, o incluso se toman represarías encubiertas, no se 
deben evidenciar emociones provocadoras o defensivas consonantes con las emociones 
manifestadas por los abogados. Al igual que Sara, Rafael, empleado de la secretaría del 
Tribunal, me contaba en la entrevista:  
 

Atender al público es una de las tareas más difíciles que existen aquí porque aquí en la 
secretaria se da la información a los usuarios. Ellos no acceden a los espacios de los 
magistrados, sino que todo se canaliza a través de la secretaria común. - ¿Y por qué 
atender al público es la más difícil? - porque ante todo tenés que tener una buena actitud 
todo el día con diferentes personas que llegan con infinidad de problemas. Entonces no 
podés llevarte esos problemas o confrontar con el usuario; tenés que atenderlo de la mejor 
manera porque esa es la razón de ser del servidor público ¿No? Servir al usuario.  

 
Esta escena del abogado agresivo y el empleado contenido tiene mucho de teatral: “hay 
individuos que dominan las situaciones, ofenden a otros, se mofan de ellos…pero los 
acreedores del prestigio situacional son quienes lo logran sin infringir la normas habituales de 
interacción ritual… quien manipula bien los rituales normales de solidaridad, deferencia y 
decoro situacional obtiene ventajas individuales” (Collins, 2009, p. 41).   El abogado grosero 
seguramente contagiará, en la mayoría de los casos al empleado que lo atiende; sin embargo, 
el empleado ofendido tiene un reto: contenerse o responder el agravio sin quebrantar su rol 
como servidor público. La energía emocional que el encuentro agresivo le ha causado suele 
ser reconducida a la persona que lo ha originado, pero el protocolo de su cargo, el rol en el que 
está inmerso, le impide ser consonante con el impulso agresivo recibido, “por eso su 
resistencia tiende a exteriorizarse en situaciones libre de la vigilancia directa del superior –por 
ejemplo (…)durante su rutina de trabajo habitual,  cuando fingen trabajar con tesón” (Collins, 
2009, p. 155), o cuando esconden el expediente, o se tardan más en la atención, o en la 
ausencia de asesoría. A esta actitud Goffman (1959) denominaba personalidad trascénica.  
 
De esta manera, en la medida que se avanza en el seguimiento de la interacción, se obtiene una 
visión más clara de las secuencias y los resortes de la acción (no afirmo que suceda siempre, 
pero creo que es una secuencia viable): Abogados “groseros” suelen generar resistencias 
trascénicas, que generan reacciones por parte de los empleados en cuanto a los tiempos y 
formas de atención, que no coincide a su vez con las expectativas de los abogados, quienes 
buscan reasumir el control por medio de las denuncias, las cuales implican más carga para los 
juzgados y ralentizan las labores de los mismos.  Sin embargo falta un eslabón de la cadena 
¿qué lleva al abogado a ser grosero? 
 
Al indagar por la contraparte de la interacción, para analizar los componentes que la 
originaban, algunos abogados litigantes afirmaron que ellos creían que en algunas ocasiones 
debían asumir actitudes cortantes y contundentes en algunos juzgados, porque los empleados 
también le “miden el aceite al abogado”, y de acuerdo a la apreciación que resulta de esas 
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primeras interacciones, reaccionan con un tipo de atención más o menos atenta y más o menos 
ágil. Según mencionó Tadeo, y recordando las palabras de Collins sobre los símbolos que 
portan las personas que motivan en otras un tipo específico de interacción, los símbolos 
relacionados con el estatus social también motivan ciertas formas de trato por parte de 
empleados hacia los abogados: 
 

Imagínate que alguna vez alguien me dijo a mí que en los juzgados la gente comía de 
corbata. O sea, que tú vas a un juzgado disfrazado de abogado y te creen y también aplica 
al revés. Y yo hice la experiencia. Yo un día cualquiera me fui al juzgado X en jeans y 
normal, y pregunté y... ellos se rotan siempre la atención al público durante el día. 
Entonces yo hice la experiencia con una chica que la he visto como muy hosca en la 
manera como interactúa con el usuario. Fui, un día en donde estaba ella, presencialmente 
estaba ella con jeans y camiseta y me atendió muy mal, muy muy muy mal. Y cuando 
volví ya con corbata y la cosa, mmm, ellos son, hasta se paran del puesto y te dicen 
'doctor, no le tenemos nada doctor’. (…) o sea que ellos escogen a quien atienden bien, y 
uno de los criterios de los que depende quien atiende bien es que se esté bien vestido. 
Cuando tu llegas y preguntas con propiedad, eh... dices 'necesito tal proceso', está en 
estados, por ejemplo, y me dices 'buenas, es que yo quisiera saber de este procesito', 
entonces ellos te miden. 

 
Vemos que además del tono de la voz o la actitud, la vestimenta es un aliciente del buen 
trato58. Esto puede explicarse por los símbolos de estatus en la interacción, o por la exigencia 
por parte de los empleados de un atuendo que muestre respeto y decoro al oficio de la justicia 
(Goffman, 1959). Sin embargo Lucía también manifestó una impresión similar a la Teodoro, 
en cuanto a la relación entre una actitud dominante o contestataria con una mejor atención, al 
igual que el uso de símbolos de tipo social para recibir un trato determinado. En este caso el 
símbolo no tenía que ver con el atuendo (aunque aclaro que Lucía siempre se viste de manera 
formal cuando visita juzgados) sino con ser docente de una universidad privada que, según 
ella, tiene prestigio en la ciudad: 
 

¿cuándo ellos ven que no pueden hacerle ese trato a uno?... displicente y todo eso, cuando 
uno ha tenido alguna discusión con ellos y el tribunal, por ejemplo, le ha dado la razón a 
uno…Entonces aquí lo valoran a uno dependiendo de la experiencia. Una cosa que le da 
algún plus a uno aquí es que uno sea profesor universitario, pero no de cualquier 
universidad, entonces ellas se dieron cuenta, entonces muchas veces alguno “¡ay! Usted 
da clases en la universidad Tal…” o sea como, como que lo legitiman a uno por el hecho 
de ser profesor de la Universidad X, entonces le dan algún trato… 

 

                                                   
58 Este evento también puede ocurrir en el sentido inverso. Al respecto me contó el juez Joaquín “me pasó 
con un señor respetuoso y todo el señor pero me pasó porque yo salgo, él no sabía que yo era el juez, no 
andaba con corbata, la gente cree que el juez anda con corbata…” 
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Como la anterior, Lucía me habló de historias donde profesores de otras universidades 
privadas y asesores de firmas prestigiosas de Cali también recibían un trato especial. Al 
parecer, el lugar de trabajo también marca la pauta para el tipo de atención que se despliega. 
Estos símbolos pueden parecer importantes a primera vista, pero una vez abogados y 
empleados han interactuado en otros escenarios (ganar una apelación o conocer al juez) pasan 
a un segundo nivel de importancia, y son superados por criterios más bien de índole 
profesional. Por ejemplo, entre las conversaciones que tuve con Horacio sobre los abogados, 
me hablaba de un abogado al que le decía el “Zorrillo”. Me contó que era un abogado muy 
inteligente, lo admiraba porque sabía muchas cosas, era excelente defendiendo a sus clientes, 
pero apestaba “porque parecía que no se bañaba” y era muy cansón a veces. Por la manera en 
que Horacio y Mariano hablaban del Zorrillo, se podría deducir que el trato hacia él no era 
despectivo o indiferente por su apariencia. Esta pasó a un segundo plano al verificar que era 
un abogado muy competente. En estos casos “el respeto” está más ligado al performance 
profesional que al estatus construido por indicadores de prestigio.   
 
 
Conclusión 
 
Vemos que a pesar de la actitud “procénica” que deben conservar funcionarios y abogados 
para proteger las relaciones laborales que constituyen su sustento (no “ganarse” un 
disciplinario o no “ganarse” al empleado o al juez), ambos grupos despliegan personalidades 
“trascénicas” en contra del otro: haciéndole mala fama a un juzgado, interponiendo 
disciplinarios a través de las partes, escondiendo el expediente, demorándose más para realizar 
la acción que requiere el abogado, negándole ayuda, entre otros mencionados en las 
entrevistas. Esta situación evidencia una guerra de poderes donde ninguno de los dos grupos 
puede imponerse frente al otro, y que los ha ligado en un vínculo emocional donde prima la 
exteriorización de la resistencia sobre los actos de solidaridad mutua (Collins, 2009  p. 155). 
Aclaro que ambos grupos narran historias sobre la construcción de relaciones solidarias; no 
obstante, debo destacar que en la mayoría de entrevistas y en los relatos no pedidos, se habló 
de un “otro” abogado irrespetuoso y grosero, de un “otro” empleado perezoso, displicente o 
apático, o de los dos.  
 
En este capítulo quise mostrar como el expediente “constituye un campo donde confluyen 
producción de conocimientos, experticia, relaciones de poder y construcción de 
subjetividades. Desplaza la mirada sobre el derecho más allá de los resultados finales del 
proceso judicial (la sentencia) y permite más bien enfocarse en los medios… entender a la 
práctica como una instancia de producción de conocimiento jurídico” (Barrera, 2012, p. 40). 
El estudiar con detenimiento las prácticas que constituyen el medio por el cual se construye y 
transporta el expediente, permite también detenerse en los sujetos o actores que elaboran los 
documentos que lo integran, pero que su acción no queda registrada en los fallos de fondo o 
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visibles, porque permanecen “detrás de la escena” (Barrera, 2012, p. 40). No firman la 
sentencia, y su único registro son las señales o pequeñas firmas en las esquinas de los autos.  
 
El expediente es el centro alrededor del cual gira toda acción en la Rama. Todo lo que se dice 
y hace para solucionar el conflicto que contiene, o para reacciones de poder entre trabajadores 
de la Rama y abogados, debe ser registrado en él. De igual forma, a través de él se mide la 
producción laboral, y por tanto la rutina de trabajo de empleados, funcionarios y abogados. Su 
recorrido es un reflejo de la estructura de la rama: en su contenido se encuentran los sentidos 
que la comunidad jurídica le atribuye a su mundo, y cuando se pregunta por él y su ubicación, 
se preguntan por una de las etapas del gran ritual judicial. Es la unidad básica de la 
organización y su producto por excelencia. Sin embargo, no podemos relacionar la creación y 
crecimiento de un expediente con el producto que se arma a través de una cadena de 
producción, pues si bien puede haber tendencias, la mayoría de los expedientes recorren 
caminos diversos. En los capítulos que siguen me voy a centrar en esta diversidad.  
 
Según expliqué al principio, en el presente aparte me interesaba exponer que el expediente 
representa tanto un objeto como una ruta más o menos unívoca. Este objeto es el “foco de 
atención coincidente” que les permite tomar consciencia, a todos los trabajadores de la rama, 
de que están “haciendo” algo juntos, lo que les permite vivir una “experiencia 
emocional/cognitiva compartida” (Collins, 2009, 72). El viaje del expediente, el camino por el 
que transita, crea las vías y conecta las redes para llegar a una consciencia colectiva sobre lo 
que hacen y piensan un gran número de personas, que no necesariamente se conocen o se 
hablan, pero que tienen un vínculo común. Los lleva a presentarse como una unidad: nosotros 
los que trabajamos con expedientes laborales.  
  
En este universo (los que trabajamos con expedientes laborales) las personas entran y salen 
continuamente (dejan de litigar, empleados que se pensionan, recién egresados que llegan a 
trabajar, funcionarios de otras jurisdicciones que cumplen provisionalidades), pero también lo 
hacen los objetos (computadores, grabadoras, máquinas de escribir, cámaras, cds) y los 
símbolos y creencias (Tutela Judicial Efectiva, OIT, Bloque de Constitucionalidad, autonomía 
de la voluntad, nuevo sistema procesal oral). En el próximo capítulo voy a mostrar como 
nuevos elementos que han ingresado a este universo han modificado las reflexiones de los 
individuos sobre su quehacer y, en consecuencia, han diversificado los significados o sentidos 
que le otorgan a este objeto común y símbolo sagrado: el debido proceso.  
 
Las consecuencias son más o menos predecibles: la unión se mantiene a través del vínculo del 
proceso, pero las valoraciones que tienen los individuos sobre el mismo han cambiado y 
diversificado. Si bien pueden ser múltiples las causas que han llevado a esta situación de 
fragmentación interna, tantas como elementos que han entrado y salido las últimas décadas, 
hubo dos en las cuales me centré en las entrevistas, guiada por situaciones e interacciones que 
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observé durante mi trabajo de campo: el primero es la llegada del procedimiento oral y la 
derogación del proceso escritural anterior. Este ha generado discusiones sobre lo que se puede 
o no se puede hacer, así como debates sobre los símbolos, valores o intereses que hay detrás 
de estas decisiones que en principio parecieran netamente técnicas. El segundo, es un cambio 
en el paradigma sobre cómo se piensa o se percibe el derecho en Colombia. En términos 
amplios, algunos abogados le están exigiendo a la tradición y a la jerarquía institucional que se 
defienda a sí misma y revalide los valores que encierra, un fenómeno que ocurre con 
diferentes instituciones según los explican Beck, Lash & Giddens en el texto  Modernización 
reflexiva: política, tradición y estética en el orden social moderno (Beck, Lash, S., & Giddens, 
A., 1997, p. 10). Sin embargo, no existe claridad sobre lo que se debe o no se debe hacer. Ya 
no existen los “como si” en el derecho laboral, porque muchos de los temas más 
trascendentales en esta materia se responden con un “depende”.  
 
 
 
Un objeto en discusión: El “Nuevo Derecho” líquido 

“El diccionario que solía haber junto a la Biblia y las obras de Shakespeare en 
la repisa de la chimenea, donde se guardan los dioses lares en los píos hogares 
romanos, se ha convertido en un simple libro en código entre otros muchos”. 
(Coetzee, 2004, p. 25) 

 
En el capítulo Derecho concepto y principio: definición general, expliqué que el debido 
proceso constituye los límites entre lo jurídico y lo fáctico y, por tanto, las obligaciones que 
deben cumplir los empleados judiciales para mantener a flote el proceso. En este capítulo 
expondré que las normas que regulan (trazan) estos límites, han cambiado drásticamente en las 
últimas dos décadas en Colombia, y esta modificación ha sido crucial para que empleados y 
funcionarios cambien su precepción sobre lo que hacen, y la manera en que piensan el 
derecho.  
 
El Código de Procedimiento Civil fue emitido en 1970 y en el artículo 140 establece de 
manera taxativa las nueve situaciones que darán origen a una nulidad saneable o insaneable. 
Durante muchos años no hubo más límites al proceso judicial que las definidas en este 
artículo. Sin embargo, veintidós años después la Corte Constitucional59 modifica esta situación 

                                                   
59 La Corte Constitucional ha sido un actor muy importante en este momento de cambio, al punto de 
imponerse sobre el poder legislativo, órgano que hasta hace dos décadas tenía las máximas competencias 
para regular este concepto. Sobre este aspecto la Corte ha manifestado que el  debido proceso tiene una  
serie de garantías que hacen parte del “núcleo duro” del Derecho, así que “las opciones del legislador en 
cuanto a la definición del trámite judicial son múltiples”, siempre y cuando no se trate de un procedimiento 
establecido constitucionalmente, o que “la limitación no configure una barrera injustificada para el acceso a 
la administración de justicia” (Sentencia C-319/13. M.P. Luis Ernesto Vargas Silva), teniendo en cuenta que 
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por medio de dos intervenciones. 1. crea nuevas causales de nulidad que en un principio 
denominó “vías de hecho”, indicando que el juez que vulneraba el “debido proceso” 
constitucional fallaba, abusando de su poder y con “un comportamiento que se encuentra 
desvinculado de fundamento normativo alguno”60. Acorde con esta visión, si una persona 
considera que un funcionario o empleado judicial ha vulnerado su derecho al debido proceso, 
puede interponer una acción de tutela para que el juez competente (el superior jerárquico o la 
Corte Constitucional en caso de revisión) ordene la nulidad de todo de lo actuado a partir del 
acto jurídico que vulneró su derecho.  
 
2. A partir de una interpretación extensa del artículo 2961, que consagra el derecho al debido 
proceso, la Corte Constitucional impulsó un debate que ya se venía planteando años atrás en 
varios círculos internacionales62: ¿el debido proceso debe garantizar solo el valor a la verdad 
formal o debe armonizarse con otros valores como la igualdad y la justicia material? Ya estaba 
claro que este concepto tenía como objetivo desentrañar la verdad formal de los hechos a 
partir de las pruebas que las partes aportaran debidamente y acatando las garantías 
establecidas en el art. 140 del Código Civil. Sin embargo, a partir del cambio cultural y 
normativo que implicó la Constitución de 1991, la Corte Constitucional promovió en su 
jurisprudencia la protección de otros derechos fundamentales vinculados al debido proceso. 
Derechos que no se estaban garantizando con la sola aplicación del art. 140, como la 
prevalencia de la sustancia sobre la forma (art. 229), la protección del derecho de 
contradicción de toda persona, el derecho a una sentencia de fondo, derecho a la 
argumentación en la valoración de las pruebas, entre otras garantías que, básicamente, antes no 
eran contempladas como causales de nulidad o terminación del proceso.  
 
Poco a poco, la Corte crea doctrina sobre el debido proceso valiéndose de normatividad y 
jurisprudencia internacional, y este concepto se expande de manera horizontal y vertical. 

                                                                                                                                                                

será la Corte la que defina cuando una limitación creada por el legislativo configura dicha barrera 
injustificada.  
60 Sentencia T-533/01. Magistrado ponente Jaime Córdoba Triviño 
61 El artículo establece: El debido proceso se aplicará a toda clase de actuaciones judiciales y administrativas. 
Nadie podrá ser juzgado sino conforme a leyes preexistentes al acto que se le imputa, ante juez o tribunal 
competente y con observancia de la plenitud de las formas propias de cada juicio. En materia penal, la ley 
permisiva o favorable, aun cuando sea posterior, se aplicará de preferencia a la restrictiva o desfavorable. 
Toda persona se presume inocente mientras no se la haya declarado judicialmente culpable. Quien sea 
sindicado tiene derecho a la defensa y a la asistencia de un abogado escogido por él, o de oficio, durante la 
investigación y el juzgamiento; a un debido proceso público sin dilaciones injustificadas; a presentar pruebas 
y a controvertir las que se alleguen en su contra; a impugnar la sentencia condenatoria, y a no ser juzgado 
dos veces por el mismo hecho. Es nula, de pleno derecho, la prueba obtenida con violación del debido 
proceso”. 
62 Para profundizar sobre este aspecto ver: Cappelletti, M. (1974). Proceso, ideología, sociedad,(trad. de S. 
Sentís Melendo y TA Banzhaf). Buenos Aires; Cappelletti, M., & Garth, B. (1996). El acceso a la justicia. La 
tendencia en el movimiento mundial para hacer efectivos los derechos, 48-50. 
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Horizontal, porque marca una “línea transversal en la función evaluadora de cualquier 
instancia del poder público [no solo judicial], o incluso privado, que pueda de alguna manera 
afectar derechos”, de manera que el debido proceso se conecta con otros ámbitos y derechos 
donde antes no había conexión; y vertical porque cada vez incluye más “garantías y 
contenidos en su definición misma comprendiendo facetas distintas e innovadoras de garantías 
bien establecidas” (Salomón & Blanco, 2004 p. 84). En esta medida el debido proceso se 
amplía, y comprende más situaciones y más escenarios. Una de las principales vías por las 
cuales se expande de manera vertiginosa el derecho al debido proceso, como el ordenamiento 
jurídico colombiano en general, es un concepto jurídico crucial, muy importante, para 
entender la transformación del derecho en Colombia, y por tanto de la Rama Judicial: el 
Bloque de Constitucionalidad.  
 
Éste es una institución jurídica de origen francés, importada por la Corte Constitucional a 
través de su jurisprudencia, que ha servido como puente de acceso a “un conjunto de 
fenómenos jurídicos caracterizados por carecer de fuerza vinculante aunque no carentes de 
efectos jurídicos o al menos con cierta relevancia jurídica” (Toro-Huerta, 2006), es decir, 
normas que no se sabe si son o no derecho, y depende de los jueces otorgarle tal estatus. A 
este fenómeno se le ha llamado Soft law o week law, y su amenaza al principio de seguridad 
ha llevado a que el profesor Alejandro Ramelli califique al bloque de constitucional como el 
“cajón de sastre” de la Corte Constitucional (Ramelli, 2004).  
 
El arribo del Bloque refleja el carácter vinculante que se le otorga al derecho internacional por 
vía constitucional, pues los tratados y convenios internacionales relacionados con los derechos 
humanos entran a complementar la constitución. Este aspecto es especialmente importante 
para el derecho laboral, pues los convenios y recomendaciones de la OIT no estaban presentes 
como pautas normativas en el litigio cotidiano, y si bien eran citados de vez en cuando en la 
jurisprudencia de la Corte Suprema, ésta los desestimaba si la norma interna establecía lo 
contrario63.  
 
El cambio en la interpretación de este concepto es uno de los ejemplos  que permite exponer 
los procesos de globalización que ha vivido el derecho en Colombia, y que logran colarse en 
lo más profundo de la vida cotidiana, al punto de alterar por completo el equilibrio tradición 
modernidad en un breve periodo de tiempo (Beck, Lash, & Giddens, 1997, p. 46). En cuestión 
de una década, pasamos de un artículo nacional que definía de manera taxativa los límites del 
derecho procesal (art. 140), a un concepto complejo que integra normatividad constitucional 
de textura abierta, normatividad internacional y derecho comparado (originario de otros países 

                                                   
63 Este aspecto lo demuestro en mi tesis de pregrado sobre la aplicación de la Corte  Suprema de Justicia del 
convenio 159 de la OIT. Sobre este tema ver: Solano, D. (2008) Teorías de adjudicación judicial en la 
estabilidad laboral reforzada de las personas en situación de discapacidad. Universidad ICESI, Cali, 
Colombia.  
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como España y Alemania). El único artículo constitucional que hacía mediana referencia al 
proceso judicial antes de 1991 (el 161 de la Constitución de 1886) solo indicaba que la 
sentencia debía estar motivada y, de acuerdo a lo expuesto por varios entrevistados, no era 
usualmente mencionado por los abogados en su trabajo cotidiano. Por otra parte, en 1998 la 
Corte Constitucional emitió la sentencia C- 31864, en la cual declaró la existencia del derecho 
a la Tutela Judicial Efectiva en Colombia y su íntima relación con el derecho al debido 
proceso, difuminando los límites del derecho procesal al convertirlo en un derecho subjetivo 
omnicomprensivo65. Con lo anterior quiero mostrar que en la brevedad de 7 años, la 
Constitución de 1991 y la jurisprudencia de la Corte Constitucional modificaron por completo 
el contenido y los símbolos que protegía la visión tradicional de las fronteras que dividen el 
mundo jurídico del fáctico (el poder del juez, al poder contra el juez). 
 

La consecuencia de esta reforma es que hoy en día el juez y el empleado judicial que desee 
proteger el debido proceso no solo va a revisar las nueve causales del 140, pues sabe que 
existe una perspectiva más amplia sobre aquello que no puede suceder durante el proceso: 
tiene que garantizar un derecho “omnicomprensivo y complejo que trata como una unidad 
todos los derechos que involucra” (Araujo-Oñate, 2011)66, es decir, nada concreto. Los 
parámetros, antes taxativos, se disuelven y condensan entre sentencias, debates doctrinales, 
cursos de derecho procesal constitucional, expertos dogmáticos que vienen y van, pero ya no 
existe un saber preciso que defina, con claridad, que es el debido proceso: los límites entre lo 
jurídico y lo fáctico, las obligaciones de los empleados y funcionarios judiciales frente a 
usuarios y abogados, son tan amplios y abarcativos que se hacen prácticamente incognoscibles 
en la vida cotidiana. Esta es una las evidencias, creo yo una de las principales, que refleja el 
proceso de “vaciamiento, exhumación y problematización de la tradición” (Beck, Lash, & 
Giddens, 1997, p. 76) que está viviendo la Rama Judicial. El resultado es una ausencia clara de 
parámetros, pero no porque estos no existan, sino porque no se pueden conocer todos los que 
son y serán, teniendo en cuenta que la jurisprudencia dinamiza continuamente el contenido de 

                                                   
64 Colombia, Corte Constitucional, Sentencia C-318 del 30 de junio de 1998, magistrado ponente Carlos 
Gaviria Muñoz 
 

65 La profesora de Derecho Procesal de la Universidad Externado, Rocío Araujo, explica: “En síntesis, la 
tutela judicial efectiva está constituida en una fórmula omnicomprensiva que cobija el derecho fundamental 
de acceso a la jurisdicción, las garantías que se deducen del derecho a la defensa, la efectividad de la 
sentencia y la protección jurisdiccional de los derechos e intereses legítimos, con lo cual imprime a los 
organismos del Estado el deber de respeto y garantía de este derecho fundamental, sin permitir zonas de 
exclusión del control, así como proscribe cualquier espectro de indefensión” (Araujo-Oñate, 2011, p. 268) 

66 Insisto que este derecho omnicomprensivo porque hace parte de las garantías procesales aplicables en 
Colombia, en virtud de lo establecido en el artículo 93 de la Constitución Política, la Convención Americana 
sobre Derechos Humanos de San José de Costa Rica, del 7 al 22 de noviembre de 1969 (…) y el Pacto 
Internacional de Derechos Civiles y Políticos, cuyo artículo 14 comprende la posibilidad de acceder en 
condiciones de igualdad y sin obstáculos ni barreras desproporcionadas a un juez o tribunal independiente e 
imparcial, frente al cual se puedan ejercer todas las garantías que se desprenden 
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estos conceptos67, y a su vez la doctrina procesal constitucional analiza, discute y reinterpreta 
las sentencias. 
 
En este orden de ideas, los funcionarios y empleados judiciales empezaron a prestar atención 
sobre aspectos de derecho constitucional que antes no les interesaban dado que, de un 
momento a otro, llegaron notificaciones a sus despachos informándoles que habían sido 
demandados por vulnerar un debido proceso que desconocían.  
 
Claro está que este cambio de paradigma frente al debido proceso no fue pacífico, y si bien la 
transición normativa se llevó a cabo en poco tiempo, en la vida cotidiana de los funcionarios y 
empleados judiciales se desplegó de una manera mucho más lenta y moderada. Cuando la 
Corte Constitucional, a partir de esta nueva interpretación del debido proceso, empezó a anular 
y revocar sentencias judiciales que ya estaban en firme68 aduciendo la vulneración de éste 
derecho, varios símbolos que defendía gran parte de la comunidad jurídica colombiana fueron 
trastocados. Entre ellos, la preeminencia de la ley sobre la jurisprudencia y la convicción de 
que la Corte Suprema de Justicia era la última instancia en la jurisdicción ordinaria. El efecto 
que generó fue sísmico, y muchos académicos, doctrinantes y juristas destacados se 
pronunciaron sobre esta situación por diferentes medios, a favor y en contra de las decisiones 
de la Corte Constitucional. El giro simbólico implicó, por ejemplo, que ésta Corte se 
considerara facultada para anular sentencias de otras Altas Cortes, como la Suprema o el 
Consejo de Estado, invocando las nuevas causales vulneratorias (nulidades) del debido 
proceso69. Al principio las Cortes tradicionales cuestionaron el carácter obligatorio de las 
sentencias constitucionales que declaraban la nulidad de sus providencias, alegando que ellas 
eran la “última instancia” en sus respectivas jurisdicciones y que la jurisprudencia no era 
obligatoria, solo la ley. Cuando esto sucedía, los ciudadanos quedaban abandonados en 
situaciones de completa donde no existían autoridades competentes que les indicara que hacer, 
sin saber si tenían o no el derecho que reclamaban.  
 
Tenemos entonces que el debido proceso fue una herramienta crucial para establecer una 
conexión entre la jurisdicción ordinaria y la constitucional. Con el tiempo, esta conexión tuvo 

                                                   

67 Ver Muñoz, E. C. (1999). Acceso a la justicia y debido proceso en Colombia: Síntesis de la doctrina 
constitucional. Anuario iberoamericano de justicia constitucional, (3), 271-318. 

68 Es decir, que el proceso ya se había cerrado y el expediente archivado.  
69 Hasta el año 2008 tanto el Consejo de Estado como la Corte Suprema se opusieron enfáticamente a que 
la Corte Constitucional anulara sus providencias. Ver sentencia Radicación 12741, del 26 de enero del 2005. 
Magistrada ponente: Isaura Vargas. En esta sentencia la magistrada expresó: “Es un verdadero despropósito 
insinuar, y mucho más decirlo, que lo resuelto por la Sala de Casación Laboral de la Corte Suprema de 
Justicia en el asunto que nos ocupa, constituyó una “vía de hecho”. Ello es tanto como sostener que toda 
controversia de carácter eminentemente jurídico, por la sola circunstancia de que la otra opinión apoyada 
también en doctrina respetable no le seduzca al Juez Constitucional, resulta arbitraria”. 
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alcances mucho más amplios en la jurisdicción laboral, al utilizar las sentencias 
constitucionales y referentes internacionales como criterios para resolver casos relacionados 
con otras materias sustanciales, como la estabilidad laboral reforzada en personas en situación 
de discapacidad, la protección especial a la asociación sindical, el derecho a la igualdad de 
género en la remuneración, el debido proceso en el despido por justa causa, entre otros.  
 
Esta relación entre ideología política y derecho se materializó ante la opinión pública a través 
del debate entre Altas Cortes, denominado por la prensa “choque de trenes”70. Pero también 
generó desorden y divisiones en instancias inferiores de la Rama judicial, pues las sentencias 
de la Corte Constitucional que eran desestimadas abiertamente por la Corte Suprema o el 
Consejo de Estado, también solían ser desconocidas por la mayoría de los jueces y 
magistrados de Tribunal.  
 
Pero no fueron todos. Algunos, apoyados en textos académicos, en magistrados aliados o por 
la “valentía” que les otorgó la convicción profunda de que la Corte Constitucional defendía lo 
correcto, empezaron a aplicar el precedente de esta última en casos de tutela y también en 
demandas ordinarias71. Estos pocos fueron y son catalogados como “valientes” porque pueden 
salir mal evaluados por sus superiores, incluso sancionados por el Consejo Superior de la 
Judicatura o perder oportunidades de ascenso por “llevar la contraria” a la máxima autoridad 
de la jurisdicción, es decir, la Corte Suprema de Justicia. Una experiencia propia puede 
explicar esta situación: cuando trabajé en el Tribunal de descongestión como auxiliar, proyecté 
un fallo sobre despido sin justa causa donde le otorgaba el derecho al trabajador aplicando una 
sentencia de la Corte Constitucional; la tesis de la sentencia se apartaba de lo expuesto por la 
Corte Suprema, y esta divergencia era relevante porque nosotros (los que trabajábamos en el 
tribunal de descongestión) habíamos sido nombrados (contratados) por los magistrados de la 
Corte Suprema. Cuando mi jefe-magistrado la leyó, me dijo que no creía que las demás 
magistradas la firmaran, así que me envió a preguntarles primero para verificar que no 
perdería el tiempo enviándoles el expediente con el proyecto de fallo. En efecto, ambas se 
negaron. Una de ella me dijo: “no podemos patear la lonchera”. 
 
Sin embargo, más allá de las instrucciones expresas o tácitas de las Altas Cortes tradicionales 
hacia los jueces de rango inferior, y de los acuerdos y desacuerdos que éstos últimos tuvieran 
sobre la procedencia de la tutela contra decisiones judiciales, abogados y legos continuaron 
aludiendo a la protección al “debido proceso” para que las sentencias fueran modificadas, 

                                                   
70 Este nombre lo utilizó el entonces presidente Ernesto Samper para referirse al enfrentamiento entre la 
Sala Penal de la Corte Suprema de Justicia y el Congreso, debido a las investigaciones que inició la primera 
contra parlamentarios que votaron a favor de la inocencia del presidente en el juicio político que se adelantó 
como consecuencia del proceso 8000. Posteriormente la prensa lo usaría para nombrar las discusiones entre  
las altas Cortes por la procedibilidad de la acción de tutela contra sentencias de cierre.  
71 Aun hoy son una minoría.  
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revocadas o anuladas. En 1999 la Corte Constitucional publicó “las estadísticas sobre la acción 
de tutela”, donde indica que entre 1995 a 1999 era uno de los seis derechos más invocados, 
por lo general después del derecho de petición e igualdad. En las mismas estadísticas aparece 
que la Rama Judicial se encontraba entre las cuatro entidades del Estado más demandas72.  
 
 
“Ya no es lo que era…” 
 
El grupo de “valientes” que tienen en cuenta el derecho constitucional para resolver casos 
ordinarios73 también aumentó con el paso del tiempo, pero sería errado afirmar que este grupo 
está comprometido con una agenda clara y definida que se opone a los postulados que algunos 
académicos han vinculado con el derecho tradicional o clásico (López Medina, 2001). En la 
vida cotidiana no existe algo así como el grupo de los vanguardistas y el grupo de los 
tradicionales. Existen más bien muchas fusiones entre los dos, y lecturas y relecturas de lo que 
significa el “nuevo derecho” y “viejo derecho”. Algunos de los actores tienen descripciones 
más confusas que otros sobre lo que ha significado esta transición constitucional, así como los 
costos y beneficios que ha generado.   
 
En las palabras que utilizaban los trabajadores y abogados con los que hablé, pude identificar 
que existe la percepción general que relaciona el dominio del debate constitucional e 
internacional con visiones vanguardistas, “innovadoras” e incluso sofisticadas del derecho. 
Esta visión “contemporánea” contrasta con los enfoques tradicionales, que los entrevistados 
vinculan con la exégesis, el legalismo y una lectura acrítica de la Corte Suprema; de manera 
que los funcionarios que no dominen este debate, son considerados “arcaicos” y 
descontextualizados. Incluso ninguno estuvo en contra de la aplicación del derecho 
constitucional en todos los casos, así que sería mejor decir que existen lecturas más cautas o 
conservadoras que otras en cuanto a su aplicación. La mayoría de los funcionarios 
entrevistados hicieron alusión a este contraste y a la necesidad de seguir formando a jueces y 
empleados para que se produzca un cambio general de mentalidad. Al respecto el ex juez 
Boris comentó: 
 

…es muy común uno encontrarse con jueces en seminarios, en reuniones de la misma 
especialidad, en este caso de laboral, entonces como un intercambiar de ideas, 
conocimientos, posiciones, y ver uno cómo jueces que adoptaron una sola posición se 
quedaron y nunca cambiaron, incluso uno diciéndoles, mostrándoles la jurisprudencia, los 

                                                   
72 Corte constitucional y Consejo Superior de la Judicatura. Estadísticas sobre la acción de tutela. 1999. Pg. 
50 y 51.  
73En cuanto a las acciones de tutela no hubo debate. Se entendía que la máxima autoridad de la jurisdicción 
constitucional era la Corte Constitucional, por lo cual su jurisprudencia se aplicaba en este ámbito sin 
discusión.  
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fallos y siempre quedaron con la misma mentalidad, con la misma idea arcaica de ver el 
problema y solucionarlo así no más… generalmente el empleado judicial es un empleado 
de muchos años, llevan 10-15-20-25 años, algunos muy próximos a pensionarse, 
faltándole 5-7 años, todos son empleados que tienen una mentalidad pues muy quedada, 
muy arraigada, y esa mentalidad es muy difícil cambiarla, empleados que están ahí para 
toda la vida, es muy difícil, una lucha muy constante de que él tenga un pensamiento 
diferente, una dinámica diferente, que se hagan cambios, es muy reacio al cambio." 

 
El discurso de Boris delata una marca nítida sobre el antes y el después de las prácticas y 
creencias de los abogados colombianos, y llama la atención sobre las huellas que dejó el paso 
de las últimas tres décadas en los imaginarios de la comunidad jurídica caleña. En definitiva, 
convicciones muy profunda se desvanecieron para dar vía a un debate que aún hoy está 
vigente, y que no parece llegar a un punto final en el futuro cercano. Pero esta nueva reflexión 
no llevó a un remplazo ideológico, sino más bien a una diseminación de percepciones sobre la 
forma de pensar y hacer derecho. No se trata de un debate ideológico evidente y delimitado 
¿pero se podría afirmar que antes si existía?   
 
Según los entrevistados, antes de la ruptura constitucional existían principios más o menos 
uniformes frente a la relación entre el derecho constitucional y el derecho ordinario, que eran 
acogidos por la mayoría de los abogados, en la medida que también eran transmitidos en todos 
los salones de clase de Cali, y al parecer de Colombia.  Estos principios son: la primacía de la 
ley sobre la jurisprudencia, la jerarquía incuestionada de la Corte Suprema y la imposibilidad 
de reabrir un proceso que ya estaba en firme. El magistrado Nicolás explica el consenso que 
existía antes con estos términos:  
 

“Los que fuimos jueces antes del 91 jamás nos preguntábamos por la Constitución sino 
que nos preguntábamos simple y llanamente que decía la Corte Suprema de Justicia al 
aplicar la Ley. Esta era porque era constitucional, y jamás iba a pensar que una sentencia 
de la Corte Suprema de Justicia era inconstitucional. Eso no estaba en los temas, nadie, 
absolutamente nadie. Entonces la mayor aspiración era tener la capacidad de pensar como 
pensaba la Corte Suprema de Justicia, que hoy es diferente, el juez de hoy sabe qué piensa 
la Corte Suprema de Justicia pero no necesariamente hace lo que ella piensa, porque hoy 
se es mucho más crítico. No significa que en los alejamientos de las providencias de la 
Corte se hacían más inteligentes, pero ahí por lo menos la actitud de ver el derecho 
diferente. Entonces qué es lo que yo les digo a los alumnos hoy en día 'cuando a mí me 
tocó no teníamos ni la más mínima seña de lo que era la constitución, ni qué era nada 
diferente a lo que era la Corte Suprema de Justicia'. Si los profesores de nosotros en esa 
época eran los magistrados de la Corte Suprema de Justicia que llevaban como 20 años en 
la Corte, esos señores era lo que ellos dijeran, Colombia hacía lo que ellos dijeron, todos. 
Hoy, con la composición de la Corte Suprema de Justicia, ahora es totalmente diferente. 
Ellos saben que son unos muy buenos intepretadores pero son eso, hay jueces que tienen 
otra capacidad, otra interpretación, bueno, lo que pasa es que ya vemos que el problema 
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no es de correctud, porque en el derecho no hay la solución correcta, pero eso jamás lo 
pensábamos hace 20, 30 años. 

  
En el discurso de Nicolás, que es muy similar al de varios funcionarios y empleados, se puede 
identificar el cambio en el paradigma jurídico: de ser los detentores de la verdad, pasaron a ser 
unos intérpretes más; de asumir en todo momento la constitucionalidad de los fallos, a 
reflexionar sobre sus conclusiones; de confiar en la verdad ontológica, a confiar en la 
multiplicidad y la divergencia. La Corte Constitucional amenazó la jerarquía desde su fuente 
de legitimidad al demostrar que no era el “único”. Que existían otras formas de interpretar las 
mismas normas. No obstante, según expliqué, esto no iba a significar que los intérpretes 
“correctos” eran los constitucionalistas. El cambio fue más profundo, se dio en las bases del 
pensamiento de la comunidad jurídica colombiana, pues ahora se defiende la reflexión sobre la 
norma como una práctica legítima que hace parte del quehacer del funcionario.  
 
Antes, el discurso jurídico dominante promulgaba que los cambios jurídicos solo se debían 
desarrollar en altas instancias (Congreso y Altas Cortes) pero con el aumento de opciones de 
fallo ahora los jueces y magistrados de instancia defienden, con mayor consciencia, que 
pueden disentir con la autoridad sin cometer prevaricato y, por tanto, que se pueden tomar la 
libertad de reflexionar sobre las interpretaciones que despliegan las autoridades judiciales. 
Insisto que este no es una revolución en la manera en que se emite nuevo derecho (pues 
supongo que es posible encontrar cambios en la interpretación de una institución por parte de 
magistrados y jueces antes de 1991), pero si es un cambio importante en cuanto a la forma que 
jueces y magistrados conciben su propio quehacer. Es probable que antes los jueces y 
magistrados también crearan dogmática jurídica, pero no defendían este acto como una 
función propia de su cargo, antes al contrario, insistían en la aplicación “racional y objetiva” 
de la ley. Nicolás continúa su entrevista explicándome lo siguiente:  
 

Yo: Cuando usted falla ¿construye su propia doctrina o atiende lo que dijo el órgano de 
cierre? - Siempre he dicho que para poder aislarme debo conocer la tesis contraria - ¿Pero 
la aplica? - No, la conozco y yo determino si me convence, si es la que voy a aplicar o no 
y si no me convence no la aplico. Porque hay otras, por lo general ya todos los puntos son 
muy críticos, hay varias interpretaciones, entonces como hay varias interpretaciones uno 
debe entender varias interpretaciones sobre un mismo punto. Eso significa que si 
razonadamente existen varias ópticas, ninguna nunca se comete prevaricato aislado de la 
razonabilidad. Entonces eso es lo que uno trata de hacer. - ¿De ser razonable más allá de 
lo que diga el órgano de cierre?. - Más allá... pero es difícil, para todos los casos, porque 
es un examen muy reflexivo, ojalá uno tuviera todos los días de mayor reflexión, entonces 
ese es el oficio, uno trata de conservar, yo trato de conservar los criterios (…)Muy 
rápidamente advierto si el problema ha sido legislado o no. Si el problema ha sido 
legislado busco un antecedente, si no ha sido legislado el problema estoy ante un tema 
nuevo y por lo tanto, en todo caso, debe primar la razón, una razonabilidad. -¿usted ha 
tomado distancia o suele aplicar lo que dice la ley? – No, no, no, porque ahí ya es donde 
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uno entiende que si bien no existe receta en la hermenéutica, la hermenéutica no le ofrece 
a usted una receta para pensar bien, entender bien, deducir bien, pero al menos le da la 
posibilidad de contrastar y aceptar la posibilidad de varias interpretaciones. Yo busco, yo 
trato de buscar cuáles son las válidas si es que las hay.  

 

Nicolás nos habla de la libertad que otorga la reflexión al juez. Pero también hace énfasis 
sobre la responsabilidad que esto implica, pues es “difícil”, requiere de esfuerzo y de tiempo. 
La reflexión le da libertad al juez, pero también implica serias responsabilidades. El nuevo 
paradigma no significa que todos puedan disentir sin más. Quien lo acoja tiene la carga de 
demostrar lo “razonable” de la propia reflexión; actividad que es descrita por los funcionarios 
como algo “difícil” que requiere de esfuerzo, tiempo y formación.  

En este sentido, los nuevos ideales en la formación de pregrado y posgrado también han 
implicado una influencia fundamental en la tendencia hacia la reflexión que se ha extendido 
entre algunos círculos de la organización, y cada vez va en aumento. Este nuevo paradigma, 
aún en estado embrionario, tuvo su inicio en reformas que fueron lideradas por los 
movimientos de derecho y desarrollo que se presentaron en Colombia en las décadas de los 
años 60 y 7074. La meta del movimiento consistía en promover la democracia y la economía 
de mercado, y se podría afirmar que era una de las estrategias desplegadas por los países del 
primer mundo en el marco de la guerra fría.  
 
Cesar Rodríguez defiende que las intervenciones del movimiento en Colombia se concentran 
en dos momentos, pero solo me centraré en el primero, que consistió en apostar por un cambio 
en la educación jurídica. A través de diferentes agencias multilaterales, Estados Unidos 
adelantó proyectos con varias universidades que tenían como objeto modificar la manera en 
que se estaba enseñando el Derecho75. La intención con esta alianza consistía en formar 

                                                   
74 Bajo la categoría “derecho y desarrollo” se relacionan diferentes programas diseñados y financiados desde 
el norte global para reformar las estructuras de los estados del sur global así como su cultura jurídica. 
Cambiaron en diferentes momentos de marco teórico, de objetivos y de estrategias, por lo cual no es 
posible enmarcarlos dentro de unas pautas o lineamientos esenciales. La premisa básica que los une, 
consiste en la transferencia de dinero y personal de algunos países del norte, especialmente Estados Unidos, 
a diferentes países del sur a través de donaciones o de préstamos sujetos a ciertas condiciones, como el 
implementar ciertos tipos de diseños institucionales o difundir ideas diferentes a las tradicionales sobre qué 
es el derecho y qué se puede hacer con él. 
75 “Los trasplantes tenían cuatro componentes. Primero, las reformas implicaban la transmisión del método 
de enseñanza socrático, que debía reemplazar el método prevalente en América Latina, heredado de las 
culturas jurídicas europeas continentales y caracterizado por el predominio de la cátedra y el papel pasivo 
del alumno. Segundo, concebían como recurso pedagógico fundamental el análisis de casos concretos. Esto 
se contraponía al estudio sistemático de reglas abstractas contenidas en los códigos, que ha dominado la 
enseñanza del derecho en la región. Tercero, difundían la imagen instrumentalista del derecho, esto es, la 
imagen del derecho como herramienta para el logro de objetivos sociales escogidos deliberadamente (…) 
Por último, y en estrecha relación con el aspecto anterior, el modelo proponía una concepción del abogado 
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abogados que fueran capaces “de usar su conocimiento del derecho de forma creativa para 
resolver una multitud de problemas sociales apremiantes” (Rodríguez Garavito, 2006, pg. 11), 
lo cual implicaba la revaluación de los métodos utilizados en clase así como las competencias 
y habilidades que se le exigía al egresado del programa. Este cambio en la academia también 
implicó el surgimiento de un nuevo grupo de abogados: los académicos de tiempo completo. 
Actores muy diferentes a los abogados asesores, funcionarios y litigantes que solían conformar 
la planta profesoral en décadas anteriores. Estos académicos tienen el interés de dedicar todo 
su tiempo a la investigación y a la enseñanza, y de analizar el derecho con un énfasis crítico, 
muchos de ellos valiéndose de metodologías propias de las ciencias sociales.  
 
Como consecuencia de estas transformaciones, actualmente existen, a grandes rasgos, tres 
tipos de universidades en Latinoamérica (Pérez Perdomo, pg. 12). Un primer grupo son el 
producto o el subproducto de los movimientos de Derecho y Desarrollo, que incorporaron 
materias como sociología y métodos heterodoxos a su plan curricular donde el estudiante tiene 
un papel más activo. Sin embargo, este proyecto no caló en la mayoría de las facultades 
colombianas, que continuaron implementado las convenciones jurídicas y pedagógicas de la 
época: clase magistral, solo materias profesionalizantes, y la enseñanza de ideas abstractas y 
sistematizadas en lugar del estudio de casos concretos (Rodríguez Garavito, 2006, p. 13).  
 
Si bien a finales de los 70 se creía que estos programas de “Derecho y Desarrollo” habían 
fracasado, al punto de reconsiderar los métodos y la agenda de objetivos a alcanzar (pues 
pasaron de hacer convenios con las universidades a promover capacitaciones y reformas en la 
Rama Judicial), hoy en día es posible afirmar que las facultades que se unieron a este proyecto 
han graduado abogados con competencias y preocupaciones muy diferentes a las que 
comparten los abogados más “tradicionales”, y que incluso, por medio de redes y alianzas 
académicas, han promovido su perspectiva en programas que han surgido décadas después del 
proyecto piloto, que para el caso de Colombia fue protagonizado por la Universidad de los 
Andes. A estos dos prototipos de enseñanza jurídica, le debemos sumar una tercera categoría 
de facultades creadas para hacer negocio, también llamadas “universidades de garaje”76: baja 
calidad, bajos costos y buenas utilidades.  
 
Tenemos entonces que la academia y la justicia se van a ver influenciadas por dos cambios 
importantes en la ideología jurídica: la necesidad de formar abogados reflexivos, competentes 

                                                                                                                                                                

como ingeniero social que sería capaz de usar su conocimiento del derecho de forma creativa para resolver 
una multitud de problemas sociales apremiantes. (Gardner, 1980)” (Rodríguez, 2006). 
 
76  En noticia del 3 de noviembre de 2014, titulada “Abogados piden más control al Estado para 
'universidades de garaje'”, Alejandro Arenas Arcila, vocero de la Asociación de Abogados Litigantes de Cali, 
afirmó “el ministerio de Educación no ejerce control ni regula la oferta y demanda frente a las realidades del 
país, y permite que proliferen ‘universidades de garaje’ de las que egresan abogados sin la idoneidad y 
calidad ética para defender los derechos de los ciudadanos” (Cali, 2014).  
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en uso de herramientas de análisis social, pero también sensibles a una nueva carta de 
derechos que deben proteger y garantizar. Este movimiento de vanguardia en la educación 
jurídica llegó a la Rama por tres vías: Los programas de Derecho de las universidades, la 
Escuela Judicial Lara Bonilla, la necesidad de resolver acciones de tutela. En el caso de Cali, 
la primera vía empieza a aportar a nivel de posgrado, pues la mayoría de los entrevistados 
afirmaron haber recibido una educación tradicional y formalista en el pregrado y haber 
complementado su educación constitucional, dirigida a la adjudicación de derechos y 
principios, con los posgrados y los cursos de la Escuela Lara Bonilla. Por esta razón la Escuela 
Lara Bonilla aparece como protagonista de la formación constitucional de los jueces, gracias a 
los convenios que hizo con académicos prestigiosos en los círculos académicos y defensores 
del nuevo derecho, provenientes de la Universidad Nacional y de los Andes. Así, algunos de 
los módulos sobre argumentación y teoría jurídica fueron redactados por profesores 
promotores de esta nueva visión como Rodrigo Uprimny.   
 
Si bien la primera conexión que tuvieron empleados y funcionarios entre los nuevos 
paradigmas de formación, la Constitución de 1991 y la práctica cotidiana fue a través de la 
acción de tutela, la cual fue la encargada de abrir el camino ideológico y metodológico para la 
constitucionalización del derecho en todas sus ramas, en los procesos ordinarios, según lo 
expliqué en párrafos anteriores, la tensión entre tradición y vanguardia fue más inquietante y 
confusa. Por esta razón, el llamado a la reflexión no es tan claro para muchos jueces que aún 
no saben cómo actuar o cómo proceder ante la amplia oferta de visiones jurídicas. Además, 
porque las mismas instituciones que los forman, vigilan y evalúan, también manifiestan 
discursos contradictorios. Por ejemplo, en la Escuela judicial Rodrigo Lara Bonilla, “el Centro 
de Formación Inicial y Continua de funcionarios y empleados al servicio de la Administración 
de Justicia en Colombia” (Consejo Superior de la judicatura, Sala Administrativa, 2011), se ha 
impulsado la imagen de un juez que aplica criterios constitucionales a los procesos ordinarios 
y, en esa medida, ha defendido una visión amplia del debido proceso. Sin embargo esta 
posición no es pacífica dado que algunos magistrados y órganos de control no la comparten y, 
como expliqué en líneas anteriores, consideran que puede terminar vulnerando el derecho al 
debido proceso en lugar de protegerlo. La consecuencia de esta disparidad es que algunos 
jueces piensan que su libertad para asumir una u otra posición no es muy clara, y que más allá 
del discurso de las Altas Cortes, todavía faltan muchos acuerdos por definir a nivel de 
instancia. Al respecto el juez Gregorio me explicaba: 
 

¿hasta qué punto puede un juez ordinario y constitucional estar dentro de la misma 
normatividad? y eso es lo que la tendencia [plantea], pero pues hay grandes tropiezos 
sobre todo de índole legal para que el juez como tal, como operador judicial, no se vea 
responsabilizado de manera propia como una denegación de justicia o un debido proceso 
[desde la perspectiva contraria a la aplicada], o bueno un prevaricato o bueno tantas 
situaciones que se pueden ver uno inmerso en una acción contra  un operador judicial.   
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Ahora bien, el nuevo paradigma no solo ha sembrado la semilla de la reflexión y la 
incertidumbre en el actuar cotidiano de algunos jueces y empleados. Esta nueva versión del 
debido proceso está mucho más ligada con el “valor justicia y el derecho de acceso a la 
justicia” que su versión anterior. Antes, solo debían preocuparse por “aplicar la ley” dado que 
existía la creencia de que esta tenía una única interpretación, lo que en otras palabras significa 
que la pauta era cumplir la tradición. De repente, la técnica del proceso y el valor de la justicia 
se fusionan en el caso de algunos funcionarios, y toman forma en la manera de interpretar el 
quehacer diario. Entonces empleados y funcionarios empiezan a considerar que las acciones 
que realizan al momento de participar en el procedimiento, materializan una versión de lo que 
es justo o injusto. En otras palabras, la justicia no es un valor abstracto. Ésta se define en la 
interacción con el usuario, en la forma en que se recolectan las pruebas y se adicionan al 
expediente, en la manera en que estas son valoradas, en los criterios de admisión e inadmisión. 
Para los empleados y funcionarios que están conectados con esta forma de ver el derecho, el 
debido proceso pasó de ser nueve causales del art. 140, a permear todas las acciones que se 
realizaran durante el procedimiento.  
 
Esta relación más nítida con la justicia, reconfigura el sentido del debido proceso en la rutina 
cotidiana al otorgarle un carácter más íntimo y emocional, pues vincula la tarea manual e 
intelectual con los significados que cada trabajador le otorga a su quehacer diario, o mejor, a 
aquellos símbolos que le indican que está haciendo un buen trabajo (Collins, 2009 p. 209). Las 
palabras más comunes para describir lo que hacen día a día es “impulsar el proceso” y si lo 
hacen bien, cuidándose de respetar los símbolos que valoran, materializan, a su juicio, el 
“debido proceso”. Acorde con este relato, todos los entrevistados manifestaron estar 
comprometidos con un ideal de justicia estrechamente relacionado con una forma de ejecutar 
sus tareas. 
 
Si hacen bien la tarea, si realizan las pequeñas y grandes acciones cotidianas como consideran 
las “deben” hacer, nos encontramos con jueces orgullosos de sus despachos, defensores 
convencidos de su forma de pensar, historias sobre las victorias que han obtenido en medio de 
colegas conservadores o descuidados, relatos autobiográficos con tinte épico donde destacan lo 
mucho que han logrado y las cosas que han cambiado, así como la continua lucha que deben 
acometer día a día contra los otros “equivocados” (este es el caso de cinco entrevistados en 
especial). Cuando le pregunté a Matías cómo había vivido esta transición en el Tribunal, me 
contestó:  
 

Si la viví. No fue fácil porque en un Tribunal se maneja otro perfil, no eres juez 
individual. Tienes que conversar con dos, adaptarte a dos, mirar las circunstancias 
respecto a que son salas duales, plurales. Quizás el área laboral fue una de las más 
difíciles para acoger conceptos de bloque de constitucionalidad y ese tipo de cosas. 
Entonces, como es difícil el tema ahí, querer involucrar nuevas cosas no fue fácil, no es 
fácil y no seguirá siendo fácil.- yo: ¿Por qué no es fácil? ¿Cómo podría describir las otras 
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visiones? - Se manejan diversas ideologías y de pronto el cerrado es uno. Hay cosas que 
son progresivas, nunca son cosas abruptas. De a poco. - ¿ha avanzado desde que usted 
llegó? - Si, ha avanzado. Llevo 7 años y medio de magistrado. Antes era difícil hablar de 
eso, antes era difícil apartarse de una Corte, acoger otra Corte o incluso mirar desde otra 
perspectiva el precedente. - ¿Usted ha considerado que acoger una tesis de otra Corte 
pueda afectar su evaluación? - No lo dicen expresamente, pero sí creo que sucede.  

 
Por otra parte, cuando las descuidan o modifican porque la premura de las metas lo exige, la 
cantidad de trabajo agobia, las instancias superiores o los entes de control censuran o 
entorpecen, el significado del quehacer disminuye y la tarea de adjudicar derecho se deriva en un 
sinsentido técnico o mecánico que afecta la “calidad” de su trabajo y por tanto de la “justicia” 
que adjudican. Por ejemplo, algunos de los jueces entrevistados, como Joaquín, explicaron que a 
veces evitaban distanciarse de posiciones de la Corte Suprema que consideraban injustas, porque 
no tenían tiempo de argumentar con calidad sustancial una sentencia que se apartara. Cuando le 
pregunté al Juez Alberto sobre su experiencia como juez de descongestión durante unos meses 
en el año 2007, me contestó “Se sacrifica calidad por cantidad. Lo que se hacía más breve, 
corriendo. Había más sacrificio, corriendo, sin pensar, llevando procesos para la casa, y sigue 
siendo así”. Igual lo describió Martín, quien fue uno de los Magistrados que no suele crear 
doctrina y que aplica generalmente la jurisprudencia de la Corte Suprema o la Corte 
Constitucional. Cuando le pregunté sobre su rutina me contestó:  
 

“Pero es que yo digo que hay una cantidad de asuntos pero muy poquito tiempo que puede 
uno… A vos no te permiten tener tiempo para detenerse. También está la falta de 
capacitación, la congestión - ¿La falta de capacitación de quiénes? -De los funcionarios. A 
mí me parece que les hace mucha falta, eso no les haría daño como una actualización, 
vamos a mirar estas sentencias qué han producido, qué implicaciones tiene, el Consejo de 
Estado declaró la nulidad de este decreto, qué implicaciones tiene acá. Como toda la gente 
no tiene inquietud, eso debiera ser como auto formación, lo estaban proponiendo por ahí. 

 
Sin embargo, en todos los relatos pedidos y no pedidos se evidencia una búsqueda diaria por 
defender un conjunto de valores diluidos en sus labores diarias. Por lo menos en auto-convencerse de 
que las elecciones que están haciendo son correctas, o las mejores que se podrían tomar en esas 
circunstancias. Algunos se sienten más sometidos que otros por lo que perciben como una estructura 
(las evaluaciones, la imposibilidad de parar el tiempo para razonar, las angustias por las sanciones), 
y esas situaciones les preocupan porque a su parecer tienen un efecto desfavorable sobre la calidad 
de lo que hacen.  
 
Vemos entonces que hacer bien el trabajo acorde con sus convicciones de justicia, le imprime a las 
tareas diarias emociones positivas, lo que contrasta con aquellos que sienten que no pueden 
acompasar sus labores con los símbolos que valoran, porque elementos estructurales (tiempo, 
evaluación) lo impiden, y no se consideran como defensores de una versión personal de justicia. Las 
personas que hablaban sobre su trabajo con más sentido de pertenencia, es decir, con una energía 
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emocional más alta, también solían ser quienes tenían una evaluación más categórica sobre el buen o 
mal trabajo del “otro” 77, quien se convierte en aliado o transgresor, dependiendo de las maneras en 
que lleva a cabo sus tareas diarias. Este fenómeno Collins lo explica así: “las ocasiones que conjugan 
un alto grado de atención compartido (esto es, un elevado de intersubjetividad) con un alto  grado de 
consonancia emocional- mediante la sincronización corporal… producen tanto sentimientos de 
membrecía adheridos a símbolos cognitivos como energía emocional que los participantes sienten y 
que les instilan sentimientos de seguridad en sí mismo, entusiasmo y deseo de que sus actos sigan la 
senda de lo juzgan moralmente correcto”(Collins, 2009, p. 65).  
 
En este conjunto de narrativas se hacen más notorias las comunidades de significado (Berger & 
Luckmann, 1997) vinculadas con las percepciones de justicia que existen en la institución. La 
descripción de la empleada Merceditas sobre sus jefes nos permite observar las distinciones 
principales a la hora de valorar al otro en la Rama Judicial: “la doc. [ex juez- jefe muy relevante en 
su vida] era más Corte Suprema de Justicia que Corte Constitucional. Decía ‘esto es un ordinario, no 
es una sentencia de tutela’. Todavía pasa, todavía hay gente que piensa así. La jefe de ahora es más 
constitucionalista, por los derechos de las personas ¿cómo vamos a dejar a alguien sin pensión? 
Dice”. Benito evidencia con mayor claridad esta relación entre reflexión, decisión, acción cotidiana 
y justicia, cuando nos describe su percepción de una juez-jefe que tuvo: 
 

“Era muy de empresa privada y era muy lo que diga el Tribunal. Ella no buscaba... lo que diga la 
Corte y lo que diga el Tribunal, lo que dijeran los dos. Lo que te quiero decir es que no era de crear 
su propio criterio, ni de apartarse de nadie ni de nada porque estaba nueva allí, porque se sentía más 
segura si seguía el lineamiento que seguía el Tribunal o si seguía el lineamiento que dijera la Corte, 
entonces es moverse en lo seguro aunque no vaya de la mano de la justicia. Y ahí es donde uno 
dice, 'bueno justicia'! Sí muy efímero y todo, pero hay cosas como que hay casos que uno dice 'pero 
esto no debe ser así'. Allí donde otros se apartarían, que son muy pocos, otros mantienen lo que 
diga la Corte [Suprema de Justicia], que también tienen que ver con las asustadurías, ¿no?” 

 
Acorde a su criterio, en la Rama hay personas que desean ser justas y personas que no les interesa si 
lo que hacen coincide con sus creencias sobre justicia y se dedican a hacer lo que consideran les 
corresponde sin atender sus convicciones. Los entrevistados retratan a las personas mencionadas en 
el segundo caso como empleados y funcionarios conservadores de una visión tradicional del derecho 
que todavía es representada por la Corte Suprema de Justicia, y cuya mayor preocupación es 
conservar su empleo y obtener premios institucionales. Por otra parte, los interesados en hacer 
justicia, que son minoría, reivindican sus discernimientos y procuran aplicar una visión de justicia 
que Benito describe como visible o evidente. Incluso él considera que, acorde a la experiencia que ha 
tenido con sus jefes, existe una relación más o menos clara entre formación y diálogos sobre justicia: 

                                                   
77 Claro está que esto también se presenta porque responder una entrevista es un ejercicio proscénico. Es 
decir, el individuo pone en escena su vida, y como protagonista de la misma, mantiene un guión donde el 
“yo” o el “self” gane confianza y para ello le interesa mostrar lo mejor de sí mismo o al menos no ser 
vilipendiado. No obstante, insisto que lo que me interesa en este caso es el sentido y los símbolos que el 
individuo le otorga a su experiencia (Goffman, 1989).  
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“…uno se podría poner a decir que la Corte Suprema es injusta. Pero también creo que (…) Son 
aquellos que están más formados, o sea ellos se sienten más seguros porque tienen más herramientas 
conceptuales para en la sentencia decir 'me aparto por esto' porque hay que justificar y todo el 
mundo no lo puede justificar”.  
 
No obstante, la creencia que tiene Benito de lo justo es contraria a la de otros funcionarios como 
Leopoldo, Boris y Martín, quienes consideran que lo justo parte de proteger el principio de 
legalidad, la seguridad jurídica y el derecho a la igualdad. Por ejemplo, el juez Boris exponía: 
“El problema de los jueces es la subjetividad, ser subjetivos, el derecho no da para ser subjetivo 
porque es que las normas no dan para variar al blanco de una manera, al negro de otra manera, el 
bajito de una manera... los medios probatorios son las pruebas, el derecho es el derecho. O 
bueno, que el juez tenga unos parámetros donde pueda oscilar, es otra cosa diferente, que el juez 
tenga unos parámetros donde moverse es diferente, pero esos parámetros los da la misma norma. 
Igual no se puede ir más allá de esos límites”. Por la misma línea de pensamiento, sobre los 
parámetros que se deben tener en cuenta al momento se hacer justicia, la expresaba Leopoldo: 
 

Estoy seguro que hasta este momento encontrar una sentencia que cite fundamentos 
constitucionales con acierto y deduzca la solución, no, no, no, eso es solo altas Cortes. 
Porque les toca, por lo que la responsabilidad es mayor y obviamente gente muy 
competente. Pero esa deficiencia la tendremos todo el tiempo en Cali. El que paga los 
desaciertos son los usuarios. A ellos [los funcionarios] les importa un pito, hay un 
magistrado que es así: ‘me parece que la pensión debe existir y punto’. ¿Por qué? Porque 
debe existir y ya. A mí me preocupa mucho el manejo de esas fuentes [constitucionales e 
internacionales] por parte de gente incompetente. Poco instruida, poco estudiosa, sin ética. 
Para mí más seguridad implica seguir la ley, andar por los campos de la norma. Esto debe 
ser genial en Francia en Estados Unidos, pero aquí en Colombia con tanto juez 
incompetente no estudioso ¿qué podemos esperar? cualquier cosa. Creo que la ley genera 
más seguridad jurídica. 

 
En este sentido, el trabajador judicial se evalúa o evalúa al otro, de una  manera más o menos 
consciente, a partir de una noción de justicia procedimental o metodológica78. Es decir, parece 
existir un acuerdo tácito de que es posible materializar el valor de la justicia al realizar un 
conjunto de pasos o de actividades o, dicho de otra forma, que una visión sustancial de justicia 
se puede traducir en una tareas que configurarían el quehacer cotidiano del buen funcionario 
judicial: aplicación de la ley, reflexión ante la ley, preferir la jurisprudencia de la Corte 

                                                   
78 Para una definición y debate sobre la justicia procedimental y las diferencias con la justicia material o 
sustancial ver: Ramírez, A. R. (2008). Justicia Básica Procedimental para Sociedades Mínimamente 
Decentes. Pensamiento y Poder, 1(2), 59-70. Ver también: Enciso, Y. E., & Marín, J. J. (2006). El concepto 
de justicia en John Rawls. Guillermo de Ockham: Revista científica, 4(2), 27-52. 
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Constitucional en ciertos casos79, atender todas las perspectivas, etc.  
  
En conclusión, algunos entrevistados creen que la justicia está relacionada con atender el criterio 
propio, la intuición propia de lo justo (que suele coincidir con la jurisprudencia de la Corte 
Constitucional); para defender o justificar esta visión propia, se necesita tiempo y  formación, 
variables que son más escasas mientras más baja es la instancia (En el Tribunal hay más 
espacios y tiempo para la discusión y el análisis que en primera instancia). Quien no cuenta con 
estas herramientas debe aplicar la doctrina de la Corte Suprema, y si no lo hace, se puede ver 
inmerso en un proceso disciplinario o puede quedar mal evaluado. Se advierte entonces, que la 
labor de los trabajadores de la Rama Judicial no consiste precisamente en impartir justicia, 
porque no siempre lo pueden hacer, consiste en evitar que el proceso se vea afectado al vulnerar 
los parámetros mínimos que lo componen (los cuales no son muy claros), y si pueden, imparten 
justicia.  
 
Vemos entonces que el “debido proceso” es un concepto y un derecho etéreo y cambiante que 
tiene un papel protagónico en el mundo simbólico de la Rama Judicial. Éste define los márgenes 
entre lo que está permitido y prohibido hacer durante el procedimiento y, tal vez debido a su 
carácter medular al momento de definir lo que es jurídico de lo que no lo es, ha sido usado como 
instrumento disruptivo por los partidarios de nuevos paradigmas para introducir otros símbolos 
que incluso podrían resultar antagónicos frente a los que ya existían, como la justicia material y 
la admiración a la reflexión. Por otra parte, en el nuevo enfoque del debido proceso se ven 
reflejadas las teorías que explican el cambio social en las sociedades actuales (Beck, Lash, & 
Giddens, 1997; Berger & Luckmann, 1997), mostrando que los procesos de globalización, 
vaciamiento de la tradición y el desvanecimiento de los parámetros, también afectan a la 
disciplina jurídica. Estas transformaciones modifican la rutina y los sentidos que los operadores 
jurídicos le otorgan a su quehacer diario, quienes a su vez, contribuyen a impulsar el cambio 
jurídico y social cuando valoran y legitiman los nuevos símbolos. En el próximo acápite haré 
referencia a los cambios que ha tenido este concepto con la reforma al sistema procesal oral.  
 
 
 
 

                                                   
79 Sobre este aspecto Martín me contaba: yo: ¿cuándo no son armónicas las tres Cortes usted por cuál se va? 
-me voy por la Constitucional - ¿Siempre se va por la constitucional? ¿Así por ejemplo la tesis de la 
constitucional sea contradictoria con la Suprema? - así sea contradictoria a la de Suprema. - ¿por qué lo 
hace? - porque es más protectora de los derechos fundamentales y la seguridad social es un derecho 
fundamental.  
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Entre lo escrito y lo oral 

Ahora nos parece una ilusión, una de esas ilusiones únicamente 
sustentadas por la mirada concentrada de todos los que ocupan la 
sala. Si retiramos la mirada un solo instante, el espejo cae al suelo y 
se hace añicos (Coetzee, 2004, p. 30) 

 
En este capítulo ahondaré en otra de las facetas del debido proceso, pues además de los 
imaginarios que lo rodean, también cambiaron de manera estructural las actividades que lo 
componen cuando viramos del sistema escrito (realmente mixto) al sistema oral (todavía mixto). 
Se observa entonces que en las últimas dos décadas el debido proceso se ha transformado en 
todos sus componentes, desde los más sustantivos y etéreos  hasta los más formales y concretos.  
 
La importancia de este debate consiste en confirmar, a través de otra faceta, que el debido 
proceso es hoy día un foco de atención coincidente (Collins, 2009 p.72) pero que los símbolos 
que protege o representa no son muy claros. No solo por el debate que suscitó la redefinición 
que tuvo a partir de la Constitución de 1991 y la jurisprudencia de la Corte Constitucional, sino 
también porque la reforma procesal ha sido interpretada por los actores como defensora de 
diversas creencias y símbolos, incluso antagónicos. Esto es especialmente interesante porque me 
permite mostrar la relación que existe entre las pautas de acción procesales y las creencias y 
símbolos que emergen en torno a ellas, pero sobre todo, porque hace visible que no existe una 
única forma de interpretar dichas pautas. A continuación explicaré, muy brevemente, en qué 
consistió esta reforma, para después centrarme en las preocupaciones y en las nuevas prácticas 
que generó. 
 
La implementación del procedimiento oral laboral en Colombia no es un evento aislado. 
Responde a un fenómeno regional en el que se han involucrado diferentes países de 
Latinoamérica. Entre el año 2002 y 2010, Venezuela, Colombia, Chile, Ecuador, Uruguay y 
Perú, han emitido leyes procedimentales que reforman los antiguos procesos escritos. Según 
Francisco J. Tapia (2012) profesor de Derecho Laboral de la Universidad Católica de Chile, 
dichas reformas han tenido como objetivo lograr que la justicia laboral sea más rápida y 
efectiva, pues el autor acusa a los antiguos diseños institucionales escriturales de la ineficacia 
que han padecido las jurisdicciones laborales. A nivel Latinoamérica, Tapia plantea dos 
desafíos que pueden obstaculizar el funcionamiento de estas reformas: La primera es la 
resistencia cultural, como sucede en toda reforma estructural. La segunda, son los recursos 
institucionales que se requieren para llevarla a cabo (capacitación, adecuaciones estructurales, 
medios de audio y video, entre otros).  
 
Colombia estableció la oralidad como principio procesal desde 1948 en el Código Procesal 
Laboral. Sin embargo, ésta nunca se desarrolló por completo. Antes de la reforma, no existían 
salas especiales para realizar las audiencias, se efectuaban al interior del juzgado, donde se 
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disponían unas sillas Rimax, por lo general blancas, para los testigos, partes y abogados que 
asistieran a la diligencia. Una vez ubicados, usualmente  alrededor de un empleado del 
juzgado, éste le preguntaba a las partes y testigos “los generales de ley” (nombre, edad, 
profesión, domicilio, documento de identidad, razones de su comparecencia), para después 
proceder a transcribir sus respuestas en una máquina de escribir o en un computador, si 
estamos hablando después de los años 90. Durante todo el procedimiento, las partes, abogados 
y testigos le dictaban al empleado lo que debía escribir, de forma que el tiempo que tomara la 
audiencia dependía de la agilidad que tuviera el empleado para digitar los dictados, de su 
capacidad de escucha, así como de la destreza de abogados y usuarios para dictar. Pocas veces 
el juez estaba presente en este proceso. Si el empleado no era asertivo, fuera por novato, por 
desinteresado o por otro motivo, los abogados podían asumir la dirección de lo que ocurría. La 
historia del juez Bernardo, cuando me contó sobre su experiencia como escribiente, nos 
presenta una imagen más detallada de la manera en que se realizaban las audiencias en esa 
época:  
 

…entonces las audiencias, aunque no era lo correcto porque pues el juez tiene que estar y 
presenciar todas las audiencias, en ese entonces los empleados nos repartíamos las 
audiencias y la juez circulaba por todos los escritorios viendo cómo iban las audiencias. 
Entonces uno en la mañana hacía audiencias después de que repartían los procesos y ya 
pues se ponía a hacer lo que correspondía en la tarde. Digamos, a mí me tocaba una tutela, 
entonces empezaba a proyectarla, o una sentencia pues le ayudaba a proyectarla. Y ya. -
¿En algún momento la juez pasaba inspeccionando o algo? - Si, o uno la llamaba ‘no, 
doctora, venga que aquí hay algo como enredado’. Entonces ella venía y pues estaba ahí y 
presenciaba y le decía a uno ‘no, resuélvalo así o hágalo así’. Pero por lo general no 
pasaba nada, o sea, era así la excepción de testimonios, habla el apoderado de una parte, 
pregunta, luego el otro apoderado.  

 
El relato de Bernardo se aleja mucho del ritual ceremonial que se describe en el caso de 
Carmela. Se retrata como un rito mucho más informal, más bien horizontal en su ejecución, a 
menos que se presentara una irrupción de lo cotidiano para el empleado, caso en el cual el 
juez-líder era requerido. Varios de los entrevistados realizaron descripciones similares a las de 
Bernardo, pero comentaron también sobre casos donde el juez no estaba y era el funcionario 
quien decidía sobre los imprevistos que se presentaran.  
 
El proceso escrito tenía ventajas y desventajas para los abogados litigantes según lo relataron 
en las entrevistas. La primera, consistía en que la persona que dictaba (abogado, parte o 
testigo) tenían la posibilidad de modificar lo que había dicho, si se equivocaba o se arrepentía, 
solicitándole al escribiente que borrara y corrigiera. El empleado era quien decidía si accedía o 
no a dicha corrección y, según cuentan los entrevistados, solía ser laxo con esta petición; en 
especial si conocía a los abogados y tenía alguna afinidad con ellos. En el nuevo sistema, 
según me explicó Horacio, “no es posible pedirle al registro que realizan las memorias de los 
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presentes que se devuelva y corrija. Esto implica que todos deban ir con el caso más 
preparado, mejor estudiado, lo que se dijo se dijo y no hay forma de corregirlo”.  
 
Sin embargo, esta característica tenía una desventaja: los empleados se limitaban a transcribir 
palabras, y pocas veces las complementaban narrando los gestos u otro tipo de impresiones 
sobre la actitud o el comportamiento del testigo (por ejemplo comunicación no verbal entre 
abogado y cliente mientras responde las preguntas). Así, cuando se presentaba un discurso 
fragmentado o dubitativo no quedaba registrado como tal, y esta omisión podía afectar el fallo. 
En este escenario el juez solo aparecía en dos actos a menos que se le convocara por alguna 
razón especial: Si entre las pruebas se había pedido una inspección judicial, en la cual el juez 
debía estar presente; y al momento del fallo, cuando el juez leía todos los testimonios e 
interrogatorios transcritos, entre las demás pruebas, para recrear el caso y decidir. En muchos 
casos, como mostraré en el segundo capítulo, el único momento en que participaba el juez era 
firmando la sentencia que había proyectado uno de sus empleados.  
 
La segunda ventaja para algunos, era que en el escrito no había límite de audiencias, por esta 
razón abogados y funcionarios “tenían mucho más tiempo para preparar el proceso y salían las 
sentencias más estructuradas” según considera Merceditas. Además, por ser escrito, era más 
fácil copiar y pegar normas, sentencias y preparar el caso. Varios de los entrevistados 
coincidieron en explicar que ahora, en el nuevo sistema, preparar las audiencias les exige 
invertir más tiempo y dedicación que antes. Las ventajas y desventajas de este punto las 
ahondaré más adelante.  
 
Posteriormente, la Ley 1149 de 2007 reformó el sistema procesal colombiano en material 
laboral, adoptando un sistema de tipo oral 80 . Esta reforma comprendió tres cambios 
importantes según los hallazgos de las entrevistas: 1) limitó todo el procedimiento a un 
máximo de dos audiencias (art. 4). 2) exigió la construcción de salas de audiencia con los 
objetos tecnológicos adecuados para el registro de la información que se presentara en ella. 3) 
Estableció que el juez, las partes y los abogados estuvieran presentes durante toda la 
audiencia. Ahora el empleado judicial sería solamente asistente y observador. Del juez, 
requirió una participación activa como director del proceso, y a los abogados los obligó a 
intervenir oral y espontáneamente en actos que antes realizaban de manera escrita o dictada. 
En conclusión, la Ley generó una transformación muy importante sobre las audiencias que 
componen el proceso judicial, pero de cada una de las reformas surgieron nuevas 
preocupaciones y certezas que desarrollaré a continuación, en el mismo orden en que las 

                                                   
80 Aunque continúa siendo mixto, dado que la primera fase de petición y acceso a la justicia es escrita: la 
demanda se presenta en un documento escrito y la contestación también se puede presentar de la misma 
manera. Igual ocurre con el traslado del examen pericial y sus objeciones, y la interposición del recurso de 
casación.  
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mencioné, para finalizar con un análisis general del momento de transición que está viviendo 
la Rama Judicial.  
 

1. Calidad vs. Cantidad: el dilema del número de audiencias:  
 
Una de las reformas que más conmoción ha causado es el número de audiencias. Según los 
entrevistados, entre otros colegas y profesores con los que he hablado al respecto, la norma es 
confusa. Algunos manifiestan que ésta obliga a realizar una audiencia, otros que dos y otros 
plantean que la norma establece un máximo de dos, permitiéndole al funcionario escoger 
según sea el caso. Sin embargo, el número de audiencias se ha convertido en objeto de 
discusión entre abogados y funcionarios, y un indicador para evaluar la gestión de los mismos 
jueces, pues lo que algunos interpretan como “celeridad” y “garantismo”, otros lo leen como 
“eficientismo  en detrimento de la calidad”.  
 
En principio, debo aclarar que ninguno de los actores consideró que la reforma era, en general, 
desacertada. Todos expusieron que tenía defectos y virtudes. Por ejemplo, si bien los abogados 
manifestaron que ahora los procesos “se mueven más rápido”, también se lamentaron porque a 
su juicio los jueces están vulnerando el debido proceso. Las razones principales son las 
siguientes: la primera es que dejan de realizar pruebas importantes argumentando la premura 
del proceso, como sucedió en el caso de Carmela, que la juez niega la prueba solicitada por la 
abogada Lucía, argumentando, fuera de micrófono, que las partes deben traer todas las pruebas 
a la audiencia. Sus palabras fueron estas: “el despacho comisorio e inspección judicial están 
destinados a desaparecer. Las partes deben llegar con todo al juicio”. Todos los abogados 
litigantes me comentaron sobre alguna anécdota relacionada con esta situación. Lucía, 
acompañada por los demás litigantes, describe la actuación de los jueces como una “negación 
de justicia deliberada, porque por evitarse dilaciones se olvidan del interés principal que es 
buscar la verdad de los hechos”.    
 
De una u otra forma, las palabras de Lucía no se alejan de la justificación de los jueces. En una 
conversación informal que tuve con una juez que no hace parte de los entrevistados, me 
informaba que “ahora solo podemos realizar, máximo, dos audiencias. Si el abogado requiere 
que el juez observe documentos, para eso está la prueba de exposición de documentos de la 
contraparte”. De igual manera el Juez Alberto me comentó durante la entrevista: “Con el 
nuevo procedimiento el juez no tiene oportunidad de trasladarse. Por eso la inspección judicial 
es una prueba muy especial, esta no sirve para presentar documentos, es para inspeccionar 
cosas y elementos que el juez no puede percibir en el momento. Es muy limitada su práctica”. 
Sin embargo, las percepciones sobre la posibilidad de erradicar esta prueba del procedimiento 
todavía no son homogéneas. Un día en el juzgado anoté esto en mi cuaderno de campo 
“Reabren proceso con art. 54, por inspección judicial que no se aprobó, se apeló, y se ganó en 
el Tribunal. Mandan a traer los archivos”. Se trataba de una apelación similar a la que había 
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presentado la abogada Lucía en el caso de Carmela, pero esta vez sí se ganó en segunda 
instancia y el tribunal le ordena a la juez de primera instancia realizarla.   
  
En este caso, nos encontramos ante una ruptura en la costumbre (consistente en la fijación de 
varias audiencias y en la admisión usual de la prueba denominada inspección judicial) que nos 
permite observar como las actuaciones que se desarrollan durante el procedimiento están 
vinculadas a dos intereses que parecen oponerse: a. Administrar justicia o hacer justicia con 
calidad y b. Hacerlo en el menor tiempo posible. Este debate ha sido abordado por la doctrina 
jurídica en varias ocasiones. Pero al analizar las prácticas de la justicia se observa que, cuando 
ambos intereses chocan, los jueces tienen motivaciones importantes para preferir el segundo 
sobre el primero. Entre las principales motivaciones se encuentra el cumplimiento de metas.  
 
Cumplir metas tiene varios réditos positivos. El primero es adquirir un especial estatus en la 
comunidad. Cuando les pregunté a los entrevistados por criterios de prestigio, varios actores 
(aclaro que no fue la mayoría) mencionaron criterios similares al del Magistrado Simón: “Pues 
hay algunos que se destacan. Por ejemplo hay una juez excelente que se destaca por ejercerle 
más rapidez en sus procesos y se mantiene el despacho más o menos descongestionado". Por 
otra parte, cumplir metas también es sinónimo de una buena evaluación por parte del superior 
jerárquico, así como del Consejo Superior de la Judicatura, que es muy útil para obtener 
reconocimientos como el “el juez del año” o un año sabático. Los magistrados me explicaron 
que el premio juez del año, es un reconocimiento que se le otorga al juez que ha sido 
postulado por uno de los magistrados de la sala laboral y ha obtenido la mayor votación en una 
reunión plenaria que realizan cada dos años. Para ser postulado, se requiere haber obtenido un 
rendimiento destacado en los dos años anteriores, es decir, haber sido bien evaluado por el 
contenido de las sentencias y por mantener el juzgado al día o por lo menos no aumentar su 
congestión. Una vez postulado, los magistrados analizan otros criterios que consideren 
relevantes y finalmente votan. El magistrado Matías lo explicaba de esta forma: 
“Normalmente ese juez lo escoge el Tribunal. Hay unos turnos normalmente, no recuerdo 
bien. Cuando me ha tocado laboral nos reunimos previamente, escogemos de los jueces el de 
mejor perfil, creo que tiene que tener un mínimo de calificación, superior a 80-85 puntos, y 
pues ya ahí se entra a valorar cosas, se trata de escoger de los mejores jueces."  
 
Ahora bien, lograr la evaluación superior a 80-85 no es fácil. Exige por parte del juez un fuerte 
compromiso para mantener la producción de sentencias en un nivel alto y, además, le exige 
cierto grado de perspicacia para emitir sentencias que sean valoradas como idóneas por sus 
superiores. En este caso, jueces y magistrados son conscientes de que dicha evaluación no es 
“objetiva” ni “imparcial”, de manera que asegurarse una nota alta pasa por “conocer” la 
doctrina del superior, si bien no de fondo, por lo menos en la forma de decir las cosas. Varios 
jueces me hablaron sobre la presión que genera la evaluación, pero las palabras de Joaquín 
explican con claridad la sensación de ansiedad que ésta presión transmite a su trabajo diario. 
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Brutal, uno por la cantidad de trabajo. En ese mesecito que yo estuve allá [habla de otro 
municipio en el que trabajó] sacaba dos sentencias a la semana. Y llegué aquí a sacar 2 o 3 
sentencias al día, obvio pues no inmediatamente pero al principio se represa todo 
mientras; además no traía mucha experiencia, un mes apenas de juez. Venía muy teórico 
porque venía de la academia y de la asesoría jurídica. Acá es mucho el tema práctico, 
mucho precedente, muy diferente... (…) La calificación del juez es el 40% de calidad, 
40% cantidad, o sea lo mismo que no debiera ser porque está trabajando con derechos 
sociales, fundamentales, y 10% una cosa que llaman ‘de rendimiento’, de ‘organización’ 
que termina siendo cantidad, o sea que en realidad se da más a la cantidad que a la 
calidad, es mi primer punto. Entonces ¿qué pasa? el juez llega a tratar de producir, 
entonces si nos ponemos con las teorías que uno traía y ahí es cuando uno ve unas 
demandas buenas, grandes, no las puede uno aplicar acá porque hasta en nuestra realidad 
no hay tiempo, no hay tiempo. Si usted para sacar dos sentencias al día le toca hasta 
empezar a preguntarse '¡¿qué hay sobre esto ya?!' y tratar de, no es de acomodar el caso a 
la sentencia, sino la sentencia al caso, o sea la sentencia que ya tiene con el caso. Eso 
sucede, y eso no está bien. 

 
La presión por tener el juzgado al día y obtener altas calificaciones, lleva a los jueces a buscar 
estrategias para conservar un ritmo constante de emisión de sentencias. La historia del juez 
Alberto, quien ha ganado el premio al mejor juez del año, refleja la determinación de un juez 
por lograr este objetivo:   
 

“Cuando llegué encontré al juzgado súper atrasado. Comienzo a identificar los cuellos de 
botella. Empiezo a sacar los ejecutivos con disciplinarios o con vigilancia administrativa. 
Cuando uno llega a un juzgado hereda todo, hasta los disciplinarios. Me comienzo a llenar 
de audiencias. El juez anterior tenía la costumbre de terminar la audiencia sin fijar fecha, 
me tocó empezar a fijar fecha a varios procesos. Como política en el juzgado determino 
que proceso que entra no se puede demorar una semana para admitirlo. Ya, lo nuevo que 
entre, inmediatamente le hacemos trámite, es la única manera de desatrasarse y seguir al 
día. Cuando llegué me dije ‘me voy a llenar de audiencias’. Como las salas están 
compartidas, organicé agenda con el otro juez [que comparte sala conmigo]. Intercalamos 
mañana y tarde y la otra semana cambiamos - En ese momento llama a una empleada y le 
pide que traiga la agenda; me muestra páginas que están sin espacios en blanco - Muchos 
juzgados no utilizan las salas de audiencia todo el tiempo, entonces otros juzgados me 
prestan estas salas por solo medio día si es posible. De esta manera, cuando no utilizo la 
sala que me otorgaron para compartir, utilizo las salas de otros juzgados. Mi meta es 
descongestionar el despacho en 1 año.” 

 
Merceditas tiene un relato similar sobre el año sabático como un premio que se le otorga al 
juez que se preocupa por conservar el juzgado al día y obtener una alta puntuación por varios 
años seguidos. Al hablarme sobre una jefe-juez que fue muy importante para ella me contó:  
“A ella la condecoraron… Se ganó un premio que se llama ‘año sabático’. Era muy organizada 
con la camiseta puesta. Me mostró que si uno quiere y le gusta lo que hace, salen muy buenos 
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resultados. En el juzgado había muy buena organización. Mantener las cosas al día dependía 
del equipo”.  
 
En las entrevistas anteriores se leen frases similares: “estar al día”, “mantener al día”, 
“cantidad”. La presión entre tiempo versus cantidad de trabajo fue una queja especialmente 
recurrente entre funcionarios y empleados, quienes veían esta relación como 
desproporcionada. Horacio me contó historias de jueces y empleados que llegan todos los días 
a las seis de la mañana y se iban pasadas las seis; igual Benito, quien me ha confesado en 
conversaciones por fuera de la entrevista, que hay semanas muy duras, donde se anochece en 
la oficina trabajando con su jefe, y que al otro día, cuando llega a las 7 de la mañana, lo 
encuentra en su escritorio trabajando.  
 
Si bien esto no sucede siempre ni en todos los juzgados, si existe una queja común por la 
sobrecarga de trabajo que se vive en la Rama judicial, que solo fue desestimada por tres 
magistrados entrevistados. La historia de una antropóloga que realizó su trabajo etnográfico en 
los juzgados civiles municipales, trabajando tiempo completo durante dos meses, ofrece otra 
pista para entender el panorama de trabajo y su relación con las metas de producción:  
 

Mientras intentaba subir a la página de la rama judicial unas estadísticas de Dalia, entré a 
Facebook. Revisando las notificaciones encontré un auto de la Corte Constitucional sobre 
el caso Colpensiones. En el asunto la Corte suspendía los términos de cumplimiento, hasta 
el 30 de julio. Cuando encontré esa información decidí comunicársela a Antonio, quien 
me alentó a hablar con el juez. Fui inocentemente a comentarle la sentencia, pensando que 
la información podía ser útil para el juzgado. Pero al contrario de lo que yo pensaba, mi 
noticia resultó ser una avalancha de malas noticias para los funcionarios. El juez entró en 
cólera y exigió a todos ponerse al día con los desacatos de Colpensiones, que desde hace 
días estaban represados por el volumen de trabajo. Ya eran casi las cinco de la tarde del 
viernes, cuando Cortés obligó a sus empleados a trabajar horas extras. Ese día el hijo de 
Dalia, la secretaria, tenía la misa para graduarse de grado once y ella unas semanas antes 
había pedido permiso para salir temprano. Pero todo cambió con la sentencia de la Corte, 
pues su jefe la obligó a trabajar más horas. La encontré llorando en el escritorio, me vio y 
me dijo “mi muchacho se creció solo”, a mí se me partió el corazón  y la abracé. Todos 
me miraban como si fuera mi culpa y tal vez lo fue, lo siento (Abello, 2013).  

 
La descripción anterior sobre el ambiente laboral que viven empleados y funcionarios, 
contrasta con la evaluación que hacen los abogados litigantes de sus resultados. Los cuatro 
abogados litigantes que entrevisté calificaron la justicia como lenta. Una de las quejas de 
Teodoro sobre su trabajo era la siguiente: “la administración de justicia no es buena, los 
procesos son paquidérmicos, lentos, en el área laboral... Uno generalmente cuando empieza a 
litigar en laboral y tiene compañeros que hacen lo mismo, hay juzgados que ya están muy 
marcados, ¿no? Entonces le dicen, eh... que no te vaya a caer un proceso en tal juzgado porque 
eso es eterno y no sabes con que van a salir”. Entender las razones sobre esta distancia entre 
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vivencias y percepciones se sale de las pretensiones de este texto. No obstante, como lo indica 
Teodoro, la lentitud o la rapidez hacen parte de las categorías que conforman la identidad de 
los juzgados. Los juzgados se identifican, en el sentido negativo, por lentos y “por 
desordenados”, como lo diría Lucía. En esta medida, siempre habrá juzgados más lentos que 
otros, y algunos funcionarios evitan, en la medida de sus posibilidades, ser catalogados de esta 
manera aumentando el nivel de trabajo.  
 
Acorde a lo anterior, y retomando el análisis de la reforma procesal, la interpretación que 
algunos funcionarios defienden, consistente en que la norma obliga a realizar una sola 
audiencia y no dos, está estrechamente vinculada con la idea de impedir la congestión del 
despacho y de no atrasar su trabajo. Entre los entrevistados, quienes defendieron la realización 
de una sola audiencia, evaluaron a los jueces que siempre fijan dos fechas como infractores de 
manera indirecta el debido proceso, porque suele suceder que cuando la audiencia se extiende 
y se fija una segunda fecha para escuchar testigos, éstos no regresan. Merceditas, quien tuvo la 
juez-jefe ganadora del año sabático, explicaba que ella preparaba de tal forma el caso, que solo 
requería una audiencia para resolverlo: “Con la primer juez se preparaba todo el proceso de 
una. Una vez empezamos a las dos una audiencia y salimos a las ocho de la noche {hablaba de 
esta audiencia con mucha emoción por ser un caso controversial} ese día se hizo así por el 
tema [que era pensión de sobrevivencia disputada entre esposa y compañera] y la clase de 
testigos. Hay testigos que no vuelven, por eso es mejor convocarlos una sola vez”.  Una 
percepción similar, sobre la importancia de fijar una sola audiencia para garantizar la 
presencia de los testigos la mencionó el abogado Teodoro. Cuando le pregunté si estaba de 
acuerdo con esta interpretación de la norma respondió: “Si. La lógica sería que sí pero no lo 
hacen. Y suspenden las audiencias, y mira, por ejemplo, cuando tú estás demandando y vas a 
la primera audiencia tú tienes que ir con tus testigos. Entonces tu llevas tus testigos y tú les 
dices cuando termina la audiencia 'el juez no los va a escuchar, entonces los estamos citando 
de nuevo'. Y hay gente que entiende pero hay gente que no, y no vuelve, se afecta el caso”. 
 
Vemos que procurar la presencia de los testigos y mantener al día el juzgado son dos 
motivantes para limitar el número de audiencias. No obstante, también existe la creencia de 
que fijar más de una audiencia responde a una mentalidad arcaica y dilatoria, que realizan los 
jueces que no han comprendido el fin de la Reforma. El ex juez Boris, quien lideró uno de los 
primeros juzgados que implementaron el sistema oral, razón por la cual se les llamó juzgados 
piloto, tiene una apreciación similar a la de Merceditas sobre el número de audiencias. Su 
opinión es muy importante si tenemos en cuenta que él ejerció como profesor capacitador de 
la Escuela Lara Bonilla en la transición a la oralidad, y recorrió el país explicándoles a los 
demás funcionarios como debían actuar cuando la reforma se extendiera a todos los juzgados 
del Estado. Él manifiesta que:  
 

"… El juez que es el director de proceso debe estar totalmente preparado. Tan preparado 
que si en una sola audiencia puede comenzar el proceso, es decir, fuera de lo inicial que es 
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escritural, comenzar la audiencia y si puede terminar en una sola audiencia el proceso, 
debe ir preparado para eso, para llegar hasta la sentencia y dictarla allí mismo. Quienes no 
lo lograban era porque aplazaban las audiencias, uno debe tener una mentalidad de no 
aplazarla, porque si uno va preparado en el sistema de la oralidad, no es necesario 
aplazarla. Pero posiblemente las tenían que aplazar porque desde un principio, se 
mentalizaban que iban a hacer una audiencia y que paraban para otra. No tenían esa idea 
de pensamiento de acabar el proceso en una sola audiencia sino que ya se habían 
mentalizado de acabarla en 2 o 3, posiblemente entonces la preparación y el estudio previo 
antes de la audiencia iba únicamente hasta una sola audiencia. No veían más allá. 
Entonces posiblemente su forma de ser, de pensar, su personalidad siempre ha sido igual y 
no se metieron al cambio de la oralidad. Porque el cambio de la oralidad implica tener una 
mentalidad muy abierta, despegarse de todos unos paradigmas, de enigmas, mitos, para 
llegar a una cosa totalmente nueva 
  

Para Boris la única razón por la que un juez aplazaría una audiencia, es porque está aferrado a 
la tradición y no logra modificar su mentalidad y adaptarse a los requerimientos del nuevo 
sistema. Esta visión netamente negativa sobre la interpretación alterna, lo motivaba para 
conservar con firmeza en su juzgado, la política de la única audiencia. Santiago, uno de los 
antiguos empleados del ex juez Boris, confirmó dicho interés. Él me contó además como se 
gestionaba el proceso al interior del juzgado para lograr este objetivo:  
 

La gran diferencia con oralidad era que el juez no escribe la sentencia; la lee. El que 
valoraba las pruebas que se adjuntaban a la demanda y a la contestación era el empleado. 
Uno lo que hace en la sentencia es un borrador, un esqueleto, expone las reglas de 
derecho, la jurisprudencia que se ha dicho sobre el tema y demás, y lo que yo le entregaba 
al juez era: hipótesis uno, hipótesis dos y así. Por ejemplo: hipótesis uno, el demandante 
demostró sus pretensiones; hipótesis dos el demandado logró desvirtuar las pretensiones. 
El juez escuchaba a las partes y testigos y a partir de ahí él valoraba si entraba en la 
hipótesis uno o la hipótesis dos y leía lo que ya estaba escrito. Llegó a ocurrir que en la 
audiencia surgió algo diferente a la hipótesis uno y dos. El juez explicaba a las partes en la 
audiencia que por una serie de condiciones adicionales, el juez debía valorarlas y pedía un 
receso de media hora a dos horas, y en ese tiempo fallaba. Y cuando esto sucedía había 
discusión entre el juez y el empleado que redactó el esquema…El juez putiaba y gritaba y 
maltrataba porque, según él, eso se debió haber considerado antes del fallo aunque era una 
situación totalmente nueva.  

 
No obstante, otro grupo de funcionarios se mostró escéptico sobre esta “nueva mentalidad” al 
considerarla peligrosa para la calidad del análisis que requiere el fallo. El juez Alberto hacía 
parte de este segundo grupo de funcionarios. Durante su entrevista fue muy enfático en 
defender la importancia de programar dos audiencias: “Siempre parto las audiencias en dos 
porque así tengo la oportunidad de estudiar el proceso despacio, la norma es imperativa y te 
dice fijar fecha, lo que significa que la norma establece que deben existir dos audiencias. Soy 
muy dado a decretar pruebas de oficio, cosa que no podría hacer si sacara todo el proceso en 
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una sola audiencia. Me tomo el tiempo para analizar las pruebas, los testimonios, revisar las 
diferentes soluciones del fallo”.  Ideas similares comparte el juez Joaquín, quien además 
defiende que la profundidad de los argumentos que sostienen la tesis del fallo, han decaído por 
este afán de emitir sentencias.  
 
Por otra parte, el juez Gerardo maneja una política de fallo similar a la de Joaquín,  pues a 
pesar de hacer todo lo posible por cumplir con la norma de la única audiencia, es consciente 
del detrimento en la calidad del fallo que esta política implica, por lo que considera que el 
funcionario debe buscar un punto medio entre su afán por cumplir metas y emitir un fallo de 
fondo:  
 

“En oralidad se ve muchas sentencias prediseñadas, entonces cuando van a debatir las 
pruebas usted lo único que va a mirar es cuál prueba le va a demostrar lo que usted 
necesita para solucionar el tema que le están planteando, y de resto pues lo recibe pero 
pues no es como lo esencial para uno…Aunque es posible que por darle celeridad al 
proceso se sacrifican garantías de las partes, sí, porque evidentemente lo que busca la 
oralidad es darle celeridad y si no hay celeridad no hay garantía, entonces es como 
buscando un punto medio, es lo que está haciendo actualmente la jurisprudencia y los 
jueces, son tratando de buscar ese punto medio..” 

  
En estos relatos se puede observar como la interpretación de la norma (programar una o dos 
audiencias), refleja las percepciones que tienen los actores sobre su quehacer jurídico y, en 
particular, aquellas actividades a las que le otorga un sentido especial. Así, mi objetivo 
consistió en exponer que las visiones involucradas al asumir una interpretación de la norma, 
contraponen celeridad y garantismo vs. Análisis y calidad, y que ambas visiones involucran 
pérdidas y ganancias en cuanto a la manera en que se invierte el tiempo y lo que esperan 
obtener de dicha inversión. Sin embargo, es posible conciliar las dos, si el juez asume 
compromisos extras para cumplir las metas al tiempo que procura emitir sentencias producto 
del análisis detallado. Jueces como Alberto han buscado estrategias para lograr este objetivo; 
entre ellas se encuentra pedir prestadas salas de audiencias que les corresponden a otros 
jueces, y establecer una política de trabajo más exigente, donde los empleados deben procurar 
mantener el juzgado al día. 
 
Sin embargo, Joaquín y Alberto dejaron claro que el número de salas de audiencias 
disponibles es un limitante para cumplir con ambos objetivos, porque los horarios compartidos 
en el uso de la sala (que puede ser un juez en horas de la mañana, y el otro en las tardes, o 
puede suceder también que se turnen la sala por semanas) los obliga a sacar el mayor provecho 
del tiempo que permanecen en este espacio, y el efecto de esta premura se refleja en la 
profundidad de los argumentos que mencionan los jueces para fundamentar sus decisiones. 
Además, el juez que quiere aumentar su ritmo de trabajo, debe tener en cuenta que existe la 
posibilidad de que no encuentre salas disponibles para adelantar audiencias.  
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2 y 3. En “estado de alerta”. Emociones, objetos y personas 
 
A la angustia por cumplir metas y producir fallos de “buena calidad”, la reforma procesal 
adicionó dos variables cruciales que antes no estaban: La primera, es la presencia corporal de 
todos los interesados en el proceso; y la segunda, son los símbolos y los objetos que llegaron a 
recrear el escenario. Así, del rincón de un juzgado donde partes, abogados, testigos y 
empleados se amontonaban, pasamos a una sala de audiencias que, por sencilla que sea, como 
la descrita en el caso de Carmela, da lugar a una escena teatral que invoca en los actores 
presentes una disposición muy diferente a la que asumían en el régimen anterior.  
 
La gran mayoría de actores narraron historias sobre la sensación de respeto y de solemnidad 
que implica hablar en público, hablarle al colega, aunado por la carga simbólica de la toga, el 
estrado, el mazo e incluso las cámaras y los micrófonos. Dentro de estas historias, una de las 
apreciaciones más recurrentes que elogia el nuevo sistema oral, consiste en que “por fin” el 
juez “se erige como director del proceso”; así lo expone el juez Boris, quien además 
manifiesta que “lo ideal es que el juez practique la prueba directamente y se forme su propia 
convicción de los medios probatorios".   
 
Con la transición al nuevo sistema oral, las funciones del juez se amplían, ahora él tiene más 
responsabilidades y mayor manejo del proceso, a diferencia del caso escritural donde se 
limitaba a realizar la prueba de inspección judicial y a fallar o firmar la sentencia. Los jueces, 
consideran que esta tarea ha tenido efectos inmediatos en los resultados de los procesos. 
Cuando le pregunté al ex juez Boris si percibía alguna diferencia él respondió:  
 

“Claro, totalmente. Uno sabe cuándo el testigo está mintiendo, cuándo está dudoso, 
porque cuando el juez hace directamente la prueba ahí mismo la percibe, con sus propias 
condiciones, entonces el juez maneja sus propias preguntas y cuando maneja las propias 
preguntas, siempre busca la verdad, la veracidad y la transparencia del testigo. Antes, el 
juez solamente podía leer el testimonio que le pasaban, y ahora puede contra-preguntar, 
buscar, indagar. Entonces, en ese tema, cuando ya entra el tema probatorio por parte de la 
inmediatez, una parte de la intuición ayuda para definir si alguien está diciendo la 
verdad...”.  

 
La presencia del juez modifica de manera significativa el proceso. El rito distante e informal 
de transcripción, se convierte en un enfrentamiento cuerpo a cuerpo entre los presentes. Las 
emociones que surgen no son necesariamente “consonantes” como lo plantean Collins en su 
teoría, pero el foco de atención es el mismo: “extraer la verdad de lo que sucedió” y definir 
quién tiene el derecho. Con este interés en mente, las emociones y percepciones se mezclan y 
recrean la realidad presente y pasada, pues cada acto, mirada o reacción de los participantes, es 
un indicio para los demás. Un indicio para el juez de la veracidad del testimonio, un indicio 
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para el abogado sobre las “tendencias” del juez, un indicio para las partes sobre las 
posibilidades de obtener lo que buscan allí.  
 
Después de observar y tomar notas de varias audiencias para la elaboración de este trabajo, no 
me extrañó que al preguntarles a los funcionarios acerca de la apreciación de las pruebas 
durante la audiencia, tres me hablaran de la intuición que se despierta cuando se observa la 
cara del otro, sus gestos, sus formas al hablar. El tono de voz y la disposición de los jueces 
cambiaban cuando el testigo se demoraba en responder la pregunta, cuando la respondían con 
pocos detalles o cuando se contradecían o confundían. 
 
De acuerdo con lo descrito por Joaquín, cuando los jueces observan indicios en los testigos o 
las partes que les indiquen ausencia de seguridad o ambigüedad, intuyen que algo raro está 
sucediendo, que algo “no es normal”. Pareciera que esta intuición es producto de la ruptura de 
las expectativas de lo que debe ser un “buen testigo” que conoce el caso. Una vez encendida la 
intuición81, los jueces suelen aplicar una técnica consistente en “contra-preguntar” al testigo 
para obtener más información de él o incluso su contradicción. No obstante, según observé, 
está técnica viene acompañada de las emociones que se despiertan cuando las expectativas se 
fracturan, es decir, ira en dosis leves y ansiedad. Como lo expone Garfinkel citado por Collins 
“quien transgrede las convenciones cognitivas cotidianas escandaliza…la construcción de 
realidad social en la vida diaria es un proceso emocional y cuando esa realidad se fractura, las 
emociones que la sostienen se manifiestan con tremenda intensidad” (Collins, 2009 p. 144). 
Tanto en el caso de Carmela, como en otras audiencias a las que asistí como observadora, noté 
que la reticencia o confusión del testigo generaba expresiones de impaciencia en los 
participantes. En este momento, el miedo y las emociones ligadas con la impaciencia se 
encuentran, y el producto de este encuentro tendrá efectos directos en el fallo.  
 
Por otra parte, acorde a la creencia de varios funcionarios, el resultado positivo de una correcta 
aplicación de la técnica del contra-interrogatorio, es la contradicción del testigo, por ello el 
testigo debe estar en la capacidad de responder a la expectativa del juez, y ser coherente con lo 
que el juez espera de su presentación. Al respecto John Elster ha expresado que en el escenario 
de las audiencias judiciales las emociones deben parecen más genuinas en la medida que 
reflejan estados espontáneos del sentir humano. Solo así podrán coincidir con las normas 
sociales que respaldan o ratifican. El cumplimiento o no de dichas expectativas desata 

                                                   
81 El concepto de intuición que mencionan los jueces, ha sido catalogado por la doctrina sobre decisión 
judicial como presunción o presentimiento y no como intuición (Richards, p. 4). A diferencia de la intuición, el 
presentimiento es una capacidad humana enfocada a la eficiencia y no una evidencia de su “irracionalidad” o 
una vía a la gnosis de lo místico. Lo anterior se sustenta en estudios de psicología y de neurociencia que 
explican los efectos de la rutina en el trabajo y actividades diarias. Éstos plantean que la rutina genera que las 
personas pongan en marcha una serie de algoritmos que les permiten desarrollar sus actividades de manera 
más rápida y eficiente sin ser muy conscientes de ello 
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patrones de decisión que ellos podrían denominar “presentimientos” (Kalmanovitz, 2003). 
 
Desde la otra perspectiva, tenemos las emociones del testigo. En una de las audiencias tuve la 
oportunidad de conversar con una de las partes antes de su interrogatorio. Ella me dijo “que 
estaba muy nerviosa porque ‘es el último salvavidas de la familia’” refiriéndose al dinero que 
obtendría si ganaba el caso. Cuando testificó, se evidenciaron sus nervios porque “le temblaba 
la voz”, pero logró mantener una postura firme y contestar las preguntas. Recordemos también 
en el caso de Carmela a la segunda testigo, quien inició su testimonio con una voz débil y 
escurridiza, que se fue tornando más segura en la medida que avanzaba el interrogatorio.  
 
Al unir estas anotaciones, no sería extraño afirmar que el escenario de la audiencia evoca en el 
testigo emociones relacionadas con el miedo y la ansiedad; una mezcla muy cercana a lo que 
comúnmente se describe como “estar nervioso”. Una de las consecuencias de este estado 
emocional (aclaro que no en todas las personas) es la voz temblorosa, el “gagueo”, torpeza al 
hablar. Al respecto, Collins plantea que “En las relaciones sociales, el miedo es, por lo 
general, una respuesta a la ira de otro; es una emoción anticipada: la expectativa de sufrir 
algún daño – y, por lo tanto, está relacionada muy directamente, con la Energía Emocional 
derivada de la subordinación en la dimensión de poder” (Collins, 2009 p. 178). Si atendemos 
las palabras de Collins, es posible comprender la situación de los testigos en este nuevo 
espacio al que antes no debían enfrentarse: aparecen como foco de una escena, donde jueces y 
abogados estudian cada gesto, palabra y silencio que hacen, con el objetivo de buscar su 
contradicción o vacíos sobre el conocimiento de los hechos. Lo que falta estudiar en esta 
situación, es que pueden existir muchas variables que generen en una persona los nervios 
propios de la “expectativa del daño”, que  no necesariamente están ligadas con el 
desconocimiento o el engaño.  
 
Sin embargo, estas expresiones también son leídas por algunos jueces como que “algo raro 
sucede”, porque un testigo debe ser “profuso y claro”82 en su declaración, lo que despierta en 
ellos un estado de alerta que en este caso denominan como intuición. La reacción que procede 
entonces, consiste en aplicar “la técnica”, y la manera en que el juez despliegue su técnica, 
será un indicador de su gestión: Si no la aplica o la aplica mal es un mal juez, si la aplica bien 
es un buen juez.  
 
Acorde con lo anterior, un hallazgo de la investigación es que el juez se enfrenta a más 
exigencias que en el sistema anterior. Su participación activa, a través de la interpelación al 
testigo o a la parte, es un nuevo indicador con en el que es evaluado por los abogados que 
asisten a su juzgado. Indicador que antes no existía, porque su participación solo podía ser 
evaluada en el análisis de la sentencia. Cuando le pregunté a Lucía por un juez que de acuerdo 

                                                   
82 Palabras de Boris.  
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a su concepto se destacara entre los demás, me contó esta historia: “Él condujo el proceso de 
tal manera, bastante adecuada, interrogó y contrainterrogó bastante bien a las personas, me dio 
margen para interrogar también, y me pareció que condujo muy bien eso y de manera muy 
imparcial, y llevó a que la demandada confesara que sí, que ella no había pagado, y lo mismo 
los testigos, al punto de que un testigo terminó diciendo ‘uy, ¿sabe qué? la embarré’, y se puso 
todo nervioso porque venía con una idea preconcebida y resulta que la embarró y él lo 
manifestó verbalmente en la audiencia. O sea, me gustó como el juez condujo la audiencia. 
Bastante buena”. En este caso, Lucía relata un ritual que considera exitoso gracias a la labor 
del juez al momento de interrogar. Para ella estas acciones le indican que el juez está 
comprometido e interesado en el caso, y que le interesa ejercer sus funciones de la mejor 
manera posible. 
 
Sin embargo, cuando le pregunté por un ejemplo de juez con bajo prestigio, se refirió a la juez 
X explicando como indicador de su evaluación, que ésta se excede cuando interroga. 
Apreciación que también mencionó Benito con más detalle: “Tiene unas declaraciones de 
testigos que ya la van a regañar en el Tribunal, porque pide intimidades de los testigos para ver 
si da unos incrementos - ¿Intimidades como qué? - Si tienen relaciones sexuales. Y amenaza a 
los testigos todo el tiempo. Que cualquier cosa puede ser una falsedad no sé qué, y les mete 
todo lo que tiene de penalista. En el Tribunal del Valle hay magistrados que le quieren coger 
las orejas esperando que se presente la sentencia que les permita... para ellos en segunda 
instancia cogerla y tenga”. Igualmente, cuando le pregunté a Traveler por un juez con bajo 
prestigio mencionó a la juez penalista con interrogatorios “violentos”.  
 
Considero que esta coincidencia es relevante para analizarla a luz de las emociones que se 
mueven en el ritual. En este escenario, al juez se le exige un papel activo: participar, 
evidenciar que conoce su campo y que sabe interrogar. Entonces nos encontramos con un juez 
ubicado en un estrado que está a una mayor distancia del suelo que las demás partes, vestido 
con una toga negra, equipado con un mazo, con cámaras y micrófonos que registran cada acto 
y palabra, y con importantes motivaciones para desarrollar un buen papel como director del 
proceso83. Esta situación altiva, de poder, contrasta con la del testigo que se sienta en la mitad 
de la sala, o en una esquina de la misma, y es interpelado por el juez y los abogados sobre sus 
recuerdos. En este escenario el “miedo” es una emoción latente, que en algunas audiencias se 
perciben más que en otras.  
 
La situación emocional del testigo se enfrenta a la presencia del juez, quien también tiene 
miedo de “perder su estatus” (Collins, 2009 p.178) al no lograr presentarse como un adecuado 
“director del proceso” por no manejar la “técnica del interrogatorio”. Lo que si es cierto, es 
                                                   
83 No se trata solamente del prestigio o desprestigio que pueda generar en los demás actores presentes, sino 
porque el audio y el video de la audiencia permanecerán en el expediente para que todo el que necesite 
revisar la escena. 
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que el estudio de las emociones le plantea un reto importante al análisis de la audiencia 
judicial, y debe ser una variable que deben tener en cuenta jueces y abogados, más allá de la 
correcta aplicación de “la técnica”, para entender lo que sucede en ese espacio. En el mismo 
sentido, considero que los abogados requieren mayor consciencia sobre la relevancia 
emocional de la intuición.  
 
No obstante, además del miedo como detonante de la intuición, debo agregar que es entendible 
su estado de alerta por mitos o realidades sobre prácticas ilegales que realizan algunos 
abogados. En una ocasión, Horacio invirtió gran parte de la mañana del miércoles ayudándole 
al hijo de un abogado que fue “famoso” (ya había fallecido) con las dudas jurídicas que tenía. 
Esa visita dio lugar a que el tema del día fuera los abogados “mañosos”. Mencionó “el caso de 
un abogado que llevaba los tres mismos testigos a varios procesos, si mal no estoy, de 
reliquidación de pensión, a que contestaran las mismas preguntas. El Seguro Social tiene 
muchos procesos y es muy difícil que se dieran cuenta. La cuestión es que, según entendí, la 
juez Aura84 le llamó la atención al abogado, y nunca más aparecieron”.  
 
En definitiva, las emociones son centrales para el análisis sobre este momento del proceso, no 
solo por lo que ocurre en la audiencia, sino por los eventos que se presentan antes de ella, pues 
los entrevistados concordaron en que la presencia de los demás actores es un motivante crucial 
para modificar las prácticas que realizaban de manera previa al encuentro. Es decir, la 
existencia de un frontstage ceremonial implica el surgimiento de un backstage especial de 
preparación (Collins, 2009).  Pero para que el frontstage ceremonial exista, se requieren otros 
ingredientes además de la reunión de los cuerpos, porque en el sistema procesal anterior las 
personas ya se reunían para realizar la audiencia. Algo cambió más allá de la presencia 
corporal.  
 
Teodoro hace énfasis en la importancia de la presencia y la atención, dado que cada decisión 
que se tome o palabra que se musite tendrá efectos inmediatos y prácticamente inalterables, 
pues queda registrada en grabación de audio y video. Los objetos ya no pueden ser alterados 
por los empleados para recrear o eliminar un evento o un argumento sobre el cual los actores 
se arrepientan. Esto genera en ellos la sensación de lo inminente e irrevocable, que los obliga a 
vivir el presente con especial atención y alerta. Pero también a prepararse para prevenir las 
consecuencias definitivas de su acción o inacción. Así, vemos que la escena completa 
contrasta con la inercia y laxitud que generaba el dictado ante el empleado más o menos 
indiferente. La abogada Lucía, igual que Teodoro, explica como su vida laboral ha cambiado 
después de la reforma:   
 

                                                   

84 Aura es la juez que me permitió ayudar en su despacho por el espacio de 6 meses interrumpidos para 
realizar el ejercicio de observación participante.  
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Si bien es cierto yo conozco el derecho de mis demandas, yo cada vez que voy a la 
audiencia hago un esquema de lo que voy a decir en caso de que se pierda, de que lo 
vayan a fallar ese mismo día, o en caso de qué le voy a interrogar a cada uno, yo hago un 
esquemita. Antes yo no hacía eso, no lo necesitaba porque en la audiencia se desarrollaba; 
o sea, el hecho de que uno tenga un micrófono al frente hace que uno tenga el deber de no 
embarrarla en lo que va a decir, antes no, porque lo que usted decía 'borre eso' o se tenía 
manera de rectificar, controlarlo más. Entonces toca preparar la audiencia. Y a los jueces 
también, les toca prepararse más, se nota. 

 
Además de evidenciar el énfasis en la preparación previa, con la respuesta de Lucía me 
interesa resaltar que la programación de las audiencias, según lo expliqué en párrafos pasados, 
ha generado en los abogados la incertidumbre de no saber con seguridad que va a suceder 
durante la misma; incertidumbre que los lleva a revisar cada aspecto del caso de manera previa 
al encuentro ritual, para disminuir las probabilidades de un desacierto. Sin embargo, es claro 
que los eventos que se  presentan en el desarrollo de ésta no pueden ser previstos totalmente 
por los abogados o incluso por el juez, pues todo “depende de las acciones de la contra parte y 
del juez. Pueden interponer una excepción previa que uno no había advertido, también puede 
pasar que el juez desestime testigos porque dice que tiene suficiente información, o también 
que la contraparte desista de sus testigos (…)”, según explica Juanita.    
 
Esta incertidumbre general, puede aumentar el estado de preocupación ante lo insondable, al 
disminuir las probabilidades de obtener resultados positivos, lo que le da cabida a que las 
emociones de miedo y de ansiedad se posicionen en un lugar central entre los participantes85 
(Collins, 2009 p.147). Pero la incapacidad de previsión no es el único elemento que destaca 
Collins como variable a tener en cuenta al momento de analizar los niveles de E.E. 
relacionados con el miedo y la ansiedad. El también enfatiza que la presencia corporal es un 
ingrediente crucial para modificar la actitud mental y emocional de los integrantes, de manera 
que estos tengan una disposición especial de alerta ante la crítica sobre el desempeño de su 
papel, disposición que no existe en el mismo nivel cuando hablamos de medios virtuales o 
escritos86. En este sentido, parece que el contraste con el sistema anterior es que ahora los 
participantes van a preparar un rol por el que van a ser evaluados. Es precisamente la 

                                                   
85 “En las situaciones que discurren con normalidad, la anticipación correcta de las reacciones del otro y el 
exultante sentimiento de membresía grupal simbólica, efectos de cada utilización acertada de un símbolo 
admitido como común, determinan la destreza que se llegue a adquirir en el manejo de los símbolos que se 
usan para pensar y para hablar (…) Quienes ven frustradas sus intenciones y sus anticipaciones sienten que 
el hasta poco antes fácil fluir de sus pensamientos, palabras y actos se bloquea, que son incapaces de 
proyectar el micro-futuro de la situación;  esto es lo que significa perder EE” (Collins, 2009 p. 168).  
86 “la presencia corporal facilita que los humanos copresentes capten sus respectivas señales y expresiones 
corporales; que compartan igual ritmo y se abismen en movimientos y emociones recíprocos; que 
signifiquen y corroboren su coincidente foco de atención y, por tanto, la existencia de un estado 
intersubjetividad (Collins, 2009, p. 92). 
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diferencia que existe entre la preparación de una obra de teatro con guiones en mano y sin 
espectadores, frente a la noche de apertura ante un público exigente. 
 
Ahora bien, así como hicieron referencia a la importancia de la mirada del otro, los 
entrevistados también llamaron la atención sobre los nuevos objetos, los cuales parecen ser un 
tercer ingrediente que entra a aumentar el estado de alerta de los participantes. Los nuevos 
símbolos y objetos (micrófonos, cámaras, estrado, maso toga) cargan de solemnidad el 
ambiente y llaman la atención a los presentes sobre la presencia de algo especialmente 
importante (Collins, 2009). Tanto la presencia corporal, como los objetos y el espacio, 
focalizan la atención de los actores sobre su propio desempeño y el del otro con quien 
interactúa. Cuándo le pregunté a Teodoro como consideraba su desempeño y el de sus colegas 
durante la audiencia oral me respondió: 
 

Es que mira, eso también tiene que ver mucho con las instalaciones. Porque cuando tú vas 
a una audiencia en donde tienes tu estradito y está tu micrófono entonces tú sabes que 
tienes que apoderarte del espacio porque es tuyo, entonces tú tienes que hacer las cosas 
bien, pero cuando tú estás así, arrumazado, en una silla plástica en un juzgado, y aquí 
están otros 4 o 5 haciendo lo mismo [gira su mano hacia los lados], entonces eso no es el 
espacio. (…) era una audiencia en familia, muy bonita la sala, el juez muy dispuesto, el 
custodio igual, entonces uno dice como que 'wow, esto sí parece una audiencia' entonces 
tu asumes actitud.  

 
Tanto Teodoro como Joaquín destacan el escenario y los objetos como variables relevantes 
para comprender las emociones que generan en ellos y en los demás. Se observa que un 
escenario adecuado (“esto sí parece una audiencia”), puede generar una influencia positiva en 
la energía emocional de la persona involucrada, lo que se cristaliza en el “¡wow!” de Teodoro 
al ubicarlo en una escena ceremonial que contrasta con la sensación de amontonamiento e 
informalidad del escenario anterior. No obstante, el carácter solemne del lugar puede generar 
el efecto contrario. Por ello Joaquín advierte que los abogados también cambian su actitud, y 
se pasman o se congelan ante la grandilocuencia del recinto (además de las circunstancias que 
he narrado hasta ahora). No se trata entonces solo de la preparación del rol, resulta que 
también la disposición del escenario le indica a las personas el nivel de relevancia que la 
sociedad le otorga a una actividad. Así los humanos ponemos a hablar a los espacios y después 
los escuchamos, de manera más o menos consciente. Parece que mientras más “¡wow!” sea el 
lugar, es decir, mayor tiempo, esfuerzo y dinero se hubiese invertido en su adecuación, más 
importancia le adjudican los individuos a las actividades y experiencias que allí se viven y 
realizan. Tal vez por esta razón el tipo de ornamentación de los espacios que le han otorgado a 
las diferentes instancias coincidan con el nivel de jerarquía. Por ejemplo, la mayoría de las 
audiencias en los juzgados de pequeñas causas aún se realiza al interior del despacho, como se 
hacía en el antiguo sistema, mientras que la Corte Suprema cuenta con las salas de audiencia 
más grandes y suntuosas que existen en la jurisdicción laboral.  
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Por otra parte, los objetos aparecen como porteros  o como umbrales de lo formal e informal, 
al marcar la pauta sobre las conductas que deben asumir los presentes. En el caso de Carmela 
mencioné que tanto el tono como las palabras que utilizaba la juez, cambiaban cuando prendía 
y apagaba la grabadora. Lo interesante de este cambio súbito de comportamiento, es que el 
registro hace notorias las creencias que tienen los actores sobre las expectativas que le 
atribuyen a los demás sobre su actuación: la audiencia que se registra debe actuarse como una 
interacción distante y formal, donde se maneja un tono voz plano y un semblante inexpresivo. 
Una vez se apaga el registro, los presentes pueden bromear y modificar el lenguaje corporal y 
gestual, para disminuir la tensión y generar un ambiente más cordial y cómodo.  
 
Recapitulo entonces: Tenemos que, acorde a la incapacidad de prever o anticiparse al devenir 
de la audiencia, la ansiedad generada por la mirada crítica de los participantes y la carga 
simbólica de objetos y escenario, los actores son más consciente de la posibilidad de poner en 
riesgo su estatus como jueces o abogados por efectuar una labor que se considere inapropiada 
por los demás participantes y que quedará de esta manera registrada para todos los que vean la 
audiencia en audio y video. Una presentación incorrecta, puede tener efectos negativos sobre 
la posición que ocupan en la comunidad, y también corren el peligro de comprometer su 
sustento presente y futuro. La angustia o la presión aumentan, si uno de los actores es una 
persona destacada en la comunidad jurídica, ya sea porque pertenecía a la rama o por ser un 
litigante reconocido o “muy estudioso”. El juez Joaquín me contaba sobre este punto: 
“…sabes que el abogado X [ex magistrado del tribunal] se puso a litigar. Un día me llegó un 
proceso de él, y yo sabía que tenía que prepararlo muy bien, investigué más de lo 
acostumbrado y de lo que me permite el tiempo que tengo. Igual yo sabía que iba a apelar, y 
claro, apeló, pero yo considero que sustenté bien la sentencia. Ya que el Tribunal decida”.  
 
Con este conjunto de variables adversas, y la constante posibilidad de empeorar, los actores 
tienen el reto de obtener la energía emocional suficiente para arriesgarse, “perder el miedo” y 
desenvolverse de manera más confiada. Pero el conjunto de exigencias que tienen ahora los 
abogados y los jueces se presenta como una de las razones por las cuales en mis observaciones 
de audiencias son constantes las descripciones como: “el abogado lee”, “el juez lee la 
fórmula”, “las muletillas son continuas”. Parece que aquellos que todavía no han adquirido 
dicho dominio tienen dos opciones: o no decir “nada” y asumir las posibles pérdidas de su 
silencio que pueden ser muy graves, o leer para disminuir el riesgo. En una ocasión la juez 
Aura, quien es una persona conversadora, sociable y agradable, llegó de una audiencia 
directamente a contarnos una historia a los que estábamos en el juzgado. La escuchamos 
Mariano, Horacio, Isabel y yo. Al respecto escribí en mi cuaderno de campo:  
 

Nos cuenta la juez que estuvo en una audiencia y un abogado “se pasmó”, porque no 
esperaba que la contraparte presentara una excepción previa, y ella accedió a la excepción. 
“Se quedó en blanco y empezó a buscar en sus papeles como loco sin encontrar nada. 
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Gagueando dijo que apelaba”; la juez le preguntó las razones, y no supo explicar. Buscaba 
en los papeles. La juez le dio 15 minutos para preparar su intervención. Pasados los 15 
minutos dijo “no juez, acepto” –“¿acepto qué?” preguntó la juez, “la excepción previa”, 
contestó. –“¿desiste de la apelación?” – “si, desisto”. “Lo cogió por sorpresa” me explicó 
Aura, “estaba más aburrido”. “En esta nueva etapa nos estamos amoldando” explica 
Horacio. Cuenta que cuando él participó en unos talleres de oralidad, desarrollados por 
Estados Unidos, también había muchos jueces con “gagueadera”.  Él dice que cree que a 
ese abogado le fue mal porque estaba sustituyendo 87 un proceso. “En realidad es 
peligrosísimo sustituir un poder. Tiene que venir una persona preparada y de confianza”.  
La juez planteó un perfil de un abogado nervioso y mal preparado. 

 
La otra opción al silencio consiste en buscar contrarrestar el miedo y la ansiedad de diversas 
maneras: La más común, por ahora, es leer para disminuir las posibilidades de que una frase 
desacertada afecte el estatus y el ingreso. Y digo que por ahora porque, propongo, nos 
encontramos en un momento de transición donde todos, abogados litigantes, jueces y 
empleados, estamos en el proceso de aprender a imitar las prácticas de acuerdo a una 
representación colectiva que tenemos sobre lo que debe ser el proceso oral. Estas imágenes 
parecen corresponder a aquellas que proyecta el sistema anglosajón, es decir, las que se 
observan en las películas y series norteamericanas e inglesas, que son las mismas imágenes 
que utilizaron los capacitadores que llegaron de Estados Unidos y Puerto Rico para dictar los 
primeros cursos de oralidad a jueces y fiscales. Incluso en la cartilla informativa sobre la 
Escuela Judicial Lara Bonilla, se observan fotografías con la bandera de Estados Unidos88. 
 
En alguna ocasión que Horacio y yo hablamos en el juzgado sobre el nuevo proceso oral, él 
me dijo que: “…Todos leen o gaguean, o pierden el hilo o se quedan callados. Esa es la 
diferencia entre el derecho anglosajón y continental: la oralidad. Es mucho más rápido, se 
requiere menos fuentes, la argumentación es más sucinta. Pero en oralidad estamos en pañales. 
Una amiga que está en Londres me contó que allá es muy diferente. Nos falta mucho trabajo 
para lograr el nivel…”. La dicotomía novedad prestigiosa - tradición arcaica reaparece de 
nuevo. Quienes leen, igual que los jueces que fijan dos audiencias y, en menor medida, los 
funcionarios y empleados que no reflexionan sobre la ley y la jurisprudencia de casación,  
hacen parte de ese grupo (mayoritario que es lo más paradójico) que no se ha puesto al día con 
las exigencias del mundo judicial contemporáneo.   
 
No obstante, una de las razones por las que supongo, el cambio hacia la oralidad no ha 
representado un desafío para los abogados con más años de ejercicio, consiste en que durante la 
audiencia laboral pocos son los actos que requieran la memorización de un guión complejo y 
                                                   
87 Es decir, que un abogado inició el proceso pero, debido a otra ocupación puntual o general, se lo cedió a 
otro para que lo continuara. A este proceso se le llama sustituir.  
88Al respecto ver:  http://www.ejrlb.com/sites/default/files/pdfs/nuestra_institucion.pdf. Extraída el 7 de 
junio de 2015.  
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puesta en escena, como se observa en las audiencias norteamericanas o, incluso, en algunas 
audiencias de la jurisdicción penal, que le exige a abogados defensores y fiscales un buen 
performance teatral al presentar la “teoría del caso” y los “alegatos de conclusión” los cuales son 
obligatorios. En laboral, como vimos en la audiencia de Carmela, no existe teoría del caso, y  la 
etapa de alegatos de conclusión se suprime o los abogados “no dicen nada” como denunció 
Lucía y Joaquín, y como ocurrió en el caso de Carmela. Cuando les pregunté a los abogados 
litigantes por esta actitud, me contestaron que “a veces no vale la pena hablar, porque el juez 
llega con la sentencia lista”. Sin embargo, esta respuesta no tiene en cuenta que jueces como 
Joaquín, Alberto e incluso Boris, han suspendido audiencias (horas o días) para reflexionar sobre 
argumentos “juiciosos” de los abogados.  
 
No obstante, el ideal de la escena anglosajona está presente entre los entrevistados, pues la 
gran mayoría cuestionaron a aquellos que “leían” por lo que consideraban “falta de 
preparación” o “pereza”. La premisa más popular fue: “si lee, no ha preparado”. Quien lee, no 
alcanza el ideal de la correcta audiencia oral.  
 
En este capítulo expuse como las reformas procesales que a primera vista parecen arreglos 
meramente técnicos del procedimiento judicial, encierran, y a la vez generan, un conjunto de 
valores sobre el deber ser de la justicia, así como modificaciones en el quehacer cotidiano que 
afectan de manera directa o indirecta el procedimiento. Desde las decisiones sobre el número 
audiencias que deben fijar los jueces, que encierran valoraciones sobre la relación entre calidad 
y celeridad en la administración de justicia, hasta los efectos que tiene variables que en principio 
no se tienen en cuenta al momento de la creación de la política pública, como las emociones, el 
cambio de los objetos, la adecuación de los espacios y el encuentro de personas situadas en un 
campo social. Este capítulo también tiene la intención de evidenciar la importancia de la 
presencia corporal y la escenografía de los espacios en el desempeño de jueces y abogados. La 
presencia del otro evoca más empatía y responsabilidad en el ejercicio del derecho. Por esta 
razón, las políticas públicas que propenden por un sistema netamente virtual, donde las partes 
jamás se encuentren, deben ser conscientes de las renuncias que están asumiendo89.  
 

 

 

 

                                                   
89 Para profundizar en investigaciones sobre el tema ver: Londoño, N. R. (2010). El uso de las TIC en el 
proceso judicial: una propuesta de justicia en línea. Revista Facultad de Derecho y Ciencias Políticas, 40(112), 123-
142. 
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Conclusión y transición 
 

Cuando los abogados describen sus tareas diarias, sus rutinas, suelen hacer referencia a un 
conjunto de etapas y pasos que se aplican de la misma forma en todas las ocasiones. Lo 
describen como un fenómeno jurídico que involucra a los mismos cargos de una organización y 
requiere de los mismos objetos para desarrollarse. Sin embargo, al contrastar estos conceptos 
etéreos en la vida cotidiana, vemos que los espacios, actores, tipos de interacciones y emociones 
también influyen en las situaciones que construyen el procedimiento en el que confluyen los 
aportes laborales de todos los actores del campo; y esta ruta, en principio uniforme, se ve 
interferida por las diversas creencias que tienen los actores sobre lo que deben hacer para 
sentirse bien en su trabajo, y pertenecer al grupo de las personas que hacen bien su trabajo. Hoy 
es difícil hablar de una definición única que represente pacíficamente lo que se debe o no hacer 
en el trabajo de la justicia, lo que dificulta la tarea de materializarlo en creencias, símbolos y 
acciones comunes.  
 
En este orden de ideas, presenté un marco general del carácter central del debido proceso como 
símbolo, y como categoría que hace las veces de receptáculo de ideas sobre el “deber ser” del 
empleado judicial y sus compromisos frente a diferentes visiones de lo que es la justicia. De 
igual manera, expuse como la reformas procesales involucran un conjunto de valores sobre el 
deber ser de la justicia, así como modificaciones en el quehacer cotidiano que afectan de manera 
directa o indirecta el procedimiento. 
 
Ahora bien, si regresamos a la definición de ritual ceremonial o formal que mencioné párrafos 
más arriba, es posible establecer que un elemento que no pueden faltar al estudiar el ritual 
judicial es el juez. Todo ritual judicial está dirigido directa o indirectamente por un juez. En la 
jerga del ritual que propone Collins, el juez es el líder-energético, uno de los principales 
responsables del éxito del mismo. Por otra parte, de acuerdo la jerga del derecho procesal, el 
juez tiene como principal función la “dirección del proceso”. Lo anterior, en términos de 
garantías del derecho al debido proceso, se traduce como la garantía del “juez natural”, que en 
artículo 29 constitucional se lee como “juez o tribunal competente”. Este elemento 
imprescindible del ritual judicial, como del debido proceso, será estudiado detenidamente en la 
segunda parte del trabajo.  
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Capítulo 2: ¿Quién es el juez natural? 
 
El derecho es un ritual de poder ceremonial, y como en todos los rituales con estas calidades, 
deben presentarse individuos que tienen la facultad y la obligación de impartir órdenes a los 
demás y dominar la interacción inmediata para poner en marcha y dirigir el ritual. Por otro 
lado, los subordinados deben mostrar respeto por el proceso de dar órdenes, aunque estén en 
desacuerdo con los mandatos que se les imponen. Lo usual es que estas órdenes sean acatadas 
y, en esa medida, se preserve la cadena de mando de la organización a través una serie de 
rituales exitosos, donde cada uno asume su papel. El desorden se presenta cuando uno de los 
dos extremos falla: el líder no emite órdenes o los subordinados abandonan la deferencia 
(Collins, 2009, p. 154). Esta idea del juez como líder, así como del ritual judicial, es la que 
suele acompañar nuestra imaginación sobre cómo funciona un juicio y, en general, cómo 
funciona la justicia. Sin embargo, al confrontar la realidad con este imaginario se observa que 
el día a día de la justicia se aleja, con diferentes matices, de dicha creencia.  
 
Para evidenciar lo anterior, voy a dividir este capítulo en dos partes: En la primera, pretendo 
mostrar muy brevemente los atributos que se le otorgan a la idea del “juez natural del 
proceso”, o al “juez como director del proceso”; ambos son principios del derecho procesal 
que no solo valoran y regulan la realidad, sino que también pretenden describirla. Cuando el 
derecho dice que existe un juez natural para cada proceso, no solo le impone unos deberes y 
obligaciones a la persona que va a ser investida con el cargo en mención (si es que lo hace), 
sino que también le indica a los ciudadanos y a los demás abogados que existe un juez natural 
y que dicho juez es el director, de manera que deben interactuar con él asumiendo que el juez 
es el competente y es quien dirige el proceso. ¿quién es el juez ideal? Entendiendo por ideal no 
al mejor juez, o al paradigma del juez en la comunidad jurídica caleña, sino al juez prototipo 
que regula el derecho y que esperan encontrar los abogados y ciudadanos cuando inician un 
proceso. Es la pregunta que pretendo responder en el transcurso del capítulo.  Posteriormente, 
en la segunda parte expondré como las prácticas cotidianas y la cultura organizacional de la 
Rama Judicial en Cali generan diversos escenarios que se distancian, más o menos, del tipo 
ideal de juez que defiende el Estado moderno.  
 

El juez “ideal”  
 
Al afirmar que la figura del juez es un arquetipo o una representación colectiva, no sostengo 
que la esencia del juez, o lo que el juez significa, se pueda conocer; más bien defiendo que en 
la palabra y en la imagen del “juez” se unen lo imaginario y lo racional para concebir una idea 
que adquiere forma en una función social o significado que ha permeado los tiempos y las 
culturas. De esta manera, la apariencia del juez puede variar con las distancias en el tiempo y 
el espacio (anciana, chamán, rey, funcionaria pública, sacerdote) pero se mantiene la unidad 
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del significado o de la función: juzgar, ser el líder del ritual de juicio; sopesar, valorar y definir 
el estatus del individuo ante la comunidad o ante esferas espirituales. Esta figura-función está 
presente en el inconsciente colectivo, y llamar la atención sobre ella significa llamar la 
atención sobre la manera en que contemplamos y valoramos a los jueces, así como los 
aspectos negativos y positivos con los que los relacionamos y relacionamos su función.  
 
Cuando la representación o imagen primordial se encarna en un burócrata o en un funcionario 
público del Estado moderno, las expectativas que le exigimos al actor que lo representa se 
hacen más nítidas y precisas. Lograr sopesar justicia con compasión, tener competencias de 
observación y de análisis, o conocer muy bien la jurisprudencia de una materia determinada, 
pueden ser características que integren el tipo ideal de juez que se materializa en el Estado de 
Derecho. En este sentido, el tipo ideal es una construcción general que no existe en la realidad 
puesto que es utópica. Representa un realce conceptual de ciertos elementos comunes o 
deseables de un fenómeno. Por ello, al utilizarse como herramienta de análisis, permite 
identificar las distancias entre la teoría y la realidad, las abstracciones y los fenómenos 
concretos. El tipo ideal no se puede confundir con la realidad, ni puede subsumirla; más bien 
su utilidad consiste en medirla y compararla para esclarecer90. 
 
Ambos, el concepto de representación colectiva como el de tipo ideal, son útiles para poner de 
presente que la figura del juez encarna tanto símbolos culturales como roles sociales; que está 
colmada de cierta mística o magia, pero que también materializa una función social práctica y 
racional. Tal vez por ello el oficio del juez está cargado de idealizaciones, anhelos y 
exigencias, que son destacadas a través de símbolos como el espacio central que ocupa en el 
recinto, así como la toga y el mazo con los que se suele representar. De igual manera, tal vez 
por ello el proceso judicial no es un espacio en el que solo se lleven a cabo razonamientos y 
argumentos lógicos que sean compatibles con el carácter racional y jerarquizado del Estado 
(Buchely, 2013), sino que también es un escenario donde surgen emociones fuertes y se 
presentan continuas contingencias, según lo mostré en el caso de Carmela. En el proceso 
judicial no solo se impone la razón. En él se responde a muchas de las necesidades del mundo 
contemporáneo pero, sobre todo, es un espacio humano colmado por profundas y complejas 
emociones, como lo son el sentido o la intuición de lo justo, de lo legítimo, de lo adecuado y 
sus antagonismos; o mejor, la justicia es una  noción cargada de emociones. Quien denuncia 
que un evento es injusto, suele hacerlo con rabia, con indignación, con tristeza.  
 

                                                   
90 Los cuadros conceptuales que representan los tipos ideales no son el contenido auténtico y verdadero, ni 
la esencia pura de la realidad, como tampoco son los valores o los principios ideales de una sociedad 
específica en un momento determinado. El tipo ideal debe ser indiferente a todo juicio valorativo. Es solo 
un recurso lógico que permite medir y comparar la realidad. El tipo ideal recoge un juicio acerca de las 
condiciones típicas de un fenómeno dado. (Weber, 1990, p. 89 ) 
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Por esta razón, cuando se observa la imagen de un juicio, la mayoría de las personas 
podríamos reconocer el rol que desempeña cada uno de sus integrantes sin tener un 
conocimiento especializado. La ubicación en el espacio, los distintivos en el vestuario (la toga, 
el traje formal) y el lenguaje que utilizan para comunicarse, son tres de las pistas que nos 
permiten diferenciar al juez de los abogados y a estos de las partes y los testigos. De igual 
manera sucede con los actores que recrean la escena de un juicio; la imagen que los medios 
han difundido nos permite reconocerlos por las acciones que realizan así como por las 
expectativas que tenemos del rol que representan (el juez dirige, el secretario asiste al juez, el 
demandante ataca, el demandado se defiende y cuestiona). En este aspecto, el relato sobre 
Carmela también coincidía con estas expectativas populares, en especial en el caso de la juez: 
era la única persona encargada de amonestar a los participantes si llegaban a vulnerar alguna 
de las reglas, amenazó a Claudia con expulsarla del recinto, corrigió a la abogada, indagó a los 
testigos, definió cuando se acababa una etapa y empezaba otra golpeando con el mazo sobre el 
estrado y finalmente dictó la sentencia de acuerdo a su convicción (por lo menos en 
apariencia). En este caso la juez cumplió con el tipo ideal y con la representación general del 
juez-líder, del juez como director del proceso, del juez natural.    
 
El tipo ideal de juez descrito no solo se observa en los medios de comunicación y en la 
mayoría de audiencias que se llevan a cabo en Cali. Algunos estudios de ciencias sociales 
también han hecho uso del tipo ideal del juicio, y del juez, ya sea para presentar un argumento 
o para utilizar la audiencia como objeto de estudio del comportamiento ritual. Así Berger y 
Luckmann ejemplifican la despersonalización del individuo en el rol usando el arquetipo del 
juez (Berger & Luckmann, 2001, pp. 99-101). Explican que todo actor de un rol X es 
responsable de mantener las normas que rigen el rol, las cuales se enseñan como parte de la 
tradición institucional. Estas normas se usan también para  hacer controles al verificar que 
aquel que desempeñe el rol cumpla con los requisitos necesarios para el mismo. En este 
sentido, los autores mencionan que “dedicarse a juzgar es representar el rol del juez”, y que 
además “el rol del juez tiene relación con otros roles cuya totalidad abarca la institución de la 
ley; el juez actúa como su representante”. El objetivo de Berger y Luckmann es mostrar que la 
institución se manifiesta en la experiencia cotidiana a través de roles desempeñados por 
actores, lo que les permite concluir que “La institución, con su conjunto de acciones 
"programadas", se asemeja al libreto no escrito de una obra teatral”91.  

                                                   
91 La analogía entre juicio, juez y obra de teatro la han utilizado otros autores. Foucault, en La vida de los 
hombres infames, (Foucault, 1990, p. 233) estudia los roles y su interacción en la audiencia judicial, otorgándole 
prelación al juez penal como un actor con el poder para excluir a los “locos” e “infames” a partir de su 
conocimiento jurídico. De igual manera la historiadora Eugenia Bridhikina usa la analogía del teatro cuando 
describe el juicio en la Colonia (Bridikhina, 2007); Por otra parte Leticia Barrera, analiza el ritual judicial en 
su texto La Corte Suprema en escena: una etnografía del mundo judicial, donde explica que el ritual no solo le da un 
aspecto simbólico a la práctica judicial, sino que además le otorga fuerza normativa (Leticia, 2010, p.140-
142). Así como los anteriores, podemos encontrar diversos ejemplos de investigaciones que atomizan la 
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De la etnografía de Carmela, las audiencias en Cali, los relatos en los medios de comunicación 
y los análisis y descripciones de autores que han sacado provecho a la relación entre juicio oral 
y escenario teatral, podemos extraer algunas características que cumple el tipo ideal de juez 
que se ubica en el frontpage, o en el escenario: La primera y principal (en la que he insistido 
desde el principio) es que el juez es el líder del proceso. El encargado de conducirlo y, en la 
mayoría de las ocasiones, de finalizarlo con el fallo. La segunda consiste en que para ejercer 
dicho liderazgo, el juez tiene una serie de conocimientos especializados en la materia que 
juzga. En principio, no es exagerado suponer que al materializar el tipo ideal de juez, quien 
ostenta dicho cargo es el más experto, especialista o conocedor de la materia entre los actores 
que integran la escena. De igual forma,  la creencia popular o la imagen alojada en  el 
“imaginario colectivo” nos lleva a pensar que en todos los espacios o escenas que involucran 
al juez, éste siempre es líder, el “astro sociométrico, la persona que se involucra en el ritual de 
interacción siempre con la máxima intensidad, la participante durkheimiana en su más alta 
expresión y la que experimenta los efectos de membresía –la EE, la solidaridad moral y la 
adhesión a los símbolos grupales- con mayor fuerza” (Collins, 2009, p. 154).  
 
Las dos características básicas (líder y conocedor) que se relacionan entre sí de manera 
simbiótica, han sido reguladas en el ordenamiento jurídico a través de las garantías al debido 
proceso del “juez natural” o juez competente y, por tanto, el juez como “director del proceso”, 
que son principios procesales que están establecidos por el ordenamiento colombiano. Para 
empezar, el principio del juez natural o competente está ligado a la idea de que el Estado tiene 
el monopolio de la verdad, pues solo las autoridades certificadas por el poder simbólico del 
mismo pueden “administrar justicia” (Bourdieu, 2000). Es decir, el Estado enviste a la persona 
con el poder de dirimir los conflictos que se presenten entre individuos y entre estos con el 
Estado ¿Qué requisitos debe tener la persona para que el poder público le otorgue la calidad de 
juez? La respuesta a esta pregunta depende del fuero.  
 
El fuero es un concepto jurídico muy importante relacionado con la figura del juez natural. 
Este consiste en que el Estado ha considerado que algunas personas tienen derecho a ser 
procesadas por jueces que ostentan calidades especiales, en cuanto a identidades o 
conocimientos, debido a sus identidades étnicas o a la función que desempeñan en la sociedad. 
Existen varios tipos de fueros. Entre los más representativos están aquellos que distinguen las 
jurisdicciones especiales de las ordinarias, como lo es el fuero indígena (tener el derecho y la 
obligación a ser juzgado por las autoridades judiciales de un resguardo) o el fuero militar 

                                                                                                                                                                

audiencia oral para analizar la acción humana en el ritual ceremonial y, en esta búsqueda, retratan las 
representaciones colectivas y los tipos ideales del juicio y de los actores que representan el juicio, como es el 
caso del juez.   
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(tener el derecho y la obligación de ser procesado por un juez militar). En este sentido, un 
primer elemento para hablar del juez natural es atender el fuero de la persona: Por ejemplo, 
debe ser un abogado para el caso de los civiles (jurisdicción ordinaria), debe ser abogado y 
militar para el caso de los militares, y debe ser una autoridad indígena para las personas que se 
identifican como indígenas y que viven en un resguardo declarado oficialmente por el Estado.  
Acorde con lo anterior, en el caso de Colombia la designación del “juez natural” o el “juez 
competente” se hace partiendo de los conocimientos que debe tener el juez sobre ciertas 
experiencias, ideas y conceptos (debe conocer su resguardo o debe conocer el ejercicio 
militar).  
 
Al centrarnos en la jurisdicción ordinaria, se observa que el Estado crea la ficción sobre la 
existencia de las “mejores capacidades” en las personas que él certifica como adecuadas para 
esta tarea. Desde hace algunas décadas, pues antes de los años 70 se podía ejercer como juez 
sin ser abogado, decidió que el juez ordinario debía ser graduado en Derecho. No obstante, 
desde mucho antes venía regulando el mínimo de materias o de conocimientos que debe tener 
todo egresado de ésta carrera, y había definido las áreas de especialización o jurisdicciones, las 
cuales son civil, penal, administrativo, laboral, familia y agraria. La relación entre ambos 
elementos es muy importante, pues las materias de los pensum de derecho, al igual que los 
posgrados, se derivan de las jurisdicciones que crea el Estado. En consecuencia, los abogados 
tienden a especializarse en la jurisdicción de su preferencia, por eso existen abogados civilistas 
y comercialistas, penalistas, laboralistas, etc92. Por ejemplo, el énfasis de esta tesis es sobre la 
jurisdicción laboral, relacionada con la materia laboral en el pregrado, con los posgrados en 
laboral y con los abogados laboralistas.93  
 
Vemos entonces que el juez está investido de tal calidad porque, en principio, conoce o es 
docto en una serie de conceptos y teorías jurídicas ¿Cuál es la idea que sustenta esta creencia? 
En un ensayo titulado “La práctica jurídica Colombiana: una visión crítica”, Manuel José 
Cepeda propone una posible respuesta cuando intenta “desentrañar los supuestos 
epistemológicos de la práctica colombiana” (Cepeda, 1985, p. 95). En su escrito, explicó que 
la preocupación por el juez competente en Colombia está relacionada con los supuestos 
filosóficos del “platonismo y expertismo”, dado que el conocimiento del experto (en este caso 
el juez) no predomina por útil, es decir, por haber demostrado que cuenta con las herramientas 
necesarias para deducir, de la mejor forma posible, la verdad de los hechos que analiza, sino 

                                                   
92 Aclaro que no todos los Estados se organizan igual. En Estados Unidos, por ejemplo, no existen este tipo 
de divisiones y los abogados norteamericanos no tienen especializaciones tan marcadas como suele suceder 
en los países del Civil Law. 
93 Actualmente la Resolución no. 2768 de 2003 establece una serie de pautas “mínimas” que deben integrar 
todo pregrado de Derecho en Colombia. Para saber más sobre la regulación de la enseñanza de derecho en 
Colombia ver: abogados en Colombia capítulo 3.  
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por la creencia de que es sabio, docto en un tema y su sabiduría recae en las ideas que tiene 
sobre dicho tema.  
 
El segundo principio básico es el del juez como director del proceso. Este principio defiende 
que el juez tiene la carga de dirigir el proceso judicial, por lo cual debe conocer, no solo el 
derecho sustantivo (contenido de los derechos y obligaciones) de la materia en la que ejerce 
(civil, penal, laboral), sino también el derecho procesal. Sin este conocimiento de tipo 
metódico, no podrá hacerse cargo del conflicto jurídico y del escenario del juicio. El abogado 
procesalista Pablo Villalba lo describe así: “El sistema oral favorece el ejercicio de la función 
de dirección del proceso por parte del juez, obligándole a que asuma cabalmente el poder de 
dirigir la litis apreciando personalmente las necesidades del proceso, tanto en lo que refiere al 
comportamiento de las partes, de los demás intervinientes y de las realidades que se produzcan 
pudiendo evaluarlos conforme a su propia percepción, dando una orientación prudente al 
proceso” (Villalba, 2007). Bajo esta lógica, “sería imposible el exitoso transcurrir de las 
audiencias sin la presencia de un juez que conozca cada aspecto del pleito”. Para lograr su 
deber, el juez ideal debe contar no solo con conocimientos especializados, sino también 
actitudes y disposiciones particulares.  
 
La representación colectiva y las convenciones jurídicas, que se convierten en dogmas al 
interior de la disciplina jurídica, se alimentan entre sí (el tipo ideal y la representación 
colectiva del juez plantea las pautas para la construcción de la norma y la norma evoca y 
ratifica el tipo ideal y la representación colectiva), y se convierten en referentes sobre el rol del 
juez, que entran a participar en el ritual. Como lo planteaban Berger y Luckmann, al interior 
de la institución la persona se diluye en un rol que debe cumplir con ciertas normas o 
exigencia para llevar a cabo la “obra teatral” de la justicia. Cuando estas reglas no se cumplen, 
se derivan en un ritual sin líder o con un líder que no corresponde al que las formalidades 
estipulan. En este punto, el concepto de objeto sagrado del ritual (el conocimiento del derecho 
sustancial y procesal que rodea al “debido proceso”) se une con el líder del mismo (el juez). 
Un juez que no tiene los conocimientos especializados, ni las actitudes y habilidades como 
director, no logra “sumarse al grupo” de la comunidad jurídica de laboralistas; si no conoce los 
símbolos, difícilmente podrá “protegerlos”, ni puede contribuir a preservar el “objeto sagrado” 
que es el debido proceso. Esta situación lo puede  llevar a convertirse en un “renegado” o 
excluido. No obstante, aclaro que, a menos que se trate de afrentas evidentes a los “símbolos 
sagrados”, esta exclusión puede deberse a los elementos del contexto, pues, según expliqué en 
el primer capítulo, el objeto sagrado que propongo, “el debido proceso”, todavía está envuelto 
por desacuerdos sobre los elementos que lo constituyen.  
 
En esta primera parte del segundo capítulo tuve como objetivo resaltar la representación 
colectiva y el tipo ideal de juez, ligada a una imagen de líder y conocedor entre lo místico y lo 
racional. Dicha imagen está relacionada con dos principios básicos del debido proceso en 
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Colombia: “el juez natural” y “el juez como director del proceso”. En el próximo capítulo me 
interesa mostrar cómo estos elementos que configuran el juez ideal se materializan o se 
desvanecen a través de los diferentes matices de lo cotidiano, en la jurisdicción laboral de 
Cali. 
 

El juez cotidiano 
 
En el capítulo anterior, vimos las ideas que rodean la imagen del juez ideal: aquel funcionario 
del Estado Moderno, docto en leyes, especialista en una materia, que domina el procedimiento 
y está presto a proteger el bienestar del proceso sobre los intereses de las partes; siempre 
interesado por hallar la verdad del proceso, estudia juiciosamente el expediente y falla acorde 
a lo establecido por el ordenamiento jurídico. Es un juez competente y es un juez director. Sin 
embargo, en el backstage, al interior del despacho, las dinámicas se distancian de este tipo 
ideal: Los jueces no siempre tienen el control de la situación, ni son los líderes o directores del 
proceso. Al parecer, los eventos donde su papel como líderes se desvanece, coinciden con 
aquellos casos en que no pueden dar órdenes o las órdenes que emiten no son atendidas por 
sus subordinados o incluso por los abogados, quienes utilizan diversas estrategias para 
“medirles el aceite”94. Por lo general, esto sucedía cuando el juez, en el primer evento, o los 
subordinados, en el segundo, consideraban que “no sabía del tema”, ya sea en términos 
genéricos (no sabe de derecho o de laboral) o particulares (no sabe de pensiones). En resumen, 
en el mundo de la jurisdicción de Cali el juez que “no sabe” no se destaca como líder o 
director, porque no logra tener un dominio sobre sus fallos, y porque no faltará el subordinado 
u abogado que lo desestime o lo contradiga. Si su desconocimiento se considera “grave” puede 
llegar a tener una imagen reprochable al interior de la comunidad jurídica laboral del 
municipio.   
 
En  este capítulo me propongo  estudiar las vías o las razones que ayudan a entender por qué 
en el devenir cotidiano existen distancias con el tipo ideal de juez. Para ello plantearé dos 
preguntas relacionadas con los principios mencionados en el aparte anterior, que me permitirá 
introducir el debate que deseo desarrollar95: ¿cómo se materializa en la cotidianidad el 
principio del juez competente? Es decir, cuando los abogados hablamos del juez natural ¿nos 
referimos a un funcionario que ha sido nombrado formalmente como juez de una jurisdicción 
particular, o estamos hablando de un funcionario que tiene, o debería tener, los conocimientos 
especializados para posicionarse como conocedor de la materia? Esto con el fin de que al 
usuario se le garantice que aquel que dirime su pleito sabe lo que está haciendo y diciendo. De 
igual manera, cuando hacemos referencia al juez como director del proceso ¿estamos diciendo 

                                                   
94 Entrevista juez Gerardo.  
95 Aclaro que esta pregunta no tiene el objetivo de evaluar o valorar desde una perspectiva personal el 
ejercicio de los jueces. Insisto en que su uso tiene como objetivo introducir el debate.  
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que el liderazgo se sostiene solamente en el apelativo formal de su cargo, o consideramos 
importante que el líder del proceso demuestre conocimientos especializados en el proceso y 
actitudes coherentes con la dirección del mismo?  
 
Para introducirnos en el debate, y explicar con mayor detenimiento las preguntas anteriores, 
recurriré a una analogía fácil: apliquemos la preocupación que planteo al caso de los médicos. 
Creo que uno de los grandes acuerdos sociales es que los médicos especialistas deben tener 
conocimientos certificados sobre la materia que practican o ejercen en su cotidiano. De forma 
que cuando visitamos al médico oftalmólogo nos encontramos con alguien que tiene 
conocimientos especializados sobre el globo ocular, y no con un dermatólogo o un médico 
general que está aprendiendo sobre la práctica. Sin embargo, como mostraré, en el caso del 
derecho este acuerdo está “lejos de ser pacífico”.  
 
Para entender el porqué del desacuerdo, es necesario ahondar en diferentes temáticas 
relacionadas con la convenciones normativas que están vigentes y regulan las actividades de 
los actores, con la cultura organizacional y las prácticas que ellos despliegan en su trabajo 
cotidiano. Estas temáticas son las siguientes: primero explicaré si existe o no una relación 
entre el cargo y la función, es decir, ¿sólo los jueces juzgan? ¿quiénes  juzgan?. 
Posteriormente, haré una relación entre las funciones que socialmente se le han adjudicado al 
juez y su formación ¿consideran los jueces que como abogados están preparados para aquello 
que se les exige?. En un tercer ítem, me centraré en las vías institucionales de acceso y 
ascenso formales al interior de la Rama, que posibilitan que la persona que juzga no sea 
experta en su tema. Finalmente analizaré las vías de acceso y ascenso informales, que 
aumentan las posibilidades de encontrarnos con jueces que no están formados para la 
profesión de juez y tampoco son expertos en su área.  
 

La función, el cargo y la organización del despacho: “Aquí todos proyectamos” 
 
El primer punto a tratar para adentrarnos en el análisis sobre el contraste entre el tipo de juez 
ideal y la cotidianidad de la Rama Judicial, es definir quién es el que juzga. Existe una 
tendencia general a creer que en el marco institucional de la Rama Judicial, el cargo del juez y 
el verbo juzgar están funcionalmente unidos. Que son dos caras de la misma moneda. Sin 
embargo, la forma en que están organizados la mayoría de los despachos en Cali se distancia 
de dicha creencia, pues son varios los empleados judiciales cuya función principal consiste en 
proyectar sentencias: De todos los empleados que entrevisté, Sara y Rafael fueron los únicos 
que manifestaron nunca haber proyectado un fallo. Todos los demás, incluyendo los 
funcionarios que hicieron “carrera” en la Rama y que en algún momento fueron empleados, 
han proyectado. Esto quiere decir que todos han redactado un “borrador” de fallo definitivo de 
un conflicto jurídico. Borrador que pudo ser confirmado o modificado por su jefe, sea el juez o 
el magistrado.  
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La aclaración sobre la relación entre el cargo y la función cobra relevancia si se tiene en 
cuenta que los alcances de las decisiones que toman algunos empleados (secretarios, 
sustanciadores, oficiales mayores, auxiliares de magistrado, entre otros), dependen del control 
que realice el juez de cada despacho. Según encontré en los relatos pedidos y no pedidos, el 
nivel de rigurosidad o flexibilidad del control está influenciado por diferentes factores, como 
el tiempo que falta para la audiencia, la experiencia y conocimientos del juez, el nivel de 
confianza que éste tenga con el empleado que proyectó, sus preocupaciones inmediatas, entre 
otros tantos. De lo anterior se deduce, que en los casos de control flexible son finalmente los 
empleados quienes definen el resultado del conflicto jurídico, y esto conlleva a que la relación 
entre juzgar y la organización del juzgado aparece como un aspecto relevante al momento de 
definir quién es el juez cotidiano en la jurisdicción laboral de Cali. Además, esta aclaración 
tiene como objetivo explicarle al lector la razón por la cual mencionaré en más de una ocasión 
a los empleados, y no solo al funcionario, en los apartes siguientes dedicados al contraste entre 
el juez ideal y el juez cotidiano.  
 
Para empezar, la proyección de sentencias por parte de los empleados del despacho no es 
contraria a derecho, o por lo menos no lo es de manera evidente, dado que, acorde a lo 
expuesto en el primer capítulo, no existe una norma donde se precisen de manera definitiva las 
funciones de cada cargo. Por ello, los jueces tienen una libertad más o menos amplia para 
organizar el juzgado y otorgar las funciones a los empleados de la manera que lo estimen 
conveniente96.  
 
 
 “...los jueces tienen una gran falla y es en probatorio”  
 
Para que una sentencia sea válida debe ser emitida por una autoridad que el Estado hubiese 
certificado como experta, independiente de que realmente lo sea o no. En el aparte anterior, 
mencioné que el Derecho ha sido la disciplina elegida para formar a los encargados de emitir 
las sentencias: los jueces. En términos generales, la sociedad tiene muy claro que a los 
abogados97 se les entrena en el pregrado para que reconozcan conceptos y disposiciones 

                                                   
96 En los capítulos anteriores, describí como las tareas asignadas por parte del juez y del secretario incluían la 
redacción de sentencias. También expliqué como los empleados eran los encargados de presentarle al juez 
las hipótesis de solución que éste debía manifestar en la audiencia oral.  
97 Aclaro que los jueces de paz y las autoridades jurisdiccionales indígenas están excluidos de esta reflexión. 
En el Acuerdo No. PSAA13-9939  de junio de 2013 “Por medio del cual se adelanta el proceso de selección 
y se convoca al concurso de méritos para la provisión de los cargos de Funcionarios de la Rama Judicial”, 
emitido por el Consejo Superior de la Judicatura,  se establecía como requisito general “Tener título de 
abogado expedido por universidad reconocida oficialmente, y/o convalidado conforme a la ley”. De igual 
manera, la Ley 270 de 1996, Estatutaria de la Administración de Justicia, establece como requisito para 
todos los cargos de magistrado ser abogado certificado.  
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normativas en los fenómenos sociales o, en su defecto, realicen el ejercicio de traducir lo 
segundo en lo primero. Pero la ficción inicial de este acuerdo social recae en que, a pesar de 
existir un conocimiento más o menos extendido en la comunidad jurídica sobre la ausencia de 
materias dirigidas a enseñarle a los abogados las habilidades que debe tener un buen 
investigador (metodologías de investigación, análisis de pruebas, etc.), la sociedad confía en 
que los jueces (obligatoriamente abogados, no ingenieros ni sociólogos) tengan la capacidad 
para extraer “la verdad real de los hechos” a partir de un conjunto de pruebas. En este aspecto 
se evidencia el primer contraste relevante entre la realidad y el tipo ideal del juez: desde su 
formación.   
 
Las denuncias sobre ausencias importantes en la formación de los abogados han sido 
resaltadas por varios académicos98. Entre ellos se destaca la queja insistente de Mauricio 
García Villegas, quien reprocha la “(…) masificación de la enseñanza [jurídica] de dudosa 
calidad” en Colombia (García Villegas, Colombia, tierra de abogados, 2010). Ésta crítica tiene 
relación con varios relatos de los entrevistados, donde mencionan que los pregrados de 
Derecho invierten poco tiempo en materias que tengan como objetivo desarrollar 
competencias de análisis probatorio, metodologías de investigación o argumentación judicial. 
Por ello, algunos entrevistados describieron el estudio probatorio como un ejercicio de 
intuición metodológica para analizar la prueba; situación que es agravada por el escaso tiempo 
con el que cuentan para detenerse en esta tarea. Al respecto el juez Joaquín hizo la siguiente 
explicación: 
 

Bueno, una de las razones para venirme acá [Santiago de Cali] fue por venir a estudiar. 
Quería seguir estudiando y cuando llego a ser juez el primer problema que tengo, como 
tengo dos argumentos, el del demandante y el del demandado, era el análisis probatorio y 
yo quería hacer una maestría en derecho probatorio, en esa época la ofreció durante 2 
años, yo llegué en el 2005, la Universidad Externado, y no conseguí el cupo en derecho 
probatorio. No sé si hoy ya lo tenga. Entonces entiendo que sacaban la de procesal y ahí 
había un módulo de probatorio, pero yo quería solo probatorio, porque yo quería saber 
analizar pruebas, o sea tenía muchas falencias en análisis de pruebas, de confundirme en 
las primeras providencias. Eso me ayudó a crecer, me llamaban la atención sobre eso, las 
primeras providencias que me impugnaban.  
 

Joaquín nos cuenta sobre el desconocimiento de algunos jueces en el análisis de los 
testimonios, al omitir el contexto, o contrastar sus versiones con otros elementos probatorios. 
En sintonía con el relato de Joaquín, tanto en esta investigación como en otra basada en 
entrevistas a jueces y magistrados de Bogotá y de las altas cortes, todos de la jurisdicción civil, 
se encontró que existe una práctica recurrente entre empleados, jueces y magistrados al 
momento de realizar el análisis probatorio, consistente en leer los testimonios de manera 

                                                   
98 Rodríguez Garavito, Germán Silva,  Rogelio Pérez Perdomo, Mauricio García.  
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fragmentada con el objetivo de encontrar el aparte específico y útil para resolver el caso. Sin 
embargo, la transición al procedimiento oral ha hecho más difícil llevar a cabo este método, 
porque los testimonios quedan registrados en grabaciones de audio que se deben escuchar por 
completo para identificar las frases o las palabras claves en la solución del conflicto. Para 
contrarrestar esta situación, algunos jueces y magistrados, por no afirmar que la gran mayoría, 
han solicitado a los empleados o judicantes que transcriban los testimonios, para “tener un 
expediente [que] les permite revisar el acta de las audiencias, discriminando fácilmente entre 
lo que consideran o no importante, subrayando y haciendo anotaciones de lo relevante para 
estructurar su fallo” (Bejarano, 2011).  
 
Sin embargo, algunos jueces, magistrados y ex magistrados entrevistados criticaron 
enfáticamente esta práctica, al considerar que es muy peligroso confiar tanto en las 
transcripciones de los judicantes, y que además en muchas ocasiones el funcionario deja de 
lado aspectos muy relevantes en el caso, que no registra por estar buscando respuestas 
premeditadas. Uno de los magistrados entrevistados mencionó que en ciertos procesos, como 
los de pensión de sobrevivientes y contrato realidad, es muy frecuente encontrar apelaciones 
legítimas que hacen mención a pruebas, en especial testimonios, dejadas de valorar, o 
circunstancias que el juez no tuvo en cuenta al momento del fallo. Cuando le pregunté a 
Juanita sobre el estudio del expediente en segunda instancia, una de las impresiones que me 
contó fue la siguiente: “he leído sentencias donde el juez de instancia parece una parte y no el 
tercero mediador que debe ser. No eran la mayoría pero tampoco eran muy raras. - ¿por qué 
parece una parte? – Porque las pruebas que relaciona en las consideraciones, las frases que 
elige de los testimonios para soportar su decisión, son notablemente elegidas con la intención 
de emitir un fallo definido, cuando el debate probatorio indica el camino contrario…”.   
 
Acorde con las preocupaciones de Joaquín, el ex juez Boris, quien ejerció la judicatura por 
más de 20 años, también considera que la ausencia de conocimientos en análisis de pruebas, 
por parte de la mayoría de los abogados, afecta la forma en que el juez se desempeña en las 
tareas que el Estado y la sociedad le han encomendado. Al preguntarle sobre las principales 
dificultades que tuvo cuando empezó su trabajo como juez, explicó:  
 

El problema es cuando no sabe cuál es el problema central, cuando no encuentra cual es el 
problema central, y realmente los jueces tienen una gran falla y es en probatorio. Porque 
primero las universidades no enseñan bien los medios de prueba, segundo, de ahí para allá 
nadie enseña bien los medios probatorios, entonces los jueces, los abogados nunca están 
hechos para medios probatorios. Más aún, en Colombia no hay especialización en medios 
probatorios. Entonces la gente no sabe probar, entonces cuando no sabemos probar no 
sabemos cuál es el problema central y con qué medios probatorios lo resolvemos.  

 
Bajo esta misma lógica, en el texto El mundo real de los abogados, Germán Silva García 
también se extraña sobre la ausencia de relación y de proporción entre las tareas que se le 



 
 

121 

 

exigen al juez y las materias en que fue formado. Al respecto manifiesta: “por vía de autoridad 
y sin que se admita la más mínima discusión, se declara que el funcionario judicial es apto, 
perito calificado, para pontificar sobre temas respecto de los cuales carece de toda formación” 
(Silva García, Tomo II: Las prácticas jurídicas. , 2001, p. 83).  
 
Por esta razón considero que el Estado y la academia jurídica están en deuda con una reflexión 
más profunda sobre los ciclos de formación que se le deben exigir a quien desea ser Juez de la 
República ¿las facultades de Derecho deben ajustar su pensum acorde con la posibilidad de 
que algunos de sus egresados elijan la carrera judicial, o por otra parte esta formación debe ser 
posterior al pregrado pero previa al ejercicio del cargo?  
 
Al respecto debo aclarar que actualmente las personas que desean acceder al cargo de juez de 
manera permanente, deben pasar una serie de pruebas entre las que se encuentra el “curso-
concurso” que es desarrollado por la escuela judicial Lara Bonilla, cuyos profesores son 
académicos y magistrados de la Rama. Esto nos lleva al siguiente punto a analizar: ¿las 
características que exige el Estado para ser juez, además de ser abogado, reflejan el interés por 
proteger los principios del juez natural y el juez director del proceso?  
 
 
Experticia y sensibilidad 
 
Según mencioné, el juez natural no solo debe tener conocimientos generales de Derecho y 
competencias en el análisis probatorio, sino que además debe ser experto en la materia que 
ejerce. Se presume que, como líder del ritual,  es el actor que mejor conoce las normas, las 
teorías y el procedimiento que dirige, dirime, y aplica. Para analizar este punto, mencionaré 
brevemente las convenciones jurídicas que demuestran la importancia que se le otorga a la 
relación entre el juez, sus conocimientos o experticia y la jurisdicción.  
  
Para empezar, la causal de nulidad No. 2 del artículo 140 del CPC, establece que cada caso 
debe ser fallado por el juez competente de su jurisdicción. Por ejemplo, un caso de naturaleza 
penal no puede ser dirimido por un juez laboral, dado que la sentencia adolecería de nulidad 
absoluta, es decir, nunca habría existido ni generaría efectos jurídicos. Comprender la 
finalidad este artículo, requiere preguntarse sobre el significado de competente, y para ello 
debo mencionar la distinción que existe en el mundo jurídico entre el  derecho procesal y el 
derecho sustantivo.  
 
El derecho sustantivo hace referencia a los derechos y las obligaciones de las personas 
estipulados en el ordenamiento jurídico. Por otra parte, el derecho procesal regula el 
procedimiento que deben realizar las personas para reclamar esos derechos u obligaciones: 
cómo deben actuar las partes, cuáles son los momentos en los que pueden intervenir durante 
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proceso de manera oral o escrita, qué documentos deben presentar, entre otras normas que 
regulan los pasos que debe llevar a cabo el demandante para reclamar sus derechos, el 
demandado para demostrar que los derechos que se reclaman no tienen sustento en los hechos 
o en el derecho, y el juez para dirigir las diferentes actuaciones.  
 
En este orden de ideas, es pertinente preguntarnos ¿qué es lo que protege el artículo 140? ¿los 
conocimientos que tiene el juez competente sobre los elementos sustanciales de la jurisdicción 
en la que ejerce, la protección de los pasos procesales o procedimiento propio de cada 
jurisdicción, o ambas cosas: tanto los elementos sustanciales como los procesales?  Si 
respondemos que se protegen los elementos sustanciales o ambos, entonces se acepta que 
desde la convención jurídica se le otorga especial importancia al conocimiento del juez sobre 
los aspectos sustantivos de la jurisdicción en la cual ejerce, y no solo al cumplimiento de las 
formas de un proceso. La creencia legítima que se desprende de la causal No.2 del art. 140 ha 
sido complementada en el derecho laboral, por el artículo 15 de la ley 1149 de 2007 “Por la 
cual se reforma el Código Procesal del Trabajo y de la Seguridad Social para hacer efectiva la 
oralidad en sus procesos”, el cual establece que “Quienes sean nombrados como jueces y 
magistrados, deberán ser especializados o expertos en derecho del trabajo o en seguridad 
social”.  
 
 
La “sensibilidad” del laboralista 
 
La “sensibilidad” del juez laboralista fue descrita como una especie de intuición o percepción 
inmediata, casi inconsciente, al momento de valorar las pruebas y de elegir las fuentes 
jurídicas. A los funcionarios que les pregunté si consideraban que fallar en la jurisdicción 
laboral requería de una disposición especial, diferente a la de las otras ramas, todos, menos 
uno, me respondieron que sí. El juez Joaquín fue uno de los entrevistados que más insistió en 
que el juez laboral tiene una forma particular de analizar, valorar y por lo tanto adjudicar el 
derecho: “…el sustantivo es distinto, el procesal puede ser hasta el mismo, no nos engañemos, 
hay unas particularidades pero lo general es lo mismo, el proceso es el mismo. Pero, ya el 
tema sustantivo mismo es más delicado, la sensibilidad, aunque me tiene muy preocupado que 
dicen que las tutelas se ganan más fácil en penal que acá”. 
 
Joaquín incluso criticaba con vehemencia la creencia popular de que los jueces penales son los 
más “sensibles” de la Rama, y que por eso abogados y usuarios solían interponer las acciones 
de tutela en esta jurisdicción. La visión que tiene sobre la jurisdicción laboral, como la más 
garantista, lo llevaba a extrañarse de esta creencia y al respecto manifestó “porque se supone 
que el juez social somos nosotros, los más sensibles somos nosotros…” 
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Entre las respuestas positivas también estaba la de Benito, quien además fue uno de los dos 
entrevistados que primero sintieron vocación por el área laboral y de la seguridad social que 
por la profesión de abogado en general. Él, y la abogada litigante Lucía, tenían claro desde 
muy jóvenes que querían dedicar su vida a defender los derechos de los trabajadores y 
personas en situación de discapacidad: 
 

…para mí la justicia es algo hermoso. Y es algo que yo decía ' imparcialidad, yo no puedo ser 
imparcial', la hija de la juez me decía 'relájate, todo va a estar bien allá te van a ayudar'... además 
la imparcialidad era algo que yo consideraba definitivamente que no tengo. Porque yo le decía si 
a mí una persona con discapacidad y un empleador, mi balance se va a inclinar, indudablemente 
y desde antes, prejuzgando y de todo hacia la persona con discapacidad o hacia un 
empleado.…Pensaba que ese era el deber ser porque yo no pensaba entrar a la rama judicial a 
hacer lo que pudiera hacer, sino lo que debía hacer. Entonces no tenía sentido (…) 
Afortunadamente en la jurisdicción laboral, pues, esa imparcialidad en realidad no existe. Casi 
que la Constitución le obliga a uno no serlo. Está el principio de favorabilidad, in dubio pro 
operandi, condición más beneficiosa, etc. Y cuando la Constitución te dice el principio 
favorabilidad, eso significa eliminar la imparcialidad. De alguna manera la justicia laboral desde 
la Constitución y las normas sustantivas ya te están diciendo ‘vos te inclinas al empleado a 
menos que la empresa pruebe lo contrario’. En la justicia laboral la ventaja es que el más 
vulnerable es el empleado, por lo tanto es por el que la justicia debe intentar la protección(…) 
Como yo no había litigado, ni había tenido contacto con la Rama99 yo me paraba desde, no desde 
una jurisdicción específica, entonces si yo estoy frente a un asunto civil, comercial, en el que dos 
empresas están discutiendo lo que sea, un contrato de cualquier cosa, pues no puedo ser parcial 
porque yo tendría que ser objetivo…100 
  

Benito nos habla de la percepción romántica de la justicia, pero sobretodo nos dice que la 
ventaja del derecho laboral, que no lo tienen otras jurisdicciones como la civil o la comercial, 
porque su modo de operar está en consonancia con sus ideales morales101. También considera 
que el derecho laboral está caracterizado por una especial protección a la persona vulnerable. 
Tal vez muy en el fondo, lo que Benito quiere decir es que el buen funcionario laboralista debe 
defender una visión “parcializada” de la justicia, siempre tendiendo a favorecer al débil; 
propensión de la que el juez civil o comercial puede prescindir. Esta apreciación de un juez 

                                                   
99 Desde que se graduó de abogado hasta antes de entrar a la Rama, Benito trabajó como docente en varias 
universidades de Cali.  
100 La imagen de una jurisdicción civil más distante, y por lo tanto más “objetiva e “imparcial”, la comparte 
Germán Silva García cuando plantea que el rol intervencionista del juez es menor en el ámbito civil (Silva 
García, Tomo II: Las prácticas jurídicas. , 2001). Señala que en esta jurisdicción el juez se des-responsabiliza 
de los errores y pretensiones de la partes, y considera que cada persona asume las consecuencias de 
contratar a un mal abogado. Área que contrasta, por ejemplo, con el derecho penal, donde según Silva 
García prima el interés general.  Sin embargo, algunos jueces laboralistas consideran que los penalistas 
tienden a ser más formalistas y distantes que ellos.  
101 La religión católica ha sido crucial para que Benito decidiera entrar a trabajar en la Rama Judicial, así 
como guía de comportamiento en su cotidianidad.   
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civilista más acartonado y menos empático fue secundada por algunos abogados. Al respecto 
Lucía explicaba que el manejo probatorio que exige un juez civil es diferente al que se 
presenta en la jurisdicción laboral, la cual es mucho más informal y expedita, lo que 
ocasionaba que las prácticas formalistas o ritualizadas de los jueces civilistas recién llegados a 
la jurisdicción laboral se percibieran como arbitrariedades que entorpecen el proceso. Esta 
apreciación es importante porque evidencia que los abogados perciben el procedimiento desde 
el enfoque de su jurisdicción: Lo que para un laboralista nato es obstáculo arbitrario, para un 
civilista podría ser una garantía. Este fenómeno hace más evidente la naturaleza voluble de las 
convenciones procesales.  
 
El único entrevistado que no estuvo de acuerdo con esta postura fue el juez retirado Boris. 
Esta fue su respuesta a mi pregunta de si él, que había sido juez civil y laboral, consideraba 
que la sensibilidad como juez laboral al momento de interpretar las normas o las pruebas es 
diferente a la del juez civil.  
 

Es igual. Es que el problema de los jueces es la subjetividad, ser subjetivos, el derecho no 
da para ser subjetivo porque es que las normas no dan para variar al blanco de una 
manera, al negro de otra manera, el bajito de una manera.. los medios probatorios son las 
pruebas, el derecho es el derecho. O bueno, que el juez tenga unos parámetros donde 
pueda oscilar, es otra cosa diferente, que el juez tenga unos parámetros donde moverse es 
diferente, pero esos parámetros los da la misma norma. Igual no se puede ir más allá de 
esos límites. 

 
La distinción entre “justicias” que describen Benito con palabras muy sencillas, y que yo 
pretendo contrastar con el testimonio de Boris, en la jerga jurídica se suele denominar “justicia 
formal” y “justicia material”. Entre los entrevistados, todos los que hacían referencia directa a 
esta dualidad, manifestaron ser defensores del segundo tipo de justicia y haber logrado 
comprender, interiorizar e implementar una nueva etapa del derecho que “otros”, entre los que 
se encontraría el juez retirado Boris, no han reconocido o no les interesa defender, ya sea por 
indiferentes o por preservar símbolos anteriores que ahora aparecen como arcaicos e injustos 
al compararlos con la doctrina constitucional.  
 
Todas las personas con las que hablé, incluyendo relatos voluntarios y no voluntarios, 
afirmaron que en los últimos años (algunos dicen que finales de los noventas y otros en el 
transcurso de la década del 2000) el derecho ha vivido un cambio de paradigma en Colombia, 
y que parte de ese cambio consiste en propender por la protección de los derechos 
sustanciales, y otorgarle una especial protección a las personas que se encuentren en estado de 
indefensión o de debilidad manifiesta. Sin embargo, al mismo tiempo afirmaron que el 
derecho laboral se diferencia de las demás áreas precisamente por su tendencia a proteger los 
derechos sustanciales de las personas vulnerables. Uno de los jueces lo explicó, muy 
brevemente, con este ejemplo: “esa es la diferencia del contrato realidad en contencioso 
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administrativo. Son mucho más formalistas que nosotros, ellos allá dicen que no, que eso no es 
contrato realidad, que no hay relación. Como allá son empleados públicos. Y nosotros decimos 
que sí, por nuestra visión, entonces mira que sí”. El juez Joaquín desarrolla la misma idea 
desde una óptica mucho más detallada: 

 
…Normalmente son jueces municipales civiles. Entonces llegan con otro estilo. (…) traen 
otros criterios, es otra visión, otra visión, sobre todo el civil otra visión. El derecho laboral es 
más social, tenemos potestades ultra y extra petita102 que ellos no las tienen. Hay una juez 
administrativa también. Otra visión porque el juez administrativo, inclusive, ella fue objeto 
de una de esas charlas103 (…) ¿nosotros contra quién actuábamos? Contra el Seguro Social 
hoy Colpensiones, es el 90 % de los procesos. Ellos [los administrativistas] ¿en qué soportan 
sus decisiones? en los actos administrativos, entonces ellos [los jueces que vienen de la 
jurisdicción administrativa] tienen un respeto por el acto administrativo como tal, la 
presunción de legalidad del acto administrativo. Entonces, fue fuerte el tema, sería bueno que 
trataras de hablarlo con ella, porque ella misma me contaba que era fuerte pues ella entrar a 
controvertir el acto administrativo. Ellos lo que hacen allá es enjuiciar el acto administrativo, 
acá [en la jurisdicción laboral] nosotros no tenemos nada de (inaudible 28:36) acto 
administrativo, tomamos es la realidad. ¿Usted llena requisitos para pensión?, 'si', ah bueno. 
Yo no estoy diciendo que voy a declarar la nulidad de ese acto administrativo, solamente voy 
a decir que usted tiene derecho a la pensión. Entonces para ella fue difícil porque para ella es 
otro chip, otra visión, otro análisis de las pruebas, allá la jurisdicción es eminentemente 
rogada, acá uno puede decretar pruebas de oficio, entonces era muy complicado, fue muy 
complicado para ella, pero bueno, también nos nutrió mucho…”  

   
No es claro entonces si los entrevistados manifiestan que el nuevo paradigma constitucional 
cambio la perspectiva general de adjudicar el derecho aunque los jueces civiles y 
administrativos siguen fallando desde una perspectiva más “tradicional” o formalista, o si lo 
que quieren decir es que dicho cambio de paradigma afectó en mayor medida al derecho 
laboral que a las otras ramas. Independiente de la respuesta a la pregunta anterior, es claro que 
para los entrevistados cada jurisdicción tiene su habitus (Bourdieu, 2000), formas propias de 
percibir el derecho, valorar las pruebas, analizar los casos. No digo que esta percepción sea 
cierta. Sin embargo, esta forma de abordar la discusión puede llevarnos a pensar en formas 
más vivenciales de entender la garantía del “juez natural” en el caso de la jurisdicción laboral, 
más allá de la certificación del Estado por haber aprobado “el concurso” o haber sido 
nombrado a dedo aprovechando una vacante o una descongestión.  
 

                                                   
102 Pueden otorgar más allá de lo que pidieron las partes, si lo consideran probado durante el proceso.  
103 Se refiere a reuniones para almorzar que programan los jueces una vez cada mes o cada dos meses, 
donde aprovechan para conversar sobre temas donde existe desacuerdos. Este aspecto se discutirá 
posteriormente en el capítulo sobre “decisión judicial” y sobre las “redes de trabajo y formación”.  
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Una vez demostrada la importancia de la experiencia y la sensibilidad del juez con su 
jurisdicción, es crucial conocer los diferentes caminos de arribo a la Rama Judicial que nos 
mostrarán como llega una persona a ejercer en un área que desconoce. Dividiré el análisis en 
dos partes: En la primera, me centraré en aquellos casos donde el juez o el empleado que 
proyecta sentencias ha pasado por las etapas formales para acceder a la carrera judicial, como 
lo son el examen, el curso-concurso, y los puntajes por experiencia y formación. En la 
segunda, analizaré los casos de personas que han ingresado a la organización por medio de 
conexiones que tienen con funcionarios nominadores o con los empleados de los despachos.  
 
 
“Voy a concursar”: Acceso formal a la Carrera Judicial 
 
Son tres las características organizacionales de la Rama Judicial que nos ofrecen pistas 
relevantes para comprender cómo es posible que un juez llegue a dirimir conflictos jurídicos 
sobre temas que desconoce o conoce de manera superficial. La primera, es la posibilidad que 
tenían los aspirantes a jueces de concursar para diferentes jurisdicciones a la vez antes del 
concurso de 2014. La segunda, es que los funcionarios y empleados de la Rama Judicial 
pueden cambiar abruptamente de jurisdicción a través de ascensos temporales, al ocupar las 
vacantes en provisionalidad; y la tercera, consiste en las esporádicas órdenes de traslado 
emitidas por el Consejo Superior de la Judicatura, donde se le ordena a los funcionarios pasar 
de jueces penales a laborales sin que medie su aceptación (Silva García, Tomo III: la 
administración de justicia, 2001, pp. 136-137). Sin embargo, como esta razón no llegó a ser 
mencionada en las entrevistas, no será ampliada. A continuación, explicaré en qué consisten 
las vías de acceso formales a la Rama para después detenerme en los concursos y finalmente 
en las vacantes provisionales.  
 
Para acceder a la Rama Judicial es necesario inscribirse en el concurso de méritos que se 
encuentra regulado en el artículo 164 de la Ley 270 (Estatutaria de Administración de 
Justicia), y que se define como el proceso “mediante el cual a través de la evaluación de 
conocimientos, destrezas, aptitud, experiencia, idoneidad moral y condiciones de personalidad 
de los aspirantes a ocupar cargos en la carrera judicial, se determina su inclusión en el 
Registro de Elegibles” y se fija su ubicación en el mismo. Una vez inscritos los candidatos, la 
Comisión Nacional del Servicio Civil verifica el cumplimiento de los requisitos legales de los 
aspirantes104, y los admitidos pueden participar en el concurso de méritos que se compone de 

                                                   
104 Por ejemplo, en el último concurso de funcionarios judiciales adelantado por el Consejo Superior de la 
Judicatura contenido en el Acuerdo PSAA13-9939, fueron requisitos generales: inscripción, ser colombiano 
de nacimiento y ciudadano en ejercicio, sin causales de inhabilidad o incompatibilidad, no haber llegado a la 
edad de retiro forzoso y título de abogado. Variando el requisito mínimo de experiencia profesional así: 
Magistrados 8 años, Juez de Circuito 4 años y Juez de categoría municipal (que para el caso de la jurisdicción 
laboral equivaldría a pequeñas causas) 2 años. 
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dos etapas: Selección y Clasificación. La etapa de selección comprende una primera fase 
consistente en la aplicación de pruebas psicotécnicas y de conocimiento105, y una segunda fase 
consiste en el curso de formación judicial. En ambas etapas se pueden eliminar candidatos106.  
 
 
Historias de accesos y ascensos 
 
Hasta el último concurso de méritos, realizado en noviembre de 2014, los aspirantes a 
funcionarios o empleados judiciales tenían la posibilidad de inscribirse para varios cargos, 
siempre y cuando cumplieran con los requisitos de estudio y experiencia exigidos en cada 
caso. Acorde con lo expresado en las entrevistas, los aspirantes escogían los cargos a los que 
se iban a inscribir teniendo en cuenta variables como la ciudad (es más fácil acceder al cargo 
de juez en un municipio como Buenaventura que en Cali o en Medellín), las posibilidades de 
ascenso, el tipo de examen (el examen que realizan los empleados es diferente al de los 
funcionarios por el tipo de preguntas y el nivel de dificultad) y, claro está, los requisitos que 
cumplían en cuanto a años de experiencia y estudios, pues para cargos como citador, 
sustanciador y oficial mayor no es necesario haber terminado la carrera de derecho.  Sin 
embargo, en el concurso realizado en el año 2014 la posibilidad de inscribirse a varios cargos 
fue eliminada, obligando a los aspirantes a escoger uno: aquel para el que se sintieran más 
preparados.  
 
Una de las consecuencias de esta modificación, es que ya no tienen la opción de aceptar uno 
de los cargos para los cuales se habían inscrito, mientras aparecía una vacante en el puesto que 
más deseaban en las ciudades que había escogido. Para explicar este proceso recurriré al relato 
de Sara, que es el más claro y más representativo al momento de exponer el uso estratégico de 
la inscripción de las vacantes y de la lista de elegibles, de una persona que llega a la Rama 
formalmente por primera vez: 
  

Ingresé por la convocatoria que se hizo en el 2006. Supe de ella porque dos compañeras 
de la U me contaron. Entré en la página de internet, me inscribí, concursé y quedé en lista 
de elegibles. Cuando ingresé habían 3 opciones: escribiente municipal, escribiente de 
circuito y escribiente de tribunal. Yo inicié como escribiente de circuito y cuando se da la 
vacante en el tribunal no tengo que concursar porque estoy en la lista de elegibles."- ¿Tu 

                                                   
105 Los contenidos de las pruebas que a continuación se señalan se encuentran en los instructivos de prueba 
de conocimiento y psicotécnicas del Concurso No. 22 para proveer cargo de funcionarios en la Rama 
Judicial del Poder Público. 
106 La etapa de selección tiene por objeto la escogencia de los aspirantes que harán parte del correspondiente 
Registro de Elegibles y estará integrada por el conjunto de pruebas que, con sentido eliminatorio, señale y 
reglamente la Sala Administrativa del Consejo Superior de la Judicatura. La etapa de clasificación tiene por 
objetivo establecer el orden de registro según el mérito de cada concursante elegible, asignándosele a cada 
uno un lugar dentro del Registro para cada clase de cargo y de especialidad. 



 
 

128 

 

habías hecho dos concursos? -"Uno solo, en el cual me inscribí a las 3 opciones. Eso fue 
en el 2006, el actual concurso suprimió todo eso y ahora solo puedo elegir concursar por 
uno." (…)Antes de cumplir el año salió la vacante de aquí del tribunal en la Sala Laboral. 
Llevaba casi 10 meses cuando salió la vacante. Supe de ella porque revisaba la página de 
internet todas las semanas. - ¿Y la lista de elegibles se mantiene por cuánto tiempo? - 
"creo que son 2 años, si tu llegas a circuito y sale otro de la misma categoría, no puedes 
aspirar porque ya has agotado la categoría. Si yo hubiera empezado municipal, claro, yo 
podría ascender a circuito y ya no volvería a municipal. Si estoy en circuito, solo me 
queda ascender, no devolverme ni línea horizontal. En línea horizontal son traslados, 
entonces no es lo mismo que la lista de elegibles. Cuando se presenta lo del tribunal 
entonces yo opto y quedo de segunda en la lista [por puntaje]. La primera chica rechazó el 
cargo porque, tengo entendido, vivía en Buga, entonces no se quería venir para acá.(…) 
Cuando viene el Tribunal quedé de segunda porque ya había muy poquita gente que no 
estaba acomodada, entonces creo que fue por eso." 

 
Ahora bien, la historia de Sara es útil para caracterizar el proceso que vive una persona que ha 
sido ajena a la Rama y que desea ingresar por primera vez. No obstante, entre las historias 
relatadas por los entrevistados, también estaban aquellas sobre trabajadores que laboraron 
varios años en la organización antes de su ingreso formal a través del concurso de méritos. El 
Juez Alberto cuenta una de esas historias que complejizan el panorama sobre el ingreso y 
ascenso al interior de la Rama Judicial, por tratarse de una persona que llegó a la organización 
en la década de los 80’s, y que esperó hasta 1994 para concursar por primera vez. Los 
conocimientos que tenía de la institución, así como las relaciones fraternales que había 
construido con jefes y compañeros, le ayudaron a construir la estrategia para acceder al cargo 
de juez. A continuación contaré la historia del juez Alberto complementada con relatos muy 
cercanos de otros funcionarios (de forma que no será exactamente igual a la original), con la 
cual pretendo exponer una imagen general sobre las diferentes variables que entran a 
participar en un proceso de ingreso y ascenso formal al interior de la Rama, para llegar al 
cargo de juez.  
 
En el año 1987 el juez Alberto se vincula por primera vez a la Rama judicial. Estaba 
“desempleado” y estudiando ingeniería en la Universidad del Valle, cuando un compañero de 
clase le propone un trabajo: “La hermana de él era juez laboral, y en una fiesta, en su casa, me 
ofreció si quería trabajar con ella”. El acepta, y dos años después de trabajar en el juzgado, la 
juez-jefe lo convence para que inicie estudios en Derecho, porque tener el título de abogado 
“aumenta las posibilidades de ascenso”. Entonces en 1989 se matricula en la Universidad 
Libre por tener horario nocturno y ser económica. Con el paso de los años, asciende a 
diferentes cargos en provisionalidad (no formalmente), como sustanciador, oficial mayor y 
secretario. Él manifiesta que los ascensos los obtiene por dos razones principales: ganarse la 
confianza de sus jefes gracias a su buen desempeño en el trabajo, y por tener semestres de 
derecho cursados. En  1994 gana el concurso de méritos por primera vez y es nombrado como 
secretario de juzgado “en propiedad”. Esto sucedió siete años después de ingresar a la Rama. 
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Describe el concurso como “muy puntual”, con preguntas de razonamiento abstracto y sobre 
códigos de procedimientos laboral y civil, las cuales conocía y dominaba gracias al trabajo 
previo en la institución.  
 
Aunque los ascensos y las decisiones familiares lo motivaron a suspender sus estudios en 
varias ocasiones, finalmente obtiene el título de abogado en el año 2000; logro que le permite 
aspirar a nuevos cargos en la carrera judicial. Ese año también gana el concurso para secretario 
del Tribunal, pero pasará muchos años esperando en la lista de elegibles para ser nombrado. 
Cuatro años después, en el 2004, un magistrado le ofrece la posibilidad de remplazar a su 
auxiliar por un tiempo, mientras éste cumplía con una vacante provisional de juez civil 
municipal. Para aceptar el ascenso, y suspender su cargo “en propiedad” como secretario del 
juzgado, tuvo que solicitar una licencia no remunerada ante el Tribunal Superior del Valle del 
Cauca, que le fue otorgada fácilmente. Mientras él ocupaba el cargo de auxiliar de magistrado, 
en el juzgado donde trabajaba todos ascendieron un cargo temporalmente. Así, el oficial 
mayor pasó a secretario, el escribiente a oficial mayor, el citador a escribiente, y una persona 
nueva llegó provisionalmente a ocupar el cargo de citador.  
 
En el año 2005 o 2006 llega un nuevo magistrado al Tribunal, quien venía pidiendo traslado 
de Popayán desde hacía más de 5 años. Alberto lo conocía de varios años atrás, pues habían 
trabajado juntos cuando el magistrado ejercía como juez. Meses más tarde, al magistrado 
conocido le toca el “turno para nombrar” jueces provisionales y lo elige. En los años 
siguientes lo continúa postulando para ser juez en provisionalidad y auxiliar de magistrado. 
Para Alberto fue muy importante tener esta oportunidad que no le habían ofrecido antes. 
Según explica: “Cuando llegan los hombres [al tribunal] cambian las cosas”, pues antes de 
“esa época existía un INRI con los secretarios. El Tribunal era un matriarcado, el único doctor 
era Leopoldo (...) y de los juzgados llegaban chismes al Tribunal y se asumían como verdades 
por las magistradas”. Los secretarios solían ser los protagonistas de los chismes sobre 
incompetencia en el trabajo, por lo que nunca eran postulados para jueces provisionales.  
 
En el 2008 se inscribe de nuevo en el concurso de méritos para el cargo de juez, y en el mismo 
año el magistrado conocido lo nombra juez de descongestión con el primer grupo de jueces 
que se benefician de esta medida en Cali. Pasa el examen, que es la primera etapa del 
concurso, y durante el 2009 participa en la segunda etapa denominada curso concurso:  
 

“Es haz de cuenta 1 año de estudio. Es presencial, dos veces al mes, los viernes y sábados 
y domingos. Sacaban temas con módulos, se entregaba el módulo, se estudiaba y el fin de 
semana se estudiaba en grupo, se discutía y te hacían un examen oral. Los formadores son 
magistrados de todo el país. El examen te lo entregan media hora antes de resolverlo, y lo 
contestábamos en turnos de a 4. Te entregan la hoja en blanco y el caso. Por lo general 
había que desarrollar el caso desde un autor. Te daban 10 minutos para exponer la 
solución ante todo el curso. Eras grabado, con video y con audio. El video es el respaldo, 
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pero el ejercicio te lo califica el formador que es un magistrado. Había que exponer la 
premisa, fácticamente esto y esto, y posición contraria. No había retroalimentación. Ese 
curso es fundamental no solo por lo académico. En él se aprende DIH y OIT, filosofía, 
argumentación, constitucional, muchas cosas, es muy completo. Al final del curso tenías 
que hacer una tesis, por lo general se trataba de una línea jurisprudencial y esta se debía 
exponer. Por eso nos enseñaban a hacer una línea jurisprudencial que también era 
calificable. Después del curso viene la entrevista. 
 

Para junio del 2010 salen los resultados en las primeras listas de elegibles. Los aspirantes eran 
entre 150 y 160 “más o menos”, y él quedó “en el 70 y algo”. Estaba relativamente tranquilo 
porque sabía que en todo el país se elegirían a los primeros 80. Pasan los años, y en febrero de 
2013 lo nombran como secretario del tribunal “en propiedad”, después de 13 años de haber 
ganado el concurso (recordemos que el se postuló para este cargo en el año 2000). Se 
posesionó a partir del 1 marzo de 2013, pero al mes siguiente el magistrado amigo del 
Tribunal lo nombra otra vez como juez adjunto de descongestión. Meses más tarde, cuando 
regresa a su cargo en propiedad como secretario del Tribunal, aprovecha que tiene acceso a 
información privilegiada para identificar los nombres de los aspirantes que estaban por encima 
de él en la lista de elegibles para juez. La razón, es que no le ofrecerían la vacante hasta que 
los magistrados no le preguntaran a los aspirantes con mejor puntaje que el suyo si estaban 
interesados en ocupar una plaza judicial en la ciudad de Cali, y de acuerdo al protocolo 
tradicional, los magistrados deben enviar una carta de oferta al aspirante, quien tenía 20 días 
hábiles para contestarla. Entre preguntas y respuestas se podían pasar meses esperando.  
 
Para agilizar este trámite, pues se estaba acabando el tiempo de vigencia de la lista de 
elegibles, Alberto habla con varios magistrados, proponiéndoles hacer una excepción al 
protocolo tradicional, y preguntarle a los candidatos sobre su interés por la vacante a través de 
llamadas telefónicas, para agilizar el trámite. Llamó a los 4 aspirantes y les pregunto si iban a 
aspirar a Cali “Lo hice porque tenía acceso a la lista de la secretaría”. Cuando los cuatro 
contestaron que no, el Tribunal procedió a nombrarlo como juez laboral del circuito de Cali en 
Propiedad: “Fue una alegría muy grande”. Explica que las listas de elegibles duran 4 años en 
ser nombradas; si el aspirante no ha sido posesionado pasado este tiempo, debe volver a 
concursar. Él se demoró 3 años largos para ser nombrado porque estaba esperando la vacante 
en Cali y rechazaba las vacantes en otras ciudades.  

 
Del relato de Sara y de Alberto es importante extraer tres conclusiones importantes: 1. Antes 
del año 2014 los aspirantes tenían la posibilidad de concursar para varios cargos en diferentes 
jurisdicciones (esto aplica tanto para empleados como para funcionarios). 2. Una vez pasan el 
examen, y en el caso de los funcionarios el curso concurso, al candidato le proponen las 
vacantes disponibles en cuanto a ciudad y jurisdicción. Él o ella son libres de rechazar una 
vacante porque prefiere otra jurisdicción u otra ciudad, pero corren el riesgo de esperar mucho 
tiempo hasta la próxima propuesta (incluso años), así como puede ocurrir que no vuelvan a 
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aparecer vacantes en los cargos para los que concursó. Sin embargo se entiende que asuman el 
riesgo, dado que si aceptan el cargo en una ciudad que no desean, pueden pasar muchos años 
para que les concedan el traslado. 3. El puntaje final del proceso es un factor muy relevante 
que tiene en cuenta el candidato al momento de tomar decisiones como aceptar una vacante o 
aspirar a otra, dado que esta cifra define cuantas personas están antes que él o ella en la lista de 
elegibles o de nombramiento. En este orden de ideas, para pasar el examen que constituye la 
primera etapa del concurso de méritos es requerido un puntaje mínimo, pero mientras mayor 
puntaje obtenga el candidato, mayores son sus probabilidades de ser nombrado rápidamente en 
el cargo o uno de los cargos a los que se inscribió, en la ciudad que desea. 4. El acceso a 
información privilegiada, redes sociales que se han construido a través del tiempo y el 
conocimiento de los aspectos orgánicos de la institución, son factores que también contribuyen 
a los ascensos al interior de la Rama, y que permiten resolver obstáculos que, en otras 
circunstancias, llevarían a la resignación del aspirante. La ayuda de los superiores, gracias a la 
buena percepción del trabajo, puede ser crucial para obtener más experiencia, que aumenta los 
puntos con los que cuenta el concursante para obtener el cargo, y que además aumenta el 
repertorio de conocimientos y competencias que le permitirá destacarse en los exámenes y en 
los cursos.  
 
 
Inscripciones flexibles y ascensos provisionales.  
 
Aunque el acceso y ascenso a través de concurso es considerado meritorio por varios 
trabajadores de la Rama, no le faltan las críticas. Como expliqué en el aparte anterior, hasta 
hace poco el concurso para ser juez o magistrado de la República permitía que el aspirante se 
inscribiera a varios cargos en diferentes jurisdicciones. Algunos de los empleados y 
funcionarios entrevistados manifestaron que estaban de acuerdo con que se restringiera esta 
posibilidad, pues algunos aspirantes “le tiraban a todo” para aumentar las probabilidades de 
obtener una vacante, y ganaban el concurso por “chiripazo”.  
 
Por otra parte, la creencia sobre la posibilidad de ganar el concurso en varias jurisdicciones 
por “chiripazo”, puede coincidir con la idea que tienen varios entrevistados (entre los que se 
encontraban todos los magistrados) de que no hay relación entre ser buen juez y ganar los 
concursos, lo que puede demostrar que para los trabajadores el examen mide conocimientos y 
competencias disímiles a las que se requieren en el ejercicio cotidiano.  
 
A las críticas anteriores se les debe agregar que existe una amplia discusión sobre el contenido 
de las preguntas que componen el examen del concurso. Algunos consideran que son de 
carácter muy abstracto y “filosófico”, que no tiene relación con el quehacer diario del juzgado, 
y otros las alaban y prefieren porque piensan que un buen juez debe conocer los conceptos y 
cuestiones de teoría jurídica. Este debate se complejiza con respuestas como las de uno de los 
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empleados, quien afirmó que para ganar el concurso no tuvo que estudiar, sólo necesito el 
“sentido común. No estudié, nada, no fue necesario. Yo le digo a mis estudiantes que el 
derecho es ‘sentido común’”. Aunque cabría también preguntarse si el alto cargo que ocupa le 
permite trabajar los contenidos temáticos referenciados para el examen durante su quehacer 
diario, de manera que los hubiese interiorizado y los considere “sentido común”.  
 
A pesar de las críticas que puedan cuestionar el examen del concurso, al analizar el conjunto 
de las entrevistas observé un acuerdo tácito, más o menos generalizado, de que la persona que 
pasa el concurso tiene un estatus mayor frente a la que no lo ha hecho. El trabajador en 
propiedad ha logrado demostrar unos conocimientos mínimos, ha cumplido formalmente con 
el ritual de iniciación para pertenecer al grupo que de “La Rama” estable, y en principio 
merece ese reconocimiento.  Claro está que este acuerdo no se cumple en casos excepcionales 
o, por el contrario, con la juez externa que se destacó por sus sentencias y organización del 
despacho. Pero en términos generales, abogados y trabajadores consideran que los 
funcionarios “en propiedad” tienen mayor estatus que aquellos “en provisionalidad”. Esto 
tiene sentido si tenemos en cuenta que, de acuerdo a la percepción de varios entrevistados, el 
concurso y la Escuela Judicial Lara Bonilla ayudan a equilibrar la relación entre 
conocimientos y competencias que tiene el juez, errante o no, y las exigencias que le formula 
la sociedad.  
 
Acorde con lo anterior, el concurso es un método utilizado por el Estado para garantizar que 
todos los jueces cuenten con unos conocimientos mínimos al pasar por un proceso de 
socialización y aprendizaje liderado y ejecutado por la Escuela Judicial Lara Bonilla. Si bien 
no se presentaron percepciones homogéneas sobre la calidad de la labor que realiza la Escuela, 
la mayoría de los entrevistados afirmaron haber aprendido conceptos y prácticas relevantes 
para el ejercicio de su labor durante los cursos de entrenamiento y de capacitación. Los 
espacios que ha creado la escuela no solo han sido útiles para aprender y repasar conceptos y 
métodos, sino también para la reflexión y discusión entre colegas sobre debates teóricos y 
prácticos (como la injerencia del Consejo Superior de la Judicatura en el fondo de las 
decisiones judiciales o la manera en que deben liquidar costas).  
 
En conclusión, la escuela hace las veces de especialización para la profesión judicial. Quienes 
pasan el examen y son admitidos en sus cursos, tienen la oportunidad de mejorar aquellas 
competencias necesarias para ejercer como funcionarios judiciales. Al respecto mencionaba 
Nicolás, “…la carrera judicial que a mí me parece fabulosa, involucra filosofía, me parece 
muy acertado. Que todo es perfectible por supuesto, pero como va me parece bueno porque 
tiene mucha más competencia, mucha más integralidad”. También está la percepción del ex 
juez Boris, quien manifiesta:  
 

-¿usted considera que las capacitaciones [de la Escuela Judicial Lara Bonilla]eran útiles? -
Sí, muy útiles, capacitación de Lara Bonilla tiene profesores muy capacitados, muy 
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buenos, con un esquema muy bueno, y los folletos o textos que dieron inicialmente muy 
buenos. Muy diferente que el juez le dé pereza ir al seminario, asiste por asistir, que no 
haya leído los folletos. Los folletos muy interesantes que aún los conservan. -¿Y usted los 
utilizaba en la práctica cotidiana? - Sí, claro, claro. La argumentación y la interpretación, 
claro que es básica, y a ser mucho más conciso porque es que cuando en un proceso el 
juez realmente sabe cuál es el problema lo resuelve mucho más fácil…  

 
De lo anterior es posible concluir tres puntos: 1. En términos generales, los empleados y 
funcionarios han estado de acuerdo con la restricción al número de cargos a los que se puede 
aspirar en el concurso, dado que esta política coincide con una formación cada vez más 
especializada y exigente. Ya no es admirable el aspirante “todero” que selecciona varias 
jurisdicciones y asume aquella en la que obtuvo mayor puntaje 2. Si bien las preguntas han 
sido cuestionadas por su carácter abstracto y teórico, que dista de una realidad que requiere 
competencias más técnicas y concretas, el curso concurso (la segunda etapa del concurso de 
méritos) se considera un espacio de formación útil, que forma al aspirante a juez en materias 
que incentivan competencias como la reflexión y el análisis jurídico.  
 
Por otra parte, la segunda característica es el ascenso temporal y abrupto a través de las 
vacantes provisionales en los juzgados titulares y en juzgados de descongestión. Aunque en 
principio quien desee ascender al interior de la Rama debe pasar con éxito las dos fases 
descritas, continuamente se presentan vacantes por diferentes razones (licencias, permisos 
remunerados y no remunerados, renuncias, despidos, personas que se pensionan, etc) que 
deben ser colmadas de inmediato por los funcionarios nominadores, pues la urgente necesidad 
del cargo impide esperar hasta que se lleve a cabo el próximo concurso de méritos, que se 
realiza en promedio cada cuatro años. Cuando esto sucede, la norma indica que se deben 
nombrar las personas que aparecen en la lista de elegibles para ocupar dichos cargos. Sin 
embargo, en la práctica cotidiana estas vacantes se colman con empleados y funcionarios 
conocidos o recomendados que ocupan cargos inferiores a los ofertados.   
 
Por esta razón no son pocos los casos de jueces civiles municipales que ejercen 
“provisionalmente” como jueces laborales del circuito, o de escribientes de la jurisdicción 
administrativa que de un día para otro pasan a proyectar sentencias al área laboral y viceversa. 
Los trabajadores de la Rama buscan y aceptan estos ascensos porque suelen ir acompañados 
de mejores sueldos, cargos de mayor estatus y más experiencia. Estas posibilidades son 
especialmente ventajosas si se tiene en cuenta que muchos de los empleados de la Rama que 
proyectan sentencias, aún no han obtenido el título de abogados, y los cargos con mayor 
estatus (como secretario o juez) les otorga más ventajas al momento de competir, a pesar de no 
poseer un título formal.  
 
Las relaciones fraternales o solidarias entre funcionarios y empleados pueden ser un factor 
importante al momento de analizar las posibilidades de ascenso de estos últimos, pues si bien 
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el cargo es temporal107, en ocasiones el juez recomienda a uno de sus empleados para que 
cumpla una vacante de mayor jerarquía, y le asegura el reintegro una vez cumplida la 
provisionalidad. También sucede que, por la valía de un empleado en temporalidad, el juez 
reserve ese cargo a la persona que busca un ascenso a una segunda provisionalidad. Lo 
anterior se explica con el caso de Merceditas:  
 

La juez veía las calidades en mí. Ella decía: ‘¿Para qué traer alguien de afuera si usted es 
del despacho y lo hace bien?’108 En el 2009 me envió a Bogotá a que me capacitaran en 
oralidad. Ese año un juez administrativo, amigo de ella, le dijo que estaba buscando 
secretaria para un juzgado de descongestión y la juez me recomendó. Me dijo que lo hacía 
porque no quería estancarme. Cuando llegué al juzgado administrativo me tocaba llegar a 
estudiar por la noche para que me rindiera al otro día en el juzgado. Con el tiempo aprendí 
el cargo, pero no me quise quedar en administrativo porque lo mío es la seguridad social. 
Nunca he trabajado en el juzgado en el que estoy en propiedad y no quiero hacerlo porque 
no tengo buenas relaciones con los que trabajan allí. La juez desde el principio me nombró 
en provisionalidad, y era muy buena gente porque me guardaba el cargo. Hay jueces que 
no le guardan cargos a los de provisionalidad.  

 
En la historia de Merceditas se observa que es posible ascender en la carrera judicial ocupando 
cargos provisionales en otras jurisdicciones; lo cual le exige al empleado dedicar horas extras 
para el estudio de los nuevos temas que debe afrontar.  
 
Para finalizar este aparte, presentaré la historia del magistrado Matías, en la cual se ilustran las 
múltiples áreas que puede recorrer un funcionario judicial durante su carrera, ocupando cargos 
provisionales y concursando para varias jurisdicciones. Esta historia refleja la movilidad, 
como una característica destacada de la cultura laboral de la organización.109 
 

“-Usted primero accede a la rama como escribiente en un juzgado ¿después qué sigue? - 
Estuve dos años. Salgo del juzgado, continuo mis estudios y a continuación de los 
estudios viene la culminación de los mismos con la judicatura en laboral. Posteriormente 
estuve haciendo vacaciones de juez promiscuo municipal, estuve de secretario en 
juzgados, varios años después de graduado, año y medio, 2 años. Luego, vuelvo a juez 
promiscuo municipal y paso de civil municipal a promiscuo municipal en un periodo de 6 
años, hasta que por vía de concurso paso a la rama en propiedad, en carrera judicial en 
cargo de juez promiscuo municipal. Como en esa época se permitía concursar para varios 
cargos, el año después accedí al cargo de juez civil municipal, pero mucho antes si estuve 

                                                   
107 Insisto que hay muchos casos como el Merceditas donde el empleado pasa años sin ocupar el cargo en 
propiedad, es decir, el que obtuvo a través de concurso. Incluso puede ocurrir que nunca ha trabajado en él 
108 Esta expresión se refiere a los vínculos creados durante la provisionalidad por afecto y desempeño, no 
hace mención a la titularidad en el cargo.  
109 En la entrevista que se leerá a continuación borré los lugares que mencionó el entrevistado para proteger 
su anonimato 
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dos meses de juez laboral, con experiencia muy bonita, un trabajo fuerte, en cuanto a 
cantidad de procesos, en cuanto a realización de circunstancias, de cosas, de proyecciones. 
Después de juez civil municipal de, llegué a ser juez penal de circuito de por algunas 
puntualizaciones de las salidas de algunos jueces, algunos casos polémicos, estuve 2 
meses nada más, regresé a mi propiedad, y en el año 2003 concursé para magistrado de 
civil, de laboral y para juez de circuito. Gané el examen tanto para circuito como para 
magistrado laboral y salió primero nombramiento de magistrado laboral y por ahí estoy en 
el área. Todas estas circunstancias me llevaron al área laboral." 
 

 
Caminos informales a la judicatura 
 
Si aceptamos que la política flexible en el nombramiento de vacantes pone en peligro el 
principio del juez natural, es pertinente intentar responder ¿qué hace un abogado que quiere 
ser juez sin realizar el concurso? La respuesta es casi predecible: buscar contactos. En igual 
sentido, desde la percepción de los relatos pedidos y no pedidos, un abogado que integra el 
círculo de conocidos de un Magistrado de la Corte Suprema de Justicia tiene más 
probabilidades de llegar a ser Magistrado de Tribunal de Descongestión. En cuanto a los 
Magistrados de la Corte Suprema de justicia, ya es conocida la polémica por la ausencia de 
requisitos formales para llegar al cargo. Basta con ser abogado con 10 años de experiencia y 
ser elegido por la Sala de Plena de ésta Corte. Sin embargo, según algunos de los 
entrevistados, lograr ser elegido no es tarea fácil.  Al respecto el ex Magistrado Leopoldo 
explicaba: 
 

Entonces ellos [los magistrados de tribunales] lo buscaban [ser profesores de la escuela Judicial 
Rodrigo Lara Bonilla] como una vía para hacer relaciones sociales. Todos se iban a hacer lobby 
a la Corte Suprema, a invitar al magistrado a comer o a cualquier cosa. Empezaban todos [en los 
talleres de capacitación], y a las 10am no había nadie, todos se habían ido a hacer lobby, porque 
a veces se presentan esas vacantes donde se tiene que nombrar magistrados o un traslado, 
alguien pendiente de un traslado, y hay más de uno que busca terminar su carrera en la cumbre. 
Terminar allá [en la Corte Suprema]. Hay un juez famoso por su ignorancia y su brutalidad, fue 
mi alumno, este tipo, se encontró en el avión a un amigo, y le dice que iba a Bogotá porque hay 
una vacante de la Corte Suprema de Justicia, “voy a aspirar” le dijo (…) Familias y amiguismo 
es a todo nivel “Vos nombras a este”. Es un mal endémico que es difícil, yo diría que imposible 
erradicar. Una vacante ¿hay lista? Esa es la única forma de pararlo (…) los costos de un lobby 
son muy altos. La gente pierde hasta el apartamento pagándolo. En Bogotá hay personas que 
organizan el lobby. Adelanto de 200 millones, 300, así pa’ arriba. Llegar a un cargo de esos es 
sumamente costoso a no ser que tengan otro tipo de compromisos. 

  
Leopoldo no es el único que revela esta situación. Durante la entrevista con el Magistrado 
Ludovico, le hablé de un ex Magistrado que había conocido en la Corte Suprema de Justicia 
durante mi periodo de práctica. Con solo mencionarlo Ludovico me contó: “Él llegó a ser juez 
porque un magistrado le ayudó con su hoja de vida porque el hacía todo lo que él decía. Es 
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gente que no ha leído ningún otro tipo de libro, de razón esta gente es como es. Hay que ser 
amigo del magistrado para que lo nombren y para eso hay que continuar su línea. Por ejemplo, 
este magistrado era de la idea que un empleador podía cobrar intereses sobre una plata que le 
había prestado al empleado. Muy conservador”. De igual forma, cuando trabajé en la Corte los 
Magistrados auxiliares y abogados asesores con los que hablé me comentaban que uno de los 
Magistrados, a quien por demás consideraban pésimo jurista (apreciación que comparten 
abogados litigantes en laboral como Lucía), había obtenido el cargo valiéndose de “serenatas”, 
almuerzos y regalos. Ese Magistrado actualmente se encuentra sancionado por el Consejo 
Superior de la Judicatura y la Procuraduría General al encontrarlo implicado en prácticas 
clientelares.  
 
Doctrinantes y prensa también han denunciado lo que consideran “el escándalo que ha 
generado la elección de Dignatarios del Consejo Superior de la Judicatura, por la primacía de 
procedimientos clientelistas. Así mismo, el alboroto producido por las especies que corren 
sobre la introducción de prácticas corruptas, como la entrega de costosas dádivas, para figurar 
como candidatos con opción para el relevo de magistrados de las altas corporaciones judiciales 
que debe producirse en el año 2001” (Silva García, Tomo III: la administración de justicia, 
2001, p. 137). Más allá de establecer si estos cuestionamientos son ciertos o no, creo que lo 
que evidencian estas palabras, y los tonos de indignación y reproche con los que son 
acompañadas, es que a la comunidad jurídica colombiana, y a los colombianos en general, les 
molesta que los líderes supremos de la justicia no cumplan con el ritual de iniciación y, en 
consecuencia, no garanticen por esta vía un conjunto de conocimientos mínimos para 
administrar justicia como órgano de cierre. En términos más tradicionales, se diría que el 
proceso por medio del cual se designan los magistrados incumple con los criterios 
meritocráticos propios de un Estado de Derecho. Sin embargo, considero que en este debate se 
mueven altos niveles de carga emocional (rabia e indignación) que nos exige prestarle 
atención a los símbolos que, como sociedad, consideramos se están quebrantando.  
 
 
Los que vienen “de la calle” 
 
Si aceptamos que el concurso y la Escuela ayudan a equilibrar la relación entre conocimientos 
y competencias que tiene el juez, errante o no, y las exigencias que le formula la sociedad, 
entonces ¿qué sucede con aquellas personas que no han pasado el examen, no tienen 
formalmente la calidad de jueces, y por lo tanto no han asistido a los cursos que los habilitan 
como operadores de justicia? Este interrogante se analizará a continuación. 
 
Cualquier abogado graduado puede encontrarse en las redes sociales de un Magistrado titular, 
que tiene facultades para nombrar jueces en provisionalidad o en descongestión. En la medida 
que aparece una vacante, le toca el turno a cada magistrado en orden alfabético.  
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Al momento de hablar sobre nombramientos provisionales, es importante diferenciar los 
cargos en propiedad que están vacantes porque los empleados que los ejercían ya no están 
(debido a que ascendieron, se pensionaron, renunciaron, murieron, etc) y los cargos creados 
dentro del marco de las medidas descongestión implementadas por el Consejo Superior de la 
Judicatura. En ambos casos, pero en especial el primero, existe la posibilidad de que el 
nominador tenga en cuenta las listas de elegibles, que están compuestas por los nombres de las 
personas que pasaron el examen del concurso de méritos con un promedio no muy alto. Por 
esta razón, deben esperar a que todas las personas superiores a ellas sean nombradas para 
acceder al cargo.  
 
Si bien es claro que se le da prelación al personal de la Rama para ser juez de descongestión, 
pues los principales candidatos suelen ser secretarios y auxiliares de magistrado110, la 
descongestión también es la oportunidad para que lleguen personas de “afuera” que no han 
logrado entrar a través de concurso o que simplemente no lo han intentado. Al principio las 
personas que vienen de afuera suelen tener un estatus inferior al de los empleados titulares, 
porque la comunidad de laboralistas presume que no tienen las competencias y los saberes que 
exige dirigir un despacho. El primer supuesto que tienen en cuenta para llegar a esta 
conclusión, es que estas personas “ni siquiera” han pasado por el concurso que certifica un 
mínimo de conocimientos para ejercer en La Rama.  
 
Esta creencia fue ratificada por varios de los entrevistados, quienes afirmaron que es usual que 
el magistrado nominador ayude al juez que llega a dirigir un despacho de descongestión, 
recomendándole trabajadores destacados o conocedores del derecho laboral. En palabras de 
Benito “es como el papá con el hijo. Un buen papá cuida a su hijo y le nombra un buen 
secretario para que lo ayude”. Cuando los empleados conocen más el derecho sustantivo y 
procesal que el juez, la transgresión a la cadena de mando es evidente. Merceditas, quien había 
aceptado uno de estos encargos auxiliadores, manifestaba: “Yo le he ayudado mucho a la juez 
de descongestión. Ella viene del sector privado y no sabe muchas cosas (…)En descongestión 
yo no me apoyo en mi jefe, mi jefe se apoya en mí. No se preocupa por estudiar, se quedó con 
lo que aprendió en el posgrado, pero sigue preguntando cosas básicas…”. Benito también se 
quejó del “jefe”  que tuvo cuando trabajó en descongestión. Con su historia quiere mostrar que 
el encargado del juzgado era él, por lo que se consideraba, dadas sus funciones, el verdadero 
juez del despacho.  
 

                                                   
110  La mayoría de los entrevistaron que han ocupado cargos como jueces en provisionalidad o 
descongestión, ejercían como secretarios y auxiliares de magistrado al momento de ser nombrados. Estos 
nombramientos generan un efecto dominó al interior de los despachos, dado que en la mayoría de los casos 
esta vacante es ocupada por el cargo inmediatamente inferior (de oficial mayor pasa a secretario por 
ejemplo).  
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“…entonces me cambiaron el juez y el nuevo no sabía nada. Y tampoco le interesaba 
aprender ¿entonces qué pasó? Que el otro [el anterior] por lo menos hacía liquidaciones 
conmigo, nos compartíamos los chicharrones.  Este, cuando llegaban los chicharrones le 
decía a la gente, 'ah si no se preocupe que esto de aquí al miércoles lo vamos a sacar', y 
apenas se iban, '¡Benito!', con fecha y todo me decía para cuándo lo tenía que hacer. 
Firmaba los autos que mi compañera le pasaba, y yo para meterlos en el estado 
{expediente} los revisaba (inaudible 1:25:44) me tocaba, porque yo no iba a dejar que eso 
se pasara así ('Esto no se puede hacer porque está en tal etapa del procedimiento y no en 
tal otra doctor, vea usted firma este auto y este auto no puede pasar') O sea, yo le devolvía 
procesos a él y a mi compañera. Lo que hacía, lo hacía mal. No sabía proyectar 
liquidaciones y no aprendía. Yo le pasaba los formularios de Excel para que allí montara 
la liquidación, y él los montaba exactamente igual, liquidaba hasta futuro, no le cambiaba 
las variables, no le ajustaba los IPC. Entonces yo ya estaba muy aburrido y  me quería ir 
porque me tocaba todo a mí, yo decía que yo era “el juez” porque me tocaba todo, además 
devolverle a los dos, si el juez se supone es él que sabe, está revisando, firmando, 
poniendo el nombre, o sea la responsabilidad, y que yo tuviera que devolverle a él cosas 
que estaban malas... La cagada era horrible.”. 

 
La idea del externo inexperto en la funciones del juez también fue mencionada por los 
litigantes, quienes consideran que las personas recién llegadas “de afuera” son más propensas 
a verse influenciadas por los intereses particulares que defendían en un trabajo anterior. En la 
única entrevista grupal que realicé con tres abogados litigantes en laboral, se quejaron de esta 
situación:  
 

-Abogado Lucas dice: “Entonces por ejemplo acá vos con el tribunal de descongestión 
también corres otro tiro al aire. Y la gente por ejemplo en los tribunales de descongestión 
si se nota que hay mucha subjetividad.  Por ejemplo, una magistrada que ella toda su vida 
trabajó demandando ARLs, fondos de pensiones... Entonces el negocio de ellos [la 
magistrada y su socio] siempre fue demandar ARLs, entonces cuando a vos te caiga un 
proceso de un ARL al despacho de ella, no se toma el trabajo de analizar si lo que vos 
estás diciendo es cierto o no es cierto. Te condena. Jajaja… sin hacerse la reflexión de lo 
que está exponiéndose o no. Es que digamos, el gran problema que uno tiene son 
calificaciones de origen. Entonces si es de origen común o de origen laboral… nosotros 
tenemos una presunción, que toda aquella que no se la ha calificado el origen, es de origen 
común. Entonces esa es la presunción legal, lo que se tiene que entrar a desvirtuar... E 
incluso aún ya siendo calificada de origen común, por ejemplo por la junta regional o 
junta nacional, que son pruebas casi solemnes, llega a ese despacho, entonces puede que la 
[contra]parte haya aportado un dictamen de otra persona que ni siquiera cumple las 
exigencias técnicas y ella lo tiene en cuenta...”  
 

Si bien sus quejas iban dirigidas a descongestión, y en general a la valoración de la prueba 
pericial por parte de los jueces, se centraron en criticar a una magistrada que consideraban 
violaba el debido proceso. Desde mi experiencia, es frecuente escuchar en las conversaciones 
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con litigantes estos ejercicios de sociología espontánea donde los abogados indagan en el 
pasado de los jueces para identificar los porqués de los visos ideológicos que, a su juicio, éstos 
reflejan.  
 
Es muy probable que un juez recién llegado se vea influenciado por los intereses particulares 
que protegía en un pasado laboral reciente, entre otras razones, porque no ha aprendido el 
oficio del juez. La creencia de los abogados no es absurda si se acepta la teoría de Johnson, 
Lahire entre otros autores que plantean que el trabajo es un espacio resocializador del 
individuo (Johnson, Kestelboim, Yopf y Graciarema, 1965). Este, si bien no moldea por 
completo a la persona, si le propone esquemas de pensamiento y acción mínimos para la 
comunicación, el trabajo entre colegas, así como la adhesión a determinados símbolos que 
representan a ese grupo profesional. En este sentido, la crítica de los abogados consiste en que 
los “jueces nuevos” que vienen de defender intereses particulares no se han socializado, y en 
ellos persiste la inercia de los esquemas de acción de su trabajo privado.  
 
Ahora bien, creer que una persona de “afuera”, que además lleva poco tiempo en la rama, es 
ignorante o poco competente, no se deriva solamente de la falta de estudio como tal, sino 
también en la ausencia de un objeto complejo que varios entrevistados denominaron “la 
carpeta”, y que dada su importancia en los rituales cotidianos se configura como actor crucial 
para entender las interacciones entre jueces y empleados. La experiencia previa del trabajo en 
la Rama se concreta o materializa en la “carpeta111” propia, en los fallos, autos, modelos y 
esquemas que cada uno ha ido elaborando o que le han compartido compañeros y amigos, los 
cuales sirven de base para futuras proyecciones. Sobre este punto Merceditas me contaba: 
“…ella [la juez-jefe] está en provisionalidad112, en cambio yo tengo archivos del otro juzgado. 
Uno sigue reciclando. Yo tengo mi carpeta la llevo en una memoria, y voy grabando con 
temas: pensión, indemnización, sentencias de importancia, y así…”. Igual lo manifestó Benito: 
“Aprendí a liquidar de todo, ya todo el mundo 'ay, vení', yo tenía una carpeta con todo lo de la 
Superfinanciera, lo del departamento (inaudible 1:11:12), bueno, de todo lo que tenía que tener 
que ha sido lo que me ha ayudado. Conseguir las herramientas que necesito en el momento 
que necesito, y entonces ya bueno ahí podía hacer todo eso”.  
 
Mis  experiencias con la “carpeta” coinciden con los relatos de los entrevistados, en cuanto a 
que este objeto puede marcar la diferencia entre dos operadores judiciales en términos de 
eficiencia y conocimientos. Cuando llegué a trabajar por primera a vez a La Rama, lo primero 
que hizo mi jefe, Magistrado de descongestión a quien llamaré Gastón, fue pasarme una 
memoria USB que contenía diferentes carpetas con fallos que él había elaborado en los 
juzgados donde había trabajado como juez. Esto lo hizo con dos propósitos: 1. Para que 
                                                   
111 Así le decía el Ex Magistrado de la Sala de Descongestión Laboral que fue mi jefe, y durante el tiempo  
que trabajé en La Rama, la escuché en varias conversaciones. Benito también usó esta expresión.  
112 Se refiere a descongestión.  
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conociera y asimilara su “estilo”, en cuanto a estructura de la sentencia,  expresiones y 
enfoques. 2. Para ahorrarme tiempo. Empezar una sentencia desde cero requiere más 
dedicación que moldear un formato, y en descongestión el tiempo debe invertirse de la mejor 
manera posible para cumplir con las 30 a 40 providencias por mes que nos exigía el Consejo 
Superior de la Judicatura. Cuando conversaba con Traveler sobre  estas vivencias decía “…a 
todos nos pasó [se refiere a demorarse más que los compañeros elaborando sus propios 
modelos, formatos, autos y proyecciones]. Pero cada vez es más rápido el trabajo, te vuelves 
más ágil”. En el momento en que surja un caso o situación procesal imprevisible, el trabajador 
judicial podrá basarse en los elementos o apartes de los formatos pre-existentes para 
considerar una solución o ser novedoso, lo cual suele suceder cuando no existe ningún tipo de 
dirección previa o cuando ya se tiene mucha experiencia y se logran identificar relaciones o 
contradicciones que otros no han visto.  
 
Advertí que nutrir y compartir “la carpeta” son acciones que ayudan a configuran relaciones 
de alianza entre los trabajadores y compañeros. Con una historia muy similar a la que yo viví, 
Santiago mencionó la presencia de “la carpeta” en su proceso de formación como empleado 
judicial, y durante la cimentación de relaciones más cercanas: “Nunca había proyectado 
tutelas. Patricio, el secretario, un tipo bastante estricto, muy tosco a la hora de hablar con las 
personas. No obstante, me ayudó mucho al proceso de adaptación en el juzgado. Me fue dando 
poco a poco todos los modelos y esquemas para sustanciar, graneado, algo que el funcionario 
judicial valora mucho es esa carpeta de documentos pre-elaborados, ellos no la dan toda, solo 
la suministran por pedazos”.  
 
En conclusión, “La carpeta” evidencia el tiempo y las relaciones que tiene un trabajador de La 
Rama. Representa una importante diferencia entre las personas que llegan de afuera y quienes 
han estado haciendo carrera en la corporación. La experiencia que se ha recogido en ella y los 
potenciales canales sociales con los que se puede alimentar, son un indicador de las 
habilidades y el recorrido del funcionario judicial.  
 
Ahora bien, las desventajas de un juez que llega de afuera se agravan cuando no es bien 
aconsejado al momento de elegir su personal, o desconoce las recomendaciones que se le 
brindan. Algunos terminan nombrando amigos o incluso familiares, perjudicando la cadena de 
mando. Sobre este asunto Merceditas me contaba: “Hay jueces que se la dejan montar. En el 
juzgado de descongestión, la sustanciadora era amiga de la jefe y enredó a la juez, ella no le 
podía llamar la atención. Yo un día hablé con la jefe para que aclarara cuáles eran sus 
funciones porque hay una jerarquía, y lastimosamente ella siempre se iba cuando tenía que 
atender público (…)”. Sin embargo, también sucede que el magistrado nominador (el que 
finalmente nombra) o el magistrado nominador indirecto (quien le recomienda al magistrado 
nominador que nombre a alguien en particular) le “sugieran” al juez recién nombrado personas 
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que no son idóneas, pero a las que quieren hacerles un favor; sugerencias que el juez acepta 
como gesto de gratitud por el nombramiento o la recomendación a su favor.  
 
Mi ingreso a la Rama Judicial empezó un día de enero del 2009, cuando un Magistrado de la 
Corte Suprema de Justicia me mandó a llamar a su despacho con uno de sus auxiliares. Había 
conversado con ambos en varias oportunidades sobre diversos temas, desde teoría jurídica 
hasta música. Cuando llegué a su oficina, el Magistrado me pidió que me sentara en un sofá, 
me hizo varias preguntas que no recuerdo y finalmente me preguntó si me interesaba regresar 
a Cali y trabajar en la Rama Judicial. Le respondí que estaba muy interesada, y a los dos o tres 
días me informó que debía estar la próxima semana en Cali, porque sería la auxiliar de un 
Magistrado de la sala de descongestión. Después, conversando con mi jefe Gastón, que pasó 
de ser un juez laboral de un pequeño municipio del Valle a Magistrado, confirmé que mi 
entrada a la Rama fue un gesto de gratitud por su nombramiento, y que ambos le debíamos esa 
oportunidad a nuestro “padrino”113 común. Debo confesar que, si bien trabajé con compromiso 
y dedicación desde el principio, los primeros meses fueron difíciles para Gastón y para mí, por 
mi falta de experiencia.  
 
Fueron tres ingredientes los que permitieron que mi llegada repentina (una novata que aún no 
se había graduado formalmente de la universidad y que ahora debía proyectar una sentencia de 
segunda instancia por día), no traumatizara el trabajo acelerado y exigente de una Sala de 
descongestión: 1. La experiencia de Gastón. Si se hubiese tratado de una persona recién 
llegada a la Rama, no me habría provisto de la carpeta de fallos previos y probablemente 
tampoco habría tenido acceso a la red de ayuda con la que contaba mi jefe, lo que habría 
complicado la situación.  2. Su actitud jovial y paciente para asesorarme y transmitirme lo que 
él sabía. Retomando a Collins, la Energía Emocional positiva que Gastón generó en la 
relación, como líder integral, fue un motivante importante para que yo me propusiera a obtener 
su aprobación (Collins, 2009, p. 252); además, la retroalimentación sana e inmediata que me 
brindaba, me permitió entender fácilmente lo que él solicitaba. Ese conjunto de rituales 
exitosos entre ambos generó un ambiente de trabajo cordial y agradable que influyó en mi 
dedicación, y motivó las trasnochadas114 y sacrificios de fin de semana que tuve que hacer los 
primeros meses. En este aspecto estoy de acuerdo con Collins cuando plantea que “Los 
individuos cuya vida laboral se caracteriza por su elevada densidad de Rituales de Interacción 
obtienen de ella grandes cantidades de Energía Emocional; de ahí que se sientan tan motivados 
por su trabajo, incluso más que por las interacciones de relación social o de otro tipo no  

                                                   
113 En “La Rama” se le denomina padrino o madrina al magistrado que ha nombrado o ayudado a nombrar 
a un grupo de personas. De forma que la institución del padrinazgo al interior de la rama tiene su origen en 
los nombramientos informales de las vacantes en provisionalidad y descongestión.  
114 Los primeros dos meses solía acostarme a las 2:00 am y levantarme tipo 6:00 am.  
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laboral (Collins, 2009, p. 220)115. 3. El tercer ingrediente tiene que ver con mi experiencia y 
conocimientos previos, aspiraciones a futuro y también redes. En la Corte Suprema trabajé en 
proyección de tutelas, que si bien consistía en un trabajo menos exigente, el esquema de 
acción (estudiar pretensiones y derechos posiblemente vulnerados, analizar argumentos de las 
partes, estudiar el expediente, revalorar las pruebas si es del caso, argumentar una decisión 
etc…) era más o menos similar. Asimismo, desde la Universidad me había interesado por 
derecho laboral, así que prestaba especial atención a los debates y novedades en esta área; 
llegué a trabajar en vacaciones con una abogada laboralista y, por vía de los intereses 
comunes, construí una relación muy cercana con la profesora que me dictó laboral en la 
universidad, quien tampoco ahorró esfuerzos en ayudarme y acompañarme durante este 
proceso de aprendizaje abrupto.  Estos ingredientes, aunados a lo que considero una educación 
profesional de alta calidad, permitieron que yo también pudiera hacer aportes novedosos en el 
despacho a pesar de mi falta de experiencia. 
 
No fue el caso de Ramón, quien pasó de ser auxiliar de magistrado a juez1 titular en 
provisionalidad. Cuando le pregunté sobre su nuevo cargo respondió que los empleados del 
juzgado no hacían bien su trabajo, que como gesto de “agradecimiento” con su jefe 
(magistrado de tribunal que lo recomendó), tuvo que nombrar a un abogado recién graduado 
en el cargo de sustanciador que no sabía redactar y le faltaba compromiso, lo que fue para él 
sumamente agotador, pues era la primera vez que ejercía como juez.   
 
El caso de la jefe de Merceditas, también evidencia los fenómenos ya descritos: “La juez, mi 
jefe, la designó el Tribunal. Ella es ‘de la calle’. La nombraron por recomendación. Ella revisó 
hojas de vida al momento de nombrar sus empleados para revisar si cumplían con los 
requisitos para cada cargo. Cuando ya tuvo las recomendaciones, los de arriba le dicen 
‘nombre a este, palanqueado’. Fue tiempo perdido”. 
 
Con los casos narrados, he querido describir escenarios donde el juez no es el líder y, por 
tanto, no puede cumplir hábilmente con su papel como director del proceso. Aclaro que el rol 
de líder no se ve afectado si otros empleados proyectan junto a él las providencias que se 
emiten en su despacho, siempre y cuando mantenga el control sobre lo que se hace y se dice 
(en términos formales) al interior del juzgado.  
 
A pesar de las diferentes prácticas que han contribuido a cierta “mala imagen” de los juzgados 
de descongestión, la principal crítica de trabajadores judiciales y abogados litigantes es la 
contratación de personas externas para que les ayuden a redactar las sentencias, dado que es 
una gran afrenta contra el principio del juez natural. Al respecto explica Benito:  

                                                   
115 Aún hoy recuerdo a Gastón con inmensa gratitud y me alegro al recordar lo que aprendí en ese 
despacho.  
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Esto va a ser tan nocivo para la Rama lo que voy a decir… Los de descongestión están tan 
cargados que pagan por sentencia por fuera de la Rama -¿Cuánto pagan por sentencia? 
¿sabes? - 50.000 pesos. -¿A quiénes les pagan? -Tratan de seleccionar la gente, pero por 
ejemplo, cuando he estado por fuera de la rama, a mí me llamaron. Yo dije ' 50.000 pesos, 
no...' porque yo no me voy a sentar a hacer algo serio por 50.000 pesos. Entonces por 
50.000 ¿qué haces? Más o menos pueden ser 2 días en una sentencia. Con el agregado que 
al Tribunal de descongestión llegan solamente chicarrones porque allá no va un 
incremento116. Entonces ¿cuánto tiempo necesitas para hacer un fallo a consciencia en 
descongestión? O sea...-¿Es esa la tarifa general o habrán magistrados que paguen más? -
70, 100, 150. Eso es terrible porque imagínate los fallos. Por eso mi jefe [el magistrado 
Martín] selecciona los casos antes de enviarlos a descongestión, imagínate, él todos los de 
protección laboral reforzada los selecciona para que no se vayan para allá, porque les 
niegan el derecho. Lo que yo no sé es si antes de que yo estuviera ahí él lo hacía, porque 
como sabe que mi fuerte es discapacidad, entonces sabe que ahí, además porque le vengo 
diciendo 'ah, pero esto...' -Ahh, porque tú también le haces lobby…-Claro. 

 
Benito no fue el único que me contó sobre el outsourcing informal que se presentaba en 
descongestión. Juanita, ex empleada de la Rama Judicial, manifestó que en alguna oportunidad 
un magistrado de descongestión le preguntó por los temas de derecho laboral en que mejor se 
desempeñaba para que le ayudara a “sacar” sentencias a cambio de una paga por unidad. La 
misma propuesta le fue formulada a Lucía, quien cuenta la historia con indignación 
explicando, que la persona que le hizo la solicitud fue una amiga de ella. La describe como 
“una abogada muy mediocre” que llegó al cargo de magistrada de descongestión porque tenía 
amigos cercanos en la Corte Suprema y además había mantenido relaciones íntimas con varios 
magistrados.  
 
La presencia de personas externas a la Rama Judicial que ayudan a la proyección de sentencias 
no es un evento novedoso. Uno de los entrevistados me confesó que esta fue la manera en que 
accedió a la Rama por primera vez, hace más de veinte años. Leopoldo, Magistrado 
pensionado de la Rama nos relata la siguiente historia: 
 

…llego a la rama por accidente.  Tenía un amigo que se desempeñaba como juez en Tuluá 
y pasó a ser Magistrado en Cali. El amigo tenía mucho compromiso con los deberes 
sociales y tenía que dedicarle tiempo a esos deberes sociales. Él vivía en mora, bastante 
moroso. Era un tipo íntegro, una biblia que pasó por el Consejo de Estado. Tenía una 
memoria fotográfica impresionante. Como profesor era lamentable, recitaba toda la clase. 
Cuando yo fui su estudiante [de pregrado] hicimos una buena amistad, y como estudiante 
me pidió que le ayudara a proyectar en el Tribunal. Diez, veinte proyectos semanales. Yo 

                                                   
116 Por “incrementos” se refiere a casos fáciles que se pueden resolver rápidamente con una sentencia tipo 
formato. 
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le decía que sí porque no tuve todas las ventajas que tienen ahora los estudiantes, porque 
en ese entonces no había practica ni becas ni nada, yo le sacaba provecho a eso, hasta que 
después perdí contacto (…). [me ocurrió en varias oportunidades] [yo] estaba muy joven y 
uno se trasnochaba sacando procesos.  

 
Esta es una práctica que precede las coyunturas contemporáneas que afronta la justicia, y que 
si bien puede ser un salvavidas en momentos de urgencia, también ha sido un mecanismo que 
los individuos saben que tienen a la mano y que lo pueden usar independiente de su 
motivación. Lo que interesa en este punto es el beneplácito tácito que se observa entre los 
trabajadores de la Rama, quienes saben que esto ocurre, lo evalúan como desafortunado, 
algunos como necesario, pero difícilmente denunciarían esta situación o tomarán acciones para 
suprimirla. Es precisamente el compromiso en conservar esta práctica como un “secreto a 
voces” lo que nos indica varias características de la cultura laboral y los tipos de redes de 
solidaridad que se construyen entre los empleados. 
 
Acorde a lo anterior no sería descabellado pensar que el “juez natural”, “competente” o “juez 
director del proceso” es un principio que no logra tener una forma concreta, una función 
nítida, en la práctica cotidiana. Otra posibilidad es que simplemente no es atendido ni 
compartido por el espíritu laboral de la Rama debido a varios argumentos. Uno de ellos, 
consistiría en que el buen “juez  natural” es aquel que conoce y domina todas las ramas del 
derecho, de forma que no importa si hoy es laboralista y mañana penalista, o si hoy es juez y 
ayer fue litigante o asesor. Incluso a este argumento se le agrega que los litigantes tienen la 
ventaja de tener una perspectiva más amplia del derecho, a diferencia del juez que está 
inmerso en una rutina casi mecánica.  Esta discusión abre el terreno para la siguiente pregunta: 
¿el juez debe ser especialista en su área o debe conocer, en la mayor medida posible, todas las 
áreas del derecho? 
 
 
Especialización Vs. Integralidad 
 
Existe un debate entre funcionarios y empleados. Una de las caras de este debate la expresa 
Mariano, empleado del juzgado donde realicé la etnografía. Como registré en mi cuaderno de 
campo: “‘Los de tribunal tienen la teoría de que los jueces deben saber de todas las ramas, 
porque las tutelas se estaban concentrando en solo una rama’117. Por esta razón el Tribunal del 
Valle insiste en que todos los jueces deben saber de todo para fallar las tutelas. Pero Mariano 
hace una relación con los médicos y considera que eso ni es cierto ni es lo ideal”.  
  

                                                   
117 Más adelante en esa conversación, me enteraría que se refería a la jurisdicción penal. Sobre este punto 
aclaro que en la jerga jurídica jurisdicción y rama se utilizan como sinónimos (jurisdicción penal, jurisdicción 
civil, rama penal, rama civil).   
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En lo que cuenta Mariano se identifican dos posiciones. La primera, formulada desde las voces 
del Tribunal, considera que la acción de tutela 118  le exige a los funcionarios tener 
conocimientos de todas las áreas del derecho para fallar con responsabilidad. El Magistrado 
Matías lo explicaba en los siguientes términos “La tutela exige constante estudio. Difícil ver 
un escritorio ordenado porque uno está con papeles siempre. Aquí, una tutela en asuntos de 
tierra que se supondrían que no nos tocaría a nosotros, pero nos toca y hay que estudiar todo lo 
que haya que estudiar". En ese momento no le pregunté si se refería a “nosotros” los 
magistrados o “nosotros” los laboralistas, pero el punto es que los Magistrados del Tribunal 
han identificado en la acción de tutela una nueva exigencia: estudiar las diferentes áreas del 
derecho con mayor profundidad. El ex magistrado del Tribunal, Leopoldo, también estaba de 
acuerdo con la necesidad de expandir los conocimientos más allá de los límites de las 
jurisdicciones. Al respecto explicaba: 
 

Cuando entré al Tribunal, el respeto que me dieron fue notorio desde todo punto de vista. 
Había superado a todos los funcionarios. Yo llegue con una mentalidad de litigante y eso 
me dio una ventaja sobre mis colegas inmensa, porque como litigante veía asuntos civiles 
y administrativos y algún concepto penal. Eso hizo que yo llevara una formación integral, 
trasversal que me sirvió muchísimo para enfocar las decisiones judiciales que obviamente 
respecto a mis colegas se les notaban un desconocimiento sobre lo que no era laboral, 
total. Por eso la tutela es una lotería, es confunde y ganas. (…) Estos jueces muy 
especializados me parece que no son muy recomendables porque les toca tomar una 
decisión de una rama que no le compete y dicen cualquier cosa.  

 
Expandir el conocimiento a otras áreas del derecho, e incluso de otras disciplinas, no tiene 
como único fundamento resolver tutelas con mayor dominio, y solucionar los casos que 
integran conceptos y disposiciones normativas de otras jurisdicciones (que son más bien 
esporádicos). También es útil para alcanzar un razonamiento más amplio e integral sobre el 
derecho, como disciplina, y del ordenamiento jurídico. Para el Magistrado Tadeo esta ventaja 
repercute en pasar los concursos. Afirma que el conocimiento eminentemente especializado y 
rutinario, es una de las razones que explica por qué empleados y funcionarios tienen 
dificultades para ascender en la carrera judicial:  “La gente que está en la rama judicial es 
gente que siempre pierde los exámenes ¿por qué? Porque piensa en los casos puntuales y no de 
manera global. No estudian material. Ese examen tenía un énfasis global, creo que ese énfasis 
no ha cambiado, pues la idea era que el juez tuviera una estructura en filosofía. Si no hubiera 
sido por la maestría en filosofía no creo que hubiera podido pasar el examen. Me ayudó a 
pensar muchos problemas que tenía sin responder”.  
 

                                                   
118 Una tutela puede versar sobre cualquier asunto jurídico relacionado con la vulneración de un derecho 
fundamental.   
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Vemos entonces que las tutelas han impulsado el clásico debate sobre el nivel y alcance de 
conocimientos que debe tener el juez, sea especializado o genérico, y que no son pocos los 
funcionarios y abogados que consideran que un operador jurídico reconocido debe saber “de 
todo un poco”. Sin embargo, a pesar de los retos sobre un conocimiento transversal que el 
derecho constitucional le exige a los funcionarios judiciales, la tendencia social se inclina 
hacia una mayor especialización. Por esto el magistrado Martín, sincronizado con los 
argumentos de Mariano, consideraba que la mejor solución para el asunto de las tutelas es 
crear jueces especializados en acciones constitucionales. El sustentaba esta solución en dos 
argumentos: 1. La necesidad de conocimientos especializados en materia constitucional. 2. La 
congestión que ha generado la tutela. 
 
 
El especialista se especializa:  
 
Los abogados litigantes se especializan cada vez más en aspectos específicos del derecho 
laboral. Considero que lo anterior se presenta por la confluencia de dos fenómenos sociales 
que han influenciado al derecho laboral.  El primero, es el aumento en las fuentes de 
información, así como la posibilidad de acceder a ellas de manera inmediata desde el 
despacho. En otras palabras, los objetos han permitido que las fuentes de derecho aumenten de 
manera notable en las últimas décadas. En un promedio de 30 años, los jueces pasaron de 
sustentar todas sus providencias con códigos y libros de doctrina (que podían cumplir más de 
una década en las estanterías de sus despachos), a tener a su disposición una ilimitada fuente 
de información como es el internet, donde pueden encontrar fácil y rápidamente la 
jurisprudencia actualizadas de las tres altas cortes que comúnmente se citan en laboral, así 
como los acuerdos y recomendaciones de la OIT, jurisprudencia de la Corte Interamericana de 
Derechos Humanos que ha creado doctrina sustancial en temas de derecho colectivo119, 
artículos de diversos doctrinantes que analizan y reflexionan sobre disposiciones actualizadas, 
circulares, oficios, resoluciones y decretos del Ministerio de trabajo, jurisprudencia de 
tribunales de otros departamentos y de otros países, entre otras tantas fuentes que pueden 
investigar.  
 
La pluralidad de información que, entre otros factores, han permitido objetos como el 
computador, el internet y el celular al interior de las oficinas, han coincidido con la 
modificación de una serie de prácticas laborales, como lo es la motivación por destacarse en 
áreas específicas del derecho laboral: seguridad social, derecho laboral internacional, derecho 
de la protección social, derecho laboral y prevención de riesgos, entre otras tantas.  
 

                                                   
119 Sobre este tema ver: López Patrón, J. M. (2008). Los derechos laborales en el Sistema Interamericano de 
Protección de Derechos Humanos: la protección de los derechos económicos, sociales y culturales. 
International Law. Revista Colombiana de Derecho Internacional, (12).  
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No podemos olvidar que los cambios en los paradigmas jurídicos y la ampliación y 
diversificación de las normas jurídicas han estado acompañados de objetos que los han 
impulsado y permitido porque, entre otras razones, han conectado a La Rama Judicial de Cali 
con el mundo. Gracias a los computadores (que según las entrevistas empiezan a llegar a los 
despachos en la década de los 80) con sus herramientas (internet, bases de datos, disquetes, 
memorias USB, CD y demás soportes de almacenamientos de datos, entre otras), la 
metodología que emplean abogados y trabajadores de la rama para litigar y adjudicar el 
derecho no volverá a ser la misma. El acceso inmediato a la información, la velocidad en la 
búsqueda de conceptos clave, la posibilidad de copiar y pegar rápidamente amplias cantidades 
de información y de guardar todas las creaciones propias y ajenas en archivos que pueden ser 
fácilmente compartidos (la carpeta120), han contribuido a facilitar la difusión y el acceso a los 
discursos de los diferentes actores que se disputan la última palabra frente al derecho 
(Bourdieu, 2000), pues recordemos que en derecho laboral encontramos actores 
internacionales decisivos en el acaecimiento de las transformaciones.  
 
Es tan amplio el mundo de información que internet le ofrece a los jueces, que incluso fue por 
esta vía que Benito pudo entrar a la Rama: 
 

Yo tenía un blog aquí cuando era profe de tal Universidad, un blog en el que promovía los 
derechos de las personas con discapacidad. Entonces, toda la novedad jurisprudencial que 
salía, cualquier noticia que viera que de alguna manera le servía a alguna persona con 
discapacidad a defender sus derechos, ahí la publicaba, 'la corte cambió esto, dijo esto', 
ese blog lo conoció una juez de Medellín, porque vio una noticia que publiqué en la que 
yo hablaba de un cambio de jurisprudencia de la Corte Suprema de Justicia en donde ya 
decía que se podía otorgar la pensión de vejez e invalidez de origen profesional, porque 
las dos eran compatibles, y entonces esa noticia yo la publiqué de una y una juez de 
Medellín me llamó, porque obviamente mis datos estaban en el blog. Ella me dijo 'mira, 
yo tengo un caso que resolver ahora de esto', yo no había referenciado la sentencia, solo 
puse 'la corte dijo, jurisprudencia reciente', y ella me llamó en semana santa, y me dijo 
'mira me puedes regalar el dato, cuál es esta sentencia que la necesito para dictar una 
sentencia'. Le dije que sí, fui y la busqué, se la mandé y de ahí empezamos a mandarnos 
correos con las cosas que cada una sabía le interesaban a la otra.  

 
El segundo fenómeno, estrechamente ligado al anterior, es el aumento cuantitativo121 y 
cualitativo de la oferta educativa en Derecho como disciplina general y también en Derecho 
Laboral. Este aumento coincide con la exigencia social, cada vez más apremiante de acuerdo a 
lo expuesto por los entrevistados, de continuar su proceso de formación con posgrados122. Por 

                                                   
120 Para saber más sobre este objeto, ver capítulo Los que “vienen de la calle” 
121 Ver capítulo 5 del texto Los abogados en Colombia. 
122 Ver capítulo 9 del texto Los abogados en Colombia. 
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ejemplo, el Magistrado Nicolás, junto con la mayoría de los magistrados entrevistados, 
considera que la exigencia de educarse ha mejorado el nivel de los funcionarios judiciales.  
 
Sin entrar a discutir si los estudios de posgrado son útiles o no en el trabajo cotidiano (dado 
que fueron muy cuestionados por algunos de los entrevistados) tanto trabajadores de La Rama 
como abogados litigantes consideran que son necesarios para ascender en el ámbito 
profesional, ya sea por las herramientas que brindan para un mejor desempeño en el trabajo, 
porque aumentan su nivel de estatus al interior de la comunidad, porque aumentan las 
probabilidades de ganar el concurso 123  o incluso de aprovechar una provisionalidad o 
descongestión en un cargo superior. Sobre este último punto, un compañero del juzgado, 
Mariano, me contaba: “Ellos [los jueces] siempre dicen “todo a su debido tiempo”. Se toman 
su tiempo [para ascender] ¿y los que han subido a ser jueces o magistrados? Tienen sus 
padrinos aquí y a allá. Les piden que hagan cualquier especialización y con eso suben las hojas 
de vida y ya son aptos para ocupar el cargo”.     
 
Detrás de estos fenómenos se encuentran un conjunto de actores, como la Corte 
Constitucional, redes académicas y comerciales, multinacionales, entre otros, que han creado y 
promovido las nuevas teorías jurídicas y disposiciones normativas que llegan a los operadores 
jurídicos y a los abogados a través de los objetos y los cursos. Este conjunto de fenómenos han 
impulsado el surgimiento de un nuevo personaje: “el abogado laboralista especialista 
en…”(Riesgos Profesionales, Derecho Internacional, Pensiones, Empresarial entre otras). Este 
personaje implica un mayor nivel de exigencia para el juez laboral, quien debe estar en la 
capacidad de mantener un diálogo jurídico con él para no verse disminuido y degenerar en un 
ritual fallido.  
 
Si bien debo aclarar que el especialista especializado todavía no es una realidad, pues creo que 
son muy pocos los abogados que responden a estas características en la comunidad jurídica de 
Cali, no es ilógico pensar que van a aumentar con el tiempo. Mi hipótesis es que el debate 
sobre los conocimientos que se le van a exigir al juez natural (amplios por la tutela y la 
constitucionalización del derecho, o cada vez más especializados respecto al área de acción) 
van a definirse por el llamado a especializarse124. En el concurso para acceder a la rama 
judicial que se inició este año, el CSJ obligó a los aspirantes a inscribirse a un solo cargo. Se 

                                                   
123 Con todo, ninguno de los entrevistados manifestó que tenía deseos de realizar un doctorado, lo cual es 
comprensible si se tiene como única variable los incentivos que ofrece el sistema de carrera judicial. 
Definido en el Acuerdo 1549 de septiembre 17 de 2002, éste establece que los aspirantes a un cargo de 
carrera en la rama se les computarán los siguientes puntos a la nota final: especialización 15 puntos, maestría 
20 y doctorado 25. Los cursos de capacitación de la escuela con duración mayor a 125 horas certificado por 
la escuela darían 5 puntos.  
124 Aclaro que esta hipótesis no está defendiendo un “deber ser” en la educación de los abogados. Si las 
facultades de derecho deben integrar más materias interdisciplinares o técnicas, es un debate que no está 
relacionado con la tendencia de los abogados litigantes a especializarse en temas específicos.  
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asume que los aspirantes se inscribirían en el cargo que más dominan. Sin embargo, esta 
medida ha sido criticada, entre otras razones, porque “el acceso a los cargos públicos es un 
derecho constitucional fundamental y por tanto solo puede ser regulado, restringido o limitado 
a través de leyes estatutarias. En este caso, no podría limitarse la inscripción de los aspirantes 
a un solo cargo, como lo establece la convocatoria”125.  
 
 

Conclusión y transición 
 
El principio del juez natural nos permite ver como un concepto propio del derecho procesal 
tiene relación con diversas prácticas cotidianas y fenómenos sociales gremiales, más allá de 
las disposiciones normativas y teóricas que lo regulan y definen. Expuse, que si bien existe 
una imagen colectiva y una pauta normativa de la figura del juez, la importancia de este cargo 
en el funcionamiento del juzgado y en la resolución de los conflictos, aumenta o disminuye 
dependiendo de diferentes factores como: la organización del despacho y la veeduría que hace 
el juez a los proyectos que elaboran sus empleados; los conocimientos sustanciales y 
procesales que tiene sobre la materia; su interés por una buena evaluación o por un ascenso 
provisional; entre otras. Este conjunto de factores humanizan la figura del juez en el contexto 
local, y nos presenta dos grandes hallazgos:  
 
1. No son muy claros cuáles son los conocimientos y competencias que le exigimos a la figura 
del juez. Si bien desde mediados del siglo pasado acordamos que debía ser abogado, hoy en 
día no existe un acuerdo sobre las habilidades que la profesión jurídica le puede ofrecer a este 
cargo, y si éstas se acompasan con lo que se requiere para ejercerlo. El debate o la inquietud 
por los conocimientos del juez se intensifica con dos situaciones: a. el hecho de que en un 
juzgado varios fallan, incluso personas externas a la rama; y b. con la aparición de la acción de 
tutela, que cuestiona la tendencia de funcionarios y abogados a especializarse en temáticas 
específicas de una jurisdicción.   
 
2. Por otra parte, también expuse que las diferencias entre jueces que entran por vías formales 
y jueces que ingresan por vías informales se acrecientan.  Si bien antes existía la tendencia a 
hacer carrera judicial empezando desde cargos bajos a los que se accedía por la nominación 
directa del juez, la creación del examen del concurso, y en especial del curso-concurso a través 
de la Ley de administración de justicia de 1996126, modificaron los requisitos para entrar y 
ascender en la Rama Judicial y generaron intereses en los empleados y funcionarios para 

                                                   
125 Argumento que hacía parte de la acción de tutela con la cual se cuestionó el acuerdo del Consejo 
Superior de la judicatura que reglamentaba el concurso del año 2014. Explorado en: 
http://www.consejodeestado.gov.co/noticia.asp?id=721. Revisado el 15 de diciembre de 2014. 
126 Art. 168, ley 270 de 1996. 
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terminar la carrera de derecho e iniciar programas de posgrado. Además, por medio del Curso-
concurso, la Escuela Judicial Rodrigo Lara Bonilla asegura cierto tipo de socialización al 
ejercicio del cargo; socialización relacionada con una visión del derecho más vinculada con la 
teoría constitucional.  
 
Las transformaciones en el acceso y ascenso a la carrera judicial ubican al juez en una 
situación que venía explicando desde el capítulo pasado: En su proceso de valoración para el 
acceso y de evaluación de su gestión, aparecen diversas percepciones del derecho. La Escuela 
Judicial, el Consejo Superior de la Judicatura, los superiores que nombran y evalúan, tienen 
definiciones diferentes de lo que es un buen juez, y en el proceso, cada juez va asumiendo una 
estrategia de acción que se relacione con sus intereses, que pueden ir desde ascender, proteger 
su trabajo, hasta crear doctrina o defender una visión propia.  
 
El escenario anterior es otra evidencia del proceso de diversificación que atraviesa esta 
institución, debido a los continuos cambios y reformas que ha vivido la Rama Judicial, la 
disciplina jurídica, y la jurisdicción laboral. Imagen que he bosquejado en el transcurso del 
trabajo.  Todo lo anterior nos lleva a pensar ¿qué pasa con la seguridad jurídica? Es decir, con 
la posibilidad de predecir el resultado de las providencias judiciales y, en consecuencia, con el 
principio de legalidad que es el pilar del Estado Moderno, el cual establece que todos serán 
juzgados de acuerdo a las leyes y las formas previamente establecidas. No obstante, vemos 
que el significado de las normas y de las formas está rodeado de grandes discusiones.  
 
En el siguiente capítulo voy a abordar muy brevemente este pregunta, y en él defenderé tres 
cuestiones importantes: 1. La tendencia de los abogados a ser fetichistas legales (planteo muy 
superficialmente que la formación que hemos recibido tiene mucho que ver con este hábito 
mental) está ligada a una especie de fe en la aplicación de una norma según la interpretamos y 
valoramos, y al presentarse distancias entre las expectativas y la realidad, surgen emociones de 
ira y frustración en el trabajo cotidiano. No obstante, tanto en épocas de transformación como 
en épocas pacíficas, la distancia en las valoraciones y definiciones de los conceptos jurídicos 
van a presentarse. 2. La consecuencia, es que la Rama Judicial no logra cumplir con las 
expectativas que se le adjudican sobre igualdad, seguridad jurídica, razonabilidad y, por ende 
justicia, lo que lleva a que esta institución permanezca en una “eterna crisis” que pareciera 
tender a empeorar, debido los efectos del pluralismo moderno en la institución.  3. Para 
contrarrestar esta situación de imprevisión, los abogados tienden a otorgarle mayor 
importancia a la experiencia cotidiana, a las rutinas de los jueces y empleados que conocen, 
que a las grandes teorías.  
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Capítulo 3: El Principio de legalidad. 
 
En un capítulo anterior, expliqué que el debido proceso es un derecho complejo, compuesto de 
múltiples garantías que protegen a los ciudadanos contra las diferentes amenazas que pueden 
vulnerar los fines de un procedimiento judicial. Desde la facultad que tiene cualquier persona 
para presentar una solicitud formal ante la administración de justicia, pasando por el derecho a 
obtener una sentencia de fondo, hasta la posibilidad de interponer un recurso contra la 
providencia proferida en caso de no estar de acuerdo con la decisión, son eventos protegidos 
por el derecho en cuestión. Sin embargo, el principio que permite que todas estas garantías 
sean respetadas y que los abogados las puedan exigir cuando son vulneradas, es el principio de 
legalidad. En términos generales, el principio de legalidad asegura que en el rito formal, con 
sus actividades estereotipadas, se lleve a cabo según lo acordado por todos los actores 
interesados, para que ninguno de los integrantes se lleve sorpresas. Según expliqué en líneas 
anteriores, las etapas, las fórmulas, los juramentos y demás no son un fin u objeto sagrado en 
sí mismo. Su función consiste en proteger la convergencia y mantener un foco de atención 
común (Collins, 2009, p. 74). Si las etapas, los conjuros, las interacciones se cumplen según el 
acuerdo general, los valores de solidaridad se preservan. Cuando esto no ocurre, el ritual corre 
el peligro de perder sentido o, en otros términos, legitimidad.  
 
Sin embargo, en la vida cotidiana abundan situaciones que el mundo prescriptivo del derecho 
no alcanza a controlar y que jamás lo hará, aunque como sociedad necesitemos creer que sí lo 
hace. Por lo menos los abogados necesitamos suponer que cada vez que suceda A sobrevendrá 
E, si una norma dice que el evento E se va producir como consecuencia de la acción A; si no 
lo pensamos de esta forma, la gran mayoría de las materias de pregrado y posgrado que 
estudiamos, los diplomados de actualización que cursamos, los seminarios a los que asistimos 
serían más que innecesarios, pues estarían colmados de supuestos que difícilmente se 
cumplirían. Serían cursos sobre excepciones, más que sobre reglas.  
 
Si amplío el panorama, encontramos que la predictibilidad del derecho en una nación es uno 
de los indicadores con mayor peso en los informes de inversión internacional para garantizar 
que un Estado es “desarrollado” y seguro para invertir127; de igual manera, la capacidad que 
tienen sus instituciones para mantener dicho régimen predecible es uno de los indicadores que, 
de acuerdo a varios estándares internacionales, diferencia un Estado Fallido de otro que no lo 
es. Tanto en la rutina más próxima como en las relaciones interinstitucionales, se observa el 
vínculo entre el derecho y el valor de lo predecible. Es una ficción central de nuestra 
profesión. Tal vez esta sea una de las razones que explica por qué nos afecta emocionalmente 
esta realidad, aunque todos los abogados sabemos (con mayor conocimiento de causa que los 

                                                   
127 Al respecto ver: Umaña, M. (2002). Inversión Extranjera Directa en Centroamérica: el rol de la 
seguridad jurídica. San José: CLACDS, INCAE, documento, 443. 
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legos) que entre la norma y su eficacia hay distancias muy amplias de tiempo, de dinero y de 
poder.  
 

Previsiblemente imprevisible 
 
Una de las entrevistas fue especialmente útil para evidenciar la diversidad de situaciones y de 
variables que entran en juego al aplicar las normas y tratar de predecir sus consecuencias. Esta 
entrevista la ofreció el empleado Jacinto, quien se desempeña como secretario en un juzgado 
Laboral. El menciona, sin proponérselo, varias de las explicaciones que se han planteado 
desde diversas teorías (jurídicas y de otras disciplinas) que pretenden responder porqué el 
derecho no puede ser completamente previsible. 
 

“…estaba entendiendo una cosa que es lo que nos dicen en la academia y lo que uno pone 
en práctica dentro de un despacho judicial, porque diría yo, hay tres o cuatro escenarios en 
la parte de la aplicación de la ley en Colombia, o quizás más, yo lo pongo en cuatro; es 
decir, una parte es lo que dice la normatividad que sacan los señores congresistas ¿no? Que 
es la norma como tal, fría ahí, esto es el escrito y eso es la ley, y uno cuando está 
estudiando pretende que la ley como está escrita sea entendida o sea aplicada (…) Pero ya 
uno dentro del despacho empieza a ver las realidades, es decir, la norma es maleable y el 
demandante o el que pretende algo de otro a través de un proceso ordinario, tiene una 
apreciación de lo que le dice la ley a su favor; quien está demandado dice ‘no, frente a la 
ley tengo unas condiciones, y frente a usted, con la ley, tengo un punto. Es un equilibrio, 
vamos a ver quién de los dos es el vencido’. Pero el operador judicial, que en este caso es el 
juez y su equipo de trabajo, empiezan a mirar eso ¿cierto?, si este señor tiene o no tiene 
clara la pretensión, y si es dado a derecho que él convenza al otro que si le debe, o que si 
está en desventaja, o que si violó la norma en concreto. Entonces es donde viene uno a 
aplicar la costumbre [del juzgado donde se trabaja], que no es muy usada, pero la 
costumbre se aplica dentro de los despachos jejeje128… la jurisprudencia, diría yo, va 
variando de acuerdo a los componentes sociales o políticos que lo influyen ¿sí? Hay 
cuerpos de las Altas Cortes que tienen un paso frente a lo que son las ideologías sociales, 
de si podemos aplicar una normas muy sociales o defensoras del ser humano, y otras que 
son muy dadas a darle contentillo a los que controlan el poder del capital129. Cosas así. El 
juez y su equipo de trabajo están dentro de esa fase. Allí juegan los otros problemas. Como 
son tantos, tantos, tantos problemas en el orden laboral, encuentra uno que hay mucha 
desesperación por ver los resultados(…) Es tanta la demanda que el grupo humano que hay 
para evacuar eso es mínimo…”130.    

 

                                                   
128 Para profundizar sobre este punto ver Cada juzgado tiene su propio código y en el juzgado.  
129 Para profundizar sobre este punto, ver el capítulo Un objeto en discusión.  
130 Para ampliar este tema, ver Calidad vs. cantidad 
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Si bien algunos empleados y funcionarios parecen asumir con aparente tranquilidad y 
discernimiento las distancias insondables entre el conocimiento abstracto y teórico del 
derecho, y la práctica cotidiana, en la investigación encontré que los abogados que tienen una 
dependencia económica más estrecha de la creencia sobre la previsibilidad del derecho, 
pueden encontrar algunas situaciones que se presentan en su trabajo cotidiano como fuente de 
frustración, ansiedad e ira: Todos los abogados litigantes sin excepción, incluso los que habían 
trabajado en La Rama por años, manifestaron encontrarse descontentos con varios aspectos de 
su trabajo, y eran los más interesados en señalar las grandes distancias entre la teoría y la 
“realidad” en el mundo cotidiano. Uno de ellos, Leopoldo, hizo profundo énfasis en este 
sentimiento. Cuando me decía estas palabras cerraba los ojos, gesticulaba con las manos y 
miraba hacia el piso:  
 

Decepcionado, decepcionado [de “La Rama”]. Ser litigante es una labor titánica. Hay un 
problema entre la teoría y la práctica ¿Porque los abogados no hacen uso de los recursos 
para tratar de unificar criterios? Los abogados prefieren darle justo al juez en sus caprichos 
para ahorrarse una morosidad de 4 meses o más. Los recursos no están cumpliendo con su 
función. Y allí el problema que cada juez piensa de manera diferente. Y ellos se sienten cada 
vez más omnipotentes en sus decisiones porque no se accede a los mecanismos para tratar de 
corregirlos. “Aquí en este juzgado pensamos así y punto”. Y se asume o se acogen las 
consecuencias.  
 

La descripción de Leopoldo tiene de telón de fondo emociones como la indignación e 
impotencia por aquello que percibe como tiranía judicial. Se percibe indignación y rabia al 
catalogar de “capricho” las decisiones de los jueces. De acuerdo a su percepción, no se están 
adhiriendo a los cánones jurídicos que permitan hacer predecible la acción judicial. Su queja se 
extiende cuando manifiesta que, a pesar de existir mecanismos para impedir que esto ocurra, los 
abogados no los usan porque le dan prevalencia a pequeños beneficios individuales, como evitar 
dilatar el proceso unos meses, sobre el gran beneficio colectivo que sería darles motivos a los 
jueces para que apliquen el procedimiento según lo acordado en las leyes131.  
 
Vemos entonces, de acuerdo a los testimonios anteriores, que para lograr el efecto predictivo del 
derecho es necesario que la voluntad y las ideas del juez se suspendan al momento de aplicar la 
ley, o que por lo menos se ajusten a las expectativas generales de la comunidad académica, pero 
¿es esto posible? ¿es posible que el juez suspenda cualquier idea externa a la disciplina jurídica 
cuando aplica las normas? Y por otra parte, ¿existe algo así como las expectativas generales de 
la comunidad académica que se puedan cumplir con el objetivo de disminuir los sentimientos de 
indignación e impotencia por parte de los usuarios? La teoría jurídica y social parece concluir 
que la alegoría del juez como boca de la ley está revaluada, de igual forma como lo está la 

                                                   
131 Los recursos consisten en que el superior jerárquico del juez revise su decisión y, a partir de las pruebas y 
argumentos esbozados por las partes, defina si el acto judicial cuestionado se revoca o confirma.  
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creencia de que es posible llegar a una única interpretación acertada de las normas o conjunto de 
normas aplicables a un caso132. En otras palabras, la disciplina jurídica está más dispuesta a 
aceptar que hay diferentes formas de solucionar los conflictos jurídicos, dado que la diversidad 
de normas aplicables a un caso permite construir diferentes tipos de soluciones. Las razones que 
llevan a que una decisión prevalezca sobre las demás son de diversa índole, y van desde el 
argumento de autoridad hasta acuerdos para disminuir el tiempo que se le debe dedicar a un 
caso. No necesariamente la solución más racional o lógica es la que se impone, pues no es poco 
común encontrar casos con diversas soluciones jurídicas razonables entre las cuales el operador 
judicial debe escoger. También se encuentran situaciones donde la decisión racional puede no 
ser la más justa o acorde con principios y valores fundamentales del Estado. Esta situación 
presenta una gran disyuntiva: Si las soluciones impredecibles parecen ser más comunes de lo 
que el tipo ideal de justicia nos propone  ¿en qué se sustentan las críticas de los abogados?  
 
La micro-sociología podría ofrecer explicaciones muy pertinentes a este fenómeno. Garfinkel y 
el grupo de los etnometodólogos encontró que los seres humanos “mantenemos nuestras 
convenciones no porque creamos en ellas, sino porque evitamos, aplicadamente, ponerlas en 
entredicho” (Collins, p. 144), y en el momento que algún evento nos evidencia que son solo 
convenciones humanas, y que no tienen que ver con la realidad objetiva en la que aparentamos 
vivir, surgen sentimientos como la ansiedad, la rabia y la tristeza. Las reacciones descritas como 
consecuencia de los experimentos de Garfinkel son muy similares a las que relataron los 
abogados durante sus entrevistas. Al descubrir que se encontraban en una situación en la que 
habían “construido una realidad que luego habían descubierto que era ilusoria, respondían con 
tristeza, perplejidad e ira”(Collins, p. 114).  
 
Una evidencia de lo anterior es el relato de Teodoro, quien explica las dificultades que vive en 
su trabajo cotidiano como litigante en Cali, y al hacerlo recuerda que algunos profesores le 
advirtieron desde la Universidad que el principio de legalidad era una ficción. Sin embargo su 
relato mantuvo un tono de indignación e incluso angustia, como quien dicta una denuncia de 
agravios:   
 

Volviendo a lo que he dicho anteriormente, todos los dichos que manejan los profes de la 
universidad en donde dicen que cada juzgado tiene su propio código, en la esencia parece 
que sí. La administración de justicia no es buena, los procesos son paquidérmicos, lentos, 
en el área laboral. Uno generalmente cuando empieza a litigar en laboral y tiene 
compañeros que hacen lo mismo, hay juzgados que ya están muy marcados, ¿no? 
Entonces le dicen, eh... que no te va a caer un proceso en tal juzgado porque eso es eterno 
y no sabes con que van a salir. (…)- ¿Por qué? ¿qué has vivido al respecto? - Porque es 

                                                   
132 Autores que van desde Guastini (ver Guastini, R. (2001). Estudios de teoría constitucional. M. Carbonell 
(Ed.). Universidad Nacional Autónoma de México). pasando por los Realistas anglosajones como Jerome 
Frank, hasta los críticos destacados como Duncan Kennedy.  
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que al final uno, las actuaciones de todo el proceso están íntimamente ligadas a la 
subjetividad del juez, entonces hay procesos en donde tu llevas... hablemos de los testigos. 
Tú llevas tus testigos y en la apreciación que tú tienes del testimonio que se ha rendido, tú 
dices 'Bien', y después resulta que no estuvo bien porque es subjetivo. (…) A mí me pasó 
en el juzgado L de pequeñas causas laborales. Presentamos tres testigos, dos testigos 
rindieron una muy buena declaración en donde se podía establecer con claridad los 
elementos constitutivos del contrato. Mi cliente trabajaba como gerente comercial de una 
empresa, y nuestros testigos eran la secretaria y la sub gerente y ellas daban cuenta muy 
clara de todo lo que había pasado. Pero, dentro de la prueba, dentro de los tres testigos que 
colocamos, colocamos una persona que trabajaba en la empresa pero era muy esporádico 
su trabajo, el señor era como un allegado a la familia del propietario y era el que iba, les 
hacía mandados, le llevaba cartas, de vez en cuando iba y les pagaba cuentas y cosas así. 
Y obviamente, el testimonio de él no era un testimonio contundente porque él no podía 
responder con claridad frente a muchas cosas. Y aparte de eso que, logramos después con 
el tiempo notar que había habido cierta alianza ahí perversa entre nuestro testigo y la 
contra parte, entonces él frente a todo decía que no sabía y que no lo podía decir. Pero yo 
estaba muy tranquilo porque bueno, con este testigo nos fue mal, pero los otros dos fueron 
contundentes. Y no valió, porque siempre en la parte resolutiva de la sentencia hablaba 
sobre el testimonio de nuestro testigo, tuvo mucho peso. Se pegó de uno.  

 
Con el relato de Teodoro me interesa subrayar dos puntos relevantes: el primero es la emoción 
del abogado. La angustia que siente por su trabajo parte de su incapacidad para identificar las 
variables que definen el resultado. Al desconocer las razones que motivaron el fallo, todo el 
proceso judicial le produce una gran desconfianza (afirma que éste “está ligado a la 
subjetividad del juez”), los actores le generan recelo (habla de testigos con alianzas 
oportunistas) e interpreta el fallo como ilógico (dos testigos decían que si con seguridad y el 
otro no era muy claro, lo imaginable es que la sentencia fuera favorable). El segundo punto, 
varias veces tratado en la doctrina jurídica y social, es que lo que para Teodoro es 
impredecible para otro podría no serlo. Probablemente si entrevisto a la juez que menciona 
Teodoro, me explique, como lo hicieron la mayoría de los funcionarios, que estudio el 
expediente con dedicación, valoró las pruebas razonablemente y llegó a la conclusión de que 
el demandante no tenía la razón133. Esta sería la respuesta que esperaría cualquier ciudadano 
de una república en el siglo XXI. Por otra parte, tal vez otro abogado me diga: “era predecible, 
porque esa juez considera que es el demandante quien debe desvirtuar la existencia del 
contrato y para ello exige que todos los testigos narren la misma historia”, lo que se acercaría 
mucho a la respuesta que me dio Lucía cuando le pregunté si “¿es predecible el derecho 
sustantivo laboral en Cali?” ella me contestó: “No. Mentiras. Si es predecible en las 
presunciones. Si claro. La presunción del contrato de trabajo la aplican mal”. Si bien esta 
respuesta haría parte de las conversaciones cotidianas del abogado litigante en Cali, un 
ciudadano no esperaría escucharla, dado que es contraria a derecho y el ciudadano común no 

                                                   
133 Decisión que Teodoro no podrá apelar porque estamos hablando de un caso de única instancia.  



 
 

156 

 

tiende a imaginarse que una figura jurídica técnica y relativamente pacífica en la doctrina 
académica y judicial, suele aplicarse “mal” por la mayoría de jueces de una ciudad. Sin 
embargo, para el abogado experimentado la conducta de los jueces es predecible y construye 
su estrategia a partir de este conocimiento, independiente de lo correcto o incorrecto en el 
actuar de los jueces.  
 
De las reflexiones anteriores presento tres conclusiones: La primera consiste en que no es fácil 
ni obvio diferenciar que es predecible y que no lo es, pues en el derecho lo predecible y lo 
impredecible responde a diversas lecturas de lo que sucede durante el proceso y de lo que 
indica la norma. La segunda, es que cuando sucede algo imprevisible, desde la perspectiva de 
alguno de los participantes, en un ritual solemne y detalladamente reglado como lo es el 
judicial, sobrevienen emociones de rabia, angustia, indignación o impotencia por corregir algo 
que se considera “injusto”, “contrario a la norma”. Como tercera conclusión, se observa que 
los abogados litigantes buscan mecanismos para contrarrestar el carácter fluctuante de las 
decisiones judiciales. Observan y recopilan información, más allá de la norma jurídica, que les 
permita calcular o prever las posibles decisiones del juez.  
 
A continuación, desarrollaré estos hallazgos. Primero, analizaré la construcción de lo 
previsible y sus consecuencias en las emociones en “La eterna crisis de la Rama”. Después, 
me centraré en los recursos que utilizan los abogados para contrarrestar lo imprevisible en “La 
cancha”.  
 
 
La eterna crisis de “La Rama” 
 
Varias de las creencias que tenemos sobre el derecho y la manera en que funciona o debe 
funcionar la justicia, son el reflejo o están estrechamente relacionadas con las creencias a 
partir de las cuales hemos construido la idea de Estado. Los tipos ideales de justicia y de 
Estado beben de la misma fuente: los adjetivos de racional, poderoso y organizado son 
aplicables tanto al Estado como a la organización judicial que lo integra. Por eso exigimos que 
los funcionarios públicos, sean de la rama judicial o del ejecutivo, cumplan con un grado alto 
de experticia, ocupen cargos detalladamente reglados en cuanto al ejercicio de sus funciones, 
cuenten con superiores jerárquicos más capacitados quienes puedan ejercer el control y la 
veeduría, es decir, se espera una estructura jerárquica vertical, y que los funcionarios apliquen 
procedimientos detallados y minuciosamente reglados que eviten cualquier viso de 
discrecionalidad, subjetividad, arbitrariedad o favoritismos, dado que se destruiría la idea del 
Estado de Derecho racional y objetivo weberiano que hemos implementado y defendido 
durante varias décadas (Buchely, 2013). Partiendo de esta idea, la Rama judicial como 
institución se encuentra en una situación muy compleja, pues está construida sobre la base de 
un gran acuerdo: el derecho es predecible. 
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Se le exige ser predecible porque de lo contrario vulnera valores sociales muy profundos, 
como la igualdad, la seguridad y sobretodo, la confianza en el Estado. No obstante, definir el 
éxito en el cumplimiento de los valores que se le exigen, depende, en gran medida, de la 
apreciación subjetiva de varios actores internos y externos a la misma. Por ejemplo, en 
párrafos anteriores expuse que para llegar a acuerdos amplios sobre lo que es predecible, es 
necesario definir la valoración que le daremos a diferentes elementos probatorios, lograr 
eliminar las características del lenguaje que dan vía a las diversas interpretaciones de un 
mismo texto (Guastini, 2001), así como contrarrestar un grupo amplio de contingencias que no 
podría enumerar de manera exhaustiva en este trabajo. Aún si lográramos lo anterior, como 
sociedad y comunidad jurídica, debemos recordar que cualquier acuerdo al que podamos 
llegar solo podrá ser temporal, y cuando ocurre el cambio no faltarán los abogados eufóricos y 
satisfechos por haber obtenido gratas sorpresas, pero sobretodo los abogados y funcionarios 
frustrados y afligidos porque su rutina ha sido modificada.  
 
Como no es posible llegar a acuerdos generales y atemporales sobre lo que se debe esperar del 
proceso judicial y las decisiones del juez. En el trabajo de campo pude observar que lo 
previsible se construye de manera tangencial: proceso por proceso, conflicto por conflicto, y 
analizando los elementos que los componen. No a nivel general sino particular. Por ejemplo, 
un proceso cuya base probatoria se sustenta en los documentos, tiene más posibilidades de ser 
predecible que aquel que se sustenta netamente en pruebas testimoniales, pues en el segundo 
caso tiene una mayor incidencia “la parte subjetiva del juez”, según lo explica Teodoro, quien 
agrega “Si lo dejáramos todo al arbitrio del juez, pues estamos llevados, pero eso uno como 
que puede darle lineamiento a lo que puede pasar, teniendo claridad en cuanto a la parte 
documental y en cuanto a la parte testimonial. No garantiza, pero te puede dar un atisbo de 
posible éxito”.  
 
Para los abogados litigantes la contingencia es un problema de propiedad, de salario, de 
calidad de vida, lo que puede explicar el conjunto de emociones negativas que se despliegan 
cuando el proceso no tiene el resultado que se creía predecible. Los abogados “escogen” o 
“eligen” los casos que consideran tienen algunas probabilidades de éxito, pero incluso a partir 
de este filtro saben que no pueden garantizar el triunfo de ningún proceso, por apropiado que 
parezca.   
 
Algunos autores han manifestado que mientras más impredecible es la justicia de un lugar, 
más se congestiona la organización judicial. Esta apreciación la justifican a partir  del supuesto 
de que el abogado no tiene desincentivos claros para arriesgarse a demandar o, dado el caso, 
apelar; pues considera que cualquier cosa puede pasar y que nada pierde con intentar los 
recursos necesarios hasta obtener un resultado exitoso. Durante las entrevistas no le pregunté 
específicamente a los abogados cuáles eran sus prácticas frente a la apelación, pero a la 
mayoría de las audiencias a las que asistí en primera instancia uno o dos de los abogados 
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apelaron. Analizar la relación entre las percepciones de previsión, la frecuencia de la apelación 
y la congestión judicial, es una investigación que queda pendiente para ser abordada en el 
futuro.  
 
Por ahora, tenemos que la compleja definición de lo que es predecible y lo que no, así como 
las emociones que generan el fracaso del ritual para uno o varios de los participantes, pueden 
ayudar a explicar uno de los hallazgos de la investigación: la gran mayoría de los entrevistados 
tienen una opinión pesimista de La Rama Judicial y la administración de justicia. Algunos 
critican toda la corporación en general  (trabajadores, organización, símbolos), otros centran 
sus recriminaciones solo en los trabajadores, otros cuestionan a los directivos (magistrados de 
Altas Cortes y al Consejo Superior de la Judicatura) pero todos los actores tienen la sensación, 
algunos más argumentada que otros, de que la “La Rama Judicial” no funciona bien.  
 
¿De dónde vienen esos anhelos? ¿Tuvo la justicia un pasado más inspirador que ahora 
añoramos? No creo que esta sea la respuesta, pues los entrevistados con más años en la 
institución describen su pasado con un mayor número de prácticas clientelares, funcionarios 
menos calificados, empleados analfabetas, despachos más aislados y carentes de 
información134. No quiero decir que para los entrevistados fuera peor, pero tampoco la 
describieron como un escenario añorado ¿Anhelamos la justicia de otros países que no 
conocemos a ciencia cierta pero que imaginamos? Tal vez.  Según lo expliqué en este acápite, 
me adhiero a los autores que afirman que  añoramos un tipo ideal de justicia que nos ha 
trasmitido la academia y que de muchas maneras ha reafirmado la “opinión pública”. Éste 
guión weberiano que la mayoría de los ciudadanos, en especial los abogados, hemos 
interiorizado como el deber ser del Estado, y específicamente de la justicia, nos lleva a 
concebirlo como racional, poderoso, organizado, meritocrático, armónico en sus partes 
(Buchely, 2014, p. 14).  
                                                   
134 La entrevista de Nicolás puede darle colores y caras a esta descripción: (…)Es que hay muchos, en la 
época de nosotros había muchos secretarios que no eran bachilleres. Ya ahora para ser escribiente tiene que 
ser abogado. Eso se cumple, ahora si se aplica. - ¿No se ve un escribiente que no sea abogado? -Tiene que 
ser con antigüedad, con más de 20 o 30 años. Pero porque hubo equivalencia en un momento dado, pero 
ahora nadie ingresa si no es abogado. Es decir, hay unos requisitos. Antes yo tuve un citador que no sabía 
escribir, ni tampoco leer. Y se jubiló en la rama. Él no necesita leer y escribir para ser notificador. Era antes, 
no se necesitaba ser abogado para ser juez. En el 58 había jueces que no eran abogados, hasta el 60, no... eso 
llegó como hasta el 70. - ¿A usted le tocó esa época? -Claro, y los empleados de la rama del juzgado tercero 
civil municipal yo no sé si eran bachilleres, me parece que apenas una persona era bachiller. Hoy creo que 
todos mínimo tienen que ser estudiantes universitarios. (…) Cuando yo empecé de juez laboral, como yo 
estudié en Bogotá yo tenía amigos que yo les escribía... -Amigos ¿en dónde? - De la Corte Suprema y 
compañeros pues todos los que hicieron especialización, entonces a uno que trabajaba en la Corte, yo tenía 
la posibilidad de llamarlos y les preguntaba y me mandaban sentencias, entonces yo mantenía al día, yo era 
un lee sentencias. Entonces eso forma, claro. -¿Y todavía mantiene relaciones de ese tipo o ya menos? – No, 
no, no, lo que pasa es que ahora es mucho más fácil el acceso, entonces ya para eso yo ya consigo... en 
Buenaventura no había ni siquiera teléfono, para decirle que eso era imposible tener, la única herramienta 
que uno tenía era el código y que tampoco había códigos de los juzgados (…). 
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Esta imagen colectiva tan bien aprendida, arquetipo del papá Estado, contribuye con las 
apreciaciones negativas ante el incumplimiento de los deberes que le confiamos y exigimos: 
ineficiente, incapaz, desorganizado, subjetivo, nepotista etc. La expectativa que tenemos frente 
a las posibilidades reales de cumplirlas, es una de las razones que explica porque con 
frecuencia se escucha decir que la justicia “está en crisis”, tanto en Colombia como en otros 
lugares135, y busquemos reformarla continuamente. En resumen, confundimos un tipo ideal 
con la realidad, y los que trabajan con la justicia, se sienten indignados con frecuencia al 
descubrir la ficción en la que están inmersos. Mientras tanto, los abogados claman por la 
garantía del principio de legalidad, es decir, fallos más predecibles. Aprender a convivir con la 
contingencia es la tercera conclusión arriba mencionada, que será el tema a profundizar en el 
siguiente subcapítulo.  
 
 
“La cancha” 
 
En este subcapítulo me propongo a estudiar con más detalle la tercera conclusión: mientras 
más experiencia tenga el abogado, más predecible es el derecho. A pesar del inmenso 
descontento producto del deber ser incumplido, el segundo evento es que los abogados 
litigantes con experiencia comprenden esta ficción y empiezan a trabajar con ella; si es 
posible, a sacarle provecho.  
 
Reniegan de la ficción en cada oportunidad porque en alguna ocasión los perjudicó, pero la 
conocen y la usan o, en el peor de los casos, son inocentes favorecidos por la misma. Pareciera 
que los abogados padecemos de trastorno límite de la personalidad. Nos enseñan que el 
derecho es predecible, defendemos que lo es, jugamos a que lo es, pero sabemos que 
realmente no es tal, y que parte de nuestro éxito profesional depende de aprender a sacarle 
provecho a esta creencia a través de diferentes medios o métodos, como la oratoria o las 
buenas relaciones con los empleados y funcionarios, “..estrategias para congraciarse con los 
trabajadores” (Buchely, 2014, p. 196). Otro método consiste en reconocer lo niveles de 
probabilidad de que X o Y ocurra en las prácticas locales. Nicolás, el Magistrado, lo explica 
con estas palabras: “[Lo predecible] es un asunto del derecho, el derecho es predecible, no 
significa que sea matemático, pero nosotros no hacemos descubrimientos, no hay nada nuevo, 

                                                   
135 Lo complejo que es llegar a un gran acuerdo social sobre “lo que es predecible”, especialmente ante los 
ojos del vencido, ayuda a explicar porque no es sorprendente que en el cine, las series, la televisión y la 
literatura se muestre una imagen de la justicia como injusta, superficial, prejuiciosa e irracional. Películas 
como Justicia para todos, Doce hombres en pugna, Relatos salvajes, El abogado del diablo. Novelas como El Proceso de 
Kafka, El Lector, El Extranjero, El Padrino. Hasta series de televisión como Ally Mcbeal y Boston Legal, la 
lista es infinita. Por lo menos en Occidente, a través de los arquetipos que viajan por el cine, la literatura y la 
televisión, la justicia no solo se muestra como objetiva y racional, sino como una institución que alberga a 
locos, corruptos y seres, sobretodo, emocionales.  
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eso es un desarrollo, entonces el litigante sabe eso. Entonces una oficina de abogados con 
todas las de la ley eso es lo que sabe. Y sabe que este negocio lo pierdo aquí en los juzgados. 
Y lo pierdo en el tribunal, pero en la Corte me lo gano”.   
 
Resalto que Nicolás no afirma que el resultado del fallo es previsible porque un abogado ha 
estudiado y ubicado las normas y la doctrina pertinente, ni siquiera afirma que cualquier 
abogado experimentado puede llegar a definir cuándo puede perder o ganar un caso. El habla 
de una “oficina de abogados con todas las de la ley”, lo que se podría leer como un grupo de 
abogados experimentados y reconocidos. Es decir, para hacer un pronóstico de un fallo 
judicial, en un proceso que podría tomar cuatro años como mínimo, se requiere de un grupo de 
abogados conocedores de diferentes experiencias en diversos escenarios. Los elevados 
requisitos que plantea Nicolás cobran sentido si se comprende que solo cuando los abogados 
identificamos y dominamos la práctica local, el derecho reaparece como un conjunto de 
variables que se pueden prever e incluso controlar, pero cuando no lo hemos hecho, nuestra 
consciencia profesional escindida entra en acción, es decir, nos topamos con que el derecho no 
es predecible y, si es del caso, nos ofendemos por ello. Esta situación se refleja en las 
respuestas de la abogada Lucía:  
 

-En despidos sin justa causa ¿es predecible el fallo judicial en Cali? ¿la valoración de las 
pruebas, las normas que se eligen…? – Si. Uno sabe cuál es, a ver... no mentiras, no es 
predecible, no, no, no, no sé cómo responderle a esa pregunta. No sé cómo responderle - 
Mejor dicho, si usted sabe que cuenta con tal tipo de pruebas o que con que los testigos 
digan tales cosas ¿usted lo gana? – Mmm. Los procesos de contrato realidad, si usted no 
lleva los testigos que digan que la persona cumplió el horario, tenía unos jefes y tales y 
pascuales, el proceso lo pierde. En los procesos del cuarenta por ciento usted sabe que si 
usted no lleva los testigos que digan que la persona dependía económicamente del 
pensionado, lo pierde. En los de despidos no tengo claridad.  

 
Esta pregunta la hice a propósito. Recientemente había trabajado con Lucía en una demanda 
de despido sin justa causa que ganamos. Sin embargo, hasta el último momento no tuvimos la 
más mínima idea sobre cuál iba a ser el resultado. Incluso durante la audiencia, la lectura de la 
sentencia fue tan confusa que tuvimos que esperar el “Resuelve” para saber si habíamos 
ganado.  
 
Tenemos entonces que el abogado litigante sabe que existen eventos que son predecibles, no 
porque una norma lo dice, sino porque un grupo de individuos los han institucionalizado. 
Empiezan a reconocer el momento en que las pautas de acción salen del espectro de lo 
improbable o lo extraño,  adquieren forma en lo cotidiano (De Certeau, 1996) y con el tiempo 
llegan a ser objeto de exigencias y reivindicaciones. Cuando esto ocurre, la práctica ha 
alcanzado el impulso de la expectativa por parte de los actores que la integran, y la convierte 
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en institución formal o informal136. En ocasiones el cumplimiento de las pautas informales 
adquiere tal nivel de eficacia, que los individuos están dispuestos a omitir o vulnerar 
abiertamente la norma formal, que proscribe la conducta que realizan, por obtener los mayores 
beneficios que implica seguir la costumbre local informal. El que las normas informales se 
sobrepongan a las formalmente establecidas, da lugar a dos eventos:  
 
El primero hace referencia a “la cancha” que tiene el abogado frente al lego o al novato. En 
otras palabras, conocer estas pautas formales e informales en conjunto, es una de las razones 
por las que el abogado experimentado se diferencia del novato o del lego que quiere defender 
su propia causa. A falta de un mejor ejemplo con un abogado novato, relato la siguiente 
historia que escuché un miércoles de abril del año 2013 (cuaderno de campo): 
 

Hoy hablaron [Horacio y Mariano] de usuarios “cansones” y mencionaron como ejemplo 
al esposo de una señora que la habían despedido del almacén “Feria del brasier y solo 
kukos”. Al señor lo llamaron “el señor solo-kukos”, y comentaron que él creía que sabía 
más que el abogado. Participaba e interrumpía en las audiencias, iba a preguntar por el 
caso y a pedir copias; y al final del año les regaló una caja de códigos que había comprado 
durante el proceso para que se los repartieran entre los empleados del juzgado. Cuentan 
que el señor era “muy cansón” porque no dejaba realizar las audiencias, interrumpiendo 
en cada momento, citándole al abogado de la contraparte artículos del código, limitándose 
a recitar la ley “como si eso fuera suficiente”. Estas audiencias eran bajo el procedimiento 
anterior, es decir, escrito. Por eso Horacio como secretario del despacho le solicitaba que 
se “mantuviera callado, pero era muy difícil”. Para Horacio y para Mariano ese señor 
demuestra lo importante del “conocimiento teórico” y “la práctica”.  En que se puede leer 
la norma, pero otra cosa es saber cómo y cuándo se usa.  

 
Las burlas hacia el señor solo-kukos no se referían a que él desconociera fragmentos de la ley 
o no comprendiera en qué consistía el conflicto, pues él sabía que le habían vulnerado un 
derecho laboral a su esposa y lo identificaba en los códigos que compró. Sin embargo, al no 
conocer las formas propias del oficio, e incumplir con las expectativas que se esperaban de él 
como usuario pasivo, su actuar dio lugar a burlas de los empleados del despacho, que lo 
presentaban como una caricatura de abogado. Durante las entrevistas varios funcionarios, 
empleados y abogados mencionaron que conocer la práctica, es decir, las pautas necesarias 
para obtener éxito en la faena laboral, era más importante que dominar la teoría. Al respecto 
comentaba Nicolás:  
 

-¿Usted considera que para ser un buen juez hay que estudiar postgrados? –No, no, no, 
porque yo como yo fui juez después del postgrado si dije muchas veces, 'yo hubiera 
sabido que esto era trabajar en un juzgado no hubiera hecho la especialización'. - ¿Por 

                                                   
136 Hablo en una expectativa diferente a la que mencionaba líneas más arriba. Esta expectativa no se basa en 
un ideal previo a la experiencia, sino en la experiencia misma.  
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qué? -Porque el mejor postgrado es trabajar y le pagan a uno. Si uno tiene la misma 
disciplina en el trabajo no hay postgrado que valga. Porque es el mejor laboratorio que 
existe, es el problema del derecho. Que mientras en todas las ciencias se desplazan, 
mueren, buscan el laboratorio, la cuna de los problemas, nosotros lo tenemos todo en la 
mano, y teniendo los expedientes en la mano hacemos unos estudios serio sobre el 
expediente, no sobre la teoría. -¿El derecho es práctica? - Si, el derecho es casuístico, 
entonces yo decía, 'no...', fue muy bueno y todo recibirle clases a todos esos señores, pero 
el que quiera aprender no tiene necesidad de hacer un postgrado y menos ahora. 

 
Por otra parte, dentro del repertorio de conocimientos sobre la faena laboral cotidiana, no solo 
se encuentra identificar las tendencias de los jueces y conocer las palabras y actos acordes con 
las exigencias de sus interlocutores inmediatos. Los abogados litigantes saben que los vínculos 
afectivos también requieren una inversión de tiempo y dinero para contrarrestar un tipo de 
contingencias. Como se explicó en el aparte sobre atención al público, un empleado o 
funcionario contento y amigable, puede ser crucial para obtener una asesoría sobre prácticas o 
costumbres propias del juzgado, para obtener permisos en cuanto a aplazamiento de 
audiencias, para modificar la fecha en la entrega de un documento e incluso para obtener tratos 
preferenciales en los tiempos en que se realizan las diferentes etapas. No todos los abogados 
utilizan las estrategias afectivas, pero según los entrevistados, los abogados con “cancha” se 
destacan de los demás por las estrategias sociales que utiliza. No obstante, la disposición para 
recibir depende del funcionario o empleado. Algunos trabajadores son más reacios a acceder al 
trato amigable o dadivoso, pero otros, por el contrario, convierten estos regalos que en 
principio parecieran espontáneos y remuneratorios de una buena gestión, en la regla de la 
interacción. Al respecto me contaba Benito: 
 

Ah, claro, pandebonos, cafecitos, desayunos, de todo. En procesos ejecutivos, como hay 
plata de por medio, la gente tiende como a más, como a querer bonificar, como que salió 
el título de 50 millones y se movió rápido, y usted fue muy diligente y muy atento en el 
proceso, recíbame esta plata -¿Y tú qué hacías? - Devolverla, no recibirla. Un señor 
prácticamente me rogaba porque le recibiera un sobre. 'Venga, pero es que usted fue muy 
diligente, pero es que usted fue muy atento', 'no señor, este es mi trabajo'.- ¿Y tú has visto 
que otros reciban?- Claro, hay gente hasta que cobra por sacarlo más rápido. Dicen: 'Vea 
si quiere que usted lo tenga rápido usted me da...Un porcentaje de las costas’(…) Llegaba 
la gente, 'no vea', por ejemplo ese abogado llegó con un sobre, y yo le recibí el sobre, pues 
pensé que era  un memorial, cuando ya lo miré a la cara cuando lo recibí el sobre, ya lo vi 
que como que eso no era un memorial y le devolví el sobre, y me dijo 'no, pero no me lo 
devuelva, eso es para usted', y yo le dije 'no doctor, es que yo estoy aquí, cumpliendo con 
mi trabajo, no estoy haciendo nada más' (…) de insistirle, se quedó parado en frente del 
escritorio, me miraba y me decía 'ojalá todos los funcionarios fueran como usted, en un 
juzgado que yo no le voy a decir cuál es, un funcionario me pidió la totalidad de las costas 
para sacarme un proceso, y yo le dije que sí, y las fijaron tan altas, yo no vuelvo a hacer 
eso' - ¿Las fijaron altas porque? -Porque eran pa’ ellos. Las fijaron tan altas… 
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Tenemos entonces que tanto la experiencia en cuanto a la acumulación de información sobre 
las pautas de acción de los diferentes funcionarios y empleados, como la estrategia social 
relacionada con la atención que le deben prestar los abogados litigantes a las “redes de 
favores”, son elementos cruciales para desenvolverse con éxito en la labor cotidiana del litigio 
laboral. Con lo anterior no pretendo afirmar que la educación formal no sea útil, sin embargo, 
todos los entrevistados estuvieron de acuerdo en expresar que esta se queda corta frente a la 
experiencia que adquiere la persona en el “mundo real” de la Rama Judicial.  
 
Por último, quiero terminar este capítulo haciendo énfasis en el reto que este conocimiento 
menos formal y más localista, implica para trabajadores y abogados litigantes: La Rama 
Judicial de Cali ha tendido a crecer de manera vertiginosa en los últimos años. Cada vez son 
nombrados más jueces en la Jurisdicción Laboral, y esta situación genera que les sea más 
difícil concertar acuerdos sobre prácticas y creencias relacionadas al derecho laboral. Al 
respecto explicaba el juez Joaquín:  
 

O sea, aquí como éramos poquitos, Medellín tiene mucho más, tiene ventipico, tenía para 
esa época, hoy ya son 35, en Bogotá ya van en 40, entonces claro, uno también entiende, 
entre más gente, más difícil es ponerse de acuerdo. Entonces, aquí poquitos sí nos 
poníamos de acuerdo. Nos conocemos, no te digo hay un nexo afectivo, entonces eso 
ayuda que nos tengamos hasta confianza. Hoy ya hay cuarenta y algo de jueces, contando 
con los de descongestión, ejecutivos, (inaudible 28:37) ya no es lo mismo… - pero  ¿Los 
16 titulares sí se siguen conversando? - Si, nos seguimos viendo, salimos, pues obvio no 
todos, pero sí... cambia la vaina... hay nuevos... Es que es más, solo quedamos 6, desde los 
del 2005... se renovó mucho, desde el 2005 solo hay 6 jueces que venimos juntos.  

 
Según explica Joaquín, versión secundada por el juez Alberto y por el magistrado Simón, el 
aumento de los jueces, así como el continuo movimiento de la planta de personal, han sido 
obstáculos importantes para definir momentos y espacios de reunión para el diálogo. Además, 
según manifiestan varios de los entrevistados, las capacitaciones de la Escuela Lara Bonilla, 
espacio que también solía ser utilizado para la discusión y concertación de prácticas y 
creencias, han disminuido en frecuencia y calidad, lo que ha tenido repercusiones negativas en 
las convocatorias.   
 
Por otra parte, las medidas de descongestión también aportan a la incertidumbre. Lucía me 
contó sobre un caso que le “cayó” en un juzgado liderado por la juez penalista en la que 
desconfía: considera que no sabe de laboral, y que además tiene cierta animadversión contra 
ella por una discusión que se presentó durante una audiencia: “yo sabía que lo iba a perder” 
me explicaba. Sin embargo confiaba en que en el tribunal fuera revocado. Cuando identificó el 
magistrado que iba a estudiar el proceso en segunda instancia, se despreocupó por el resultado 
del mismo: “me relajé. Yo sabía que Nicolás lo revocaba”. La variable con la que no contaba 
la abogada es que el juzgado de Nicolás estaba especialmente congestionado. Por esta razón, 
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envió varios de sus procesos a descongestión, entre ellos el de Lucía: “ahora no sé con qué me 
van a salir”. 
 
Vemos entonces que en este escenario cada vez más diverso, el abogado con “cancha” debe 
propender por acumular el mayor número de datos sobre las creencias y actuaciones de los 
jueces que componen el mundo de la jurisdicción laboral caleña si quien tener éxito en su 
carrera. Sin embargo, abogados como Leopoldo critican este enfoque localista, e insiste que la 
mejor solución es que los jueces sean más juiciosos, menos “creativos” y se adhieran a la 
práctica del Precedente. Al respecto manifiesta “Por convicción aquí se hace indispensable, 
hacer obligatorio el precedente judicial. No de la forma en que algunos dicen que lo es en la 
actualidad. Para administrar una verdadera justicia. Podemos unificar más, evitar sentencias 
caprichosas sin cerrarle el camino para que un juez piense por su propia forma. Busque la 
primera sentencia de un juez en el país que cumpla la labor para distanciarse en un precedente. 
El juez no dice la razón, menos desbarata toda la argumentación y menos construye una tesis 
unificada, razonable, es un chiste”. 
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Hallazgos generales 
 
Usualmente, cuando hablamos de justicia, pensamos en espacios cerrados y claramente 
delimitados, pues La justicia solo se puede impartir o crear en ciertos lugares. Existe la 
tendencia a creer que en estos edificios del Estado, que imaginamos como talleres de justicia, 
los abogados se dedican a fabricar sentencias más o menos iguales, bajo parámetros y rutinas 
muy similares, que llevan a productos muy parecidos que protegen el derecho a la igualdad y 
el principio de legalidad de los usuarios. De igual manera, en las clases de Derecho se observa 
la continua sistematización de normas que conforman un área jurídica: El profesor lee la 
disposición, explica cómo se debe interpretar según tal corte o según su criterio, y los 
estudiantes copian. Todavía lo veo en la maestría en Derecho que estoy cursando en este 
momento. Esta forma de enseñanza, además de exigir la memorización de una serie de 
proposiciones, parece llevar a que los aprendices de abogado introyecten cierta fe en el 
potencial predecible de la norma, pues para algo ha de servir su conocimiento y dominio. Los 
abogados asesoran a sus clientes basados en la creencia de que el juez va a aplicar la 
disposición tal cual la aprendió o ha visto que la aplica tal Corte.  
 
La idea del taller de la justicia (con cadenas de montaje por las que pasan expedientes, donde 
cada empleado ejecuta la misma tarea mecánica para producir sentencias idénticas que 
protejan el derecho de igualdad), es muy similar a la fe que tenemos los abogados en los 
métodos que usamos para aprender nuestro oficio: memorizando normas, o donde ubicarlas, 
en salones de clase. Sin embargo, todos los entrevistados destacaron las distancias que existen 
entre la teoría jurídica y la realidad cotidiana, y sobre  ese gran vacío es precisamente donde 
las ciencias sociales tienen mucho que decir. 
 
En este trabajo me propuse entender el porqué de esas distancias, que tanto lamentan (porque 
es una queja) los abogados, y que muchos ciudadanos perciben como corrupción, desorden y 
negligencia. No obstante, según lo expuse, estos adjetivos tienen como contrapunto una idea 
del Estado, y en especial de la Rama Judicial, que hemos recreado a partir de ideas europeas 
sobre el mismo, imaginarios muy similares a lo desplegado en la teoría weberiana sobre la ley 
y el Estado burocrático racional. Lo cierto es que, al estudiar la vida cotidiana de esta 
institución, se encuentra que son tantas y tan diversas las variables que entran en juego al 
momento de emitir un fallo, que la contingencia adquiere más protagonismo que la norma. En 
otras palabras, la perspectiva micro-sociológica nos permite ver que detrás de esa fachada de 
tintes homogéneos (que la literatura del estado ha recreado como la boca de la ley, con 
criterios uniformes para resolver los problemas sociales), existe un mundo plural, diverso, 
compuesto de diferentes visiones del derecho, de objetos y conceptos que llegan y se van, de 
emociones que dialogan con los escenarios, de redes que se construyen y se deshacen.  
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Para identificar este conjunto de variables, elegí una corriente metodológica y teórica que me 
permitiera llegar al campo y rastrearlas, con el menor uso de conceptos e hipótesis previas. 
Para ello debía permitir que el mismo campo expresara cuáles eran los fenómenos relevantes 
para comprender cómo se produce derecho laboral en los juzgados de Cali. Por cuestiones de 
tiempo y espacio, no alcanzo a presentar en este trabajo todos los fenómenos que encontré. En 
el capítulo preliminar, “el ritual de la justicia”, expuse los hallazgos generales sobre las 
interacciones que se presentan al interior de la comunidad de laboralistas caleños, a partir de la 
teoría social. Lo hice, para que el lector tuviera en cuenta estos hallazgos al momento de leer  
lo referente a los fenómenos compuestos de diversas aristas, como el recorrido de los 
expedientes, las transformaciones en los símbolos principales en el ritual judicial, las vías por 
las que llegan los empleados y funcionarios, y las discusiones sobre el carácter de lo 
predecible. Atendiendo a lo anterior, en este acápite de hallazgos voy a desarrollar un análisis 
amplio desde la teoría social, que recrea la fotografía general de la jurisdicción laboral de Cali 
como institución:  
  
En las últimas tres décadas se han presentado múltiples fenómenos en la comunidad jurídica 
colombiana que han trastocado acuerdos sobre teorías y conceptos jurídicos centrales del 
proceso judicial,  y esto ha coincidido con la diversificación de los significados que le otorgamos 
a estos conceptos o teorías, como “debido proceso” y “juez natural”. Esta fragmentación nos 
ubica en un escenario de desacuerdos sobre los grandes conceptos, pautas y teorías, que hace 
más de tres décadas parecían más o menos homogéneas y sagradas; lo anterior, sin llegar a 
afirmar que antes los acuerdos y las relaciones entre estos conceptos e instituciones y su 
despliegue cotidiano eran totalmente homogéneos o pacíficos. Todo lo contrario: en el último 
capítulo reflexiono sobre el carácter contextual de las convenciones humanas, lo cual impide su 
estabilidad; en especial en comunidades más grandes y complejas. Sin embargo, si defiendo que,   
como resultado de la fragmentación, la previsibilidad del fallo depende ahora menos de las 
grandes teorías que antes, dado que han aumentado las fuentes que transmiten interpretaciones 
de las teorías clásicas y que incluso proponen nuevas teorías. Todas en competencia, pero 
ninguna ha logrado monopolizar el campo de los funcionarios laborales, en términos de 
Bourdieu (2000).  Por ello, las comunidades de significado han aumentado a la vez que los 
conocimientos particulares, especializados (donde el grupo de autoridades de interpretación 
todavía es menor y prevalece el consenso) y localistas (que se basa en el conocimiento de otro 
como persona y no como funcionario o empleado: un otro con gustos, con manías, con 
intereses).  
 
Tenemos entonces que la capacidad de predecir un resultado judicial queda sujeta a ciertas 
variables que influyen un proceso específico (como saber quién es el juez o incluso el empleado 
que va a proyectar la sentencia, conocer el precedente del juzgado, la composición de la sala de 
decisión etc.), y no necesariamente del dominio de las normas, teorías o conceptos jurídicos que 
antes parecían ser más homogéneas, o la autoridad de la institución que las definía todavía no 
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había sido cuestionada. Lo anterior ocurre porque, entre otras razones, mientras más elementos 
diversos de información tenga el individuo para construir su propio conocimiento (su repertorio 
de anñalisis y de acción), más diversas son los resultados de dichas construcciones. Esto 
dificulta en mayor medida  la legitimación total del orden institucional, como las legitimaciones 
específicas de instituciones o subuniversos particulares. Es suficiente decir que, en tales 
condiciones, la tarea de los actores antes pacíficamente legitimados, ahora se vuelve realmente 
abrumadora. 
 
Esto va en sintonía con la creencia de que el pluralismo moderno, como valor supracardinal de 
las sociedades modernas, han influenciado las instituciones del Estado, en este caso la rama 
judicial, generando que los discursos que de ellas provienen sean menos homogéneos y, por 
tanto, menos predecibles. Como lo explican Berger y Luckmann “las instituciones de este tipo 
de sociedad han dejado de aplicar en la vida práctica una reserva organizada de sentido y valores 
de una manera sistemática y vinculante” (Berger & Luckmann, 1997, p. 54).  
 
Para algunos de los individuos que componen el grupo de la comunidad jurídica laboralista, la 
escisión entre teoría y práctica se debe a la falta de estudio o de comprensión de los acuerdos 
teóricos, o falta de preparación en la técnica. Sin embargo, en este momento hay tantas 
interpretaciones sobre los acuerdos que se están transformando, que difícilmente estudiar más 
nos llevará a la misma apreciación de lo que sucede. Ellos lo dicen porque antes era más 
viable hacer eso: estudiar los acuerdos que emitía una sola corte, y un conjunto de doctrinantes 
nacionales más o menos limitados. No obstante, la diversidad de teorías, de normas y de 
interpretaciones que existen hoy en día, con las facilidades inmediatas para acceder a la 
información gracias a objetos como los computadores y celulares conectados a la red, impiden 
responder de igual forma a esta problemática.  
 
Por otra parte, esta creencia se relaciona con la dualidad “novedad valiosa” y “tradición 
arcaica”. Entre los relatos pedidos y no pedidos, observé la tendencia a calificar prácticas 
ligadas con la tradición (citación acrítica de la Corte Suprema, desatender el bloque de 
constitucionalidad, desconocer el derecho internacional, privilegiar la interpretación que 
proteja la “letra de ley”, fijar más audiencias de las estrictamente necesarias, hacer carrera en 
la rama sin concursar) como arcaicas y cuestionables, a pesar de que la mayoría las continua 
haciendo. Sin embargo, la versión contraria de la afirmación anterior no es tan clara. En este 
momento no es viable definir quién logra dominar el derecho constitucional, el derecho 
internacional del trabajo y quien domina las técnicas del juicio oral, porque sobre estos 
aspectos no se han construido acuerdos a nivel local. Las apreciaciones cambian entre cada 
actor o grupos de actores. Lo cierto es que “Resulta innecesario aclarar que esta multiplicación 
de perspectivas aumenta sobremanera el problema de establecer una cubierta simbólica estable 
para toda la sociedad”, aunque esta situación se contradiga con el deber ser de la Rama 
Judicial. Es claro que esta institución es la encargada de preservar la seguridad jurídica, la 
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igualdad y el principio de legalidad, por lo cual debe buscar vías para encausar una sola voz y 
disminuir estas divergencias. Al parecer las instituciones encargadas de esta función son el 
Consejo Superior de la judicatura y la evaluación del superior, pero desde la percepeción de 
abogados y usuarios, no se ha logrado mucho en este sentido a nivel de primeras instancias. 
  
Como conclusión importante, la jurisdicción laboral de la Rama Judicial se encuentra en un 
momento donde es muy difícil mantener la coherencia entre fachada estable y unívoca con 
“toda la gama de fenómenos heterogéneos” que encierra en su interior, y que parecen 
profundizarse y diversificarse cada vez más, con cada nueva reforma, con cada nuevo debate, 
y con cada área de especialización que aparece en el panorama del conocimiento del derecho 
laboral. 
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Conclusiones 
 
Cuando se toma la decisión de hacer una investigación con un alto componente descriptivo, se 
corre el riesgo de contar lo obvio, aquello que todo el mundo sabe. Pero en ciertas 
circunstancias, repetir aquello que tan popularmente se conoce, en ciertos formatos y con 
ciertas palabras, encierra intensiones muy válidas, como recordar que lo obvio se  escapa a los 
ojos y al análisis cuando es demasiado molesto, inquietante, complejo y desesperanzador. Tan 
molesto como para no darle importancia. Y una de las razones de su estorbo, es su naturaleza 
de inabordable, indescifrable o inasible, dada toda su complejidad.  
 
Con el tiempo, y acorde a las culturas jurídicas, los abogados nos hemos dado cuenta que 
nuestras múltiples preguntas sobre las formas, razones, prácticas, intuiciones que están 
involucradas en el proceso a través del cual los jueces deciden los casos, que finalmente es una 
pregunta sobre los procesos de toma de decisiones de los seres humanos, requieren la 
participación de otras disciplinas. Las ciencias sociales, como espero haber demostrado 
durante este trabajo, contienen conocimientos sustantivos y metodológicos que le pueden 
brindar luz a este proceso, pero con el trabajo también pretendí exponer que la unión de la 
disciplina jurídica y la sociología, aún se quedan muy cortas al momento de describir y 
descifrar la práctica jurídica cotidiana con los diversos procesos de decisiones que involucra. 
Un panorama más completo de este universo, requiere preguntarse por los elementos 
biológicos y emocionales que participan con más detenimiento, por las creencias más 
profundas que se albergan en el inconsciente colectivo de la comunidad de juristas local, por 
los procesos de aprendizaje y de comunicación que se despliegan entre los actores mediatos e 
inmediatos.  
 
Por esta razón, este trabajo  saturado de descripciones, con una cantidad amplia de datos 
diversos, que alberga historias de vida, percepciones y una aglomeración de momentos fútiles 
del día a día de los despachos laborales de Cali, tiene la intención de hacer un llamado a la 
humildad de las disciplinas y, en especial, de la jurídica, para explicarse a sí misma. En la vida 
cotidiana, las teorías jurídicas, los conceptos técnicos, las normas, las herramientas 
hermenéuticas y demás elementos jurídicos, a los que tanto tiempo dedicamos los abogados su 
estudio y análisis, parecen ser, al menos en la jurisdicción laboral, solo algunas de las 
múltiples variables que entran en juego al momento de elaborar ciertos productos legales 
finales como lo son las providencias judiciales. Quise mostrar entonces que estos documentos, 
plagados de lenguaje jurídico, están compuestos no solo de derecho, sino también de 
momentos de las vidas de los actores que colaboran en su elaboración. Las sentencias son 
fotografías de un momento social, no solo jurídico. Estás reflejan las creencias, las tensiones, 
las angustias, las presiones de un grupo de individuos, quienes, a su vez, las  construyen a  
través de un conjunto de rituales que oscilan continuamente entre lo formal y lo informal, así 
como de interacciones que utilizan el discurso jurídico como una herramienta para materializar 
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intereses, ideologías, o anhelos personales o institucionales, que no necesariamente coinciden 
con el bienestar general . 
 
En este sentido, el presente trabajo de tesis plantea diferentes inquietudes, que van dirigidas 
tanto a la enseñanza del derecho, como a la academia jurídica. Preguntas como ¿es necesario y 
oportuno que la enseñanza del derecho se centre solamente en los conocimientos dirigidos al 
deber ser jurídico? Esta no es una pregunta novedosa, son varios los autores y profesores que 
insisten en una pedagogía más real y contextualizada. Sin embargo ¿los profesores de derecho 
conocemos con suficiencia la cotidianidad las instituciones jurídicas involucradas en la 
materialización del derecho que enseñamos en clase? Si bien los profesores litigantes, 
generalmente hora cátedra, en principio cuentan con estos conocimientos ¿cómo verificamos 
que éstos se potencializan, organizan y sistematizan en la enseñanza del derecho colombiano? 
estas preguntas, adaptadas, también son pertinentes para la academia jurídica. En cuanto a este 
punto, sería importante comprender cuál es el peso que tiene el concepto y la teoría jurídica en 
cada caso. Analizar en cada contexto las posibilidades y las fuentes de lo predecible, y en esta 
medida llegar a comprender la importancia de la participación de otras disciplina en el estudio 
del derecho.  
 
Por último, algunos lectores de este trabajo se han extraño de no encontrar análisis alguno  
sobre la institución del trabajo, así como del mercado laboral contemporáneo. Esta expectativa 
es comprensible, teniendo en cuenta que la investigación se realizó en y sobre la jurisdicción 
laboral. Sin embargo, debo aclarar al respecto que mi interés principal, desde un inicio, 
consistió en comprender las prácticas, creencias, símbolos y objetos que se ven involucrados 
en la producción de la jurisprudencia laboral, lo que equivale al interés por estudiar cada una 
de las etapas  que conforman este proceso. La jurisdicción laboral fue un pretexto para analizar 
este escenario, pues su elección se debió más a la contingencia de mis trabajos previos. Al 
haber trabajado allí, conocía muchos de los debates jurídicos actuales en este área, así como 
funcionarios y empleados con quienes había trabajado o estudiado, que no solo accedieron a 
ser entrevistados, sino que además me ayudaron como puentes para conocer otros actores, y 
para encontrar un lugar donde pudiera realizar el ejercicio de observación participante.  Lo 
anterior no obsta para que en futuras investigaciones se estudien con mayor profundidad y 
especificidad las condiciones laborales de los empleados y funcionarios que trabajan en la 
jurisdicción laboral. También puede ser pertinente sistematizar y analizar el contenido de las 
sentencias emitidas por los jueces y magistrados caleños, para verificar si la tendencia de sus 
fallos coinciden con teorías como las desarrolladas por Lou Boltanski e Éve Chiapello en su 
obra, El nuevo espíritu del capitalismo, por ejemplo. Sin embargo, insisto, esa no era la 
intención de la presente investigación. 
 
Por último, aclaro que antes de realizar el presente estudio, jamás habría imaginado que 
terminaría escribiendo sobre el debido proceso como símbolo central del mundo judicial en 
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Cali; ninguna pregunta hizo referencia explícita a este concepto, tal vez debido al rechazo que 
tuve y he tenido por esta área del derecho durante mis estudios de pregrado. Este es un 
hallazgo que, si bien podría ser predecible para muchos, fue emergente al analizar los datos, lo 
que reivindica la importancia de las investigaciones que permiten a los sujetos expresar sus 
propios intereses, necesidades, alegrías y angustias, en lugar de definir previamente lo que se 
espera escuchar u observar. Probablemente un marco teórico más delimitado y definido habría 
ayudado a obtener resultados más puntuales y claros, pero siempre existió en mi el temor de 
que dicha organización previa desapareciera elementos y acallara versiones múltiples de este 
universo. Queda para las próximas investigaciones buscarle a los datos aquí expuestos réditos 
más provechosos a través de los diferentes marcos teóricos que lo permitan.    
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Anexo perfil y trayectoria profesional entrevistados 
 

Alberto: El ingreso de Alberto a la Rama se describe detalladamente en el subcapítulo ““Voy a 
concursar”: Acceso formal a la Carrera Judicial”. Actualmente se desempeña como juez titular del 
cuito laboral de Cali. No tiene posgrado.  

Aura: Abogada. Juez titular de Cali en el despacho donde realicé la etnografía. Ha trabajado en la 
Rama por más de 20 años, ocupando diferentes cargos. 

Benito: Auxiliar de magistrado. Abogado con 5 años de graduado y 3 años de experiencia en la Rama 
Judicial. Antes de trabajar en la Rama fue docente universitario y litigante. Ha trabajado como 
sustanciador, secretario y auxiliar de magistrado en Medellín y en Cali. Está cursando una Maestría en 
Derecho y una Especialización en Laboral.  

Bernardo: Juez de descongestión. Se graduó como abogado en el año 2006. A los seis meses de 
graduado concursa para el cargo de Oficial Mayor. Trabajó en la rama ejecutiva durante año y medio, y 
en el año 2008 entra a la Rama Judicial en el cargo de oficial Mayor en provisionalidad, que después 
mantendría en propiedad cuando salieran los resultados del concurso. Ejercía en el cargo de auxiliar de 
magistrado antes de ser nombrado como juez de descongestión. Lleva ejerciendo este cargo cuatro 
años.   

Boris: Abogado. Desde que se graduó, en el año 1985, le ofrecieron ser juez de Buenaventura. Trabajó 
en la Rama Judicial durante 25 años aproximadamente, ejerciendo en la jurisdicción laboral y civil. 
Ahora ocupa otro cargo público. También trabajó como docente de diferentes universidades, en el área 
de Derecho Comercial. Tiene una especialización en Derecho Comercial.  

Gastón: Trabajó durante 15 años en la Rama Ejecutiva, hasta que en 1998 pasó el concurso y fue 
nombrado Juez en un municipio del Valle del Cauca. Posteriormente fue nombrado Magistrado de 
descongestión durante varios años seguidos. Tiene una especialización en Derecho Constitucional.  

Gregorio: Abogado litigante en diferentes áreas, hasta que pasó el concurso y fue nombrado Juez 
Laboral en propiedad en el año 2005, cargo que ocupa desde esa fecha. Actualmente está cursando una 
Maestría en Derecho Laboral y Seguridad Social.   

Horacio: Es abogado desde hace 20 años. Ha trabajado 30 años en la Rama Judicial, ocupando 
diferentes cargos; principalmente como secretario de juzgado laboral. Tiene una especialización en 
Derecho Laboral y Seguridad Social. Desea iniciar una maestría en Seguridad Social.  

Isabel: Abogada. Se desempeña como Oficial Mayor en el juzgado donde realicé la etnografía. Ha 
trabajado en la Rama por más de 20 años ocupando diferentes cargos.  

Jacinto: Es abogado. Sustanciador de un juzgado laboral titular. Ha trabajado cinco años en la Rama.   

Joaquín: Juez Laboral con 10 años de experiencia en la Rama Judicial y 15 años de graduado. Ha 
trabajado en diferentes ciudades del sur occidente siempre como Juez Laboral. Antes de ser juez, era 
académico y consultor de recursos humanos de una empresa pública. Cursó un posgrado en Laboral y 
Seguridad Social del que no se ha graduado porque no ha entregado el proyecto de grado.  

Juanita: Abogada. Trabajó en la Rama judicial durante dos años como sustanciadora y auxiliar de 
magistrado. Actualmente es abogada litigante en Laboral y Seguridad Social. Está cursando una 
especialización en Laboral y Seguridad Social.  

Leopoldo: Abogado. Trabajó como magistrado laboral durante 15 años. Antes de éste cargo, fue 
litigante en las áreas de penal, laboral y administrativo. Ha sido docente de Labora y Seguridad Social 
en diferentes universidades del Valle del Cauca. Tiene posgrados en Derecho penal y criminología, 
Derecho público y laboral.  
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Lucas: Abogado litigante. Ha creado su propia firma con un amigo de la Universidad. Sus principales 
clientes son las ARL. Ha realizado una especialización en laboral 

Lucía: Abogada laboralista con más de 30 años de experiencia en el litigio laboral. Siempre ha 
trabajado en el área laboral en las ciudades de Bogotá, Cali y San Andrés. Ha trabajado como docente 
de derecho laboral y procesal laboral en diferentes universidades de Bogotá y del Valle del Cauca. 
Tiene una especialización en Derecho Laboral y Seguridad Social.  

Ludovico: Abogado laboralista. Ha sido litigante, profesor y magistrado laboral. Lleva, 
aproximadamente, 12 años ejerciendo este último cargo en el Departamento del Valle del Cauca.  Ha 
cursado estudios en filosofía y en Sociología.  

Mariano: Fue compañero de trabajo durante los meses que trabajé en el juzgado. Ejercía el cargo de 
escribiente. Ha trabajado 37 años en la Rama Judicial  y se ha desempañado, entre otros cargos, como 
sustanciador. Creo que no es abogado.   

Martín: Magistrado con 25 años graduado y 25 años de experiencia en la Rama Judicial. Ha pasado 
por varios cargos en la jurisdicción civil, administrativa, disciplinario, penal y laboral. También ha 
realizado “carrera” en la rama judicial. Desde sustanciador hasta Magistrado. Tiene especializaciones 
en Seguridad Social, Laboral y Derecho Procesal.  

Matías: Magistrado. Tiene más de 27 años de experiencia en la Rama Judicial, y 25 años de graduado. 
Ha trabajado en diferentes jurisdicciones: penal, civil y laboral. Tiene posgrados en civil y probatorio. 
También ha participado como Profesor o “formador” en la Escuela Judicial Rodrigo Lara Bonilla. 

Merceditas: Ingeniera y abogada. Se graduó hace 7 años de Derecho, y ha trabajado 15 años en la 
Rama Judicial, de los cuales 7 ocupó cargos en provisionalidad. Se ha desempeñado como 
colaboradora del área administrativa, escribiente, oficial mayor y secretaria en las jurisdicciones 
laboral y administrativa. El año pasado terminó la especialización en derecho laboral.  

Miguel: Trabaja como escribiente en el despacho donde realicé la etnografía.  

Nicolás: Magistrado. Entró a la Rama Judicial en 1981. Antes de esa fecha trabajó dos años en la 
Rama Ejecutiva. Ejerció como juez civil y laboral de circuito hasta el año 1995, cuando ganó el 
concurso para Magistrado en Popayán. Al cabo de los años logró que lo trasladaran a Cali. Ha 
realizado dos posgrados en Derecho Laboral y Filosofía.  

Rafael: Se gradúa como abogado en 1993. Durante este tiempo trabaja como inspector de policía. 
Llega a la Rama Judicial en 1994, a trabajar en el área penal.  En la fiscalía ejerce más o menos 12 
años; tiempo durante el cual realizó diferentes cargos como fiscal local, fiscal seccional y fiscal 
especializado en diferentes partes del país. En el año 1997 concursa para el cargo de secretario de 
Tribunal en el área penal, laboral y administrativa, pero solo hasta el año 2005 es nombrado en 
propiedad en el cargo de secretario del Tribunal Laboral, el cual ejerce hasta el día de hoy. Tiene una 
especialización en derecho penal.  

Santiago: Actualmente es abogado litigante en comercial. Socio de su propia firma. Lo entrevisté 
porque en el año 2009 trabajó un año como sustanciador en un despacho laboral, cuando aún no se 
había graduado de la Universidad. Desde el 2010 trabaja en la firma que ha conformado con amigos de 
la universidad, en la que también asesora en temas de laboral.   

Sara: Abogada. Lleva 3 años de graduada. Ha trabajo durante 4 años en las jurisdicciones penal y 
laboral como escribiente. Actualmente se desempeña como escribiente de la secretaria del Tribunal, 
Sala Laboral. 

Simón: Desde pequeño se interesó por el derecho, dado que su padre era abogado. Antes de graduarse 
del bachillerato trabajó en una inspección de policía, y a los 25 años empieza a trabaja en el Instituto 
del Seguro Social, mientras estudia la carrera de derecho por las noches. Después trabaja como 
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profesor tiempo completo de diferentes universidades de Cali, y en 1999 decide concursar, accediendo 
al cargo de Magistrado. Gana el concurso, pero ejerce tres años como juez mientras le resultaba la 
vacante de magistrado. Actualmente ha ejercido como magistrado durante 12 años. También se ha 
desempeñado como docente de varias universidades y como “formador” de la Escuela Judicial.  

Teodoro: Primero ejerció como docente en un colegio, y se graduó hace 3 años de Derecho. Desde 
entonces ha ejercido como abogado litigante en laboral, seguridad social, y familia. No tiene posgrado, 
pero desea cursar una especialización en Derecho de la Seguridad Social.   

Traveler: Abogado. Tiene 10 años de graduado y trabajó durante 7 años en la Rama Judicial 
ejerciendo diferentes cargos en la jurisdicción laboral y administrativa: Sustanciador, secretario, 
auxiliar de magistrado. Actualmente es litigante independiente en laboral y administrativo. Tiene una 
especialización en Derecho Público.     

 

 

 

 

 

 


